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AÑO 1981 1 

1 

EXTRANJEROS. DENEGACION DE PERMISO DE TRABAJO. 

R.D. 1874, de 2 de junio de 1978, por el que se regula la concesión y 
renovación de permisos de trabajo a extranjeros. 

Audiencia Territorial de Las Palmas de G. Canaria: s ENTE Ne IA 

DE 3 DE FEBRERO DE 1981. 

CONSIDERANDO: Que en el presente recurso jurisdiccional se examina 
la legalidad del acto administrativo integrado por Ja resolución de la Delega-

1. Incluímos aquí algunas sentencias que, por razón de su publicación más 
tardía, no aparecieron en nuestro anterior volumen. 
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ción Provincial de Trabajo de L.P. de 12 de marzo de 1980, y desestimación pre­
sunta del recurso de reposición deducido frente a ella, en virtud de las cuales se 
deniega al súbdito extranjero de nacionalidad hindú don R. H., el permiso de 
trabajo por cuenta propia solicitado en su día para la actividad de Comercio, con 
fundamento en el informe desfavorable de la Comisión Provincial de Gobierno, 
en el que se dice que la situación provincial de empleo refleja un incremento en 
el paro de trabajadores y también por no crear riqueza en la provincia de L.P. 

CDO.: Que como tiene declarado esta Sala en anteriores sentencias en esta 
peculiar función administrativa de atribución a extranjeros del derecho a traba­
jar por cuenta propia en actividad de comercio, la voluntad de la administración 
para otorgarlo o denegarlo, debe buscar su fundamento y justificación en los in­
formes prevenidos en el Real Decreto número 1.874 de 2 de junio de 1978, vi­
gente a la sazón en el momento de producirse la resolución que se enjuicia, y, 
por remisión expresa, en el Decreto número 1.870 de 27 de julio de 1968, esto 
es, Cámara de Comercio e Industria, servicios competentes del ayuntamiento res­
pectivo, Delegación Regional de Comercio y Comisión Provincial de Gobierno, 
todos los cuales fueron oportunamente in teresa dos en el expediente, con la pre­
vención de que si no se evacuaren en el plazo de un mes se entenderían en sen­
tido de que el organismo informante no tiene nada que oponer a la concesión 
del permiso solicitado, habiéndose omitido el del ayuntamiento, lo que no su­
ponía obstáculo para proseguir las actuaciones según lo dispuesto en el artículo 
86 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, y expre­
sándose los demás: La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Navegación de 
L.P. en el sentido de que no procede acceder a lo solicitado, remitiéndose a su es 
escrilo número 6 76 de fecha de 3 de octubre de 1968 (que no figura incorpora­
do al expediente), la Delegación Regional de Comercio de L.P. mediante el en­
vío de una relación de solicitantes en la que se dice que cumplen unos y otros 
no, los requisitos necesarios para que les sea concedido el permiso solicitado, y 
la Comisión Provincial ele Gobierno en el sentido ya indicado de que por existir 
paro de trnhajadores y no crearse riqueza con la actividad, se informe desfavora­
bkmente. 

CDO.: Que aunque el contenido del derecho que postula el recurrente se di­
rija a la obtención de un acto de autorización ampliatorio de su esfera de actua­
ción individual, el acuerdo denegatorio presupone una limitación de su jercicio 
y debe ser oportunamente motivado, tal como lo exige el artículo 43.1 a) de la 
Ley de Proc;cdimiento Administrativo de 17 de julio de 1')58, lo que nos lleva a 
indagar si en nuestro caso ha existido verdadera y propia motivación, cuestión 
que ha de resolverse en sentido negativo, habida cuenta de que la materia sobre 
la <}UC se dilucida e~; eminentemente técnica, pues frente a la garantía del dere­
cho postulado por el recurrente ha <le salvaguardarse el interés general que debe 
interpretar la Delegación de Trabajo a la luz de una serie de circunstancias, enco­
mendadas al juicio de valor que debe emitir la Delegación Regional de Comercio, 
y enumeradas casu ísticamentc en el artículo 1, 3 del Real Decreto número 
l.884 de 26 de julio <le 1978, con el siguiente tenor: a) El grado de saturación 
en la zona del comercio que se pretende ejercer, y el equilibrio entre las diferen­
tes formas de comercio; b) La estructura comercial y la evolución previsible de 
la misma zona, en relación con los proyectos de construcción a medio y largo 
plazo; e) La repercusión del es tablccimicnto comercial proyectado, en materia 
de creaciÍln de puestos de trabajos, prestación de servicios comerciales, incre­
mento de la productividad, beneficios para el consumidor, ventajas para el turis­
mo, la exportación u otras circunstancias que concurren en favor de la economía 
española, y d) El principio de reciprocidad, es decir, el trato que en la materia 
reciban Jos españoles en los países de que sean nacionales los solicitantes. 



JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 

CDO.: Que al contrastar el contenido de los informes del expediente, en uno 
de los cuales se apoya, por remisión, la resolución impugnada, con las exigencias 
técnicas enumeradas en el texto reglamentario, se advierte una manifiesta par­
quedad motivadora, de todo punto insuficiente para que el Organo Jurisdiccio­
nal pueda hacerse cargo del crédito de veracidad de los informes emitidos, y por 
tanto, de las garantías de acierto de la resolución combatida, por Jo que se está 
en el supuesto de adoptar un pronunciamiento estimatorio del recurso acorde 
con el artículo 83.2 de la Ley Reguladora de esta Jurisdicción de 27 de diciem­
bre de 1956, y anular la resolución impugnada por insuficiencia de motivación, 
debiéndose reproducir el trámite administrativo en lo necesario y reglamentaria­
mente exigido para garantizar una acertada decisión. 

(R.G.D., oct.-nov.1982, pág.1618) 

2 

RELACIONES PERSONALES Y PATRIMONIALES ENTRE 

CONYUGES.- Art. 9, 1y2 del Código Civil. 

Audiencia Territorial de Las Palmas de G. Canaria. SENTENCIA 

DE 6 DE ABRIL DE 1981. 

CONSIDERANDO: Que conforme a lo prevenido en el artículo 9, números 
y 2 del Código Civil español, tanto las relaciones personales de los cónyuges, 

como las patrimoniales, se regirán por la última ley nacional común, durante el 
matrimonio y, como en el caso de autos, ambos cónyuges son de nacionalidad 
alemana, Je son aplicables las leyes de dicha nación cuyo Código Civil establece 
en su título 6°, Par. 1.363 "Los esposos viven en sociedad de gananciales, si no 
han convenido un arreglo distinto por contrato matrimonial": 2º "Los bienes 
del marido y los bienes de la mujer no son bienes comunes del matrimonio, esto 
vale también para bienes adquiridos durante el matrimonio", señalando el Par. 
1.365 que "un esposo puede solamente disponer de los bienes, con la conformi­
dad del otro esposo". Y el par. 1.368 que "Si un cónyuge dispone sobre sus 
bienes, sin conformidad del otro, éste puede pleitear contra terceros, reclaman­
do la anulación del contrato sin efecto y reclamando los derechos que resultan, 
de la nulidad del contrato, frente a terceros". 

CDO.: Que de los hechos que se declaran probados se desprende: 1° Que 
ambos cónyuges -ya separados-, reconocieron por documento privado de 16 
de enero de 197 5, ser propiedad común de ambos, por partes iguales indivisas 
(aparte de otros bienes), los sitos en la Parcela 61 y 62, del Plano de Urbaniza­
ción del Ayuntamiento de S.B. de T., consistente en veintiún apartamentos y 
un chalet con piscina y jardín, aun cuando todo ello aparecía escriturado a nom­
bre del demandado señor K.: 2º Que sin estar liquidado el matrimonio y por 
tanto la sociedad legal de gananciales, el señor K, otorgó ante el Notario de Ve­
cindario don V.R.M., bajo el número 3.085 de orden en 18 de noviembre de 
1974, una escritura de segregación, división horizontal y dación de pago de deu­
das, de dichos bienes al condemandado señor M.B. con lo que dispuso de unos 
bienes que en principio eran gananciales y por tanto, privativos de la actora en 
su mitad, siendo falsa, la manifestación que hizo el demandado en dicha escritu-
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ra de que le pertenecían individualmente en pleno dominio, y por tanto la 
transmisión es nula, conforme a lo previsto en el Par. 1.383 del Código Civil 
alemán, ya que el demandado señor B., es una persona interpuesta, y por tanto 
se trata de una venta simulada, por lo que no se le puede conocer el carácter de 
tercero hipotecario ya que tenía conocimiento de las condiciones en que adqui­
ría las fincas litigiosas y falta de buena fe que exige el artículo 34 L.H., por lo 
que el señor K. una vez que haya repuesto los bienes, al estado anterior de la 
transmisión, y previa la anulación de las inscripciones efectuadas en el Registro 
de la Propiedad, está obligado a otorgar las correspondientes escrituras públicas 
de división y adjudicación de los bienes, todo ello de acuerdo con él. 

(R.G.D., octubre-noviembre 1982, pág. 1575) 

3 

EXTRANJEROS. DENEGACION DE PERMISO DE TRABA­

JO. - Trabajadores de la Comunidad Iberoamericana y Filipina. D. de 
27 de julio de 1968 y O. de 15 de enero de 1950. 

Audiencia Territorial de Las Palmas de G. Canaria: SENTENCIA 

DE 11 DE MAYO DE 1981. 
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CONSIDERANDO: Que como esta Sala ha declarado en reiteradas senten­
cias, la vigencia de la Orden Ministerial de 15 de enero de 1970, que al desarro­
llar directamente y con la precisa habilitación la Ley de 30 de diciembre de 
1969, sobre Relaciones Laborales de trabajadores de la Comunidad Iberoameri­
cana y Filipina y otros, sanciona que los súbditos iberoamericanos que actual­
mente trabajen en territorio nacional o pretendan trabajar en él, por cuenta pro­
pia o ajena, quedan exentos de la obligación de proveerse del permiso de trabajo 
que, con carácter general y para todos los extranjeros que realicen una actividad 
laboral en España, preceptúa el artículo 40 del Decreto 1.870/1968 de 27 de ju­
lio, constituye una normativa que ampara decisiva y llanamenye la pretensión 
del recurrente, uruguayo de nacionalidad, lo que conduce a dictar un pronuncia­
miento estimatorio del recurso, referido a la anulación de la resolución de la De­
legación Provincial de Trabajo que aquí se enjuicia , que además viene interpues­
to por el principio de unidad de doctrina de los Tribunales Contencioso Admi­
nistrativos, recogido entre otras en la sentencia del Tribunal Supremo de 24 de 
noviero bre de 1 9 77. 

CDO,: Que en cuanto a la petición contenida en la demanda de que se con­
ceda autorización de residencia, dado que la competencia para su otorgamiento 
vorresponde al Gobernador Civil y no a la Delegación Provincial de Trabajo, 
procede desestimar esta petición, sin perjuicio de que se formule ante el órgano 
competente una vez que por la Autoridad Laboral, en cumplimiento de esta sen­
tencia se otorgue el permiso de trabajo, 

(R.G.D., octubre-noviembre 1982, pág.1652) 
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4 

LETRA DE CAMBIO. CLAUSULA VALOR DE LA EMITIDA 

EN PAIS EXTRANJERO.- Art. 10.3 del Código Civil. Ley Unifor­
me de Ginebra. 

Audiencia Territorial de Pamplona: SENTENCIA DE 21 DE 

MAYO DE 1981. 

CONSIDERANDO: Que la ejecutada se opone a la acción esgrimida alegan­
do, en primer lugar y a tenor de los números 1 o y 2º del artículo 1.467 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil en relación con el 1 o y 50 del 444 del Código de 
Comercio, la omisión tanto de la designación del lugar del libramiento como de 
la cláusula valor, pero habiéndose emitido en Hirigaya-Halsou (República Fran­
cesa), lugar del domicilio del librador, resulta claro en virtud del artículo 10-3º 
del Código Civil que esa cambia! debía regirse por la Ley nacional francesa y co­
mo es bien conocido el que en la Ley Uniforme de Ginebra, de 7 de junio de 
1930, admitida por la casi totalidad de las legislaciones mercantiles extranjeras, 
se silencia la cláusula valor, unido todo ello a que la demandada no ha probado 
el que en la reglamentación gala se incluyese esa mención, lleva a desechar estas 
causas y puesto que el artículo 107 del impuesto de Actos Jurídicos Documen­
tados dispone que "las letras de cambio que hayan de surtir efecto en España, se 
reintegrarán por su primer tenedor", al ser éste, en el caso que nos ocupa, la su­
cursal en Pamplona del Banco de Vizcaya, resulta correcto el que se haya puesto 
el timbre de la Diputación Foral de Navarra, lo que se efectuó antes de que pro­
dujera cualquier efecto económico o jurídico (artículo 80), por lo que siendo 
adecuado el timbre, tanto de la cambia! como del protesto, procede confumar la 
sentencia recurrida no sin antes añadir que aunque hubiese sido insuficiente el 
de esta última diligencia, no por ello se hubiese derivado la nulidad del título al 
no haber disposición alguna que así lo ordene. 

(R. G.D., enero-febrero 1982, pág. 81) 

5 

EXTRANJEROS. EXCEPCION DE ARRAIGO EN JUICIO.­

Art. 534 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Audiencia Territorial de Madrid: SENTENCIA DE 11 DE NO­

VIEMBRE DE 1981. 

CONSIDERANDO: Que oponiéndose por la Compañía demandada, al contestar 
Y con carácter de perentoria, la excepción dilatoria de arraigo del juicio, dada la 
condición de extranjero que concurre en el demandante (artículo 534 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil), ha de hacerse inicial referencia a dicha excepción y 
proclamar laprocedencia de su rechazo habida cuenta de que no siendo su finali­
dad otra que la de exigir un afianzamiento al actor, carece de objeto articularla 
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como perentoria; debiendo tenerse presente además que la demandada no ha 
probado, no obstante incumbirle la correspondiente obligación, que en la na­
ción a la que pertenece el demandante se exija recíproca garantía a los espa­
ñoles, según previene el citado precepto legal, y no pudiendo tampoco desco­
nocerse la doctrina jurisprudencia! que, interpretando esta excepción, tiene 
declarado que por tratarse de una norma discriminatoria ha de ser interpreta­
da restrictivamente, sin que pueda constituir óbice para que el Juzgador co­
nozca del fondo del asunto. 

(R. G.D., marzo 1982, pág. 266). 

6 

INDUSTRIA NACIONAL.- Ley de 24 de noviembre de 1939. 
Preferencia de lo productos nacionales sobre los extranjeros. 

Tribunal Supremo (Sala 4ª, de lo Contencioso-Adm. ): s ENTE N -

CIA DE 22 DE DICIEMBRE DE 1981. Ponente: D. Manuel Delgado­
lribarren Negrado. 
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La Dirección General de la G11a1dia CM/ acordó en 21 de septiembre 
1977 desestimar el recurso de reposición formulado por la Sociedad "P.E.S. 
A." impugnando el acto administrativo reflejado en la adjudicación acorda­
da en el expediente 1/77, instruido por la Jefatura de Material y Manteni­
miento de aquel Centro Directivo, a favor de la Sociedad P. l, S.A.E., y su­
plicando se declarase nula de pleno derecho a la adjudicación recaída en fa­
vor de la mencionada sociedad y que se acordase la adjudicación del concur­
so "P.E.S.A. ''. 

Interpuesto recurso contencioso-administrativo por "P.E., S.A." la Sec­
ción Jª de la Sala de la Audiencia Nacional dictó sentencia en 4 de noviem­
bre 1978, desestimatoria del recurso. 

Promovida apelación por la Sociedad recurrente, el T.S. la desestima, 
confinnando la sentencia apelada. 

CONSIDERANDO: Que la parte recurrente y apelante pretende la nuli­
dad de la adjudicación, efectuada por resolución de la Dir. Gral. de la Guar­
dia Civil de 21 septiembre 1977, en favor de P.I., S.A.E., para el suministro 
de determinado material electrónico, en virtud de concurso oportunamente 
convocado, por supuesta infracción de lo dispuesto en la Ley de 24 de no­
viembre 1939, de protección a la industria nacional. 

CDO.: Que la Sala dr. lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Na­
cional, Sección 1 a, mediante la sentencia apelada, desestimó el recurso de 
instancia, fundándose, sustancialmente, en el carácter de "!ex imperfecta" de 
Ja disposición invocada, cuya infracción, según se expresa en su primer Con­
siderando. "Podrá acarrear los efectos sancionadores que dice el art. 12 de 
aquella Ley y, en su caso, los que en orden al comercio exterior y al control 
interno pudieran ser procedentes, pero no una aceión de nulidad del contrato 
por la directa vía del ataque al mismo al acto de adjudicación definitiva". 

CDO.: Que los anteriores razonamientos de la sentencia de instancia no 
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pueden ser compartidos por esta Sala, por cuanto, sr,gún dbpone el vigen­
te texto del art. 6º del C. Civ., "los actos contrarios a las norma¡, impera­
tivas y a las prohibitivas son nulos de pleno derecho, salvo que en ellos se 
establezca un efecto distinto para el caso de contravención"; y en este caso, 
ni puede dudarse del carácter imperativo y prohibitivo (no meramente dis­
positivo) de los preceptos de la Ley de 24 noviembre 193 9, ni existe base 
interpretativa suficiente para suponer que las sanciones pecuniarias previstas 
en su art. 12 para los infractores signifiquen esa sustitución de efecto que de­
je a salvo la validez de los actos "contra Jegem"; si bien ha de hacerse Ja mati­
zación, en el presente caso, por tratarse de actos administrativos, de que Ja 
nulidad que se apreciase, de comprobarse la infracción no sería radical, sino 
relativa, por virtud de lo dispuesto en los arts. 4 7 y 48 de Ja L. Prom. Adm. y 
concordantes de Ja de Régimen Jurídico de la Administración del Estado. 

CDO.: Que pese a cuanto acaba de decirse, y sin poner en duda ni la vi­
gencia de Ja Ley de 1939, que no ha sido formalmente derogada, ni su carác­
ter imperativo que determina la nulidad de Jos actos contrarios a sus precep­
tos, se han de tener presente las siguientes dos cuestiones, que son decisivas 
para Ja resolución de este pleito: 1 a Que la Ley invocada, aunque vigente, ha 
sido profundamente modificada, en muchas de sus partes por la legislación 
posterior; y 2ª Que, a la vista de Jos términos concretos de la adjudicación 
impugnada, ha de determinarse si en la misma se conculcan realmente las 
normas de dicha Ley. 

CDO.: Que, en respuesta a Ja primera de las cuestiones que acaban de 
enunciarse, y con arreglo a Jo dispuesto en el art. 30 del C. Civ., es regla obli­
gada para la interpretación de las normas jurídicas "Ja realidad social del 
tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíri­
tu y finalidad de aquéllas", Jo que nos lleva a concluir que la Ley de 1939, si 
bien permanece vigente, ha de ser necesariamente conjugada, en su interpre­
tación, con toda la legislación posterior, en orden a la liberalización económi­
ca. 

CDO.: Que, por Jo dicho, la protección a la industria nacional que sepa­
trocina en la Ley referida no puede extenderse más allá de una preferencia, 
en igualdad de condiciones, y con las excepciones que en su propio art. 1 O se 
autorizan, de Jos productos nacionales sobre Jos extranjeros, entendiendo por 
tales Jos suministrados por empresa que no tenga Ja nacionalidad española, o 
que no hayan sido fabricados en España. 

CDO.: Que, en el caso de autos, y con ellos se entra en la segunda de las 
cuestiones que quedaba pendiente, la adjudicación del concurso, cuyas bases 
en ningÚn momento han sido cuestionadas, se ha efectuado a favor de una 
empresa de nacionalidad española, sin que esta cualidad pueda ser enervada 
por Ja participación de capital extranjero, debidamente autorizada, y sin que 
tampoco se haya justificado que el material suministrado sea de procedencia 
extranjera; por lo que es visto que procede confirmar el fallo de la sentencia 
apelada, en el sentido de desestimar el presente recurso de apelación y confir­
mar las resoluciones administrativas impugnadas, sin perjuicio de las rectifica­
ciones de doctrina que han quedado consignadas en Jos anteriores conside­
randos; y sin imposición de costas, por no apreciarse circunstancias que Jo 
justifiquen. 

(R.l.A., 1982, 11° 2339, p:Íg. 1529) 
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AÑO 1982 

7 

ORGANIZACION INTERNACIONAL DEL TRABAJO. REPRE­

SENTANTES DE LO s TRABAJADOR ES ESPA Ñ o LES.- Constitu­
ción de la 0.1. T. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

CIA DE 19 DE ENERO DE 1982. Ponente: D. Julio Fernández San­
tamaría. 
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El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por la Intersindical 
Nacional Gallega contra sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrati­
vo de la Audiencia Nacional (Sección 1ª), de 6 octubre 1981. 

CONSIDERANDO: Que la representación de lntersindical Nacional Ga­
llega (ING), parte apelante, ampara su pretensión en el mandato contenido 
en el párr. 5 del art. 3 de la Constitución de la OIT relativo a que las repre­
sentaciones de trabajadores deberán designarse "de acuerdo con las organiza­
ciones sindicales más representativas" y puesto en relación con lo ordenado 
en la Constitución española sobre igualdad ante la Ley (art. 9) y libertad sin­
dical (art. 28); y en razón a ello la resolución impugnada de la Administra­
ción le ha discriminado.respecto al Sindicato ELA-STV, ya que la ING sobre­
pasó también el 15 por ciento de tasa de representatividad en su ámbito re­
gional. 

CDO.: Que esa pretensión apelante no puede prosperar por las certeras 
razones recogidas en la sentencia recurrida, cuyos considerandos asumimos; 
en efecto, el núcleo del mandato, contenido en el párr. 5 del art. 3 de la 
Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, lo constituye el 
"acuerdo" con las organizaciones profesionales más representativas de em­
pleadores o de trabajadores, que condiciona a los miembros de esa organiza­
ción; de tal modo, que la Comisión de Verificación de Poderes cuando exa­
mina las protestas relativas a la composición de la delegación de trabajadores 
de España, y reconoce que un sistema de representación proporcional podía 
considerarse como más equitativo por las organizaciones interesadas, resalta 
que era ésta una cuestión que incumbía resolver a cada gobierno de "acuer­
do" con las organizaciones más representativas, acuerdo que en opinión de la 
Comisión los Gobiernos debían siempre esforzarse en obtener; llegando a la 
conclusión de rechazar las protestas toda vez que la designación se había rea­
lizado de "acuerdo" con las dos organizaciones más representativas en el mo­
mento actual. 

CDO.: Que coherente con ello, la Administración Española acepta el 
acuerdo de la Confederación Sindical de Comisiones Obreras (CC.00.) y la 
Unión General de Trabajadores (UGT) que segÚn la Res. de 2 abril 1981 del 
Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación, publicado en el B.O.E. de 
14 abril 1981, aparecen como las dos más representativas en el ámbito na-
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cional en relación con las restantes por muy destacada diferencia numérica; y 
dichas organizaciones reconocen que son ellas las más representativas pero 
que también reúne esa calidad la Organización Solidaridad de Trabajadores 
Vascos (ELA/STV), sin duda por tener en cuenta que este Sindicato obtuvo 
más representantes que ·cada una de ellas en el ámbito de la Comurúdad Au­
tónoma del País Vasco; y no cabe enervar aquel nombramiento acudiendo 
-como lo hace la parte apelante- al Estatuto de los Trabajadores de 10 mar­
zo 1980), para sostener que ING es uno de los cuatro Sindicatos que tienen 
en España carácter de más representativo, al superar el porcentaje del 15 por 
ciento .en el ámbito regional, ya que lo establecido en esa Ley 8/1980 afecta 
únicamente a la legitimación para la negociación colectiva o a la disp. adic. 
6ª del mismo Estatuto que trata de la representación institucional en entida­
des u organismos de carácter "nacional" que la tenga prevista. 

CDO.: Que por consiguiente no se ha conculcado el principio constitu­
cional de libertad sindical, pues la designación impugnada se hizo ajustada a 
lo dispuesto en el art. 3, párr. 5 de la Constitución de la OIT; ni tampoco se 
ha desconocido el otro principio constitucional de igualdad ante la Ley, con­
sagrado en el art. 14 de la Constitución Española, pues la discriminación se 
prohibe en base a una conducta arbitraria de los poderes públicos, pero en el 
caso examinado esa supuesta desigualdad de tratamiento entre el sindicato 
ING y ELA-STV ha terúdo una justificación objetiva y razonable, y la situa­
ción o supuesto de hechos de ambas organizaciones son diferentes, pues ING 
obtuvo menos representantes en su ámbito regional que cada uno de los sin­
dicatos CC.00. y UGT. 

(R.J.A., 1982, n° 14, pág. 19) 

8 

EXTRANJEROS. EXPULSION DEL TERRITORIO NACIONAL. 

Tribunal Supremo (Sala 4ª de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

CIA DE 22 DE ENERO DE 1982. Ponente: D. Manuel Delgado-Iri­
barren Negrado. 

La Sección 1ª de la Sala de la Audiencia Nacional dictó sentencia con la 
siguiente parte dispositiva: "Fallamos: Que estimando, como estimamos, el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Nandor-1.L. contra 
la resolución del Director General de Seguridad del Estado de 18 mayo 19 79, 
acordando la expulsión del territorio nacional con prohibición de entrada 
por tres años, debemos declarar y declaramos no ser dicho acto ajustado a 
Derecho y en consecuencia lo anulamos; sin mención expresa de las costas 
procesales". 

Promovido recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T.S., acep­
tando los Considerandos de la sentencia apelada, lo desestima, conftmiando 
dicha sentencia. 
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Considerandos de Ja sentencia apelada: 

CONSIDERANDO: Que este proceso se ha dirigido contra Ja orden de 
expulsión del súbdito sueco don Nandor-lstvan L., con prohibición por 3 
años tle entrada en España pronunciada por el Director General de Seguridad 
del Estado de 18 mayo 1979. 

CDO.: Que la aplicación del art. 13 7-5 del antiguo Regl. de Procedimien­
to en el Mº de la Gobernación -D. de 31 enero 1947-, vigente según el arL 
14 rlel D. de l O octubre 1958, en cuanto posibilita las sanciones de plano, 
según su propio texto se limita a aquellos casos en que por la misma denun­
cia o antecedentes "apareciere comprobada la infración o extralimitación y 

además no exista precepto aplicable que exija la incoación de expediente", 
pero sin que, como señala la S. del T.S. de 28 enero 1975 sanción de plano 
suponga en modo alguno sanción en la que se prive de cualquier elemental 
garantía de defensa al inculpado; de ahí que, en todo caso, deba quedar cons­
tancia suficiente de aquellos datos que posibilitan Ja aplicación de plano de la 
sanción, a fin de acreditar el fundamento del uso de esa excepcional facultad. 

1 f'DO.: Que, lejos de ello, en el sumario o expediente administrativo remi-
tido 110 consta actuación alguna acreditativa de aquellos hechos y ni siquiera 
de que se hubiese otorgado audiencia al interesado. 

CDO.: Que la omisión de la audiencia al interesado ante Ja Administra­
ción , ha sido conside.rada reiteradamente por esta Sala como infracción sus­
ceptible de viciar el procedimiento -S. de 13 de marzo 1981 entre otras-- al 
ornili1 prod11dcndo indefensión un trámite esencial regÚn el ordenamiento 
interno, pl"ro q11e a<lemás se considera en el mismo aplicación del art. 13 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas de 
16 diciembre 1966 ratificado por el Estado Español en 13 abril 1977, en 
cuanto establece que ".~e permitirá a tal extranjero exponer las razones que 
asistan en contra de su expulsión" como algo independiente de la posibilidad 
que asimismo dispone de someter su caso a revisión ante la autoridad compe­
tente y susceptible por ello en casos como el presente de determinar inde­
fensión si en aquella fase, por no ser oído, no puede exponer tales razone1:; y 
como esta omisión vicia también el procedimiento, procede en consecuencia 
la anulación de la resolución adoptada con las scfíalnda:; faltas de garantías de 
procedimiento; sin perjuicio de la adopción cn forma por la a11 toridad com­
petente de las medidas que procedan si los hechos aquí no acreditados pudie­
ran ser suficientemente probados. 

CDO.: Que el recurrente, habiendo formulado petición de indemniza­
ción de daños y perjuicios, no ha probado ni intentado probar cómo Jos mis­
mos se la hayan causado, por lo cual no procede acceder a esta pretensión. 

CDO.: Que no procede imponer a la Adnúnistraciún las costas del proce­
so de acuerdo con la presclipción del art. 10.3 de la Ley 62/78, de 26 di­
ciembre por cuanto no han prosperado todas las pretensiones del recurrente 
y no se dan motivos que funden en este caso la condena. 

Considerandos del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que la sentencia de instancia se limita a anular la re­
solución del Director General de Seguridad del Estado de 18 mayo 1979, que 
acordó la expulsión del Tenitorio español del súbdito sueco, de nacimiento 
húngaro, don Nandor Istvan L., en razón de haberse omitido la obligada au­
diencia del interesado en el procedimiento, con indefensión para el mismo. 
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CDO.: Que, sin prejuzgar el fondo de la resolución recurrida en instancia, 
ni la justicia y oportunidad de su acuerdo, es lo cierto que la auiliencia del in­
teresado constituye una de las máximas e imprescindibles garantías de todo 
procedimiento legalmente admisible, cualesquiera que sean las urgencias que 
legitimen las medidas expeditivas que se adopten. 

(R.J.A., 1982, nº 202, pág. 141) 

9 

SAL V AMEN TO s MAR ITIM o s.- Precio y gastos del salvamento. 
Valoración del buque. Premios. 

Tribunal Supremo (Sala 4ª, de lo Contencioso-Adm.): s ENTE N -

CIA DE 9 DE FEBRERO DE 1982. Ponente: D. JoséM. ReyesMon­
tereal. 

Como consecuencia de los servicios prestados por el pesquero "Monte lx­
culin" de la lista de San Sebastián, al buque "Grundun Kansias" con matrícu­
la de Copenhague, se iniciaron las correspondientes actuaciones ante el Juzga­
do Marítimo Permanente núm. JO de Bilbao y como consecuencia de la fianza 
prestada, el Juzgado Marítimo autorizó la salida del Puerto de Pasajes al men­
cionado buque "Grundun Kansas"; tramitado el correspondiente expediente, 
el Tribunal Marítimo Central, en sesión de 9 marzo J 976, dictó resolución en 
la que calificó de salvamento la asistencia prestada y señalando como remune­
ración por dicho salvamento a cargo del Armador del buque salvado la canti­
dad de 10.969. 956 pts.; mediante escrito de JO abril 1976, por la representa­
ción de Kund J. Lersenskt, se interpuso recurso ante el Tribunal l'rfarítimo Cen · 
tral y también recurso de alzada ante el seíior Ministro de Marina contra la de­
cisión del Tribunal Marítimo Central, dictándose resolución con fecha 22 ju­
nio 1976, en la que, de una parte, confirma íntegramente la resolución de fon­
do del 111encim1ado Tribunal Marítimo Central y, de otra, deniega la solicitud 
formulada por la parte recurrente en el sentido de suspender la ejecución de 

la resolución; los representantes legales, tanto del "Monte lxlulin" como de la 
casa armadora Grundun Kansas, interpusieron recursos de reposición contra la 
resolución de la alzada por parte del MO Marina, reposición potestatfra que 
fue desestimada por Ac. de 29 octubre 1976. 

Interpuesto recurso contencioso-administrativo por "Kund J. Larsenskt", la 
Sala de la Audiencia Nacional (Sección Tercera), con fecha 22 enero 19 79, dic­
tó sentencia estimando parcialmente el recurso y anulando las resoluciones im­
pugnadas en el particular pronunciamiento que ordena que los gastos del expe­
diente deberá abonarlos el Armador, y que comprenden las partidas menciona­
das en el penúltimo considerando, y confirma el resto de las órdenes recurridas 
por estar a¡iJstadas a Derecho, sin costas. 

Promovida apelación por el recurrente, el T.S., aceptando íntegramente los 
Considerandos de la sentencia apelada, rJesestima la apelación y confirma dicha 
sentencia. 
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Considerandos de la sentencia apelada: 

CONSIDERANDO: Que la resolución impugnada en este recurso es la del 
Tribunal Marítimo Central de 9 marzo 1976 por la que se concede el premio 
de salvamento que expresa ser el 18 por ciento del valor de lo salvado, y decla­
ra ser de cargo del Armador del buque salvado el importe de los gastos origina­
dos por los trámites del expediente que no hayan sido expresamente solicita­
dos por alguna de las partes en él personadas o debidos a representación o de­
fensa. 

CDO.: Que en cuanto al primer pronunciamiento, el del precio y gastos del 
salvamento, el recurrente acepta, según consta en el hecho 18 de la demanda, 
la calificación de los hechos como salvamento, la fijación del 18 por ciento del 
valor de lo salvado y el importe de los daños materiales del pesquero salvador, 
quedando como motivos de sus peticiones en el suplico de la demanda, la nuli­
dad de lo ejecutado a partir de esta resolución por no haberse acordado sobre 
la suspensión de ejecución solicitada; nulidad de ejecución sobre la fianza im­
puesta por el Banco H. para garantizar las responsabilidades derivadas del sal­
vamento; la no aceptación de la valoración del buque estimada en la resolu­
ción; y la improcedencia del acuerdo de que los gastos del expediente sean de 
cargo del Armador del buque salvado. 

CDO.: Que en el expediente consta que el mismo se ha seguido con Kund 
l. Larsenskt, en su calidad de propietario del buque salvado "Grundun Kan­
sas" por el Banco Hispano Americano, sucursal de Bilbao. Dictada la resolu­
ción impugnada, la misma es ejecutiva por aplicación de la Ley de Auxilio y 
Salvamento Marítimo de 24 diciembre 1962 y del Reglamento de 20 abril 
1967, pues contemplar este supuesto jurídico de ejecutoriedad previsto ya en 
la L. Pro. Ad,. al regular la posibilidad de la suspensión del acuerdo en el su­
puesto de que pudiera acarrear perjuicios de difícil o imposible reparación (art. 
46). Acordada la ejecución del acuerdo y requerido de pago el Armador, éste 
recurrió de la providencia de 26 de marzo 1976 que lo acordaba ante el Tribu­
nal Marítimo Central, solicitando la suspensión de la ejecución, suspensión que 
reiteró posteriormente en el recurso de alzada ante el Ministro de Marina. Hay 
que entender que fue presuntamente denegada la suspensión al no resolverse 
expresamente la desestimación de este motivo del recurso. 

CDO,: Que la fianza fue prestada a consecuencia de la notificación hecha 
al Consulado Danés, para que por el Armador del buque salvado se prestase la 
misma, habiéndolo hecho por el Banco H.A., en la forma ya consignada. Des­
pués, dictada la resolución en cuestión, fue requerido el Armador del buque 
"Grunddun Kansas'', para hacer efectivo el importe de la cuenta total, y al no 
efectuar el pago, se procedió contra la fianza, por lo que el Banco 'H.A. abonó 
la cantidad por la que se le instó. El procedimiento seguido fue el correcto en 
esta clase especial de garantía: requerimiento al deudor y si éste no paga diri­
girse contra la fianza, sin que importe quién la ha prestado, que, como en este 
caso, puede ser tercera persona y no el deudor; la fianza estaba bien constitui­
da y la ejecución fue correcta al requerir de pago previamente al deudor. Si se 
hubiese requerido de pago a quien la prestó, es cuando posiblemente podía ha­
ber reclamado el recurrente. La fianza cubría las responsabilidades económi­
cas del salvamento, y por ello se autorizó la salida del buque del puerto de Pa­
sajes. Se trata de una fianza legal, de las mencionadas y reguladas por los arts. 
1854 a 1856 del C. Civ. y por los preceptos de las Leyes que las establecen, y, 
subsidiariamente, por los de las Leyes procesales en orden a la garantía de las 
responsabilidades pecuniarias. Precisamente, y para responder de las que pu-
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dieran derivarse de la acción del salvamento, se constituyó la que motiva esta 
resolución al ser requerido para ello el Armador del Buque salvado a través del 
Consulado Danés. Si se prestó a nombre de un Armador que no coincide luego 
con el nombre del que compareció en el expediente, es de cuenta y riesgo de 
quien constituyó la fianza, pero no puede por ello quedar invalidada la misma, 
cuando, insistimos, sirvió para que el buque saliese del Puerto. Se desestima 
este motivo del recurso y consecuentemente las peticiones del suplico que tie­
nen base en el mismo, y en el anterior, las núms. 1 al 5. 

CDO.: Que en cuanto a la valoración del buque, el recurrente pretende im­
pugnar la valoración pericial que sirvió de base a la resolución recurrida, por 
entender que el valor debe ser el que tenga internacionalmente un buque de 
"segunda mano", y no el que tenga en el mercado nacional. Efectivamente, 
que la valoración efectuada por la Inspección de buques, que goza de presun­
ción de legalidad, está referida al mercado nacional y fue hecha en cumpli­
miento del art. 39 de la Ley de 1962 citada, sin que en dicho precepto o en 
otro de la Ley se haga referencia a que la valoración ha de ser ajustada a los 
precios del mercado internacional, por lo que al no mencionarse esta clase de 
valoración, ha de estimarse como válida la del valor del mercado nacional, so­
bre todo para fijar el precio del salvamento. Ello no impide que tal valoración 
se impugne por los medios adecuados, si se estimase que era improcedente por 
excesiva, sin que sea relevante el hecho de que el buque pueda importarse o 
no; el recurrente debió acreditar en todo caso y por prueba pericial contradic­
toria, que el valor internacional del buque era inferior al señalado por los peri­
tos en el expediente. Existe informe pericial hecho por peritos idóneos e inde­
pendientes, que no puede ser sustituido por criterios sibjetivos de las partes, 
como dice la sentencia del T.S. de 4 julio 1977. Debe pues desestimarse este 
motivo del recurso y consecuentemente los núms. 6 y 7 del suplico de la de­
manda. 

CDO.: Que el art. 34 de la Ley de 1962 citada establece la gratuidad del 
expediente. El precepto es claro, no se podrán exigir derechos o tasas por su 
tramitación, y serán de cuenta de las partes los gastos originados a su instancia; 
es decir, que no puede haber imposición de "costas" del expediente, por lo 
que procede anular el segundo de los pronunciamientos de la resolución recu­
rrida: el que ordena que los gastos del expediente que no sean de cuenta de 
una de las partes, sean abonados por el Armador del buque salvado. Entre estas 
partidas se encuentran las de 45.000 ptas. en concepto de honorarios de perita­
je, 1.200 ptas. de derechos de distribución de 0,50 por ciento, y, las 526.391 
de imprimir en el expediente pólizas del Instituto Social de la Marina -Ley de 
14 julio 1922 y Regl. de 31agosto1922-. Estas cantidades deberán abonarlas 
si son debidas, cada parte, o por mitad si son comunes, si así lo dispone la Ley 
o precepto aplicado, es decir, que si los gastos de peritaje o cualquier otro del 
expediente, son debidos, los abonará la parte que los haya originado y si son 
de todas las partes, lo que corresponda a cada una de ellas. En cuanto a los 
gastos por imprimir en el expediente pólizas del Instituto Social de la Marina, 
la Ley de 14 julio 1922, su arf. 6°, dice, bien claro "De las cantidades que en 
concepto de premio hayan de entregarse por salvamento o hallazgo en el mar 
se deducirá el 5 por ciento para la Caja de Crédito Marítimo, o sea, que grava 
el premio por salvamento, y por ello, no puede considerarse como gasto del 
mismo, y ha de abonarlo quien percibe el premio, tesis corroborada por el art. 
2° del Regl. de 31 agosto del mismo año, Resumiendo, siendo genérico el pro­
nunciamiento que se anula, el importe de todos los gastos originados por los 
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trámites del expediente que no hayan sido expresamente solicitados por al­
guna de las partes en él personadas o debidos a representación o defensa, gené­
rica ha de ser la anulación, ya que las partidas que, consecuentemente, se anu­
lan, fueron concretadas en ejecución del acuerdo, por lo que la determinación 
de las mismas nuevamente ha de hacerse en ejecución de sentencia firme, con­
cretando las que sean debidas y especificando quién las deberá abonar de 
acuerdo con la normativa examinada. 

CDO.: Que no procede hacer expresa imposición de costas por aplicación 
del art. 131 de la Ley Jurisdiccional. 

Considerandos del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que se han de compartir, en efecto, los razonamientos 
utilizados por el Tribunal "a quo" para estimar improcedente la anulación de 
cuanto por la Administración fue actuado y que el apelante alegó con base en 
que no debió procederse a la ejecución del acuerdo recurrido en tanto no fuese 
firme, pues a lo que en la sentencia se razona al respecto, cabría añadir, siquie­
ra abundando en ello, que la ejecución impugnada que se acordó de inmediato 
tenía respaldo legal en que, conforme a la legislación especial rectora de la 
materia tratada, en conjunción con la L. Pro. Adm., desde el primer momento 
en que la Administración produce un acto, sin tener que aguardar a su firmeza 
y, por consiguiente, sin perjuicio de los recursos administrativos y jurisdiccio­
nales de que sea susceptible, el mismo deviene ejecutivo, a menos que su 
creador estime procedente suspender de modo material tan radical efecto, en 
vista de las alegaciones que aduzca el administrado que, de algún modo, ha de 
cumplirlo o se vea afectado por él, si es que expresamente postula esa suspen­
sión, excepción que es de acogimiento potestativo por parte del Organo resolu­
tor y a la que pueda acceder de un modo expreso e incondicional o exigiendo 
las garantías y cautelas que juzgue necesarias, o bien denegarla, por el contra­
rio, del mismo modo o presuntivamente, en este último supuesto mediante 
el juego del silencio negativo, que es !oque iniciahnente acaeció en el presen­
te caso, ya que ninguna presunción puede tener más fundamento para conside­
rar rechazada aquella solicitud que la puesta en ejecución de tan repetido 
acuerdo, lo mismo si se materializaba antes o después de que la Autoridad 
competente para resolver el recurso de alzada definitivamente hubiera resuelto 
la cuestión al decidir sobre él o la firmeza de la resolución estuviera pendiente 
del de reposición potestativamente deducido frente a ella, ejecución inmediata 
-por otra parte- que, como una de las medidas genéricamente ordenadas 
practicar al Instructor de esta clase de expedientes por el art. 39 de la Ley de 
24 diciembre 1962, se llevó a cabo con cargo a la fianza que el mismo había 
exigido, en ningÚn caso más aconsejada y conveniente, incluso, para quien re­
curre, si producía el efecto de que, sin dejar de garantizar el derecho de los 
acreedores al percibo de las cantidades representativas del premio de salva­
mento, no se impidiera a su propietario la disponibilidad del buque, que po­
dría en otro caso serle embargado con todas sus consecuencias, por lo que de 
ninguna otra forma podía actuar la Administración demandada ni decidir la 
sentencia recurrida en relación con este primer extremo a que el escrito de ale­
gaciones alude, 

CDO.: Que en inescindible conexión con lo que queda razonado es de des­
tacar la inconsecuente e ilógica postura de quien recurre cuando, al respecto, 
insiste, en atribuir falta de eficacia jurídica a la expresada fianza y, consiguien­
temente, en la imposibilidad legal de ejecutarla por haber sido prestada a nom­
bre de persona distinta del actor devenido obligado al pago, porque, tan sólo 
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con total ausencia de buena fe por su parte, puede oponer tal reparo quien en 
la práctica vino a ser el único beneficiado por el cumplimiento de los deberes 
del fiador, en cuanto mediante la constitución de aquélla y de este último, re­
sultó liberado de la obligación de abonar de inmediato la deuda, y, como he­
mos dicho, pudo ver libre de trabas su buque o afectado de una retención, ello 
con independencia de que, además de no haber puesto objeción alguna al tiem­
po de constituirse la repetida fianza -aprovechándose así de esos beneficiosos 
efectos-, incluso incurre en serias contradicciones en su conducta, ya que, a 
pesar de venir negando validez a la fianza, cuando, al folio 343 del expediente, 
el hoy actor se oponía al requerimiento de pago que se le hizo en cumplimien­
to de lo acordado, literalmente preguntaba que "a qué tantas prisas si el resul­
tado del expediente para cuando adquiera firmeza está garantizado por un 
Banco español", 

CDO.: Que ninguna adición especial demandan las acertadas y lógicas con­
sideraciones que se plasman en la sentencia impugnada para desestimar igual­
mente los restantes motivos de invalidez del acto recurrido, afectantes, en con­
creto, a la alegada incorrecta valoración del buque salvado y al indebido cargo 
de los gastos originados por el expediente y de los devengos inherentes al salva­
mento en cuestión, pues, dando aquí por íntegramente reproducido lo que, 
respecto de este último extremo, se considera en aquélla, por lo que hace refe­
rencia al primero, que exclusivamente se fundamenta en haberse asignado al 
buque un valor nacional y no el que en su país de origen tuviera el día de au­
tos, necesario es poner de manifiesto que en este particular ninguna especifica­
ción se contiene en el art. 39 de la clendada Ley, puesto que se limita a remitir 
a una valoración de acuerdo con las partes, y en su defecto, a la práctica de un 
peritaje por la Administración española, de tal manera que lo pretendido por 
el recurrente es la supervaloración probatoria del dictamen pericial por él apor­
tado, no en forma contradictoria, y sin adveración alguna en las vías adminis­
trativa y jurisdiccional, elaborado a sus instancias por un Inspector marítimo 
de su Nación, que decía actuar en nombre de los armadores del buque y con 
autorización de la Compañía aseguradora del casco, uno y otros lógicamente 
interesados en que se asignase al mismo un valor inferior al que real y objetiva­
mente mereciera, como por el contrario, intresados habían de estar los salvado­
res del barco y sus técnicos tasadores en que aquél fuese superior a tal realidad, 
puesto que el porcentaje equitativamente cuantificanle del premio del salva­
mento siempre se determina en función del "quantum" de lo salvado, de todo 
lo cual se infiere la necesidad de rechazar cualquier designio de dichos interesa­
dos, que propenda a que prevalezcan sus apreciaciones sobre las de una perita­
ción oficialmente practicada, con las características a que se refería la senten­
cia de esta Sala de 4 julio 1977 (en la presente ocasión situado en una zona 
económica intermedia entre expresadas valoraciones de las partes, sentando 
por todo ello una conclusión que hubo de aceptar la Administración, la Sala 
que conoció del recurso y ahora este Tribunal, ya que, por su origen, ha de go­
zar de la presunción de imparcialidad y objetividad que el mismo atribuye a re­
petidos informes, no pudiendo afirmarse -desde otro punto de vista-, sin la 
correlativa probanza que por el simple hecho de que el mismo dimane de un 
Organo nacional pueda entenderse que únicamente se había calculado el pre­
cio de adquisición de la nave en España y no el que pudiera tener en su país 
de origen, frente a todo lo cual no cabe impugnar el porcentaje asignado sobre 
el valor que a lo que se salvó fue dado, porque la parte correspondiente a cada 
tripulante y al propietario del buque protagonista del salvamento no guardase 
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por notorio exceso, proporción con el sueldo devengado por aquéllos y con las 
ganancias obtenibles por éste durante los días que aquél duró, pues no es la 
simple compensación de estos conceptos lo que en tales casos se ha de procu­
rar, sino, el fomento o estímulo para la asunción del riesgo evidente de esta 
clase de servicios, como reiteradamente toma en consideración esta Sala -por 
ejemplo, en sus SS, de 25 de mayo 1973 (16 abril 1974, 16 mayo y 31 mayo 
1978)- para graduar, en función de este último y del esfuerzo de los acreedo­
res, el importe de la recompensa, constituyendo explicación de tal doctrina lo 
que se declara en la de 13 diciembre 1979, en el sentido de que la referencia a 
la equidad, que hace el art. 2 de la Ley "otorga un margen de concreción del 
premio al Organo administrativo resolutorio del expediente, revisable, sin du­
da, ante la Jurisdicción, pero a base de ofrecer prueba quien alega aquel exceso 
de que los hechos y circunstancias determinantes del resultado útil fueron, en 
sí mismos, de escasa entidad en cuanto a esfuerzo y riesgo a que se sometieron 
los salvadores, toda vez que entre ellos ha de distribuirse el premio conforme a 
los arts. 6º y 7º de la Ley referenciada", prueba que en el caso a que esta ape­
lación se contrae ni iquiera ha sido intentada por la parte que se impugna la va­
lor~ción de lo salvado ni la asignación porcentual llevada a cabo, 
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IM Po R TA c ro N. - País de origen de una mercancía. Certificado 
de origen. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm. ): s ENTE N -

CIA DE 20 DE FEBRERO DE 1982. Ponente: D. José L. Martín He­
rrero. 
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El T. S. revoca la sentencia de lo Contencioso-Administrativo de Vizcaya 
de 2 diciembre 1978, y anulando los acuerdos de los Tribunales Econ.-Adm. 
Provincial de Bilbao y Central de 15 diciembre 1978 y 29 mayo 1979, declaró 
la procedencia del certificado de origen relativo a 500 motocicletas. 

CONSIDERANDO: Que sintetizando la cuestión debatida primeramente 
ante los órganos de la Administración, luego ante la Sala de instancia de esta 
Jurisdicción y finalmente ante esta de apelación, los hechos alegados y proba­
dos ante la Administración y ante la Sala poner de manifiesto que la entidad 
Kawasaky Motors Corporation, de la ciudad de Santa Ana (Estados Unidos) 
importaba del Japón una serie de piezas de moticicletas de esa marca -Kawa­
saky- las cuales eran primeramente agregadas a otras no importadas, y luego 
todas ellas montadas en la fábrica que dicha Corporación construyó en los Es­
tados Unidos -por una inversión en el año 1974 de 21. 750.000 dólares-; una 
vez obtenidas las motocicletas, éstas eran exportadas a España, siéndolo en es­
te caso concreto en número de 500 a la entidad Talleres Hispano-Alemán 
Raylli-Racing; pero habiendo surgido controversia acerca del despacho de las 
motocicletas importadas a España, la cuestión debatida consiste en determinar 
si son o no aplicables los supuestos de hecho de la Disposición 2ª del Arancel 
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de Aduanas aprobado por D. 30 mayo 1960, la cual -según su redacción ac­
tual, en virtud del D. de 8 octubre 1964-, establece para casos como el pre­
sente que "como principio general se considerará como país de origen de una 
mercancía aquél en que haya sido recolectada, extraída del suelo, producida o 
fabricada. Cuando una mercancía haya sufrido transformaciones o manipula­
ciones en distintos países a efectos arancelarios será el último de los que hayan 
participado en el proceso de producción, en el cual se hayan realizado trans­
formaciones o manipulaciones que hayan variado las características de las mer­
cancías objeto de dichos trabajos, de tal forma que impliquen un cambio de la 
partida arancelaria aplicable o si ese cambio de partida no ha tenido lugar, que 
se haya producido un aumento de valor imputable a tales trabajos y a materias 
incorporados, originarios del mismo país, no inferiores al 30 por ciento del va­
lor en Aduana de la mercancía producida. 

CDO.: Que pese a haberse aportado hasta un total de 20 documentos ante 
la Sala de Instancia, consistentes en certificados de origen y certificados de 
despachos de importación, en la sentencia se omite toda referencia a unos im­
portantes precedentes, cuales son que la entidad Talleres Hispano Alemán Ray­
lly Racing, importó desde el mes de junio del año 1976 hasta el mes de no­
viembre de 1977, un total de 1826 motocletas de la misma marca Kawasaky y 
de ellas 800 de la misma cilindrada, modelo y características que las 500 que 
pretendió importar en el año 1978, y que son las que originaron la controver­
sia que motivó este recurso, circunstancias que debieron de tenerse en cuenta, 
por lo menos para poder indagar las causas por las que se produjo el cambio de 
criterio de la Administración en los cuatro meses que median entre las impor­
taciones autorizadas y la ahora negada, tratándose de vehículos de las mismas 
características, de la misma procedencia, montadas en la misma fábrica, con un 
mismo certificado de origen, y con un mismo precio en dólares por unidad en 
uno y otro caso; después de resaltar esta inexplicable omisión de la sentencia 
apelada, al no dar valor alguno a este importante medio de prueba aportado 
por la parte entonces actora y hoy apelante, parece conveniente analizar el res­
to de las aportadas, tanto ante la Administración, como ante la Sala de Instan­
cia, procediendo a su valoración y examen conjunto, lo que también se omitió 
en la Sentencia apelada, haciendo así innecesario el recibimiento a prueba que 
acordó en su momento procesal. 

CDO.: Que el conjunto de documentos aportados tanto al expediente ad­
ministrativo como ante la Sala de instancia (ninguno de ellos impugnado, ni 
tampoco tachado de falsedad, e incluso admitidos expresamente, el mencionar­
los en su Acuerdo el T. Econ,-Adm. Central) deja acreditado, sin lugar a dudas, 
que la entidad americana importa del Japón un total de 405 piezas de cada 
motocicleta, pero todas totalmente desarmadas, de forma que no se importa 
un carburador, un mecanismo de freno o un embrague, sino un conjunto de 
piezas que, debidamente organizadas, darán como resultado un embrague, un 
freno o un carburador, esto, que se dice para esos elementos de la motocicleta, 
sirve para el resto de todos y cada uno de los que componen el vehículo, es 
decir, a cada uno de los elementos de dirección, de impulsión, eléctricos, de 
frenado, de señalización, de decoración, etc. etc. de lo que es una muestra el 
ejemplo gráfico que expone el apelante, cuando manifiesta que se importan 
desde el Japón a los Estados Unidos hasta un total de 16 piezas que componen 
un tubo de escape, pero en tales condiciones que hay que proceder no a un 
simple montaje colocándolas unas encima de otras, sino que necesitan un pro­
ceso de ahormado, doblado, soldadura, cromado y montaje y sólo después de 
ello, resulta un tipo de escape, operaciones que deben de realizarse con todos 
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y cada uno de los elementos que componen las motocicletas, como resulta de 
la simple lectura de los 17 folios que aparecen en el expediente administrativo 
en los que se describen los centenares de piezas importadas desde el Japón has­
ta los Estados Unidos, país en el que, a esas piezas importadas son agregadas 
otras piezas, y todo ello montado para dar como resultado las motocicletas 
que se expmtarán a España. 

CDO.: Que todo este conjunto de piezas importadas desde el Japón, fue­
ron aforadas en los Estados Unidos por las partidas arancelarias que constan en 
los documentos acompañados al expediente administrativo, folios 82 al 104, es 
decir, por las que llevan los núms. 692.55.00; 660, 52-00; 683.60-80; 688.12-
00; 685.90-20; 683.65-00; 652.1540; 685. 70-00; 680.22-20; 711.98-20; 686. 
22-00; 647.70-00; 727.06-00; 682.50.{)0 y 651.75-50, con tipos que oscilan 
entre el 4 por ciento y el 11 por ciento, mientras que las motocicletas se gra­
van al 5 por ciento y están comprendidas en la partida arancelaria 652.50 
núms. 10-304-.{}0-75 y 90, según sean los centímetros cúbicos de cilindrada, 
prueba concluyente por sí sola, para ver que, al igual que ocurre con los aran­
ce)Jls españoles ante una igual situación, la importación de las piezas de las mo­
tocicletas están incluidas en cuatro partidas del arancel, que son las números 
83-11; 84.{)3; 84.{)4 y 87-12, mientras que las motas concluidas lo están en 
otra partida Única distinta, que es la núm. 87-09; ahora bien, este argumento 
carecería de valor si, mediante el sencillo procedimiento de importación de 
piezas desmontadas, se pretendiera luego beneficiarse de la obtención de un 
certificado de origen en los Estados Unidos, en donde se procedería a una sim­
ple colocación de unas piezas sobre otras, sin otra operación que la de una 
simple colocación de tornillos y tuercas, o incluso de unas meras soldaduras, 
pero esto no es así en el caso debatido, en el que ha quedado acreditado en la 
Planta Manufacturera y el Centro de Distribución de Kawasaki en los Estados 
Unidos fueron diseñados y construidos en el año 1974, invirtiéndose entonces 
una cifra de 21. 772.000 dólares, que, a un cambio aproximado entonces de 60 
pesetas por dólar, equivale a 1.305.000 de pesetas con un total de 569, digo (al 
cambio actual, equivale a más de 2.066,000.000 de pesetas) con un total de 
569 empleados y una producción de unas 500 motocicletas grandes y unas 200 
motocicletas pequeñas por cada turnno de ocho horas y si bien es cierto que 
además, existe una producción simultánea de automóviles para nieve, esta es 
de unos 240 vehículos por cada turno de 8 horas, lo que significa aproximada­
mente una tercera parte de la producción para esos vehículos y dos terceras 
partes para la producción de motocicletas; no hay por qué entrar a examinar 
más detalladamente el proceso y las operaciones que se realizan en los Estados 
Unidos descritas en la Memoria presentada a la Administración y que no fue 
debidamente apreciada puesto que calificar tales operaciones de "proceso in­
dustrial altamente cualificado" como hace la sentencia apelada, y a continua­
ción en la siguiente línea que este es "en esencia un proceso sencillo a los efec­
tos de las notas explicativas del Arancel de Bruselas" es una contradicción en 
los propios términos del razonamiento, contradicción que tiene su más elo­
cuente impugnación en el comentario del escrito de alegaciones de la parte 
apelante, al afirmar que la actuación que se realiza en los Estados Unidos es 
una compleja actuación industrial,que no puede ser calificada de simple, a no 
ser que se tenga por tal la aparente sencillez con que la alta y costosísima tec­
nología moderna permite fabricar cualquier cosa -incluso motocicletas- me­
diante cadenas de montaje en las que convergen cadenas auxiliares en las que 
se montan los elementos integrantes del producto final. 

CDO.: Que para obtener las consecuencias oportunas que hay que partir, 
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pues, de las premisas sentadas en los razonamientos que preceden, es decir 
en primer lugar, lo que se importó desde el Japón a los Estados Unidos, fueron 
la casi totalidad de las piezas que componen todos y cada uno de los mecanis­
mos de una motocicleta, pero todas ellas, desmontadas, de forma que no se im­
portaron grupos de elementos de una moto, sino las piezas que componen cada 
uno de los que integran cada elemento, en segundo Jugar, que estas piezas fue­
ron gravadas con unos derechos arancelarios correspondientes a quince parti­
das, a unos tipos que oscilan entre el 4 y el 11 por 100, y que están incluidas 
en unas partidas del Arancel distintas de la que grava la importación de las mo­
tocicletas cuando estas se importan ya montadas; en tercer lugar, que a las pie­
zas importadas del Japón, se les agregaron otras en los Estados Unidos y en 
cuarto lugar, que con todo ese conjunto de piezas, y mediante una costosa ins­
talación , con varios centenares de empleados, se realiza un complejo proceso 
industrial, que da forma con objeto de dotar -previa obtención de las dimen­
siones pertinentes de cada elemento- a los.que necesitaban de esta operación, 
de perforación, soldadura, sujeción o fijación de los elementos que lo precisan 
el montaje de cada una de las piezas que componen cada uno de los elementos 
del vehículo -de motor, de suspensión, de rodamiento, eléctricos, de frenado, 
etc. etc.- el cromado, pintura y acabado, la puesta a punto y las pruebas fi­
nales, operaciones que no pueden ser calificadas como de proceso sencillo, por 
el hecho de hacerse mediante cadenas de montaje, ya que lo que debe tenerse 
en cuenta son las operaciones que se realizan, no la forma de realizarse, puesto 
que en otro caso, la realización a mano de todos estos procesos fuese a condu­
cir al mismo resultado, deberían ser calificativos que no hay por qué prodigar; 
no es, pues, la forma de realizar los trabajos u operaciones Jo que debe tenerse 
en cuenta, sino cuáles son los que se realizan, y si estas han variado las caracte­
rísticas de las mercancías de forma que impliquen un cambio de partida aran­
celaria, lo que indudablemente se produce, en el presente caso, ya que no pue­
de exigirse que la variación de las características de las mercancías -que es el 
supuesto de hecho de la norma- debe ser interpretado en el sentido de que 
esta cambie de naturaleza o de esencia (como pudiera ser la adición de un me­
tal a otro para obtener una aleación) sino que hay que partir de la base de que 
una pieza de una motocicleta siempre será una parte integrante de la motoci­
cleta y no podrá ser incorporada -racionalmente- más que a un vehículo de 
esta clase, ahora bien, ninguna de las piezas importadas por los Estados Uni­
dos, por sí sola, tiene las características de una motocicleta, y necesita su 
unión a las restantes piezas importadas y a las que en los Estados Unidos se in­
corporan, para poder hablar de que cambian las características de las mercan­
cías importadas, así como la partida arancelaria, que es lo que se ha producido 
en el caso debatido, con las consecuencias que ello debe producir, respecto de 
cuál es el país de origen, a efectos de Jos impuestos Aduaneros Españoles. 

CDO.: Que apreciada la concurrencia del primero de los dos requisitos que 
exige la Disposición 2ª del Arancel de Aduanas, evidentemente no entra en 
juego el segundo de los requisitos que dicha norma exige, para producir los 
mismos efectos en cuanto a la determinación del país de origen de la mercan­
cía, circunstancia que también concurre, además, en el presente caso, en el 
que, mediante una simple operación matemática, y con las cifras reales que fi­
guran en los documentos aportados, queda acreditado para las motocicletas del 
Modelo Dz 400, el siguiente resultado: 1 o, que el valor de las piezas importa­
das desde el Japón a los Estados Unidos es el de 621, 78 dólares -eqtúvalente 
entonces (al cambio de 80,153 pesetas el dólar) a 49.837,55 ptas-; 2°, que el 
precio fijado para España en los Estados Unidos para las motocicletas era de 
950 dólares (equiparzntes a 76.145,35 ptas. por unidad); 30, que el valor aña-
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elido en los Estados Unidos por cada unidad es de 528,22 dólares (equivalentes 
a 26.307,81 ptas.); 4°, que este valor añadido equivale al 34,55 por 100 del 
valor en Aduana, y por lo tanto superior al 30 por 100 que exige la Disp. 2a 
del Arancel de Aduanas, para entender que son los Estados Unidos el· País de 
origen de la mercancía; cumpliéndose, por lo tanto, los dos requisitos, que el 
precepto exige -aunque bastaría con sólo uno para que se produjera el resulta­
do que la disposición prevé-, es evodente que procede la aplicación de este al 
caso debatido, por lo cual al no haberlo hecho la Administración y al haber 
confirmado los actos administrativos la sentencia apelada, procede revocar és­
ta y anular aquéllos por ser contrarios al Ordenamiento Jurídico. 

CDO.: Que si bien es cierto que -como la sentencia afirma- los actos ad­
ministrativos están amparados por una presunción de exactitud o de legalidad, 
esta presunción no es iuris et de iure, sino iuris tantum, y por lo tanto, puede 
ser combatida por los medios que el derecho admite para las de su clase; por 
ello, cuando los actos administrativos se hayan producido tomando en cuenta 
unos hechos concretos, ello no significa -como pretende la sentencia apelada­
que los hechos vengan amparados por la presunción de exactitud, sino que esta 
presunción de los actos cederá cuando se pruebe la inexactitud de los hechos 
que determinaron el acto; a ello alude precisamente, el art. 114 de la Ley Ge­
neral Tributaria, segÚn el cual, "tanto en el procedimiento de gestión como en 
el de resolución de las reclamaciones, quien haga valer su derecho, deberá pro­
bar los hechos normalmente constitutivos del mismo", precepto que carecería 
de aplicación, en caso de admitir que la presunción de exactitud de los actos 
alcanza a los hechos que los determinan; esto no es así, y por la aplicación del 
precepto invocado, la presunción de exactitud durará mientras permanezcan 
exactos los hechos determinantes del acto, y dejará de existir esa presunción 
en cuanto se pruebe o bien la inexactitud de esos hechos, o bien otros que pro­
duzcan efectos contrarios, y, en general, cuando se prueben los hechos que, 
constituyendo el derecho del reclamante, demuestren la inexactitud o error de 
los que la Administración tomó en cuenta para dictar el acto impugnado, que 
es precisamente lo que hizo el apelante de este recurso, mediante una abun­
dante prueba documental aportada tanto ante la Administración como ante la 
Sala de instancia que no fue desvirtuada ni apreciada, sino meramente ignora­
da, invocando la presunción de exactitud que no puede operar sobre hechos, 
sino sobre actos administrativos, por lo que debe de rechazarse la conservación 
de los que se impugnaron con base únicamente en esa presunción de su exacti­
tud. 

CDO.: Que si bien la parte apelante menciona en su escrito de alegaciones 
los graves perjuicios económicos ocasionados por la demora en el despacho de 
las motocicletas, por la depreciación de éstas, por los desperfectos que puedan 
haber sufrido en la Aduana y por la inmovilización de más de 50 millones de 
pesetas, estas circunstancias en nada afectan a la eficacia de los actos impugna­
dos, que serán o no conformes con el Ordenamiento Jurídico con indepen­
dencia de los aspectos económicos o de los daños o perjuicios que se causen 
con ellos (en este caso se invoca que la Administración autorizó importaciones 
anteriores y negó la actual) los cuales podrán ser reclamados en su momento, 
al igual que pudieron serlo ante la Sala de Instancia, pero que, al no haberlo si­
do ni haberse formulado una petición expresa acerca de ellos, no pueden ser 
examinados en este recurso, en el que tampoco procede examinar la desviación 
de poder alegada de los actos que se impugnan, ya que estos se anulan por 
formas de infracción del Ordenamienro Jurídico, lo que excluye esta última de 
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las mencionadas en el escrito de alegaciones, al igual que lo fueron en el escri­
to de demanda. 

CDO.: Que estando el acto impugnado disconforme con el Ordenamiento 
Jurídico procede declarar nulo el de la Aduana de Bilbao inadmitiendo el cer­
tificado de origen, el acuerdo de la Junta Arbitral de Aduanas de Bilbao que lo 
confirmó, el Acuerdo del T. Econ.-Adm. Central, que declaró ajustados a dere­
cho ambos; debiéndose revocar la sentencia apelada, que confirmó todos los 
mencionados, lo que produce como consecuencia la estimación del recurso de 
apelación interpuesto; sin apreciar en ninguna de las partes temeridad ni mala 
fe, por lo que, por aplicación de lo establecido en los arts. 81, 83, 100 Y 131 
de la Ley reguladora de la Jurisdicción, no procede hacer pronunciamiento al­
guno en cuanto al pago de las costas causadas en ninguna de las dos instancias 
de este recurso. 

(R.J.A., 1982, n° 556, pág. 404 y ss.) 

11 

TR A F 1co DE D Ro G A s.- Convenio de las Naciones Unidas de 1961. 

Tribunal Supremo (Sala 2a, de lo Criminal): SENTENCIA DE 24 

DE FEBRERO DE 1982. Ponente: D. Martín J. Rodríguez López. 

E. T.S. declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto por el 
procesado Jorge B.A., contra sentencia dictada por la Audiencia en causa 
seguida al mismo por tráfico de drogas. 

CONSIDERANDO: Que en innumerables sentencias de esta Sala, se ha ve­
nido sosteniendo, en relación con el art. 344 de. C.P., tal como quedó redacta­
do por Ley 15 noviembre 1971, en primer lugar que es un delito de riesgo, 
por el peligro inminente que supone contra la salud colectiva de la Sociedad, 
que se consuma por la amenaza contra dicha salud, por lo que en general sólo 
admite el grado de consumación. En segundo lugar que el delito se integra por 
un elemento negativo: ejecutar ilegítimamente los actos que sanciona, esto es, 
sin autorización legal, lo que en el fondo supone el considerar el art. 344, 
como norma en blanco, con remisión a las normas administrativas de control 
de cada producto que sean pertinentes. En tercer lugar un elemento positivo o 
actividad del sujeto que se integra por el cultivo, fabricación, elaboración, 
venta, donación o tráfico en general, de las sustancias, drogas tóxicas o estupe­
facientes a que se refiere el Código, así como su promoción, favorecimiento, o 
facilitación de su uso, En cuarto lugar que tales sustancias están comprendidas 
entre las que la legislación española, bien con carácter autóctono, bien por 
incorporación de las listas a la legislación patria, de las listas del Convenio 
Internacional de Ginebra o de las Naciones Unidas exige para su uso la corres­
pondiente autorización administrativa -SS de. 19 febrero 1976, 1 O junio 1977, 
3 julio 1978, 4 abril 1979, 25 junio 1980, 28 mayo y 22 junio 1981, entre 
otras muchas. 
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CDO.: Que en mérito de tales principios legales y jurisprudenciales ha de 
decaer el único motivo del presente recurso que sostiene la infracción por apli­
cación indebida del art. 344 del C.P., pues si el recurrente, sin autorización le­
gal de clase alguna, facilita al otro procesado tres bolsas de plástico que le son 
ocupadas en el aeropuerto de Gando, con más de ocho mil dosis de distintos 
productos incluidos en la lista de drogas del Convenio único de las Naciones 
Unidas, por lo que recibe doscientas mil pesetas, para su entrega a un tercero, 
con la fmalidad de tráfico y venta, es evidente que se reunieron todos los ele­
mentos exigidos por el art. 344 del C.P., para integrar el delito, razones que 
conducen a desestimar el recurso. 

(R.J.A., 1982, n° 841, pág. 615). 

12 

LETRA DE CAMBIO. CLAUSULA VALOR. MONEDA EX­

TRANJERA. PRUEBA DEL DERECHO EXTRANJERO.- Art. 10.3 
del Código Civil. Convenio de 22 de mayo de 1973 sobre asistencia 
judicial y reconocimiento de resoluciones judiciales y arbitrales entre 
Espafia e Italia. 

Audiencia Territorial de Valencia: SENTENCIA DE 3 DE ABRIL 

DE 1982. 
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CONSIDERANDO: Que los tres motivos articulados por la demanda S., S. 
A. (S.M.L., A.A.) en su escrito de formalización de la posición, frente a la de­
manda ejecutiva interpuesta por I.B.P., S. p, A. (I.B.P., S. per A.), en el acto de 
la vista de este recurso la dirección letrada de la recurrente ha mantenido úni­
camente dos de ellos, en primer lugar el que el documento carece de cláusula 
valor, causa de nulidad número 2 del artículo 1.467 de la Ley de Enjuicia­
miento Civil y después en ese mismo artículo, pero sobre su número 1, que el 
documento fue aceptado por un solo apoderado de la entidad demandada, 
exigiéndose en sus estatutos la firma de dos de ellos mancomunadamente, mo­
tivos ambos que ya fueron rechazados por el juzgador a quo. 

CDO.: Que el título base del presente juicio ejecutivo es una letra de cam­
bio librada en Italia por una sociedad italiana, por lo que parece evidente la 
aplicación de lo dispuesto en el artículo 10,3 del Código Civil, es decir, la emi­
sión de los .títulos-valores se atenderá a la ley del lugar en que se produzca, y si 
este artículo consagra la regla locus regit actum, al argumentar en torno a los 
requisitos de la letra sobre los artículos 444 y 445 del Código de Comercio es­
pañol carece de sentido, pues es en la legislación italiana en la que hay que bus­
car los requisitos de la letra. Esta es la doctrina sentada por esta Sala en su 
sentencia de 21 de febrero de 1980 y compartida por la de la Audiencia Terri­
torial de P. en la suya de 21 de mayo de 1981. Y contra ella no cabe alegar el 
artículo 475 del Código de Comercio, norma material española que no cabe in­
terpretar a sensu contrario para llegar a la conclusión de que las letras giradas 
en país extranjero que deben ser pagadas en España, se presentaran con arreglo 
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a nuestra legislación, primero porque si ese fuese el sentido originario de dicho 
artículo, habría de entenderse derogado por el nuevo título preliminar del Có­
digo Civil y por el Convenio suscrito con Italia al que nos referiremos después, 
pero en realidad lo que el artículo quiere decir es que la letra emitida en Es­
paña con arreglo a nuestra legislaCión, al salir del territorio nacional queda su­
jeta para el cobro a lo que disponga la ley extranjera, distinguiendo dos mo­
mentos: emisión regida por la ley del lugar y cobro regido asimismo por la ley 
del lugar correspondiente. Que esta interpretación es la correcta lo corrobora 
indirectamente el artículo 107, 5 del Texto refundido de la Ley de Impuestos 
Generales sobre Sucesiones y sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurí­
dicos Documentados de 7 de abril de 1967, al exigir que las letras extranjeras 
sean reintegradas por el primer tenedor español de ellas con arreglo a su cuan­
tía, que es lo que hizo en nuestro caso el B. de B. 

CDO,: Que si los requisitos del título se rigen por la legislación italiana, 
los de la obligación es la documentada han de ser los exigidos en el artículo 
1435 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, esto es, líquida, vencida y por valor 
valor superior a 10.000 pesetas y todos ellos concurren en el presente caso, 
pues los problemas que pudieran surgir de referirse la letra moneda extranjera, 
en concreto dólares USA, vienen obviados por reclamarse en la demanda pese­
tas, de acuerdo con los artículos 1.43 7 y 1.438 de la misma ley procesal, 
acompañando certificación del Colegio Oficial de Corredores de Comercio de 
A. sobre el cambio oficial, y sin que dicho valor en cambio haya sido impug­
nado por el demandado. 

CDO.: Que la aplicación al título de la legislación italiana es sin duda la 
procedente, habida cuenta del artículo 10,3 del Código Civil y del Convenio de 
22 de mayo de 1973 (Boletín Oficial del Estado de 15 de noviembre de 1977), 
sobre asistencia judicial y reconocimiento de resoluciones judiciales y arbitra­
les entre España e Italia, pues según su artículo 1 los nacionales de cada una de 
las partes contratantes gozarán en el territorio de la otra parte del mismo trato 
reservado a los nacionales de esta Última en los procedimientos judiciales que 
se refieren a materias civiles y mercantiles; partiendo de esta igualdad los artí­
culos 11,12 y 22 reconocen fuerza ejecutiva a todos los documentos que, se­
gún la Ley del Estado de origen, lleven aparejada ejecución, y este es precisa­
mente el caso de la letra de cambio según el Derecho italiano, en el que el artí­
culo 4 74 del Codice di Procedura Civile, entre los títulos ejecutivos, incluye le 
cambiali, es decir, las letras de cambio, y el artículo 63 del Real Decreto de 14 
de diciembre de 1963, número 1.669, insiste en ello y además reconoce a las 
letras emitidas en el extranjero los mismos efectos que a las emitidas en Italia, 
cuando estos sean admitidos por la ley del lugar donde la letra de cambio ha 
sido emitida, 

CDO.: Que a lo anterior hay que añadir que el Real Decreto de 21 de sep­
tiembre de 1933 (convertido en ley por la de 15 de enero de 1934 ), requiere 
cuando se gira a la orden y se trata de crédito derivado de suministro de mer­
cancías, que en la letra se haga constar la fecha y el número de la factura rela­
tiva a las mercancías servidas, pero en ninguna de las disposiciones italianas se 
exige, como requisito esencial de la letra, la cláusula valor, exigencia que por 
otra parte tampoco existe en la Ley Uniforme de Ginebra de 7 de junio de 
1930, que es la base del Real Decreto antes citado de 14 de diciembre de 
1933. Por lo tanto la falta de cláusula valor en la letra italiana, no convierte a 
esta en simple pagaré lo que sí ocurriría si faltase la fecha y el número de la fac­
tura, requisitos que concurren en la letra que sirve de título ejecutivo en el pre-
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sente proceso, en la que claramente se hace constar la fecha 27 de noviem­
bre de 1978 y el número 270/2.372 que se corresponden con el documen­
to número 5 de los presentados con la demanda, todo Jo que conduce a la 
desestimación de la causa de nulidad alegada por el demandado relativa a Ja 
falta de cláusula valor. 

CDO.: Que en Jos apartados anteriores se ha procedido a Ja aplicación de 
Derecho extranjero, parte del cual ha sido probado por el demandante y parte 
se basa en eJ conocimiento que del mismo tiene esta Sala. En efecto, el Real 
Decreto Ley de 21 de septiembre de 193 3 y el artículo 4 74 del Codíce di pro­
cedura Civile han sido probados en su contenido y vigencia por sendas certi­
ficaciones del Consulado de Italia en Madrid, pero el Real Decreto de 14 de 
diciembre de 1933, aun no siendo probado por las partes, ha sido aplicado de 
oficio por permitirlo así una correcta interpretación del artículo 12, 6 del Có­
digo Civil, ya que la norma extranjera debe ser objeto de prueba sólo en cuan­
to sea desconocida por el juzgador, pues respecto de ella el principio de apor­
tación de parte no rige como para la prueba de Jos he¿hos; esto es, la norma de 
Derecho extranjero será objeto de prueba y por Jo tanto se aplicarán las conse­
cuencias de Ja carga de Ja prueba, en tanto el tribunal Ja desconozca, pero éste 
puede utilizar sus conocimientos sobre ese Derecho, e incluso puede afirmarse 
que, dentro de sus posibilidades, está obligado a investigar el contenido y vi­
gencia de Ja norma extranjera aplicable por la remisión a ella de la ley espaf\o­
Ja; Jo contrario conduciría al absurdo de que un ,tribunal, conociendo el dere­
cho extranjero, no lo pudiera aplicar. Con esta interpretación está de acuerdo 
la doctrina española y en cierto sentido es el criterio recogido por la sentencia 
del Tribunal Supremo de 12 de noviembre de 1976. 

(R. G.D., julio-agosto 1982, pág. 113 7 y ss.). 

13 

OBJECION DE CONCIENCIA POR MOTIVOS PERSONALES Y 

E TIC os, No RE L IG 10 sos. Resolución 3 77 de la Asamblea Consul­
tiva del Consejo de Europa. 

Tribunal Constitucional(Sala 1ª ):SENTENCIA DE 23 DE ABRIL 

DE 198 2. Recurso de amparo 205/ 1981. 
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don Manuel 
García-Pelayo Alonso, Presidente, y don Angel Latorre Segura, don Manuel 
Díez de Velasco Vallejo, doña Gloria Begué Cantón, don Rafael Gómez-Fe­
rrer Morant y don Angel Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado, 
en nombre del Rey, la siguiente 
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SENTENCIA 

En el recurso de amparo número 205/1981, promovido por don A.B.C., 
representado por la Procuradora de los Tribunales doña María Luisa Ubeda de 
los Cobos y bajo la dirección del Letrado don Joaquín Ruiz-Girnénez Cortés, 
contra el acuerdo de la Junta de Clasificación y Revisión Jurisdiccional de la 
Zona Marítima del Estrecho de 26 de septiembre de 1980, la resolución del Al­
mirante Capitán General de la Zona Marítima del Estrecho de 19 de noviembre 
de 1980 y el Auto del Consejo Supremo de Justicia Militar de 13 de mayo de 
1981, y en el que han comparecido el Abogado del Estado y el Fiscal General 
del Estado, siendo ponente la Magistrada doña Gloria Begué Cantón, quien ex­
presa el parecer del Tribunal. 

l. ANTECEDENTES 

1. Don A.B.C., perteneciente al Trozo de Melilla y al sexto llamamiento de 
Infantería de Marina del reemplazo del año 1980, solicita, en el momento legal 
oportuno, de la Junta de Clasificación y Revisión Jurisdiccional de la Zona 
Marítima del Estrecho la prórroga de incorporación al servicio militar de cuar­
ta clase a), alegando objeción de conciencia "por motivos personales y éticos". 

2. La Junta de Clasificación y Revisión Jurisdiccional, segÚn consta en el 
acta número 285, de fecha 27 de septiembre de 1980, acuerda denegar el apla­
zamiento de incorporación "por no tratarse de objeción de carácter religioso, 
única que contempla el Real Decreto 3.011/1976, de 23 de diciembre, que es 
la norma legal actualmente vigente". 

3. El interesado, con fecha 29 de octubre de 1980, promueve recurso de 
alzada ante el Almirante Capitán General de la Zona Marítima del Estrecho 
contra el acuerdo de la Junta de Clasificación de la citada Zona Marítima, indi­
cando en el mismo escrito que, "ad cautelarn" y al amparo de lo prevenido en 
el artículo 107.6 del Código de Justicia Militar, adjunta escrito de recurso de 
queja dirigido a la Sala de Justicia del Consejo Supremo de Justicia Militar. 

4. Por resolución de 19 de noviembre de 1980, el Almirante Capitán Gene­
ral, de conformidad con el dictamen del Auditor y por sus propios fundamen­
tos, desestima el recurso de alzada y tramita a su vez el recurso de queja inter­
puesto, no obstante estimar que dicho recurso es improcedente. 

5. La Sala de Justicia del Consejo Supremo de Justicia Militar, en Auto de 
13 de mayo de 1981, declara inadmisible el recurso de queja por entender que 
conforme a lo establecido en la Circular de 21 de noviembre de 1936, dictada 
por el Alto Tribunal de Justicia Militar, dicho recurso sólo es admisible cuando 
se trata de procedimientos judiciales, sin que pueda hacerse extensivo a los de 
carácter administrativo y aduciendo que el artículo 432 del Reglamento de la 
Ley General del Servicio Militar establece expresamente que "las resoluciones 
de las Autoridades Militares Jurisdiccionales, tanto la primera instancia corno 
las adoptadas como consecuencia de un recurso, serán inapelables, causando 
estado en la vía administrativa". 

7. Por escrito de fecha 14 de julio de 1981, doña María Luisa Ubeda de los 
Cobos, Procuradora de los Tribunales, en nombre y representación de don A. 
B.C., interpone recurso de amparo ante este Tribunal Constitucional contra el 
acuerdo de la Junta Clasificadora y Revisión Jurisdiccional de la Zona Maríti­
ma del Estrecho de 26 de septiembre de 1980, contra el acuerdo o resolución 
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del Alnúrante Capitán General de la Zona Marítima del Estrecho de 19 de no­
viembre de 1980 y contra el Auto del Consejo Supremo de Justicia Militar de 
13 de mayo de 1981 por entender que violan el derecho fundamental de obje­
ción de conciencia contenido en el artículo 30.2 de la Constitución, suplican­
do se declare la nulidad de dichos acuerdos y se restablezca a su representado 
en la integridad de su derecho, adoptando al efecto las medidas adecuadas para 
que el Ministro de Defensa y sus órganos subordinados concedan a su poder­
dante la prórroga de incorporación a filas de cuarta clase a) en espera de que se 
dicte la nueva Ley Reguladora del Servicio Militar, prevista en el mencionado 
artículo 30.2 de la Constitución. 

8. El demandante solicita el amparo apoyándose en los siguientes argumen­
tos, que posteriormente reitera en su escrito de alegaciones: 1° La Constitu­
ción, norma suprema, reconoce la objeción de conciencia por cualquier moti­
vo, y no sólo por motivos de índole religiosa, pues es un principio general del 
Derecho, aceptado y refrendado además por una constante jurisprudencia del 
Tribunal Supremo, que "ubi lex non distinguit nec nos distinguere debemus". 
2º1 El reconocimiento de la objeción de conciencia no circunscrito a motiva­
ciones de carácter religioso aparece avalado por la doctrina y el derecho com­
parado. 3° En consecuencia, debe entenderse que el Real Decreto 3.011/1976, 
de 23 de diciembre, que contempla tan sólo la objeción de conciencia de ca­
rácter religioso, "carece ya de validez y vigencia tras la promulgación de la 
Constitución, al menos en lo que se refiere a la calificación y fundamento de la 
objeción de conciencia", por lo que procede el otorgamiento del amparo en los 
términos solicitados, 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

6. Alega el Abogado del Estado que en puridad el derecho a la objeción de 
conciencia no está reconocido en la Constitución española, pues el artículo 
30.2 de la misma. al limitarse a establecer que "la ley regulará con las debidas 
garantías la objeción de conciencia", contiene una declaración abierta, esto es, 
una remisión al legislador que afecta a la propia existencia del derecho y no só­
lo a su configuración. 

Una interpretación sistemática de los preceptos constitucionales no apoya, 
sin embargo, esta tesis. 

Nuestra Constitución declara literalmente en su artículo 53.2, "in fine" 
que el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional "será aplicable a la 
objeción de conciencia reconocida en el artículo 30", y al hacerlo utiliza el 
mismo término, "reconocida", que en la primera frase del párrafo 1 ° del cita­
do artículo, cuando establece que "los derechos y libertades reconocidos en el 
Capítulo II del presente Título vinculan a todos los poderes públicos". A su 
vez, el propio párrafo 2º del artículo 53 equipara el tratamiento jurídico­
constitucional de la objeción de conciencia al de ese núcleo especialmente pro­
tegido que son los derechos fundamentales y libertades públicas que se recono­
cen en el artículo 14 y en la Sección Primera del Capítulo II del Título l. 

Por otra parte, tanto la doctrina como el derecho comparado afirman la co­
nexión entre la objeción de conciencia y la libertad de conciencia. Para la doc­
trina, la objeción de conciencia constituye una especificación de la libertad de 
conciencia, la cual supone no sólo el derecho a formar libremente la propia 
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conciencia, sino también a obrar de modo conforme a los imperativos de la 
misma. En la Ley Fundamental de Bonn, el derecho a la objeción de concien­
cia se reconoce en el mismo artículo que la libertad de conciencia y asimismo 
en la Resolución 337, de 196 7, de la Asamblea Consultiva del Consejo de Eu­
ropa se afuma de manera expresa que el reconocimiento de la objeción deriva 
lógicamente de los derechos fundamentales del individuo garantizados en el ar­
tículo 9 de la Convención Europea de Derecho Humanos, que obliga a los Es­
tados miembros a respetar las libertades individuales de conciencia y religión. 

Y puesto que la libertad de conciencia es una concreción de la libertad 
ideológica que nuestra constitución reconoce en el artículo 16, puede afirmar­
se que la objeción de conciencia es un derecho reconocido explícita e implí­
citamente en la ordenación constitucional española, sin que contra la argumen­
tación expuesta tenga valor alguno el hecho de que el artículo 30.2 emplee la 
expresión "la ley regulará", la cual no significa otra cosa que la necesidad de la 
"interpositio legislatoris" no para reconocer, sino, como las propias palabras 
indican, para "regular" el derecho en términos que permitan su plena aplicabi­
lidad y eficacia. 

7. Ahora bien, a diferencia de lo que ocurre con otras manifestaciones de 
la libertad de conciencia, el derecho a la objeción de conciencia no consiste 
fundamentalmente en la garantía jurídica de la abstención de una determina­
da conducta -la del servicio militar en este caso-, pues la objeción de concien­
cia entraña una excepcional exención a un deber -el deber de defender a Espa­
ña- que se impone con carácter general en el artículo 30.1 de la Constitución 
y que con ese mismo carácter debe ser exigido por los poderes públicos. La ob­
jeción de conciencia introduce una excepción a ese deber que ha de ser decla­
rada efectivamente existente en cada caso, y por ello el derecho a la objeción 
de conciencia no garantiza en rigor la abstención del objetor, sino su derecho a 
ser declarado exento de un deber que, de no mediar tal declaración, sería exigi­
ble bajo coacción. Asimismo, el principio de igualdad exige que el objetor de 
conciencia no goce de un tratamiento preferencial en el cumplimiento de ese 
fundamental deber de solidaridad social. Técnicamente, por tanto, el derecho a 
la objeción de conciencia reconocido en el artículo 30.2 de la Constitución no 
es el derecho a no prestar el servicio militar, sino el derecho a ser declarado 
exento del deber general de prestarlo y a ser sometido, en su caso, a una pres­
tación social sustitoria. A ello hay que añadir que el criterio de conformidad a 
los dictados de la conciencia es extremadamente genérico y no sirve para deli­
mitar de modo satisfactorio el contenido del derecho en cuestión y resolver los 
potenciales conflictos originados por la existencia de otros bienes igualmente 
constitucionales. 

Por todo ello, la obligación de conciencia exige para su realización la deli­
mitación de su contenido y la existencia de un procedimiento regulado por el 
legislador en los términos que prescribe el artículo 30.2 de la Constitución, 
"con las debidas garantías'', ya que sólo si existe tal regulación pude producir­
se la declaración en la que el derecho a la objeción de conciencia encuentra su 
plenitud. 

El legislador español, sin embargo, no ha dado aún cumplimiento a ese 
mandato constitucional. Hasta el momento presente, la única norma vigente 
en la materia es el Real Decreto 3.011/1978, de 23 de diciembre, sobre la ob­
jeción de conciencia de carácter religioso al servicio militar, ya que la Ley Or­
gánica de Defensa Nacional, promulgada el 1 de julio de 1960, se limita a re­
producir el precepto constitucional al afirmar tan sólo en su artículo 3 7 .2 que 
"la ley regulará la objeción de conciencia y los casos de exención que obliguen 
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a una prestación social sustitutoria". 
Es evidente que la regulación contenida en el mencionado Decreto, nor­

ma de rango inferior a la ley y que contempla únicamente la objeción de carác­
ter religioso, resulta insuficiente en su aplicación a la nueva situación derivada 
de la Constitución, pues se limita a extender, haciendo uso de la facultad otor­
gada al Gobierno por la Ley General del Servicio Militar, en su artículo 34.1, a 
dichos objetores la prórroga de incorporación a filas de cuarta clase -prórroga 
que puede desembocar en una declaración de exención del servicio militar ac­
tivo-, y a autorizar a la Presidencia del Gobierno para que señale los puestos 
de prestación del servicio de interés cívico que han de asignarse a quienes dis­
fruten de las prórrogas. 

Cualquiera que sea la interpretación que se dé a las "debidas garantías" exi­
gidas por la Constitución, un análisis de las legislaciones extranjeras que regu­
lan el derecho a la objeción de conciencia y de los principios básicos y criterios 
relativos al procedimiento y al servicio alternativo contenidos en la Resolución 
337 de la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa, así como de las aporta­
ciones doctrinales, pone de manifiesto que el Real Decreto de 23 de diciembre 
de 1976 no puede aplicarse por analogía a la objeción de conciencia no funda­
da en motivos religiosos. 

8. De ello no se deriva, sin embargo, que el derecho del objetor esté por 
entero subordinado a la actuación del legislador. El que la objeción de concien­
cia sea un derecho que para su desarrollo y plena eficacia requiera la "interpo­
sitio legislatoris" no significa que sea exigible tan sólo cuando el legislador lo 
haya desarrollado, de modo que su reconocimiento constitucional no tendría 
otra consecuencia que la de establecer un mandato dirigido al legislador sin 
virtualidad para amparar por sí mismo pretensiones individuales. Como ha se­
ñalado reiteradamente este Tribunal, los principios constitucionales y los dere­
chos y libertades fundamentales vinculan a todos los poderes públicos (artícu­
los 9.1 y 53.1 de la Constitución) y son origen inmediato de derechos y obliga­
ciones y no meros principios programáticos; el hecho mismo de que nuestra 
norma fundamental en su artículo 53.2 prevea un sist~ma especial de tutela a 
través del recurso de amparo, que se extiende a la objeción de conciencia, no 
es sino una confirmación del principio de su aplicabilidad inmediata. Este prin­
cipio general no tendrá más excepciones que aquellos casos en que así lo im­
ponga la propia Constitución o en que la naturaleza misma de la norma impi­
da considerarla inmediatamente aplicable, supuestos que no se dan en el dere­
cho a la objeción de conciencia. 

Es cierto que cuando se opera con esa reserva de configuración legal el 
mandato constitucional puede no tener, , hasta que la regulación se produzca, 
más que un mÍnimo conte1údo que en el caso presente habría de identificarse 
con la suspensión provisional de la incorporación a filas, pero ese mfuimo con­
tenido ha de ser protegido, ya que de otro modo el amparo previsto en el artí­
culo 53.2 de la Constitución carecería de efectividad y se produciría la nega­
ción radical de un derecho que goza de la máxima protección constitucional 
en nuestro ordenamiento jurídico. La dilación en el cumplimiento del deber 
que la Constitución impone al legislador no puede lesionar el derecho recono­
cido en ella. 

Para cumplir el mandato constitucional es preciso, por tanto, declarar que 
el objetor de conciencia tiene derecho a que su incorporación a filas se aplace 
hasta que se configure el procedinúento que pueda conferir plena realización 
a su derecho de objetor, declaración, por otra parte, cuyos efectos inmediatos 
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son equivalentes a los. previstos en el Real Decreto 3.011/1976, de 23 de di­
ciembre, ya que, según advierte el Abogado del Estado, la Presidencia del Go­
bierno no está haciendo uso en el momento presente de la autorización en él 
contenida en relación con la prestación social sustitutoria. 

No corresponde, sin embargo, a este Tribunal determinar la forma en que 
dicha suspensión o aplazamiento ha de conceeerse, por lo que no puede proce­
der, como pretende el recurrente en su escrito de demanda, a la adopción de 
las medidas adecuadas para que el Ministerio de Defensa y sus Órganos subor­
dinados le concedan la prórroga de incorporación a filas de cuartel clase a). 

9. En consecuencia, este Tribunal estima que procede el otorgamiento del 
amparo demandado, sin que por ello prejuzgue en abosoluto la ulterior situa­
ción del recurrente, que vendrá determinada tan sólo por la legislación que, en 
cumplimiento del precepto constitucional, configure el derecho a la objeción 
de conciencia. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la autori­
dad que le confiere la Constitución de la Nación Española, 

Ha decidido: 

1. Desestimar las causas de inadmisibilidad alegadas por el Abogado del Es­
tado y el Ministerio Fiscal. 

2. Estimar en parte el recurso de amparo formulado por don A.B.C., a cu­
yo efecto acuerda: 

a) Reconocer el derecho del recurrente a que se aplace su incorporación a 
filas hasta que se dicte la ley, prevista en el artículo 30.2 de la Constitución, 
que permita la plena aplicabilidad y eficacia del derecho a la objeción de con­
ciencia por él alegada. 

b) Declarar la nulidad del acuerdo de la Junta de Clasificación y Revisión 
Jurisdiccional de la Zona Marítima del Estrecho de 26 de septiembre de 1980 
y de las resoluciones que han venido a confirmarla. 

3. Desestimar el recurso en todo lo demás. 

Publíquese esta sentencia en el "Boletín Oficial del Estado". 

Madrid, 23 de abril de 1982.- Manuel García-Pelayo Alonso,- Angel La­
torre Segura.- Manuel Díez de Velasco Vallejo.- Gloria Begué Cantón.- Ra­
fael Gómez-Ferrer Morant.- Angel Escudero del Corral.- Firmados y rubrica­
dos. 

(B.J.C., 1982, mayo, pág. 330) 

14 

EXTRADICION.- Art. 827 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi­
nal. Ley de 26 de diciembre de 1958. Constitución de 1978. Tratado 
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con Portugal. 

Tribunal Supremo (Sala 2ª, de lo Criminal): s ENTE N c I A DE 2 6 

DE ABRIL de 1982. Ponente: D. Luis Vivas Marzal. 

346 

El T.S. declara haber lugar al recurso de casación interpuesto por el M0 

Fiscal, contra Auto pronunciado por la Audiencia en el que se acordó el sobre­
seimiento libre y el archivo de las actuaciones, en causa seguida a Francisco R. 
A. por delito de robo, casa y anula el referido Auto con declaración de las cos­
tas de oficio, ordenando comunicar la resolución al Tribunal sentenciador a los 
efectos legales oportunos. 

CONSIDERANDO: Que, se ha definido la extradición, un tanto metafóri­
camente, como la rama del árbol nacional que pende sobre suelo extranjero, y 
más jurídicamente, como el acto en virtud del cual el Gobierno de un Estado 
entrega al de otro un sujeto a quien se le atribuye la perpetración de un delito 
para someterlo a la acción de los Tribunales de Justicia del Estado reclamante; 
se conocen varias clases de dicha institución: extradición activa, extradición 
pasiva, extradición de tránsito y reextradición, entre otras; y en lo que respec­
ta a la activa, que es la que aquí importa, la norma fundamental y primaria que 
la regula es, según el núm. 1 o del art. 827 de la L,E. Crim., el Tratado vigente 
convenido con la Potencia en cuyo territorio se hallaba el individuo reclamado, 
cuya regla se reitera, para la extradición pasiva, en el art. 13-3 de la Constitu­
ción y en la ley de 26 de diciembre 1958, complementadas, todas las dichas 
disposiciones, por el art. 96 de la referida Constitución y por el art. 1-5, del C. 
Civ., hallándose consagrado en la inmensa mayoría de los Tratados y en la Ley 
de 1958 el denominado principio de la especialidad, conforme al cual, el recla­
mado o extraído, una vez entregado, no puede ser juzgado sino por el delito o 
delitos cuya perpetración justificó la extradición y no por otros distintos, a 
menos que, el propio extraído, consintiere o diere su beneplácito a dicho en­
juiciamiento, o que, el Tratado vigente con la potencia. de cuyo territorio fue 
extraído el acusado, contuviera otra u otras excepciones al mencionado princi­
pio. 

CDO.: Que, el Tratado vigente entre España y Portugal, es el Convenio 
para la recíproca extradición de malhechores, prófugos y desertores, y artícu­
los adicionados al mismo, firmados en Llsboa el 25 de junio 1867, y el 27 ma­
yo 1968, ratificados y las ratificaciones canjeadas en Lisboa el 14 enero 1869 
y publicadas en la Gaceta de Madrid el 7 febrero del mismo año, cuyo Conve­
nio fue completado por los Artículos Adicionales firmados el 7 febrero 1873, 
ratificados y las ratificaciones canjeadas en Lisboa el 6 diciembre 1875, publi­
cándose en la Gaceta de Madrid el 9 enero 1876, y modificado, dicho Conve­
nio, por el Canje de Notas de 1 O y 12 mayo 1884, publicado en la Gaceta de 
30 mayo del mismo año; insertándose, en el referido Convenio, y en su art. 9, 
la cláusula de especialidad, conforme a la cual, los individuos entregados en vir­
tud del mentado Convenio, no podrán ser procesados por ning{m crimen ante­
rior distinto al que haya motivado la extradición, pero, a continuación, el mis­
mo precepto, estampa la excepción siguiente: "a no ser que el crimen esté 
comprendido en el art. 30 y haya sido perpetrado con posterioridad a la cele­
bración de este Convenio"; de lo que se infiere que, la excepción paccionada 
respecto al principio de especialidad, requiere: a) que se trate de crimen, lo 
que con la óptica penal vigente en la época del Convenio, equivale a infracción 
sancionada con pena aflictiva, esto es, superior a las de presidio o prisión me-
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nor actuales; b) que, dicho crimen, se encuentre relacionado en el art. 30 
del Convenio; y c) que sea posterior, en cuanto a la fecha de su perpetra­
ción, a la celebración del mismo. 

CDO.: Que en el caso presente, y según se ha comprobado en la causa 
traída a la vista, para mejor comprensión de los hechos, y conforme a la fa. 
cu!tad que el art, 899 de la L.E. Crim. concede a este Tribunal, el acusado y 
recurrido, José F.R.A., fue extraído de Portugal, donde se había refugiado, en 
virtud de un delito distinto al perseguido en la causa 69 de 1976 instruida por 
el Juzgado núm. 10 de los de Madrid, pero, por una parte, lo presuntamente 
cometido fue un delito de robo con fuerza en las cosas de cuantía superior a 
150.000 ptas. y sancionado, por lo tanto, en el art. 505 del C.P. , con la pena 
de presidio mayor -crimen, por consiguiente, con la terminología del Conve­
nio-, por otra, dicha infracción, está comprendida, citándola expresamente, 
en el núm. 4º del art. 30 del tantas veces citado Convenio, y, finalmente, es 
obvio que fue perpetrada con posterioridad a la vigencia del susodicho Conve­
nio. Con lo que, constituyendo una excepción a lo establecido con carácter ge­
neral en el art. 9 del mismo, puede ser perfecta y lícitamente juzgada por la 
Sección 4ª de la Audiencia Provincial de Madrid, que es la competente para en­
juiciar el delito de robo mencionado, máxime habida cuenta que las sentencias 
de este Tribunal citadas por la mentada Sección se refieren a Tratados concer­
tados con Alemania o con Francia, y la única que se inspira en el Tratado con 
Portugal -la de 22 junio 1934-, se basó en la circunstancia de que el delito in­
criminado no se hallaba comprendido en el catálogo establecido en el art. 3 del 
Convenio concertado por España con dicha Potencia; procediendo, a virtud de 
todo lo expuesto, la estimación del recurso de casación interpuesto por el Mº 
Fiscal al amparo del núm. 1 o del art. 849 de la L.E. Crim., por aplicación inde­
bida del art. 7, segundo, de la Ley de 26 diciembre 1958, e inaplicación del 
art. 9, en relación con el art. 3, 4º, del vigente Convenio de Extradición con 
Portugal, procediendo igualmente casar y anular el auto dictado por la Sec­
ción 4ª de la Audiencia de.Madrid con fecha 11 diciembre 1980, a cuyo orga­
nismo jurisdiccional se remitirá testimonio de esta resolución para que prosiga 
la causa 69 de 1976, procedente del Juzgado núm. 10 de los de Madrid; con 
arreglo a derecho, 

(R.J.A., 1982, nº 2277, pág. 1473) 

15 

P Ro PIEDAD IN D u s TRIA L. - Marcas. Certificado de origen. Re­
ciprocidad. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): s ENTE N -

CIA DE 28 DE ABRIL DE 1982. Ponente: D. Jaime Rodríguez 
Hermida. 

El T.S. confirma la sentencia de la Sala 3ª de lo Contencioso-Administrati­
vo de la Audiencia Territorial de Madrid de 24 enero J 980, desestimatoria del 

347 



348 

JOSE ANTONIO CORRIENTE CORDOBA 

recurso contencioso-administrativo interpuesto por "C.H.B.S." contra re­
soluciones del Registro de la Propiedad industrial de 1 de octubre 1976 y 20 
junio 1978, que concedieron la marca "Simplotan ''. 

CONSIDERANDO: Que la parte apelante, representación de C.H. BOEH­
RINGER, reproduce en su alegación los mismos fundamentos de impugnación, 
tanto en lo formal como en el fondo, expuesto en la demanda en primera ins­
tancia; y todas las presuntas infracciones procedimentales, que ahora se repro­
ducen, fueron examinadas en la sentencia impugnada con acierto y rechazadas 
por razones ajustadas a derecho, que asumimos en su integridad aceptando sus 
considerando, pues no han sido desvirtuados; no obstante, vamos a insistir sólo 
en los puntos que más énfasis alcanza en esta apelación, que es el referente a 
que no se ha exigido a la entidad concesionaria de la marca combatida los re­
quisitos previstos en el artículo 144 núms. 6 y 8 del vigente Estatuto, de la Pro­
piedad Industrial; y a tal efecto es conveniente resaltar: a) que esta Sala en re­
ciente S. de 21 enero 1981 insiste en la doctrina de que por la O. de 23 julio 
1954 se dispuso que en atención a que en Estados Unidos la Ley dispensa a los 
súbditos españoles de la aportación de certificado d~ origen, de acuerd9 con el 
art. 13 3 del Estatuto debe eximirse a los súbditos norteamericanos del certifi­
cado de origen de sus marcas cuando pretendan registrarla en España. norma 
respetuosa con el principio de reciprocidad que informa el Estatuto y otras Le­
yes españolas -como la de la Propiedad Intelectual y la de Arrendamientos 
Urbanos- en coherencia con los derechos reconocidos a los extranjeros en el 
art. 27 del C. Civ.; por otra parte la entidad solicitante no pretende hacer uso 
de ciertos beneficios especiales, ni se trata de obtener el registro de una marca 
a través del Registro Internacional y al amparo de los tratados internacionales; 
b) y en cuanto a la falta de acreditar la condición de facultativo, por tratarse 
de productos medicinales, es criterio aceptado por esta Sala -S. 25 abril 1977, 
entre otras- que ese requisito se entienda cumplido cuando la marca es solici­
tada por un Laboratorio dedicado a fabricar productos de esa naturaleza, por­
que implícitamente supone la existencia de Técnicos-profesionales. 

CDO.: Que el fondo del tema aparece correctamente enjuiciado por la sen­
tencia apelada, dado que el núm. 1 del art. 124 del citado Estatuto lo que pro­
híbe no es la semejanza o parecido de las Marcas comparadas, sino sólo aquello 
capaz de producir error o 'Ó'Ofifusión; y ese riesgo o peligro que impide la convi­
vencia pacífica no se origina en los productos enfrentados en el presente caso, 
o sea entre las Marcas "Simplotan" y "Simpatol" pues es aplicable a ambas la 
doctrina legal establecida para las marcas farmacéuticas, aceptada por la juris­
prudencia nacional y por la extranjera, de que hay que prescindir de las partí­
culas técnicas comunes para un grupo de medicamentos, debiendo atenerse a 
las restantes síÍabas para determinar si existe o no entre las Marcas en pugna la 
semejanza fonética o gráfica causante de confusión, pero no la simple coinci­
dencia de un prefijo o sufijo, que no cabe reservar en exclusiva para un titular, 
máxime en materia de productos farmacéuticos; y como bien se razona en la 
sentencia apelada el resto de las sílabras son suficientemente diferenciadoras 
pru;a evitar se corra el riesgo o peligro de equívoco o confusión. 

(R.J.A., 1982, n° 2003, pág. 1294) 
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P Ro PIE D A D IN D u s T R I AL . - Marcas. Productos farmacéuticos 
extranjeros. Certificado de Origen. Similitud. Unión de París para la 
Protección de la Propiedad Industrial de 20 de marzo de 1883 y Ac­
ta de Estocolmo de 14 de julio de 1967. Estatuto de la Propiedad In­
dustrial. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

CIA DE 14 DE MAYO DE 1982. Ponente: D. José M. Ruiz-Jarabo 
Ferrán. 

El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por "K, T. G.M.B.H. " 
contr a sentencia de la Sala 2ª de lo Contencioso-Administrativo de la Audien­
cia Territorial de Madrid de 26 de marzo 1980, desestimatoria del recurso con­
tencioso-administrativo interpuesto contra acuerdos del Registro de la Propie­
dad Industrial de 23 marzo 1976 y 25 mayo 1977, que concedieron la marca 
"Coliopan ", 

Considerandos de la sentencia apelada: 
CONSIDERANDO: Que la cuestión planteada en el presente recurso se 

contrae a dilucidar si pueden convivir en el Registro de la Propiedad Industrial, 
sin riesgo de confusión entre los consumidores y sin infringir el art. 124-1 o y 
11 o del Estatuto y el resto del Ordenamiento aplicable, la marca concedida, 
núm. 642.934 "Coliopan", para distinguir "preparaciones antiespasmódicas y 
anticolinérgicas'', propiedad de "Eisai Co, Ltd", con domicilio en Tokyo (Ja­
pón) y la marca oponente, la internacional núm. 198.202 "Cholipin", para 
distinguir "medicamentos, productos químicos para la medicina y la higiene, 
drogas y preparaciones farmacéuticas, emplastos, material para curas, produc­
tos para la destrucción de animales y vegetales, desinfectantes y productos pa­
ra conservar alimentos", propiedad de Dr. Karl Thomae G.m.b.H,, con domici­
lio en Biberach an der Riss, República Federal Alemana, y, en consecuencia, 
si el acuerdo del citado Organismo de 23 marzo 1976, por el que se concede 
la inscripción de la citada marca "Coliopan", al estimarse que no es incompa­
tible con las marcas entonces oponentes ni, de oficio, con la hoy interesada, y 
el posterior Ac. de 25 mayo 1977, por el que se desestima el recurso de reposi­
ción formalizado contra el primero por la entidad hoy recurrente y en estos 
autos, en razón a que existen diferencias fonéticas y gráficas entre las deno­
minaciones comparadas, son o no conformes a Derecho. 

CDO.: Que, de acuerdo con las peculiares circunstancias del caso de autos 
y a tenor del criterio espiritualista que debe presidir la apreciación de las for­
mas del procedimiento administrativo, ha de llegarse a la conclusión de que, a 
pesar de la alegación al respecto formulada por el recurrente en su demanda, 
no es posible estimar ninguna de las causas que, como motivos de nulidad, ca­
lificada de absoluta, se aducen en aquélla, porque, además de no haberse incu­
rrido, de un modo estricto, en los supuestos del art. 4 7 de Ja L. Pro. Adm., en 
especial, en el del núm. l. ap. c, de "actos ... dictados prescindiendo total y ab­
solutamente del procedimiento legalmente establecido para ello"), las irregula­
ridades que concurren en el trámite no suponen, de hecho y de derecho, que 
los actos en definitiva impugnados carezcan de los requisitos indispensables pa­
ra alcanzar su fin o que hayan dado lugar a la indefensión del interesado que, 
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sin oponerse en tiempo y forma a la solicitud inicial, ha tenido ocasión de es­
grimir sus pretensiones en el presente recurso y en el de reposición previo al 
contencioso, habida cuenta que: 1° Si bien no se ha cumplido taxativamente 
el art. 43 de la L. Pro. Adm., al ser excesivamente sucintas, sobre todo en el 
Ac. de 23 marzo 1976, las referencias de los hechos y fundamentos de Dere­
cho que constituyen la motivación de los actos recurridos, con lo que, en prin­
cipio, se carece de un claro elemento de contraste para averiguar cuál es la cau­
sa propia de los actos o si se ha cumplido el servicio al interés público específi­
co que constituye el fin propio de la potestad administrativa ejercitada por el 
Registro, lo cierto es que del contexto de los impresos donde se contienen las 
resoluciones cuestionadas se deduce, de forma directa e indirecta, cuáles han 
sido los extremos estimados y los puntos que, a sensu contrario y por omisión, 
han sido implícitamente desestimados, y cuáles las razones empleadas para 
ello, y aun cuando tal sistema de producción y de manifestación de una 
declaración administrativa no se atempera a los criterios básicos de la L. Pro. 
Adm., que buscan garantizar los derechos de todos los afectados y la legalidad 
objetiva de las resoluciones, el incumplimiento o inobservancia de tal precepto, 
que la Sala deplora, no puede decirse que haya degenerado en una invalidez, 
por nulidad absoluta o relativa, de las actuaciones desarrolladas y de las 
decisiones adoptadas, pues, no obstante el esquematismo de estas últimas, han 
sido efectivados los datos esenciales y básicos para poder concretar, y, en su 
caso, inducir, el alcance del querer de la Administración, sin indefensión de 
ninguno de los intervinientes en el Expediente, cualquiera sea el momento en 
que se haya hecho el voluntario acto de presencia en el mismo; 2º SegÚn se 
infiere del folio 7 del citado Expediente, el art. 153 y concordantes del 
Estatuto de la Propiedad Industrial no ha sido propiamente infringido, porque 
no puede darse el Informe del Jefe de la Sección de Marcas (que al fin y al 
cabo es el mismo funcionario que hce la Propuesta de la resolución definitiva, 
reiterando lógicamente ei' tenor de aquél) el carácter de ineludible y absoluta­
mente preceptivo que, con apoyo en el mentado art. 153 y en el 53-5 o de la L. 
Pro. Adm., pretende darle el recurrente, pues, en definitiva, el alcance del 
informe, por la indicada identidad de personalidad que lo emite, está implícito 
en el cuerpo, aunque sea escuetamente motivado, del acuerdo de concesión. 
Tercero. Los arts. 28, 144-1 o, 326 y 327 del Estatuto no han sido constreñi­
dos, tampoco, ni en su letra ni en su espíritu, pues, teniendo en cuenta que lo 
que pretende, en definitiva, el ordenamiento es que la rectificación pedida no 
altere lo esencial del objto de la concesión, con el fin de no ampliar la conce­
sión, ya otorgada y el certificado de registro ya expedido a productos ditintos 
y, por completo, ajenos a los reseñados en la descripción o enumeración 
original, resulta evidente que si ésta, abarcante, en sentido amplio, de "prepa­
raciones farmacéuticas, especialmente anodinas para convulsiones estomaca­
les" se limita y reduce, dentro del indicado género común, a las "preparacio­
nes antiespasmódicas y anticolinérgicas", no se ha desbordado, ni alterado 
esencialmente el objeto de la concesión y certificado, ni se ha desvirtuado la 
congruencia entre los mismos y el alcance de la norma reguladora, sobre todo 
si se tiene en cuenta que la solicitud de la rectificación obedece a acuerdos 
suscritos con las marcas inicialmente oponentes, entre las que no se encuentra 
la actualmente recurrente, cuya primera intervención en el Expediente es la 
formulación del recurso de reposición. Y Cuarto, Si, como argumenta el 
recurrente, "Eisai Co. Ltd." es un ente extranjero, de nacionalidad japonesa, 
afectado por el Convenio de la Unión de París para la protección de la Propie­
dad Industrial, texto de Estocolmo, y, en tal sentido, al contestar al suspenso, 
adjunta el certificado de origen de la marca cuya inscripción pretende en 
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España, teniendo por salvados los defectos formales inicialmente destacados 
por el Registro, es evidente que no se ha cometido una infracción de los arts. 
128 y 144-8º del Estatuto, tendentes a concretar el nombre del autor o 
solicitante y su condición de Farmacéutico, Médico o Veterinario, pues el 
certificado de origen, a cuya presencia en el expediente el Registro le concede 
valor subsanante de las omisiones que en un principio denuncia, como se colige 
implícitamente del contenido del "Extracto del Expediente" de la marca 
cuestionada, constituye un elemento demostrativo de que, en el país de origen, 
el ente que obtuvo la inscripción del distintivo disponía, lógicamente, del 
personal técnico y facultativo obligado y necesario para la preparación de los 
productos, como la jurisprudencia del T.S., en sentencia, entre otras, de 3 julio 
1956, viene afirmando, en supuestos con elementos de identificación y con· 
creción de menor entidad que los que obran en el caso de autos. 

CDO.: Que el criterio esencial para determinar la compatibilidad entre los 
distintivos o denominaciones de las marcas enfrentadas es que la semejanza fo. 
nética o gráfica de las mismas se manifieste por la simple prosodia o la imagen 
de los vocablos en pugna, tras un parangón meramente sintético, sin más que 
una sencilla visión, lectura o audición de conjunto, que no se entregan en des­
componer o aquilatar técnicamente los elementos confrontados, ni que des­
cienda a disquisiciones léxico-grama ti cales, puesto que para la convivencia lo 
fundamental es que los signos con que se presenten en el mercado no induz­
can a error al consumidor, según constante y reiterada jurisprudencia del Tri· 
bunal Supremo. 

CDO.: Que de acuerdo con el criterio expuesto, es evidente que la conce­
sión en España de la marca impugnada, núm. 642.934 "Coliopan", es confor­
me a Derecho y que, por tanto, procede desestimar el recurso, habida cuenta 
que, (1°), desde el punto de vista fonético y prosódico, existen las suficientes 
diferencias entre los dos vocablos contrapuestos, "Coliopan" y "Cholipin", 
como para poder hablar de semejanza, ni por la pronunciación ni por la audi­
ción, entre los mismos, pues la manera de leer y de nominar tales expresiones, 
en el lenguaje vulgar castellano, que es el usado por el consumidor en el mer· 
cado, es, con respecto a la segunda palabra, y, en especial, con referencia a la 
primera sílaba de la misma, "Cholipin", con Ch y no con C, como pretende el 
recurrente, con lo que la identificación de las dos denominaciones es ostensi· 
blemente clara, in riesgo posible de confusión, cualquiera que sea el ámbito es­
tricto de la técnica, la pronunciación del precedente latino de la voz de que la 
palabra "Cholipin" parece traer causa, en virtud de lo cual carece de todo pre­
dicamento la tesis de la infracción del art. 124·1º del Estatuto y del art. 6 bis-
1 del Convenio de la Unión de París, en cuanto no es de apreciar la existencia 
de semejanza, de reproducción, de imitación o de traducción de "Coliopan" 
con respecto a "Cholipin'', de acuerdo con los razonamientos expuestos; 
(2°), desde el punto de vista gráfico, que es la disyuntiva recogida en el párr. 
1° del citado art. 124-1 o, no es tampoco incuestionable ni evidente, como se 
pretende por el actor, y ni siquiera racional o básica, la semejanza entre ambos 
vocablos, "Coliopan" y "Cholipin", pues a pesar de que el número de sílabas y 
letras y la disposición de las mismas es parecida, existen los suficientes y nece­
sarios elementos de distorsión, la Co inicial, la O intermedia, y la A final, como 
para evitar que, al escribir, leer o, simplemente, visionar las dos palabras, en 
una operación de comparación de sus manuscritos, se incurra en confusión o se 
estime que son intrínsecamente parecidas; (3º), el art. 124-11° del mismo Es­
tatuto exige, para que se genere la prohibición de inscripción de una marca, 
que ésta se forme por la agregación o supresión (sin que pueda interpretarse es· 
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ta alternativa, en el contexto del precepto, como una copulativa o potencial 
concurrencia de tales dos diversas operaciones) de cualquier vocablo en rela· 
ción con cualquier otra denominación ya registrada·, de modo que se comprue­
be espontánea y automáticamente la identidad de raíz o de origen, Y, por ello, 
no es aplicable cuando entre las dos palabras existe tal diversidad de letras, por 
su cantidad y calidad, como acontece en el supuesto de autos, en el que las pa­
labras se han formado por un mecanismo de composición diferente entre sí, 
que se esfuma la patenticidad de su imputado inicial transfondo igual o co­
mún; y (4º), el detalle de ue ambas marcas sirvan para distinguir especialidades 
farmacéuticas, donde el rigor para evitar la confusión entre los productos es 
máximo, no puede servir para impedir la vida independiente en el mercado de 
dos denominaciones que, carentes del grado abstracto de semejanza fonética o 
gráfica que en principio y por sí las haría incompatibles, y ajenas, no obstante 
lo argüido por el recurrente, a cualquier clase de equivalencia o analogía con­
ceptual o intelectual, o por lo menos con el alcance que pretende, van a ser re­
dactadas, leídas y entendida, generalmente, por técnicos y profesionales que 
han de observar, en el desempeño de su función de recetar y de expender, las 
cautelas necesarias de concreción o identificación, en evitación de los riesgos 
de eror que, en el caso presente, ni siquiera sería fácil que los meros consumi­
dores padeciesen. 

CDO.: Que no concurren los requisitos del art. 131 ·1 o de la L. Con t. Adm. 
para hacer expresa condena en costas. 

Considerandos del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que la entidad apelante, reiterando los argumentos ya 
vertidos en la primera instancia, pues hay práctica identidad entre el contenido 
de su escrito de demanda y del de alegaciones formulada en esta alzada, insis­
te en un planteamiento impugnatorio de las resoluciones del Registro de la 
Propiedad Industrial objeto de este proceso, basado en unas supuestas irregula­
ridades procesales que, como ya se ha razonado acertadamente en el segundo 
de los considerandos de la sentencia apelada, no pueden servir de fundamento 
a un pronunciamiento anulatorio, porque ninguna de aquéllas, tiene una grave­
dad que puede determinar la nulidad formal pretendida, al ser suficientes, 
aunque ciertamente no totalmente completos, los informes de la sección co­
rrespondiente del referido Organismo, así como las motivaciones de las resolu­
ciones impugnadas, todo ello, en definitiva, bastante para que no pueda enten­
derse que dichos actos carecen de los requisitos formales indispensables para 
alcanzar su fin, ni, mucho menos todavía, para ocasionar una indefensión de 
los interesados, ausencia de tales circunstancias, que hacen, por ello, inaplica· 
ble la anulabilidad formal establecida en el art. 48 de la L. Pro. Administrativo. 

CDO.: Que la impugnación de la cuestión de fondo resuelta en la sentencia 
apelada, no puede alcanzar tampoco el éxito pretendido, pues es indudable 
que de la confrontación de las denominaciones de las marcas Coliopan -conce­
dida- y Cholipin -oponente-, no surge riesgo de confusión y consiguiente 
incompatibilidad, toda vez que, la primera y tercera de las sílabas de ambas 
denominaciones, tienen tan acusadas diferencias, fonética y gráficamente ha­
blando, que evitan toda posible confusión de productos amparados por ellas, 
sin que pueda en modo alguno aceptarse, tal como pretende la apelante, que 
la comparación fonética debe hacerse partiendo de la base de que la pronuncia· 
ción internacional de las sílabas "co" y "cho" son idénticas, pues en cuanto a 
esta cuestión, la jurisprudencia tiene establecido que en los vocablos denomi­
nados de marcas, hay que considerar únicamente la pronunciación usual que 
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tales vocablos en catsellano, para apreciar la existencia o no de semejanza opa­
recido con las anteriormente registradas, ya que no cabe admitir el estableci­
miento de supuestas semejanzas con base en una pronunciación de un ámbito 
idiomático qm,i no corresponde al nacional, por cuanto no debe olvidarse, que 
la semejanza o peligro de confusión, debe estar referido solamente al consumi­
dor español, acusadas diferencias gráficas y fonéticas, en suma, entre las de­
nominaciones precedentemente aludidas, que hacen totalmente injustificado el 
motivo fundamental sustantivo utilizado por la sociedad apelante para impug­
nar la sentencia recurrida, sobre la base de una supuesta violación del Convenio 
de la Unión de París para la Protección de la Propiedad Industrial de 20 de 
marzo 1883, en su texto vigente para España del Acta de Estocolmo de 14 ju­
lio 1967, y del núm. 1 o del art. 124 del Estatuto de la Propiedad Industrial, al 
venir asentada la infracción de tales normas jurídicas en la ·evidencia de una 
semejanza gráfica o fonética de las denominaciones de las marcas enfrentadas 
que, como ya hemos declarado, no existe en el presente caso. 

(R.J.1., 1982, n° 4579, pág. 2894 y ss.) 

17 

CONSTITUCION Y PACTO INTERNACIONAL DE DERE­

CHOS CIVILES Y POLITICOS DE 1966. 

Tribunal Constitucional(Sala2ª): SENTENCIA DE 3 DE JUNIO 

DE 1982. Recurso de amparo 246/1981. 

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don Jerónimo 
Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco Rubio Llorente, don Francisco 
Tomás y Valiente, don Plácido Fernández Viagas y don Antonio Truyol Serra, 
Magistrados, ha pronunciado, en nombre del Rey, la siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo promovido por don Manuel Mendoza Martín, 
quien ostenta su propia representación y defensa, contra sentencia de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, de 30 de marzo de 
1981, relativa a reclamación de haberes, y en el que han comparecido el Minis­
terio Fiscal y el Abogado del Estado, siendo Ponente el Magistrado don Pláci­
do Fernández Viagas quien expresa el parecer de la Sala. 

ANTECEDENTES 

l. Con fecha 1 de octubre de 1981, don Manuel Mendoza Martín, licen­
ciado en Derecho según acreditó con testimonio notarial, presentó escrito ante 
este Tribunal en el que alegaba los siguientes hechos: Que por Real Orden de 
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12 de febrero de 1923, había sido nombrado por oposición, funcionario del 
hoy extinguido cuerpo General de la Administración de la Hacienda Pública; el 
30 de noviembre de 1939, había alcanzado en dicho Cuerpo la categoría de 
Oficial de primera clase, momento en que fue separado del servicio activo por 
aplicación de la "Ley de Responsabilidades Políticas" y dado de baja en el es­
calafón del Cuerpo; revisado, por Orden de 9 de febrero de 1951, su "expe­
diente de depuración -Político Social-" se acordó readmitir al depurado al 
servicio activo del Estado pero con las sanciones de "inhabilitación para el de­
sempeño de puestos de mando y confianza" y "postergación por cinco años en 
el escalafón" al cual era reintegrado como Jefe de Negociado de primera clase. 
Reanudó la prestación de sus servicios el 3 de marzo de 1951 Y, con fecha 30 
de septiembre de 1965 quedó integrado, en cumplimiento de la Ley 109/1963, 
en el Cuerpo General Técnico de la Administración Civil del Estado; en 24 de 
febrero de 196 7 pasó a la situación de ju hilado por edad; todos estos hechos 
hansido admitidos por la Administración General del Estado segÚn consta de la 
Resolución del ilustrísimo señor Inspector del Ministerio de Hacienda de fecha 
3 de abril de 1968; y de los mismos se evidencia que desde el día 3 de marzo 
de 1951 al 30 de septiembre de 1965 el solicitante prestó servicios activos al 
Estado como funcionario del Cuerpo General de Administración de la Hacien­
da Pública, con categorías administrativas inferiores a las que le hubiera corres­
pondido si no hubiera sido postergado y sin poder optar a puestos de mando a 
los que pudo haber sido llamado corno otros compañeros del Cuerpo con his­
torial administrativo equivalente y, por otra parte, percibir unos haberes infe­
riores a los que, en aquellos supuestos le hubiera correspondido; consecuencia 
de ello es que, al reingresar al servicio del Estado, lo efectuó con la categoría 
de Jefe de Negociado de primera clase y sueldo de 13.440 pesetas anuales, en 
tanto que el opositor que figuraba inmediatamente antes en la "relación de 
aprobados" en su misma oposición, ostentaba, desde mucho antes de esa fecha 
la categoría de Jefe de Administración de tercera clase, con sueldo de 16.800 
pesetas y, mientras este opositor ascendía a Jefe de Administración de primera 
clase con sueldo de 28.800 pesetas en julio o agosto de 1957, el recurrente no 
alcanzó dicha categoría y sueldo hasta junio o julio de 1963 y estas diferen­
cias se mantuvieron en los respectivos ascensos a las categorías superiores; en 
31 de enero de 1978 el recurrente suplicó al excelentísimo señor Ministro de 
Hacienda se dignara acordar el pago de las diferencias existentes entre el impor­
te total de la suma de haberes percibidos y el que le hubiera correspondido 
percibir de no haber incidido las vicisitudes a las que se ha hecho mención; en 
3 de abril de 1978 el Ministerio declaró no haber lugar a la súplica; contra tal 
resolución, el demandante interpuso recurso contencioso-administrativo ante 
la Audiencia Nacional, que dicta sentencia desestimatoria del mismo; contra 
dicha sentencia así corno contra las resoluciones ministeriales citadas se inter­
pone el recurso de amparo, fundado en: La violación de los artículos 53.2 y 
161.l.b de la Constitución y especialmente en la infracción del derecho de 
igualdad reconocido por el artículo 14 de la Constitución, derecho reconocido 
ya en la fecha en que fueron dictadas las resoluciones, puesto que era procla­
mado por los artículos 3 y 26 del "Pacto Internacional de los Derechos Civiles 
y Políticos'', pacto aprobado y ratificado el 13 de abril de 1977 y publicado 
en el "Boletín Oficial del Estado" español el día 30 siguiente y, por otra parte, 
por Decreto de 5 de diciembre de 1975 se había ordenado "se tuvieran por re­
visadas de oficio las sanciones administrativas adoptadas de conformidad con 
lo establecido" en la Ley de Responsabilidades Públicas y, en consecuencia, 
anulados los efectos de las antedichas sanciones; terminaba con la súplica de 



JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 

que, teniendo por promovido el recurso de amparo, previos los trámites lega­
les, se dictara sentencia que otorgue dicho amparo constitucional que el de­
mandante solicita "para su derecho de igualdad ante la Ley", derecho violado 
por las resoluciones administrativas y la sentencia recurrida y pedía, también, 
que se restablecieran, en lo que todavía es posible, el derecho del recurrente 
a percibir la diferencia resultante entre la suma de haberes que, como funcio­
nario le fueron satisfechos y la mayor suma de todos los haberes que debió ha­
ber percibido, de no haber estado sometido a sanción. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

3. A partir de estas consideraciones, es preciso entrar en el tema, planteado 
en el recurso por las partes demandadas, de la imposibilidad de aplicación re­
troactiva de la Constitución que, según dichas partes, es lo que se pretendería 
en el recurso. En efecto, la Constitución no había sido promulgada cuando se 
resolvió el asunto en vía administrativa ni cuando, por primera vez, se inició la 
vía judicial. La inexistencia de .la Constitución, en tal momento, no puede 
compensarse, como pretende el recurrente, con el Pacto Internacional de Dere­
chos Civiles y Políticos que no contiene una normativa constitucional ni con­
curre base alguna para conceptuarlo como un "anticipo" de las libertades pú­
blicas, luego confinnado por la Constitución. Menos aún puede servirnos a es­
tos efectos el "Fuero de los Españoles" que ni respondía a una filosofía cons­
titucional ni era de aplicación inmediata. 

(B.J.C., 1982,julio, pág. 545) 

18 

VEHICULOS DE MOTOR.- Permiso de conducir. Convenio de 
Ginebra de 10 de septiembre de 1949. 

Tribunal Supremo (Sala 2ª de lo Criminal}: s ENTE N c IA DE 1 4 

DE JUNIO DE 1982. Ponente: D. Luis Vivas Marzal. 

El T.S. declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto por el pro­
cesado Antonio G. C. contra sentencia dictada por la Audiencia en causa 
seguida al mismo por falsedad. 

CONSIDERANDO: Que, el recurrente, en el primer motivo de su impug­
nación, alega la falta de malicia y de intencionalidad en su actuación, afirman­
do que desconocía completamente la superchería cometida y que creía firme­
mente en la autenticidad del permiso de conducir portugués del cual era apa­
rente titular, pero, abstracción hecha de que, el párr. 2º del art. 1 del C.P. esta­
blece, en contra del reo, una presunción "iuris tantum" de voluntariedad, es lo 
cierto que basta leer la narración histórica de la sentencia recurrida para que, el 
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designio criminal del impugnante, no sólo aflore y se trasluzca sino que res­
plandezca y se patentice haciendo pueril su afirmación de ignorancia de la 
inautenticidad del documento de autos, puesto que en dicho relato, se dice pa­
lanidamente que el acusado, se puso de acuerdo con individuo incógnito, al 
que facilitó su fotografía y sus señas personales, confeccionando aquél un apó­
crifo permiso de conducir de la República de Portugal que entregó al acusado, 
quien pagó por él 10.000 pesetas, y, después de firmado, con el fin de obtener 
un permiso nacional de la clase B, por conducto de una gestoría, lo presentó 
en el Real Automóvil Club de España, desde donde, habiendo entrado en sos­
pechas respecto a la autenticidad del permiso portugués, se remitió a la Jefatu­
ra de Tráfico y a la Comisaría de Investigación donde se acreditó la falsedad 
del mentado permiso. Procediendo, por consiguiente, la desestimación del 
primer motivo del presente recurso, basado en el núm. 1 del art. 849 de Ja L. 
E. Crim. por infracción del párr. 1 o del art. 1 del C. Penal. 

CDO.: Que, ciertos sectores doctrinales sostienen que, el permiso de con­
ducir, es un documento de identidad y que, por lo tanto, su falsedad debe cas­
tigluse incluyéndola, según los casos, en los arts. 308, 309 ó 310 del C.P., pero 
este Tribunal, en SS. de 22 de marzo 1944, 30 junio 1961, 8 marzo 1963, 17 
septiembre 1966, 31 enero, 26 febrero, 28 y 30 abril y 29 diciembre 1969, 2 
octubre 1970, 7 abril 1980 y 9 diciembre 1981, entre otras muchas, ha decla­
rado que se trata de un documento oficial, y esta doctrina es acertada porque 
su finalidad y cometido no son tanto el de acreditar la personalidad de su titu­
lar como la de testimoniar que, el mismo posee las adecuadas condiciones psí­
quicas y físicas para conducir vehículos de motor, habiendo, además, superado 
las pruebas teóricas y prácticas precisas para su habilitación como tal conduc­
tor. 

CDO.: Que, en principio, y con una observación puramente epidérmica o 
fisonómica, puede parecer que, la falsedad cometida confeccionando, entera e 
inverazmente, un permiso de conducir portugués, por sí misma, es inocua e 
inane, sin que pueda tener relevancia más que cuando, en relación de medio a 
fin, se trueca, a través del Real Automóvil Club, por el permiso nacional, con 
lo que, habiéndolo intentado el impugnante, pero siendo descubierta su super­
chería antes de la obtención del permiso de conducir español, su comporta­
miento quedaría dentro de los lúnites del delito intentado sin alcanzar el ran­
go de delito perfecto o consumado. Pero, profundizando en la cuestión, la so­
lución correcta no es esa puesto que, el ap. d) del número II del art. 261 del C. 
Circ., otorga validez a lo permisos de conducir nacionales de otros países, ex­
pedidos de confornúdad con el modelo anexo 9 de la Convención de Gonebra 
de 19 septiembre 1949, cuyo Instrumento de Adhesión fue depositado por 
España en la Secretaría de las Naciones Unidas el 13 febrero 1958, publicán­
dose el texto del Convenio en el Boletfu Oficial del Estado de 12 abril del 
mismo año, habiendo sido ratificado por Portugal, adhiriéndose a él, con fecha 
15 febrero 1957, disporuendo, el referido Converuo, en su art. 24, que se pue­
de conducir legalmente en territorio de un país con el permiso de conducir ex­
pedido en otro, con tal de que ambos Estados hayan suscrito o ratificado el 
Convenio y se cumplan las condiciones del anexo 8, es decir que, el tit11lar, sea 
mayor de 18 años, disipándose toda duda al respecto con la lectura de la sen­
tencia de este Tribunal de 6 octubre 1981, la que, en un caso de permiso de 
conducir argentino que se intentó canjear por otro nacional, declaró que "el 
delito se consuma desde que se confecciona la inexistente licencia de conducir 
argentina, dándole apariencia de auténtica" y utilizándola para tratar de obte­
ner el permiso de conducir español aunque finalmente no se hubiera logrado el 
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documento apetecido. Pudiéndose agregar a lo dicho que, en cualquier ca­
so, las SS. de este Tribunal de 20 marzo 1972, 18 abril 1975, 26 mayo 1976 
y 10 junio 1977, entienden que constituye falsedad de documento oficial la 
perpetrada en cualquier tipo de documento destinado a la obtención de car­
net, título o diploma expedidos por oficinas públicas, entre ellos, la documen­
tación necesaria para obtener el permiso de conducir español -véanse SS. de 
12 marzo y 18 abril 1975. Pudiéndose concluir, resumiendo lo expuesto, que, 
confeccionando en España el documento apócrifo, como éste habilitaba, gra­
cias a su apariencia de autenticidad, por sí solo, para la conducción de vehícu­
los de motor en territorio nacional, el delito de falsificación de documento 
oficial, a la luz del Convenio de Ginebra y del Código de la Circulación, se 
consumó, y que, en todo caso, destinado, más tarde, a la obtención de un per­
miso de conducir nacional, se perfeccionó igualmente, dada su finalidad, la 
falsedad incriminada. Procediendo, a virtud de todo lo expuesto, la desestima­
ción del segundo y último motivo del recurso analizado, basad.o en el núm. 1 
del art. 849 de la L.E. Crim. por inaplicación del art. 3, en relación con el 51, 
ambos del C. Penal. 

(R.J.A., 1982, n° 3531, pág. 2326) 
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EXTRANJEROS. ENTRADA EN EL TERRITORIO NACIO­

NAL. Policía de fronteras. D. de 14 de febrero de 1974 sobre entra­
da, permanencia y salida de extranjeros en España. 

Tribunal Supremo (Sala 4ª, de lo Contencioso-Adm.): SEN TEN -

CIA DE 15 DE JUNIO DE 1982. Ponente: D. AurelioBotellaTaza. 

La Sala de Las Palmas dictó sentencia, con fecha 30 abril 1980, cuya parte 
dispositiva dice así: "Fallamos: Que debemos estimar y estimamos el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por la representación de don Francisco 
S.R. contra resolución del MO Interior de 7 septiembre 1979, que desestimó el 
recurso de reposición deducido contra la de 26 febrero anterior, que a su vez 
había desestimado la alzada interpuesta contra la resolución del Gobernador 
Civil de Las Palmas de 4 julio 19 78 que imponía a la Compañía Consignataria 
de Buques "F. '' multa de 1OO.000 ptas., las que anulamos por ser dichas reso­
luciones contrarias a Derecho. Todo ello sin hacer especial imposición de cos­
tas''. 

Promovido recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T.S., acep­
tando en lo sustancial los Considerandos de la sentencia apelada, lo desestima, 
confirmando dicha sentencia. 

Considerandos de la sentencia apelada: 

1° Que se debate en estos autos la legalidad de la resolución del Mº Inte­
rior de 7 septiembre 1979 que desestimó el recurso de reposición deducido 
contra la de 26 febrero anterior, que a su vez había desestimado la alzada in­
terpuesta contra la resolución del Gobernador Civil de Las Palmas de 4 julio 
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1978, en virtud de la cual se impone a la Compañía consignataria de Buques F. 
la multa de 100.000 ptas. por haber efectuado el despacho de entrada del bu­
que de bandera japonesa "Tasei Maru, núm. 3" de su consignación, sin haber 
efectuado el previo control de Policía de Fronteras, resolución que se impugna 
por el recurrente, basándose fundamentalmente en la existencia de fuerza ma­
yor que impidió cumplimentar en tiempo el referido trámite debido a la exis­
tencia a bordo del buque de un hombre accidentado cuyo estado se presumía 
grave y que determinó la arribada en hora anterior a la prevista. 

2° Que constan, demostrados en el expediente administrativo los siguien­
tes hechos: a) que el tripulante del barco "Tasei Maru núm. 3" Mr. H.K. ingre­
só en la clínica de Santa Catalina el día 20 junio 1978, afectado de herida en 
ceja izquierda (suturada), contusión de cráneo con conmoción cerebral; b) que 
la Compañía Consignataria F. cumple con todos los requisitos reglamentarios 
en el despacho de buques, sin que exista constancia de irregularidades en su 
cometido como tal consignataria, lo que se deduce de los informes emitidos 
por la Comandancia Militar de Marina, Jefatura Provincial de Sanidad, Admi­
nis~ración Principal de Puertos Francos y Junta interprovincial de Arbitrios in­
sulares; c) que el referido buque "Tasei Maru núm. 3'', fue autorizado para 
atracar en el muelle oblicuo de Santa Catalina del Puerto de La Luz de Las Pal­
mas a las 20 horas del 20 junio 1978, habiéndolo efectuado por tener el atra­
que libre, a las 17,30 horas del mismo día; d) que a las 19,15 horas de dicho 
día el visitador de buques de la Compañía Fransari se personó en las Depen­
dencias del Servicio de Policía de Fronteras del indicado puerto haciéndole en­
trega de una lista de tripulantes pertenecientes a aquel buque, con el fin de 
cumplir las formalidades prescritas en relación con tal servicio. 

3° Que los anteriores datos, ponen de manifiesto la falta de culpabilidad 
en el recurrente, que si bien incumplió las disposiciones vigentes sobre Policía 
de Fronteras, obró movido por la situación de emergencia que representaba lle­
var un herido a bordo por cuya vida se temía racionalmente, lo que hacía ne­
cesario que fuese puesto bajo control sanitario lo más pronto posible, y con 
esa intención, y no con la de infringir la norma, cosa que por otra parte era ex­
cepcional en su forma habitual de actuación hasta ese momento irreprochable, 
fue por lo que se adelantó la entrada en puerto dos horas, y no se realizase de 
momento el trámite de control ante la Policía que se pasó más tarde, circuns­
tancias reveladoras de que ante dos intereses en lucha, salvaguardar la vida de 
una persona o cumplir un requisito administrativo, se haya optado por el pri­
mero que se estimó de más valor que el segundo, de aquí que no se pueda ha­
cer ningún reproche a la conducta del recurrente que actuó bajo la influencia 
de un estado de necesidad, eximente de responsabilidad que hace desaparecer 
la culpabilidad y que es perfectamente aplicable a las infracciones administra­
tivas, por el trasvase de los principios penales a este campo, como reiterada­
mente ha declarado la jurisprudencia de nuestro T.S., y que en el concreto ca­
so que nos ocupa, puede tener un encuadre legal, al disponer el art. 3-1 del D. 
522/1974, de 14 febrero sobre entrada, permanencia y salida de extranjeros 
en España, que la entrada en territorio nacional por cualquier frontera terres­
tre, marítima o aérea, deberá realizarse por los puestos o despachos habilitados 
a tal fin, salvo causas de fuerza mayor y bajo el control de personal del Cuerpo 
General de Policía de la Dir. Gral. Seguridad, concepto éste, de fuerza mayor, 
que si se toma en un sentido lato puede dar cabida a la referida circunstancia 
eximente de situación de necesidad, y en su consecuencia, es procedente esti­
mar el recurso contencioso-administrativo, con anulación del acto impugnado 
por ser contrario a Derecho. 
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Considerandos del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que el primer motivo de apelación reproduce en esta 
segunda instancia la cuestión de hecho relativa a prueba de si el adelanto en la 
llegada al puerto de Las Palmas de uno de los buques pesqueros japoneses que 
faenaban en aguas de la zona de consignación encomendada al empresario san­
cionado y recurrente, fue o no motivada por hallarse herido en accidente un 
tripulante de aquella nacionalidad cuyo estado requería de los servicios asisten­
ciales de tierra al peligrar su vida, situación de emergencia que la Administra­
ción apelante no niega pero que dice está en los autos carente de prueba con la 
consiguiente imposibilidad de justificar la falta de previo aviso a la Policía de 
Puertos y Fronteras del horario exacto de arribada del pesquero a los fines del 
control policial reglamentario; alegación ésta carente de efectividad por lo que 
en sí entraña de intento de sustitución por propios y subjetivos criterios de la 
apreciación objetiva de la prueba hecha por la Sala Territorial, esto aparte de 
que no es posible dividir en perjuicio del manifestante (art. 1233 del C. Civ.) 
su declaración de haber ido a dar aviso a la Policía del Puerto pero que encon­
tró ausente de su Oficina al Inspector de guardia, en el sentido de aceptar la 
parte perjudicial para el sancionado de conocer el adelanto de la arribada, 
puesto que ella dice haber ido a dar aviso, y desechar la parte favorable de rea­
lizar la actividad normal para esa comunicación o manifestación, máxime 
cuando con respecto a otros organismos del mencionado puerto produjo la 
sancionada lugar regularmente las aunadas manifestaciones del adelanto segÚn 
acreditan las respectivas certificaciones obrantes a los folios 3 a 6 del expe­
diente. 

CDO.: Que la misma suerte desestirnatoria corresponde asignar al segundo 
y último motivo de apelación fundamentado en el carácter objetivo de la in­
fracción administrativa que excluye eximentes de estado de necesidad propias 
tan sólo del campo subjetivo sobre el que se aprecian las infracciones crimina­
les o delictivas en el distinto ámbito tipificante del Derecho Penal; pues si, 
bien es cierto el carácter objetivo de la infracción administrativa, corno corres­
ponde al principio de eficacia de la actividad administrativa de insoslayable 
cumplimiento y ser de ello presupuesto la posibilidad de sancionar la desobe­
diencia a los mandatos de la Administración con fuente y típica cobertura en 
la Ley; y si también resulta evidente que ningÚn precepto define al C.P. corno 
común y supletorio régimen jurídico del Derecho Administrativo Sanciona­
dor, no es menos cierto, en primer lugar, que ambos sectores de típica repre­
sión punitiva de la antijuridicidad responden a los mismos principios y garan­
tías constitucionales contra el libre arbitrio o arbitrariedad en el ejercicio de 
facultades inherentes a la potestad estatal de castigar, bien se organice la mis­
ma en su aplicación desde el lado jurisdiccional mediante la imposición de pe­
nas previamente definidas como tales, o sea, previo juicio y excluyentes en 
nuestro derecho tanto de personas jurídicas corno de desarrollo reglamentario, 
o bien desde el lado administrativo de mantener la eficacia de la gestión de los 
intereses públicos mediante leyes autorizantes de la llamada potestad sanciona­
dora de la Administración -art. 27 de la Ley de Régimen Jurídico de la Admi­
nistración del Estado-, potestad en modo alguno originaria, al contrario de la 
correspondiente a los Tribunales de Justicia, y de necesaria atribución por Ley 
formal con respecto a concretos ámbitos del Derecho Administrativo ya que 
de modo general y originario sólo tiene la Administración, en congruencia y 
aseguramiento relativos al mencionado principio de efectividad o eficacia 
-arts. 44, 103 y 104 de la L. Pro. Adm.- en concepto de potestad coercitiva 
esencialmente diversa de la de castigar conductas típicamente antijurídicas so-
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bre la común base de la desobediencia antes citada en sentido de objetivo in­
cumplimiento; diversidad causal, estructural y funcional, la referida, entre pe­
na y sanción administrativa, que al converger empero, con similar efecto per­
judicial sobre el ciudadano, determinan, en garantía de sus derechos funda­
mentales, frente a un uso arbitrario del poder, la necesidad de ahormar sobre 
unos mismos principios ambos ámbitos del derecho sancionador, que no es lo 
mismo que aplicar supletoriamente el C.P. a las infracciones administrativas; 
teniendo además en cuenta en la aplicación de aquellos principios comunes la 
imposibilidad de cualquier interpretación de norma tipificante que implique 
peor trato ante la Ley sancionadora del administrado infractor que el otorga­
do con respecto a garantías de los citados derechos humanos fundamentales 
por el C.P. al delincuente; y en virtud de todo ello, principios comunes tales 
como el de voluntariedad de la acción, en cuanto que presupuesto o factor 
esencial definidor de toda conducta típicamente sancionable, es también 
condicionante existencial de la infracción administrativa sin que ello impli­
que una impropia, por no establecida legalmente, aplicación supletoria de 
eximentes típicamente definidas en el referido Código; como tampoco la exi­
gencia de voluntariedad en la acción, presunción de la misma y posibilidad 
de prueba en contrario, implica subjetivizar la infracción administrativa de su­
yo objetivamente sancionable con sólo la prueba de una conducta transgreso­
ra, pues la voluntariedad del resultado de la acción -culpabilidad en cualquie­
ra de sus formas, en cuanto que relación psicológica de causalidad- no es ele­
mento constitutivo o esencial de la infracción administrativa sino elemento 
modal de gradación de clase y cuantía de la sanción administrativa como co­
rresponde a la naturaleza objetiva de la misma; de donde se infiere que, pro­
bado en el caso un forzado adelanto de la arribada del pesquero para prestar 
auxilio al tripulante herido, fue imposible al consignatario sancionado, con la 
consiguiente carencia de vollllltariedad en su acción por omisión, dar aviso 
previo de ello al Inspector de Policía del puerto, y así, sin necesidad de acu­
dir a aplicación de eximentes propias del Derecho Penal, debe calificarse de 
inexistente la acción infractora por prueba en contrario de la presunción de 
voluntariedad de una acción circunstancialmente imposible, del mismo alUl­
que inverso modo que son radicalmente nulos los actos de la Administración 
cuyo contenido sea imposible según dispone el art. 47, inciso 1, párr. b), de la 
L. Pro. Admirústrativo. 

(RJ.A., 1982, nº 4 795, pág. 3073) 

20 

EXTRANJEROS. DENEGACION DE PERMISO DE TRABAJO.­

Decreto de 27 de julio de 1968 sobre régimen de empleo, trabajo y 
establecimiento de extranjeros. 

Audiencia Territorial de Las Palmas de G. Canaria: SENTENCIA 

DE 22 DE JUNIO DE 1981. 

CONSIDERANDO: Que el Decreto de 27 de julio de 1968, sobre régimen 
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de empleo, trabajo y establecimiento de extranjeros, reflejó en su preámbulo la 
pretensión de armonizar en sus normas la tendencia internacional dominante, 
favorable a la movilidad de la mano de obra, con la necesidad de evitar a nues­
tra población trabajadora, en su amplia graduación profesional, una competen­
cia que pudiera entorpecer la eficacia práctica de la acción del Estado en mate­
ria de formación y promoción profesional, consagrando de este modo un prin­
cipio inspirador favorable al otorgamiento de permisos de trabajo a extranje­
ros, con tal de que no suponga perjuicio para los trabajadores nacionales. 

CDO.: Que este límite, con referencia a las solicitudes de permisos de tra­
bajo por cuenta ajena, encuentra su expresión en el contenido del artículo 10 
de la citada disposición, al establecerse en él que tales solicitudes serán deses­
timadas cuando la petición se refiera a actividades en las que existieran, a jui­
cio de la Dirección General de Trabajo, excedentes de mano de obra nacional 
sin colocar, texto en el que parece fundarse la resolución impugnada, porreen­
vío al informe de la Comisión Provincial de Gobierno, según el cual la situa­
ción provincial de empleo refleja un incremento en el paro de trabajadores, 
mas tal situación de hecho no está avalada en el expediente por el juicio de la 
Dirección General de Trabajo, ni en el informe aparece referida en concreto a 
la actividad de la solicitud, conforme exige el texto reglamentario, por lo que 
no puede servir de apoyo para fundar la excepción de denegación del permiso, 
frente a la regla general de concesión. 

CDO.: Que por otra parte, en cumplimiento del artículo 9 del Decreto, y 
como garantía de la preferencia del ciudadano español para ocupar el puesto 
de trabajo apetecido por el extranjero, se ha dado la publicidad reglamentaria 
y no consta que en el caso de autos existan trabajadores españoles aspirantes al 
mismo, lo que refuerza la ilegalidad del acto denegatorio de la petición, y, por 
añadidura la vigencia temporal de estos permisos, derivada del contenido del 
artículo 50 del Decreto de 1968, por su remisión al 50 de la ley de 20 de junio 
de 1968, unido al mecanismo de la renovación establecido en los artículos 17 
y 19 del referido Decreto, que dejan siempre a salvo la situación de empleo na­
cional, suponen una cláusula legal de salvaguardia del trabajador español, que 
abonan igualmente la procedencia de aplicar la regla general de otorgamiento. 

CDO.: Que en lo expuesto no se hace otra cosa que aplicar al caso de autos 
lo que ya tiene declarado esta Sala para supuestos análogos en anteriores sen­
tencias, materializando el principio de unidad de doctrina de los Tribunales de 
lo Contencioso Administrativo, proclamado por la Jurisprudencia, procedien­
do por ello estimar el recurso, sin hacer especial imposición de costas, al faltar 
las circunstancias de mala fe y temeridad previstas en el artículo 131 de la Ley 
Jurisdiccional. 

(R. G.D., octubre-noviembre 1982, pág. 1670) 
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EXTRANJEROS. TITULOS PROFE$lONALEs.Convenio de Co­

operación Cultural entre España y ArgeüEma de 23 de marzo , 1971. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.J: s ENTE N -
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CIA DE 30 DE JUNIO DE 1982. Ponente: D. Jaime Rodríguez Her­
mida. 

362 

El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por e/Abogado del 
Estado contra sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au­
diencia Nacional de 5 mayo 1980, que estimando el recurso contencioso pro­
movido por don Rodolfo H.S. y otros, anuló acuerdos de la Secretaría General 
Técnica del Ministerio de Educación y Ciencia de 22 julio 1977, denegatorios 
de la convalidación de títulos de Odontólogos obtenidos en Argentina, decla­
rando en su lugar el derecho de los recurrentes al reconocimiento y convalida· 
ción de dichos títulos. 

CONSIDERANDO: Que, al reiterarse en esta vía de apelación todos y cada 
uno de los supuestos vertidos ante la Sala "a quo" po a representación del Es­
tado, procede se confirme la sentencia apelada, habida cuenta que, todos y ca· 
da uno de ellos fueron bien examinados y enjuiciados por la sentencia enjuicia· 
da, por cuanto y por lo que respecta a la suprema causa de inadmisibilidad de 
este proceso, so pretexto de ser de trámite los actos y resoluciones recurridas, 
este Alto Tribunal tiene que considerarlos de tal naturaleza, si bien con la cate­
goría de resolutorios del problema que nos ocupa, ya que como dice la senten­
cia en cuestión, el acto impugndo resolvía por vía indirecta la cuestión que los 
recurrentes habían planteado al Ministerio, implicando tal resolución un obstá­
culo insalvable a sus propósitos, de ahí que al resolver prácticamente lo por 
ellos pedido, esta comunicación debe calificarse de acto de trámite, pero reso· 
lutorio del problema planteado y, en tal medida, dicho acto debe y puede ser 
impugnado ante esta jurisdicción y, a mayor abundamiento, basta ver el conte­
nido literal de las comunicaciones controvertidas para constataese que, aunque 
explícitamente no niegan la convalidación postulada, su contexto y contenido 
equivale a su más absoluta denegación, si tenemos en cuenta que al peticionar· 
se la convalidación del Título de Odontólogo expedido en Argentina y mani· 
festarse en las resoluciones recurridas que en "España el título de Odontólo· 
go dejó de expedirse al crearse la Especialidad de Estomatología para la cual es 
condición indispensable estar en posesión previamente del título de Licenciado 
en Medicina y Cirujía", es indudable que a los recurrentes se les niega toda po· 
sibilidad de convalidación y, en tal supuesto, las comunicaciones o notificado· 
nes en tal sentido no pueden merecer el de simples actos de trámite, sino actos 
de tal naturaleza con un pleno valor, el de ser resolutorios al mismo tiempo de 
las pretensiones articuladas por los recurrentes, por lo que debe desestimarse 
esta causa de inadmisibilidad, tal como ya lo hiciera en su día la sentencia ape· 
lada. 

CDO.: Que, por lo que respecta a la cuestión de fondo que esta apelación 
plantea, este Alto Tribunal tiene que reiterar la doctrina de la sentencia apela· 
da, toda vez que, la pretensión o pretensiones de los recurrentes están respalda­
das por el Convenio de Cooperación Cultural firmado entre España y Argenti­
na el día 23 marzo 1971, y ratificado el 17 noviembre 1972, y en tal sentido, 
dicho tratado forma parte de nuestro Ordenamiento Jurídico, tratado, con 
respecto al cual, se establece el reconocimiento mutuo de los títulos académi· 
cos de todo orden y grado, tal como los otorga el otro país oficialmente y, por 
ende, lo que se hace es extender a cada territorio nacional la validez de los tí· 
tulos académicos del otro país fumante del acuerdo, y además, ello se hace sin 
ninguna clase de condicionamientos, requisitos o limitaciones, pues si se hubie-
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ra querido que los títulos expedidos por una Nación, para que valieran en la 
otra contratante, deberían ajustarse, ·en cuanto a su obtención, a los requisi­
tos y misma temática de sus homónimos en la otra, así se hubiese expresado 
gráficamente, no debiendo olvidarse que admitir que el aludido Convenio im­
pone esta exigencia, ello implicaría el dejar un vacío de contenido a la citada 
estipulación, que tiene fuerza de Ley en España a través del mecanismo de la 
ratificación antes aludida y, a mayor abundamiento, tampoco se puede olvidar 
el Reglamento de Odontólogos y Estomatólogos de España de 13 noviembre 
1900, con arreglo al cual, además de acoger en su seno a los Odontólogos, con­
cretamente, en su art. 39, prescribe que pertenecerán obligatoriamente a él to­
dos los Estomatólogos y Odontólogos españoles, o habilitados para ejercer la 
Estomatología y Odontología en territorio nacional, con lo que se razona que 
se está interpretando el título de Odontología y la habilitación para ejercer tal 
profesión en territorio patrio. 

(R.J.A., 1982,nº 3670,pág. 2415) 
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DOCUMENTO EN IDIOMA EXTRANJERO SIN TRADUCCION 

o F IC IA L. Art. 601 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Tribunal Supremo (Sala 6ª, de lo Social}: SENTENCIA DE 30 

DE JU N 10 DE 198 2. Ponente: D. Agustín Muñoz Alvarez. 

CONSIDERANDO: Que por la vía del error de hecho, se censura en el ter­
cer motivo del recurso del actor, el ap. 6º del relato fáctico declarado proba­
co, por la omisión que en el mismo ha incurrido el Magistrado "a qua", al si­
lenciar que aquél ocupaba una vivienda por razón de su cargo de director Ge­
rente de la Sucursal del Banco demandado sita en Kinghtsbrigde en Londres, 
la que formaba parte de su remuneración o salario, para lo cual cita como do­
cumentos evidenciadores de la equivocación denunciada, los aportados por la 
demandada unidos a los autos folios 51 y 52, los que son irrelevantes al fin ex­
presado, al estar redactados en inglés, sin que se haya acompañado como exige 
el art. 601 de la L.E. Civ., traducción oficial particular de los mismos, por Jo 
que cualquiera que sea su contenido, carecen de valor y fuerza alguna para pa­
tentizar el error por omisión que se denuncia con la consecuencia de la repulsa 
del motivo de acuerdo también con el parecer del Mº Fiscal. 

(R.J.A., 1982, nº 4108, pág. 2168) 

23 

DE RE c H o DE Hu EL G A. - Una norma interna española "queda 
completada y atemperada" por normas convencionales internaciona-
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cionales: Convenio 98 de la O.I.T .. Convenio 87 de la misma Orga­
nización. Pacto de Derechos Económicos, Culturales y Sociales de las 
N.U: de 1966. 

Tribunal Supremo (Sala 6ª, de lo Social}: s ENTE N c IA DE 3 o 
DE JUNIO DE 19s2. Ponente: D. Juan A. del Riesgo Fernández. 
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El T.S. estima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto por 
D. Juan Benito R.A. contra la sentencia de la Mag. Trab., que casa y anula, dic­
tando otra que estima la demanda promovida por el recurrente y declara im­
procedente su despido. 

CONSIDERANDO: Que la sentencia de instancia incurre en el error de he­
cho en la apreciación de la prueba que al amparo del núm. 5 del art. 167 de la 
L. Pro. Lab. se invoca en el primer motivo del recurso, pues consigna en el re­
sultado de probados que el demandante, que ostentaba la condición de delega­
do de personal, el 23 del pasado mes de enero promovió la convocatoria de 
una huelga en la empresa, entregando además a ésta en dicho día un escrito 
por el que se anunciaba huelga indefinida a partir del siguiente día 24, con 
omisión de que se trataba de una huelga del sector del metal de la Provincia de 
Madrid, convocada por las Centrales Sindicales Comisiones Obreras y Uruón 
General de Trabajadores, para todas las empresas afectadas por el Convenio 
Colectivo que se estaba negociando, en relación a la que ya el anterior día 16 
enero 1979 había tenido entrada en la Delegación Provincial de Trabajo, escri­
to que iba dirigido también al Presidente de la Comisión Deliberadoras del 
Convenio y al Presidente de la Representación Empresarial en dicha Comisión, 
en el que se comunicaba fa declaración de huelga para el siguiente día 24, co­
mo resulta del documento obrante a los folios 32,33 y 34 consistente en copia 
del escrito referido con nota del Registro de Entrada de Documentos de la De­
legación Provincial de trabajo, y también, de la propia carta de despido, en la 
que se consignan datos reveladores de que el conflicto trascendía del ámbito 
de la empresa, dado que refiere que todos sus trabajadores, que suponen un re­
ducido número, se encontraban en la empresa cuando se presentó, al iniciarse 
la huelga, un piquete, que obviamente no estaba integrado por personal de la 
demandada, poniendo así de relieve que se trataba de una huelga no limitada al 
ámbito de aquélla, por lo que el motivo debe ser estimado, quedando rectifica­
dos los hechos que se consignan en el ap. 30 del resultando de probados en el 
sentido de que "el día 23 del pasado mes de enero de 1979, el demandante, en 
relación a la huelga de sector o intercentros en las empresas del Metal de la 
Provincia de Madrid, convocada por las Centrales Sindicales Comisiones Obre­
ras y Unión General de Trabajadores, que había sido notificada el 1.6 enero a la 
Delegación Provincial de Trabajo, en escrito también dirigido al Presidente de 
la representación empresarial en la Comisión Deliberadora del Convenio, en­
tregó a la empresa demandada escrito por el que se anunciaba huelga indefilÚ­
da a partir del día 24. 

CDO.: Que redactados los hechos declarados en el sentido expuesto, es cla­
ro que la sentencia de instancia incurre en aplicación indebida del art. 33, j) 
del R.D. Ley de 4 marzo 1977 sobre Relaciones de Trabajo, como se invoca en 
el tercer motivo que, por razones de método se examina en este lugar, pues 
apreciada la huelga que origina la litis en su verdadera din1ensión, es decir, co­
mo huelga de sector o intercentros, convocada por las Centrales Sindicales de 
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mayor implantación, con preaviso comunicado a la Delegación Provincial de 
Trabajo y dirigido también a la representación empresarial en la deliberación 
del Convenio, no queda en modo alguno acreditada le ilegalidad de la huelga 
ue el Magistrado aprecia, partiendo de una consideración de la misma, no ajus­
tada a la realidad de los hechos, promovidas exclusivamente por el demandan­
te en el ámbito limitado de la propia empresa, cuando se ha acreditatado que 
se convocó de la manera y con la extensión antes expuesta,. y partiendo tam­
bién de una regulación del derecho de huelga no atemperada a lo que establece 
el ordenamiento jurídico contemplado en su integridad, pues el R.D. Ley cita­
do queda completado y afectado por lo dispuesto en el art. 4 del Convenio 98 
de la Organización Internacional del Trabajo, en el art. 8 Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Nueva York y en el Conve­
nio de la Organización Internacional del Trabajo núm. 87 sobre Libertad Sindi­
cal y Protección del Derecho de Sindicación, ratificados por España y publica­
dos en el B.O. del Estado de los días 10 mayo, 30 abril y 11mayo1977, con 
lo que forman parte de nuestro derecho positivo según el art. 1 del C. Civ., 
disposiciones que reconocen a los Sindicatos la facultad de negociar en un con­
venio las condiciones de trabajo, como derecho fundamental, sin que la huelga 
que en apoyo de dicha negociación acuerden , notificada a la autoridad laboral 
y a la representación empresarial, deba ser obligatoriamente ratificada por la 
mayoría de los trabajadores de cada centro, por lo que no puede invocarse en 
el supuesto de autos la ilegalidad de la huelga origen de las actuaciones. 

CDO.: Que la estimación de los dos motivos anteriores determina que la 
sentencia recurrida sea casada y sustituida por la que seguidamente se dicta, 
sin necesidad de examinar el segundo motivo, indebidumente planteado al am­
paro del núm. 5 del art. 167 de la L. Pro. Lab. con invocación de error de de­
recho en la apreciación de la prueba, cuando lo que se sostiene es la eficacia de 
un acuerdo, complementario del Convenio que se concertó, según el que las 
empr3sas dejaban sin efecto las sanciones impuestas como consecuencia de la 
huelga, citando como infringidos por no aplicación preceptos que no se refie­
ren a reglas sobre valoración de determinadas pruebas, sino a la eficacia y 
cumplimiento de las obligaciones, cuya violación, aplicación indebida o inter­
pretación errónea sólo es invocable al amparo del ap. 1 de dicho precepto. 

(R.J.A., 1982, n° 4107, pág. 2617) 

24 

SEGURIDAD SOCIAL. PRESTACIONES POR INVALIDEZ 

PE R MAN ENTE. - Cómputo de cotizaciones a distintos países. Con­
venio internacional entre Espafia y Suiza de 13 de octubre de 1969. 

Tribunal Supremo (Sala 6ª, de lo Social): SENTENCIA DE 1 DE 

JULIO DE 1 9 8 2. Ponente: En que Ruiz Vadillo. 

El T.S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por Onésimo T.R. contra la sentencia de la Mag, Trab., que desestimó la de­
manda promovida por el recurrente contra la Mutualidad de Trabajadores Au­
tónomos, sobre prestaciones por incapacidad absoluta. 
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CONSIDERANDO: Que el único motivo se formula al amparo del núm. 1 
del art. 16 7 del Procedimiento Laboral por estimar que la sentencia recurrida 
infringe, por violación el art. 9, párrs. 1 y.3 del Convenio internacional entre 
España y Suiza de Seg. Soc. de 13 octubre 1969 y vulnera, por aplicación inde­
bida e interpretación errónea, el.ap. 1 del art. 11 y el ap. c. 2 del art. 13 del 
mismo texto legal, razonando que del citado Convenio no se desprende que 
de la libertad de opción del trabajador dependa la base reguladora que ha de 
ser aplicable para el cálculo de la pensión, que se cumplen todos los requisitos 
exigidos en el citado art. 12 para la aplicación de la legislación española a tra­
bajadores sometidos sucesiva o alternativamente a las legislaciones de Suiza o 
España y que el ap. c. 1 del mencionado Convenio establece que para cqalcular 
la base reguladora de la pensión se computarán las cotizaciones abonadas en el 
curso de 24 meses (por error material, sin duda, dice 4 naturales consecutivos, 
elegidos por el solicitante, elección que hizo el recurrente de todo lo cual se 
deduce que le corresponde un salario anual correspondiente a la base regulado­
ra de 4 7 .923 francos suizos, en moneda española, al cambio de la fecha inicial 
de1la pensión, motivo que no puede prosperar no sólo porque desde el punto 
de vista procesal involucra y entremezcla los conceptos de violación, aplicación 
indebida e interpretación errónea en un mismo motivo y aun en un mismo pá­
rrafo, lo que es totalmente improcedente como poclaman numerosas senten­
cias de esta Sala, varias de las cuals cita el Mº Fiscal, sino porque, además y a 
mayor abundamiento, los artículos referidos 9, 11y12 del Convenio Hispano­
Suizo, también citado, han sido correctamente aplicados; en efecto, el 9.1 es­
tablece la igualdad de condiciones de los españoles con los uizos y el 3 dice 
que para determinar los períodos de cotización que hayan de servir de base pa­
ra calcular la renta ordinaria del seguro de invalidez suizo a los súnditos espa­
les o suizos, los períodos de seguro y los asimilados cumplidos segÚn las dispo­
siciones legales españolas, serán computados como períodos de cotización sui­
zos siempre que no se superpongan; el 11 contempla el sometimiento sucesi­
vo o alternativo a las legislaciones de las Partes Contratantes, ordenando la co­
tización en tanto no se superpongan los períodos de cotización y el 12 en el 
ap. c.1 señala que para calcular la base reguladora de la pensión se computa­
rán las cotizaciones abonadas en el tiempo de un período de 24 meses natura­
les consecutivos que deberá elegir el solicitante y el ap. c.2 dice que si durante 
el período elegido hubiera abonado cotizaciones, tanto a la Seguridad Social 
española como al seguro de pensiones suizo, el promedio de las abonadas en Es 
españa se aplicará y extenderá igualmente al período en que las cotizaciones 
hubieren sido abonadas en Suiza durante dichos 24 meses, preceptos todos 
ellos correctamente interpretados y aplicados en la sentencia recurrida tenien­
do en cuenta que en el presente caso la legislación aplicable para efectuar el 
cálculo de la prestación ha de serlo la del País por el que el trabajador ha opta­
do como consecuencia de la solicitud de incapacidad o invalidez, debiendo de­
sestimarse conforme el preceptivo informe del Mº Fiscal el motivo único del 
recurso interpuesto y con él el recurso. 

(R.J.A., 1982, n° 4535, pág. 2865) 
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DERECHOS DEL HOMBRE Y LIBERTADES FUNDAMENTA­

L Es. Prisión preventiva. Declaración Universal de los Derechos del 
Hombre. Convenio Europeo de 1950. 

Tribunal Constitucional (Sala 1ª): SENTENCIA DE 2 DE JULIO 

DE 1982. Recurso de amparo 196/1981. 

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don Manuel 
García-Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel Latorre Segura, don Manuel 
Díez de Velasco Vallejo, doña Gloria Begué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer 
Morant y don Angel Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado, en 
nombre del Rey, la siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo número 196/1981, promovido por don A.B.C., 
mayor de edad y vecino de Huelva, representado por el Procurador don José 
Sánchez Jáuregui, y bajo la dirección del Letrado don Antonio Tellado Pozo, 
contra la resolución del Juzgado de Instrucción número 1 de Huelva, que de­
cretó la prisión preventiva del recurrente, situación en la que se encuentra des­
de el 19 de abril de 1980. En el recurso ha comparecido el Ministerio Fiscal en 
defensa de la legalidad y ha sido ponente el Magistrado don Manuel Díez de 
Velasco Vallejo, quien expresa el parecer del Tribunal. 

l. ANTECEDENTES 

1 o Con fecha 6 de julio de 1981 se presentó ante este Tribunal Constitucio­
nal (TC) la demanda de amparo de que antes hemos hecho mención y que esta­
ba basada en la violación de los artículos 1 7 y 24 .2 de la Constitución Españo­
la (CE), as{ como en la presunta vulneración del artículo 5.3 del Convenio para 
la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, 
hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950 y ratificado por España el 26 de 
octubre de 1979. 

El recurrente manifiesta que fue detenido y puesto a la disposición del Juz­
gado de Instrucción número 1 de Huelva, que fue procesado en la causa 29/80 
y se encuentra en prisión preventiva desde el referido 19 de abril de 1980. Fi­
nalmente, dice haber solicitado de la Eudiencia Provincial de Huelva la libertad 
provisional, sin que, a pesar del tiempo que se encuentra en prisión, le haya si­
do concedida. 

2° La Sección Segunda de la Sala Primera del Tribunal acordó notificar al 
recurrente, el día 15 de julio de 1981, a la vista del escrito presentado, la causa 
de inadmisibilidad de falta de postulación, segÚn lo previsto en el artículo 81. 
1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC), advirtiéndole que 
subsanado dicho defecto se pasaría al trámite de inadmisión por la posible 
existencia de los siguientes motivos: 1) falta de agotamiento de la vía judicial 
previa, y 2) no haber invocado formalmente en el proceso el derecho constitu-
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cional vulnerado. 

3° Por escrito presentado ante este TC el día 1 O de septiembre de 1981, el 
Procurador de lo Tribunales don José Sánchez Jáuregui, al efecti de subsanar 
la falta de postulación, evacuaba el trámite de audiencia, previsto en el artículo 
51.1 de la LOTC, , instando la admisión del amparo, y pedía se requiriese a la 
Ilma. Audiencia Provincial de Huelva para que en plazo inferior a diez días re­
mitiese el sumario número 29/8ff del Juzgado de Instrucción número 1 de 
Huelva y el rollo número 120/80 dimanante de la causa. Por otrosí promovía 
incidente de suspensión de la prisión provisional. 

La Sección Segunda de la Sala Primera acordó el día 17 de septiembre de 
1981 notificar al solicitante que concurría la causa de inadmisión prevista en el 
artículo 49.2.b) de la LOTC, al no existir copia, certificación o traslado de la 
resoluci6n judicial recaída en el procedimiento, que fue presentada, en virtud 
del requerimiento efectuado, por el Procurador, teniéndose por recibido el es­
crito en virtud de lo acordado por Providencia de 5 de noviembre de 1981. 
Formada la pieza separada para tramitar el incidente de suspensión, la Sala Pii­
mera, por auto de 3 de febrero de 1982, acordó la denegación de la suspensión 
solicitada fundamentada en la reconducción del recurso de amparo a la even­
tual concurrencia de una posible dilación indebida en el proceso penal que se 
sigue al recurrente, ello in tener que afectar a las medidas cautelares adoptadas 
durante aquél, salvo que el TC llegue a apreciar en ellas una vulneración consti­
tucional que requiriese de urgente y provisional remedio. 

40 Por Providencia de 5 de noviembre de 1981, la Sección Segunda de la 
Sala Primera del TC admitió a trámite la demanda de amparo, y a tenor de lo 
dispuesto en el artículo 51 de la LOTC requirió al Juzgado de Instrucción nú­
mero 1 de Huelva para que remitiese testimonio de las actuaciones relativas al 
sumario número 29/80, instruido al recurrente, y a la Ilma. Audiencia Provin­
cial de Huelva, testimonio de las actuaciones correspondientes al rollo número 
120/80, instándose a que por las citadas autoridades judiciales se emplazase a 
los que hubieran sido parte en los citados procedimientos para que, en el plazo 
de diez días, pudieran comparecer en el presente proceso constitucional, lo 
que se efectuó seguidamente, segÚn consta en la comunicación remitida a este 
TC con fecha 26 de noviembre de 1981 por la Ilma. Audiencia Provincial de 
Huelva. 

Las actuaciones judiciales fueron remitidas a este TC, lo que se acredita 
por diligencia de 7 de enero de 1982, teniéndose por recibidas el 20 del mis­
mo mes y año. 

5º Por escrito presentado ante el TC el día 11 de diciembre de 1981 por el 
Pocurador don José Sánchez Jáuregui, en nombre de D.E.F., también procesa­
do en el sumario de referencia, éste se adhiere al recurso interpuesto. Por 
acuerdo de 17 de febrero de 1982 la Sección Segunda de la Sala Primera no 
admitió la personación de dicho Procurador al no haber acreditado mediante 
el oportuno poder notarial la representación con la que pretendía actuar en 
el proceso. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 52.1 de la LOTC se dio vista de 
las actuaciones y de las remitidas por la Ilma. Audiencia Provincial de Huelva 
y del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 1 de dicha localidad, 
por término de veinte días, al Ministerio Fiscal y a la parte recurrente, habién­
dose acreditado, por diligencia de 24 de marzo de 1982, que finalizado el pla­
zo concedido por la Providencia de 1 7 de febrero de 1982 no se han recibido 
alegaciones por parte del recurrente. 



JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 

6º El Mimsterio Fiscal, en su escrito de alegaciones fundamenta en síntesis 
la denegación del ampai:o instado de los siguientes hechos: 

a) La situación de prisión preventiva que padece el recurrente desde el 19 
de abril de 1980 requiere una comprensión totalizadora de los hechos recogi­
dos en el trámite de calificación provisional que con fecha 18 de agosto de 
1980 realiza el Ministerio Fiscal y en el que se considera al recurrente autor de 
un delito contra la salud pública, otro de tenencia ilícita de armas y ·otros de 
conducción ilegal, apreciándole las agravantes de reiteración y reincidencia (és­
ta en el último delito), solicitando la pena de doce años de prisión mayor y 
multa de 200.000 pesetas por delito contra la salud pública, seis años y un día 
de prisión mayor por el de tenencia ilícita de armas y 40.000 pesetas de multa 
o el arresto supletorio correspondiente por el de conducción ilegal. 

b) A la dilación producida no ha sido ajena la actuación procesal de la de­
fensa de otro procesado que planteó como ¡¡.rtÍCulo de previo pronunciamiento 
la declinación de jurisdicción a favor de la Audiencia Nacional y el plantea­
miento de un recurso de casación ante el TS que fue desistido en mayo de 
1981. 

En la fundamentación jurídica el Ministerio Fiscal hace constar que: 

a) Se trata, partiendo de la exégesis del artículo 24.2 de la CE y el ai:tícu­
lo 5.3 del Convenio de Roma de 1950 para la protección de los derechos hu­
manos, y los artículos 503 y 504 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de un 
proceso abierto en el que aún no se ha pronunciado sentencia y en el que el 
TC ha de limitar su función a concretai: si se han violado derechos o libertades 
públicas, debiendo referir su examen a resoluciones provisionales e interlocu­
torias y abarcando la decisión del TC a una situación dada y a un tiempo con­
creto, y 

b) Los hechos imputados tienen señalada pena de prisión mayor, tanto los 
relativos al delito contra la salud pública (ai:tículo 344 del CP) como el de te­
nencia de armas (artículo 255.1 del CP), contando en el primero la reinciden­
cia del culpable, con lo que el recurrente aparece conminado con sendas penas 
de prisión mayor en su grado máximo (diez años y un día a doce años) y pri­
sión mayor (seis años y un día a doce años). El período que lleva sufriendo 
prisión el recurrente no se desvía de los presupuestos que enmai:can legalmen­
te la duración de la prisión provisional (artículo 504.3 de la LEC), que no se 
halla en pugna con el principio del plazo razonable, y en la dilación del tiempo 
en este proceso judicial no se reflejan factores significativos que incidan en el 
contenido propio de la gai:antía constitucional. 

7º Para deliberación y votación de este recurso se señaló el día 30 de junio 
de 1982. 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1° En un supuesto como el presente en que se impugna un acto de órganos 
judiciales, corresponde a éstos la tutela de los derechos y libertades por impe­
rativo de la vinculación general prevista en el ai:tículo 53 .1. de la CE, como ha 
indicado este TC en su sentencia de 29 de enero de 1982 (recurso de ampai:o 
número 41/81, "Boletfu Oficial del Estado" de 26 de febrero de 1982), al tra­
tai:se de una posible vulneración del ai:tículo 1 7 en relación con el artículo 
2 de la CE. La decisión del TC, como es sabido, ha de circunscribirse a deter­
minai: si existe vulneración de los derechos y libertades y, en su caso, preservar­
los o restablecerlos, absteniéndose de cualquir otra consideración sobre la ac­
tuación de los órganos jurisdiccionales en virtud de lo prescrito en el artículo 
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54 de la LOTC, 
Las anteriores consideraciones marcan el Iímite de la competencia del TC 

en la cuestión planteada por recurso de amparo interpuesto por la representa­
ción de don A.B.C., procesado por un delito contra la salud pública, otro de 
tenencia ilícita de armas y, finalmente, por un delito de conducción ilegal, por 
los que el Ministerio Fiscal solicita, respectivamente, penas de doce año de pri­
sión mayor, seis años y un día de prisión mayor y arresto supletorio. Todo ello 
nos lleva a examinar el fondo del asunto, partiendo del análisis de la institu­
ción de la prisión provisional y su diración, ya que el recurrente, preso preven­
tivo en situación de prisión provisional, insta al amparo constitucional contra 
la providencia dictada por la Ilma. Audiencia Provincial de Huelva, con fecha 
23 de junio de 1981, denegatoria de la libertad provisional solicitada por el re­
currente en el rollo 120, dimanante del sumario 29/80 instruido por el Juzga­
do de Instrucción número 1 de Huelva. 

2º La institución de la prisión provisional situada entre el deber estatal de 
perseguir eficazmente el delito, por un lado, y el deber estatal de asegurar el 
ámbito de la libertad del ciudadano, por otro, viene delimitada en el texto de 
la CE por las afumaciones contenidas en: a) el artículo 1.1, consagrando el Es­
tado social y democrático de derecho que "propugna como valores superiores 
la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político"; b) en la sección 
primera, capítulo 2°, del título 1, el artículo 17.1, en que se establece que "to­
da persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad, Nadie puede ser privado 
de su libertad sino con observancia de lo establecido en este artículo y en los 
casos y en la forma previstos en la Ley", y c) en el artículo 24.2, que dispone 
que todos tienen derecho "a un proceso público sin dilaciones indebidas ... y a 
la presunción de inocencia''. 

El mandato constitucional español relativo a los principios de libertad y se­
guridad encuentra sus precedentes en las Constituciones españolas de 1812 
(artículo 290), de 183 7 (artículo 7), de 1845 (artículo 7), de 1868 (artículo 
2), de 1873 (artículo 4), de 1876 (artículo 4) y de 1931 (artículo 29) y en los 
instrumentos internacionales siguientes: Declaración Universal de DErechos 
Humanos de 1948 (artículo 9), Convenio para la Protección de los DErechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales de 1950 (artículo 5) y Pacto In­
ternacional de los Derechos Civiles y Poiíticos de 1966 (artículo 9). Todos los 
textos -internos e internacionales- valoran como esenciales los principios de 

, libertad y seguridad, y en lógica coherencia con el mandato constitucional e 
español reseñado, al consistir la prisión provisional en una privación de liber­
tad, debe regirse por el principio de excepcionalidad, sin menoscabo de su con­
figuración como medida cautelar y adoptada mediante resolución judicial mo­
vada que consta, de modo expreso, en las actuaciones judiciales objeto de exa­
men en el presente caso, aun dentro de la provisionalidad inherente al auto de 
procesamiento y al escrito de calificación del Ministerio Fiscal, que también re­
viste este carácter. 

30 Concurren en el caso examinado los tres supuestos determinantes de la 
prisión provisional, al constar en la causa, de conformidad con el artículo 503 
de la LEC (en la redacción dada por Ley 16/80, de 22 de abril; "Boletín Ofi­
cial del Estado" núm. 101, de 26 de abril de 1980): a) la existencia de un he­
cho que presenta caracteres de delito (calificado provisionalmente por el Mi­
nisterio Fiscal como constitutivo de un delito contra la salud pública, otro de 
tenencia ilícita de armas de fuego y otro de conducción ilegal); b) la pena seña­
lada es superior a la de arresto mayor, y c) aparecen en la causa, sin prejuzgar 
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la resolución judicial penal, motivos bastantes para creer responsable del deli­
to a la persona del recurrente contra la que, con fecha 25 de abril de 1980, se 
dictó auto de prisión. 

La disposición del artículo 503 de la LEC, cuya aplicación al caso presente 
está justificada, no debe en su aplicación desvirtuar el contenido de la institu­
ción de la prisión preventiva que, como precisa en su artículo 9.3 el -acto In­
ternacional de Derechos Civiles y Políticos, "no debe ser la regla general" para 
las personas que hayan de ser juzgadas. Por otra parte, y en apoyo de esta tesis, 
la Resolución 11 (65) del Consejo de Europa recomienda a Jos Gobiernos que 
actúen de modo que la prisión preventiva se inspire en los siguientes princi­
pios: a) no debe ser obligatoria y la autoridad judicial tomará su decisión te­
niendo en cuenta las circunstancias del caso; b) debe considerarse como media 
excepcional, y c) debe ser mantenida cuando sea estrictamente necesaria y en 
ningún caso debe aplicarse con fines punitivos. 

4º Por otra parte, es lógico que, por su estrecha conexión con los Dere­
chos Fundamentales en la CE (artículo 17.4) se aluda expresamente al plazo 
máximo de duración de la prisión provisional y que éste se determinará por 
ley. Esto es lo que se ha tenido en cuenta con la nueva redacción del artículo 
504 de la LEC, al mandar expresamente que "en ningún caso la prisión provi­
sional podrá exceder de la mitad del tiempo que presuntivamente pueda co­
rresponder al delito imputado'', lo que se complementa con el artíulo 520 de 
la misma Ley al prescribir que la libertad no debe restringirse "sino en los lúni­
tcs absolutamente indispensables para asegurar su persona e impedir las comu­
nicaciones que puedan perjudicar la instrucción de la causa". 

No existiendo lúnite mínimo en relación al tiempo que debe mantenerse a 
una persona en situación de preso provisional, ello implica la posibilidad de 
que, respetando las normas constitucionales, legales y de carácter internacio­
nal, esta situación subsista si se pone de manifiesto que los hechos por los que 
se procede, en los que no entra a conocer este Tribunal, son constitutivos de 
delito, no teniendo asignada una sanción penal inferior a la que fija la Ley para 
que proceda la prisión provisional y mientras subsistan los motivos que la ha­
yan ocasionado, en coherencia con los artículos 528.1 y 504 de la LEC, regla 
ciertamente útil para el cumplimiento del mandato constitucional. 

5º Finalmente, el artículo 5.3 del Convenio para la Protección de los Dere­
chos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 1950, que el recurrente 
considera infringido, parte de que toda persona detenida preventivamente tie­
ne derecho a ser juzgada en un plazo "razonable o a ser puesta en libertad du­
rante el procedimiento". La aplicación e interpretación que de dicho precepto 
ha realizado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos centra la cuestión en 
la delimitación del plazo de detención dentro de los límites de lo razonable. 
En el caso Neumeister el Tribunal afirmó que "compete a las autoridades judi­
ciales nacionales investigar todas las circunstancias para apreciar o descartar la 
existencia de un verdadero interés público que justifique una derogación a la 
regla del respeto a la libertad individual" (CEDH. Affaire "Neumeister", arret 
du 27 juin 1968, série A: Arrets et décisions, p. 37). En este sentido el mismo 
Tribunal en el caso Wemhoff afirmaba que "este carácter razonable del mante­
nimiento de la detención de un acusado debe apreciarse, en cada caso, tenien­
do en cuenta las circunstancias de la causa" (CEDH. Affaire "Wemhoff", arret 
du 27 juin 1968, série A: Arrets et décisions, p. 24). 

Descendiendo en particular a nuestro caso concreto y examinando si desde 
que se produjo la detención de don A.B.C. el plazo transcurrido ha superado 
los límites razonables, hay que concluir que, dadas las circunstancias concu-
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rrentes en el procesqdo y en las actuaciones procesales dilatorias señaladas 
en el antecedente 6º, no ha habido vulneración por parte de la autoridad ju­
dicial de los artículos 17 y 24.2, así como del artículo 5.3 del Convenio para 
la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales 
en cuanto medio de interpretación (artículo 10.2 de la CE) de los artículos 
anteriores. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la autori­
dad que le confiere la Constitución de la Nación Española, 

Ha decidido: 

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don A.B.C. contra la pri­
sión provisional decretada respecto al recurrente por el Juzgado de Instrucción 
nú

1
mero 1 de Huelva y la Providencia de la Audiencia Provincial de Huelva de 

23 de junio de 1981, denegatoria de su libertad provisional. 
Publíquese esta sentencia en el "Boletín Oficial del Estado". 

Madrid, 2 de julio de 1982.- Formado; Manuel García-Pelayo y Alonso.­
Angel Latorre Segura.- Manuel Díez de Velasco Vallejo.- Gloria Begué Can­
tón.- Rafael Gómez-Ferrer Morant.- Angel Escudero del Corral.- Rubrica­
dos. 

(B.J.C., 1982, agosto-septiembre, pág. 626) 

26 

c o N TRABAN Do.- Aspectos civiles y penales de sentencia ex­
tranjera. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

c IA DE 8 DE JULIO DE 1982. Ponente: D. José L. Martín Herrero. 
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El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por don lean Marie B. 
contra sentencia de la Sala 1ª de lo Contencioso-Administrativo de la Au­
diencia Territorial de Madrid de 16 enero 1981, desestimatoria del recurso 
contencioso-administrativo fonnulado contra acuerdo del T. Econ. Adm. Cen­
tral de 25 noviembre 1977, que había desestimado recurso de alzada contra fa­
llo del Tribunal Provincial de Contrabando de Madrid de 27 noviembre 1974. 

CONSIDERANDO: Que mediante el presente recurso de apelación la parte 
recurrente somete a decisión de esta Sala una serie de cuestiones, varias de ellas 
ajenas al ámbito de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, como ejem­
plo, la procedencia o improcedencia de la devolución acordada por el T. Econ.­
Adm. Central de una de las piedras compradas, que fue entregada a quien el 
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Tribunal consideró "comprador de buena fe'', titular de un establecimiento 
abierto al público, y previa constancia en sus correspondientes libros oficia­
les de la operación realizada y del pago de su precio al vendedor; la segunda 
de las cuestiones es la procedencia o improcedencia de la devolución de la otra 
piedra preciosa, ilegalmente entrada en España, y respecto de la cual el Tribu­
nal Provincial de Contrabando de Madrid acordó su comiso, siendo la tercera 
cuestión, íntimamente relacionada con las dos anteriores, Ja de si procede eje­
cutar en España y más concretamente si procede ejecutar por esta Sala 3ª del 
Tribunal Supremo un oficio que el Tribunal des Corts de Andorra dirigió al 
Tribunal Provincial de Contrabando, acordando la entrega de las dos piedras 
al vendedor de buena fe, en cumplimiento, se dice, de una sentencia que el 
Tribunal de Andorra dictó en una causa criminal. 

CDO.: Que la primera de las cuestiones enunciadas supone la resolución, 
en este proceso contencioso, de una cuestión de orden Civil, puesto que cual­
quiera que sea el derecho que alega el ahora apelante, y cualquiera que sea 
el título que invoca, es evidente que el precepto que habría que aplicar sería el 
contenido en el artículo 464 del C. Civ., y por lo tanto, habría que examinar si 
su derecho es o no preferente al del comprador de buena fe de la mercancía 
que pagó por ella también un precio; así planteada la cuestión, la conclusión a 
la que se llega es que nos hallamos ante una cuestión civil, ajena a esta Jurisdic­
ción, que debe ser planteada ante los Tribunales ordinarios, y decidir ante ellos 
si es el vendedor de buena fe, o sea el apelante, quien tiene un derecho prefe­
rente, o sobre él debe prevalecer el derecho del comprador de buena fe, y por 
lo tanto, si procede o no Ja reivindicación que se intenta, por lo que, por apli­
cación de lo establecido en el art. 2 de la Ley reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa es J a Jurisdicción Civil la competente para resol­
ver acerca de la procedencia o improcedencia de la devolución de la piedra pre­
ciosa que el Tribunal Provincial de Contrabando de Madrid scordó entregar a 
don Miguel A.M. , ya que se trata, en definitiva, de la preferencia de un dere­
cho de naturaleza civil como es el de propiedad sobre una cosa mueble entre 
dos personas. 

CDO.: Que en cuanto a la segunda de las dos piedras preciosas cuya devo­
lución se solicita, la parte apelante no se ha desvirtuado Jos razonamientos de 
la sentencia apelada, puesto que, basando su derecho, en un oficio derivado de 
una sentencia dictada por un Tribunal Extranjero en un proceso de naturaleza 
penal si Jo que está pretendiendo es ejercitar en España las responsabilidades 
civiles derivadas de ese delito, la condición previa para la ejecución es la de ha­
ber obtenido el "exequatur" que no consiguió; si lo que pretende, en cambio, 
es conseguir, sin más, la ejecución de esa sentencia penal extranjera, directa­
mente ante un Tribunal español, es evidente Ja improcedencia de la pretensión, 
al tratarse de una resolución sin fuerza de obligar directamente para los Tribu­
nales españoles; y finalmente, si lo que pretende es aplicar al caso lo dispuesto 
en el núm. 3 del art. 83 de Ja L. Contr. de 16 julio 1964 es manifiesta su inapli­
cación al caso, ya que precisamente, los acuerdos de los dos Tribunales -el 
Provincial de Contrabando de Madrid y el Económico Administrativo Central 
conociendo del recurso de apelación interpuesto contra el fallo del primero­
apreciaron la existencia de una infracción de contrabando de mayor cuantía 
originado por la introducción ilegal en España de las despiedras preciosas aho­
ra reclamadas, una de las cuales fue entregada, sí, a quien se consideró su legí­
timo adquirente, pero subordinando su entrega al pago de los correspondientes 
derechos de importación, a cuyo trámite estará en todo caso sujeta la entrega 
de la segunda, pero respecto de la cual se acordó el comiso por aplicación de lo 
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establecido en el art. 27 de la L. Contr., que impone la sanción accesoria de co­
miso de los géneros o efectos aprehendidos que constituyen el cuerpo o mate­
ria de la infracción, ya que si bien es cierto que en este artículo se exceptúan 
del comiso bienes que pertenezcan a personas que no fueron los autores de la 
infracción o que no hubieran tenido participación en los hechos, esa excepción 
se refiere exclusivamente a las caballerías, vehículos, embarcaciones que trans­
porten los géneros, a estos mismos vehículos y a las máquinas empleadas en el 
cultivo del tabaco o las empleadas en la fabricación de los géneros, de donde 
resulta que en ningÚn caso quedan exceptuados del comiso, aunque sean de 
ajena pertenencia, los géneros o efectos que constituyen el cuerpo o la materia 
de la infracción, los que, desde el momento que se califican como tales, dejan 
de ser objeto de lícito comercio; y como precisamente, el ap. 3 del art. 83 de 
la L. Contr., parte del supuesto de que para que proceda la devolución debe 
tratarse de géneros de lícito comercio, y además, existir fallo absolutorio, es 
evidente que en el presente caso no se da ninguna de las dos circunstancias pa­
ra que proceda la devolución interesada, por lo que por lo razonado, y por los 
fui¡1damentos que contiene la sentencia apelada, procede su confirmación al es­
tar ajustada a derecho, lo que produce como consecuencia la desestimación del 
recurso de apelación interpuesto contra ella. 

(R.J.A., 1982, nº 4 726, pág. 3005) 

27 

P Ro PIEDAD IN D u s TRIA L. - Marcas internacionales. Similitud. 
Acuerdo de Madrid de 14 de abril de 1891, revisado en Washington 
en 1911 y en La Haya en 1925. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

c IA DE 9 DE JULIO DE 198 2. Ponente: D. José Pérez Fernández. 
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El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por el Abogado del 
Estado contra sentencia de la Sala 3a de lo Contencioso-Administrativo de la 
A. T. de Madrid de 29 de marzo 1980, estimatoria del recurso contencioso­
administrativo interpuesto por "G.L., S.A." contra resolución del Registro de 
la Propiedad Industrial de 1 O diciembre 19 76 (confirmado presuntamente en 
reposición que habfa denegado la inscripción de la marca internacional "CAR­
BEX". 

CONSIDERANDO: Que legitimado plenamente por su inscripción en 
Francia el 29 de enero 1975 con el núm. 184.950, y en el Bureau Internacio­
nal el 23 mayo del mismo año con el núm. 415.118 por la Sociedad Anónima 
"CREUS ET LOIRE", la marca "CARBEX" para distinguir "Utiles de corte 
para la mecanización; piezas de desgaste para máquinas diversas, útiles para tra­
bajo de las piedras y de los minerales, así como herramientas para el trabajo de 
la piedra y los minerales", todo ello al amparo de lo dispuesto en el art. 134 
del Estatuto de la Propiedad Industrial al disponer que "Con el nombre de 
Marcas Internacionales se designan las que en virtud del Acuerdo de Madrid de 
14 abril 1891, revisada en Washington en 1911 y en la Haya en 1925 por el he-
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cho de haber sido depositados en la Oficina Internacional de Berna, quedan 
registradas y protegidas en España, con la facultad de rechazo, reconocida en 
el art. 5 y demás disposiciones del referido Convenio"; norma que efectiva­
mente regula posible denegación de inscripción por parte de las Administra­
ciones Nacionales, en las condiciones y circunstancias que en las mismas se de­
tallan, queda circunscrito el problema planteado en autos a determinar si "con­
curren los motivos" que son precisos para fundamentar dicha negativa de ins­
cripción. 

CDO.: Que opuesta a la marca Internacional "CARBEX", la nacional 
"KARVVEN" inscrita para distinguir "Herramientas, útiles e instrumentos ma­
nuales; cuchillería, tenedores, cucharas, armas blancas, máquinas de afeitar" es 
evidente que, si conforme tiene declarado esta Sala en reiteradas sentencias y 
de ellas, las bien recientes de 11 y 14 mayo del año en curso, lo esencial en la 
labor diferenciadora que viene impuesta en la interpretación del art. 124-1° 
del Estatuto de la Propiedad Industrial es que, la semejanza o diferencia se 
manifieste por la comparación referente al indicado grafismo o prosodia de las 
mentadas marcas, sin más que una sencilla visión o audición que no se detenga 
en aquilatar o descomponer técniéamente los elementos confrontados puesto 
que para la convivencia lo fundamental es que los signos con que se distinguen 
en el mercado sean distintos sin necesidad de análisis alguno o desintegración 
de sus raíces, esta doctrina no permite descomponer cada una de las denomi­
naciones en conflicto y las denominadas "KARVVEN" y "CARBEX" presen­
tan diferencias tanto gráficas como fonéticas suficientes como para coexistir 
pacíficamente en el mercado sin crear situaciones de error o confusión en el 
público consumidor ya que en efecto es la razón esencial proteccionista conte­
nida en la norma que sirve de comentario, la que según doctrina reiterada ha­
brá de ser tenida en cuenta, evitando así que el público medio a quien el pro­
ducto va dirigido pueda perderse, equivocarse o confundirse al elegir lo que de­
sea adquirir, circuntancias que no concurren en el supuesto que se analiza com­
partiendo así el criterio de la sentencia "a quo". 

(R.J.A., 1982, n° 4 735, pág. 3009) 

28 

EXTRANJEROS. DENEGACION DE PERMISO DE TRABAJO. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

c IA DE 1 3 DE JULIO DE 198 2. Ponente: D. José Pérez Fernández. 

El T.S. estimando el recurso de apelación interpuesto por el Abogado del 
Estado, revoca la sentencia de la Sala de lo Cont. Adm. de la Audiencia Terri­
torial de Las Palmas de 11 de diciembre 1980, desestimando el recurso con­
cioso-administrativo interpuesto por D. G.M., declara conforme al Ordenamien­
to jurídico la resolución de la Delegación de Trabajo de Las Palmas de 13 mar­
zo 1980, por lo que se denegó el permiso de trabajo al expresado súbdito hin­
dú. 

CONSIDERANDO: Que interpuesto por el Abogado del Estado recurso 
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de apelación contra la sentencia "a quo" en la que que se declara la nuli­
dad del expediente administrativo seguido a virtud de la petición formulada a 
la Delegación Provincial de Trabajo por el súbdito hindú don G.M., mandando 
que se reproduzca "el trámite del mismo en lo necesario y reglamentariamente 
exigido para garantizar una certera decisión", habrá de ser efectivamente valo­
rada ésta, sobre la base de la supuesta falta de motivación del acto administra­
tivo que fuera objeto del recurso contencioso cual es, el acuerdo de la Delega­
ción antes citada, de 13 de marzo 1980, por la que se deniega el Permiso de 
Trabajo, e interesa conocer a este fin, la exigencia jurídica de motivación del 
acto administrativo que se contrae la sentencia de este Alto Tribunal de 14 de 
febrero 1979, tanto por su valor y contenido propios, como por la proyección 
doctrinal y panorámica que la misma ofrece de los criterios que fueran expues­
tos con anterioridad es partiendo de la diferenciación entre "la exigencia de 
motivación y la existencia de la misma, lo que es fácilmente contrastable, y 
otra muy distinta la suficiencia de tal requisito, puesto que en su valoración no 
se cuenta con módulos o parámetros ni de ningÚn otro punto de referencia, 
que pueda servir para darnos la solución planteada por esta incógnita: circuns­
tancia que se presta como en el presente caso ocurre, a que, ante una concreta 
motivación, de un determinado acto administrativo, los criterios sobre la 
misma resulten contradictorios, segÚn la visión subjetiva de quien enjuicie el 
problema" y es a la vista del contenido del núm. 1 del art. 43 de la L. Pro. 
Adm, en que la motivación se contrae a "sucinta referencia a hechos y funda­
mentos de derecho" ante la que, como en otros supuestos legales, en que 
esta exigencia se constata, siendo la declaración de que "lo cierto es que en 
multitud de ocasiones, cuando los particulares esgrimen el argumento de la 
falta de motivación, para provocar la nulidad del acto, la jurisprudencia les sale 
al paso, exponiendo que no puede pretenderse que el razonamiento alcance 
precisamente la extensión o profundidad que la parte afectada pueda calificar 
de suficiente para decidir sobre sus pretensiones" -SS. de 4 julio 1953 y 24 
abril 1972-; habiendo proclamado igualmente que en las resoluciones admi­
nistrativas no es necesario ajustarse a unos cánones formales, como ocurre con 
las jurisdiccionales -SS. 28 septiembre 1957 y 17 abril 1963-, pues aquéllas 
no participan del rigor procesal que formalmente imponen a las resoluciones 
judiciales las normas de enjuiciar -S. de 1 octubre 1962-. 

CDO.: Que la pretendida declaración de nulidad tiene también adecuada 
respuesta en la sentencia que es objeto de comentario, al declarar "por otra 
parte, todas estas consideraciones deben ser conjugadas con ciertos principios 
relacionados con la teoría general de las nulidades, tan sagazmente presentados 
en la S. de 21 enero 1936 en la que se manifiesta que en la esfera administrati­
va ha de ser aplicada con mucha parsimonia y moderación esta teoría, pues 
cuando las normas no declaran expresamente nulos los actos contrarios a sus 
preceptos, la apreciación de si el vicio entraña nulidad, dependerá de la impor­
tancia que revista, del derecho a que afecte de las derivaciones que motive, de 
la situación o posición de los interesados en el expediente y, en fin, de cuantas 
circunstancias concurran; doctrina que entre otras muchas se reiteran en la S. 
de 4 enero 1963"; y es la decisión de la sentencia apelada la nulidad del expe­
diente la que deberá ser analizada, para razonar las posibilidades resolutivas en 
cuanto al fondo del asunto o pretensión de solicitud del Permiso de Trabajo, 
siendo indiscutible que el recurso, tiene una órbita de acción tan amplia como 
lo demandan las pretensiones que han de revisarse, lo que no permite que pue­
dan estancarse por una declaración de nulidad que impediría la resolución del 
litigio evitando demoras y molestias perturbadoras y dañosas para la actuación 
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jurídico procesal y para los intereses en conflicto, sin que a esta solución se 
opongan razones que, con base a esa privación, limitación o restricción de ga­
rantías aconsejen la nulidad porque sin merma del derecho de defensa, es posi­
ble enjuiciar el acto administrativo enjuiciado, debiendo partir para esta valora­
ción del hecho incuestionable de que serán los actos administrativos que limi­
ten los derechos subjetivos aquéllos a los que se refiere la Ley en su art. 43-1 
como susceptibles de motivación y no aquellos otros, que hayan podido con­
tribuir a que esa decisión administrativa se adopte y siendo así, habrá de ser te­
nido en cuenta que si la declaración de nulidad determinante de la resolución 
apelada afecta a la de la Delegación Provincial de Trabajo de 13 marzo 1980, 
las circunstancias encomendadas al juicio de valor que son examinadas en la 
sentencia recurrida hacen expresa referencia a aquellos particulares a que se 
contrae el art. 1-3 del D. de 26 de julio 1978, pero obsérvese, que no es este el 
acto administrativo por el que se decreta la nulidad y que, esas circunstancias 
casuísticamente examinadas de valor pudieron ser tenidas en cuenta al dictar 
su acuerdo la Delegación Provincial de Trabajo como lo fueron, porque ex­
presamente se refiere a ellas, las que fundamentaron la de la Delegación Pro­
vincial del Gobierno en lo que respecta al "incremento en el paro de los traba­
jadores" y "no crear riqueza en la Provincia de Las Palmas", motivaciones una 
y otra fusitas en las que debió ser tenida en cuenta por la Delegación del Tra­
bajo, sin que ello implique que, todas cuentas audiencias deban ser interesadas 
en el expediente, además de las prevenidas en el art. 31 del D. de 27 julio 1968 
hayan de motivarse ni que tampoco las circunstancias todas enumeradas deban 
ser razonadas sino sólo aquéllas que, a juicio del Organismo decisorio contri­
buyan a fundamentar la resolución denegatoria del Permiso de Trabajo que es 
la que adquiere la sustantividad y valor propio a lois efectos que constituyen 
contenido de la pretensión. 

(R.J.A., 1982, nº 4 74 7, pág. 3019) 

29 

EXTRANJEROS.EXPULSION DEL TERRITORIO NACIONAL. 

-Pacto de Derechos Civiles y Políticos de 1966. 

Tribunal Supremo (Sala 4ª, de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

CIA DE 14 DE JULIO DE 1982. Ponente: D. Manuel Gordillo Gar­
cía. 

La Sala de la Audiencia Nacional dictó sentencia, en 18 febrero 1982, con 
la siguiente parte dispositiva: "Fallamos: Que estimando, como estimamos, el 
recurso Contencioso-Administrativo interpuesto por el seflor George Ch. B. 
contra la resolución del Director General de Seguridad de 3 enero 1980 orde­
nando su expulsión con prohibición de entrada en el territorio nacional, de­
bemos declarar la misma y la declaramos no ajustada a Derecho y en su conse­
cuencia la anulamos, condenando a la Administración demandada a todas las 
costas del proceso': 

Promovido recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T.S., acep­
tando los Considerandos de la sentencia apelada, lo desestima, confirmando 
dicha sentencia. 
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Considerandos de la sentencia apelada: 

CONSIDERANDO: Que lo debatido en el Proceso ha sido la legitimidad 
de la orden de expulsión del territorio nacional y prohibición indefinida de en­
trada del súbdito británico Georges B., pero no, aunque haga referencia a ello 
en las alegaciones de la demanda, los efectos de la pretendida suspensión del 
trámite de su solicitud de permiso de trabajo y autorización de residencia, 
cuestión procedimental que, si bien puede resultar consecuencia de aquel acto, 
ni ha de ser forzosamente así, ni se acredita que en el caso lo fuese; lo único 
probado es que se solicitó en 23 febrero 1981, y fue denegado el 3 marzo 
1981 el permiso de trabajo; quiérese decir que el fallo que se dictó no podrá 
extenderse a declarar su derecho a solicitar dicho permiso (que, en su caso, y 
como derecho a incoar un procedimiento, es consecuencia directa de la norma­
tiva aplicable y no a "la continuación del expediente" que no consta estuviese 
ya tramitándose), 

CDO.: Que la citada orden de expulsión y prohibición de entrada que se 
impugna fue adoptada en 3 enero 1980 y se ha impugnado sin embargo el 22 
junio 1981, al ser comunicada al recurrente, Ja nueva Res. de 4 junio 1981, por 
la cual, en realidad, se ejecutaba aquélla por cuanto este acto decidía "mante­
ner la prohibición de entrada" y proceder a nueva expulsión es evidente, pues, 
que ni esta resolución era impugnable (por tratarse de acto de mera ejecución ) 
ni el Proceso se dirigió contra ella, sino contra la que acordó la expulsión; no 
puede sin embargo, reputarse extemporáneo el recurso, porque aquélla se noti­
ficó al recurrente en 20 febrero 1980 mediante acta en la cual ni se indica el 
texto futegro de la resolución ni se hada indicación de recursos, y de ahí que 
a tenor del art. 79 de la L. Pro. Adm. deba admitirse este Proceso, pese al 
tiempo transcurrido, puesto que es doctrina jurisprudencia! constante la de 
que en esos casos no comienza el plazo hasta que el recurrente se da por noti­
ficado e interpuesto el recurso. 

CDO.: Que incluso sin pasar a examinar la legalidad material de esa deci­
sión, procede hacerlo antes con el cumplimiento de un requisito formal de 
tanta trascedencia como el de la audiencia de los interesados en el procedi­
miento, antes de resolver; principio expreso en la LPA en cuanto la exigencia 
de su art. 91 es de aplicación general y su falta, normalmente productora de in­
defensión salvo circunstancias del caso que revelen lo contrario y que por razo­
nes de economía procesal perrni tan enjuiciar el fondo (sentidos en que la Ju­
risprudencia la ha puntualizado por obvias razones de eficacia); pero además lo 
es también singularmente a estos procedimientos de expulsión de extranjeros 
en cuanto, por virtud de lo arts. 10-2 y 96-1 CE, el art. 13 del Pacto Interna­
cional de Derechos Civiles y Políticos, ratificado por el Estado Español en 19 
abril 1977, en los casos de expulsión , a menos que razones imperiosas de segu­
ridad nacional se opongan a ello, debe permitirse al extranjero que va a ser ex­
pulsado exponer las razones que le asistan en contra de tal medida Y por con­
siguiente, habiendo de interpretar aquel precepto procedimental de acuerdo 
con esto último, esta Sala en repetidas sentencias -vale citar la de 15 enero 
1981, 13 marzo 1981, confirmada por la del T.S. de 22 septiembre 1981- ha 
venido entendiendo viciada la expulsión acordada sin otorgar audiencia previa 
en el expediente al extranjero afectado. 

CDO.: Que, en este caso la resolución que se impugna fue acordada de ese 
modo, por lo cual y en virtud de lo dicho debe reputarse viciada la decisión 
como consecuencia de la infracción del procedimiento; y sin que aquí se 
advierta la posibilidad de hacer aplicación de Ja antes dicha doctrina interpreta-
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tiva, en cuanto, por la celeridad de la ejecución de la medida, pudo aquella fal­
ta ser determinante de indefensión a pesar de haber tenido ulterior acceso a la 
impugnación jurisdiccional, puesto que fue segÚn él más tarde y en el Consula­
do español en Londres donde se le informó, otorgándole un visado con el que 
poder regresar al territorio español. 

CDO.: Que procede por todo lo expuesto la anulación de la resolución im­
pugnada así como de los trámites posteriores al de la infracción, reponiendo el 
procedimiento a este momento para que pueda cumplirse el omitido y conde­
nando en las costas a la Administración por fuerza de la prescripción del art. 
10-3 de la Ley 62/1978, de 26 diciembre. 

Considerandos del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que las alegaciones formuladas por el Abogado del 
estado, en el recurso de apelación por él interpuesto, no desvirtúan los razo­
namientos recogidos en los considerandos de la sentencia recurrida -aceptados 
en su integridad por esta Sala- en los que se llega con acierto a la conclusión 
de que la resolución del Director General de Seguridad de 3 enero 1980, en la 
que se ordena la expulsión del territorio nacional con prohibición de entrada 
en España por tiempo indefinido del súbdito británico George Charles B., no 
es conforme a derecho y ha de ser anulada, al haberse adoptado sin previa au­
diencia del mismo; siendo ya reiterada la Jurisprudencia en la que se proclama 
-SS., entre otras, de 22 septiembre, 3 noviembre y 21 diciembre 1981 y 22 
enero 1982 que, de conformidad con lo establecido en los arts. 91 de la L. Pro. 
Adm., de 17 julio 1958 y 13 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po­
líticos de 16 diciembre 1966 ratificado por el Estado Español en 19 abril 
1977, la expulsión de extranjeros del territorio nacional, omitiendo el esencial 
trámite de la previa audiencia de los mismos, implica un defecto de procedi­
miento, que determina la anulación de la resolución adoptada. 

CDO.: Que por cuanto antes se expone, procede desestimar el recurso de 
apelación interpuesto por el Abogado del Estado y confirmar en todas sus 
partes la sentencia apelada; con imposición a la Administración apelante de las 
costas causadas en esta segunda instancia, a tenor de lo prevenido en el art. 
10-3 de la Ley de 26 diciembre 1978. 

(R.J.A., 1982, nº 5410, pág. 3464) 

30 

DELITO DE ESCANDALO PUBLICO. Constitución Española. 
Declaración Universal de los Derechos Humanos. Pactos de Derechos 
Humanos de las N.U. de 1966. Sentencia del Tribunal Europeo de los 
Derechos del Hombre. 

Tribunal Supremo (Sala 2ª, de lo Criminal): SENTENCIA DE 24 

DE JULIO DE 1 9 8 2. Ponente: D. José Hermenegildo Moyna Men­
guez. 
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La Audiencia Nacional condenó al procesado Luis M.R como autor de una 
falta de imprenta del art. 566, núm. 50 del C.P., a la pena de 15.000 ptas. de 
multa y ratificó el secuestro del "Libro Rojo del Cole", absolviéndole del deli­
to de escándalo público que se le imputaba. 

El Ministerio Fiscal recurrió en casación alegando la inaplicación del art. 
431 y consiguiente aplicación indebida del art. 566 núm. 50 del Código Puni­
tivo. 

El T.S. estima el recurso y dicta nueva sentencia en la que condena al pro­
cesado como autor de un delito de escándalo público del art. 431 párrs. JO y 
2º del C.P., a la pena de cuatro meses y un día de arresto mayor y multa de 
20.000 ptas, e inhabilitación especial por seis años y un día. 

CONSIDERANDO: Que previamente a los temas de fondo del recurso 
debe dar respuesta el Tribunal a la pretensión de desestimación deducida por 
concurrir dos causas de inadmisión, las señaladas, -respectivamente- con Jos 
ordinales 4° y 30 del art. 884 de la L.E. Crim., amparada en la regla jurispru­
dencia! que transforma en este trámite las causas de inadmisión en motivos de 
desestimación; y respecto a la inobservancia de Jos requisitos que la Ley exige 
pata la interposición ciertamente es doctrina inconcusa de esta Sala a propósi­
to de las normas previstas en el art. 874 de dicha Ley, y no por un extremado 
rigor formal sino por exigencias de claridad expositiva y del estudio metódico 
que ha de hacerse de Jos motivos del recurso, que cada uno de ellos se ciña a 
una infracción legal, Jo que no es un impedimento -se viene asimismo decla­
rando- para que puedan asociarse otras infracciones legales si existe entre ellas 
conexión de lógica jurídica (vid. S. de 9 noviero bre 1970) y no puede existir 
más estrecha relación entre la "infracción por no aplicación del art. 431 del C. 
P." y la "infracción por aplicación indebida del art. 566, 5º del mismo Cuerpo 
Legal'', cuando la estimación de Ja primera priva de virtualidad casatoria a la 
segunda por ser supuestos que recíprocamente se excluyen; careciendo tam­
bién de fundamento suasorio Ja falta de respeto hacia los hechos probados 
que se imputa al recurso porque el libro enjuiciado congruentemente con su 
naturaleza de cuerpo del delito (en este sentido S. de 14 febrero 1979), fue 
"expresamente" incorporado al hecho probado "dándose por reproducido ín­
tegramente", por lo cual ninguna alusión o referencia, en el recurso o en Ja ex­
posición oral del Ministerio Fiscal, al texto del mismo ha podido ser irrespe­
tuosa con Ja premisa fáctica de la resolución recurrida incurriendo en la causa 
de inadmisión invocada. 

CDO.: Que el Resultando de hechos probados, con adición de juicios valo­
rativos y de unas argumentaciones jurídicas que, excepción hecha de su parte 
conclusiva, ratifica Últegrarnente este Tribunal, podría hacer reiterativa, y por 
reiterativa, ociosa, una nueva recensión y comentario acerca del contenido y 
trascedencia del libro encausado, pero Ja atención debida a las alegaciones ver­
tidas en el recurso por el Ministerio Fiscal y la parte recurrida y los términos 
en que se ha desarrollado todo el debate judicial, obliga a examinar, aunque 
sumariamente, los temas tratados en el texto y las ideas inspiradoras del con­
junto en función de Jos valores medios o predominantes de moralidad sexual 
y costumbres que tienen Jos Tribunales misión de defender frente a Jos actos 
de grave escándalo o trascedencia, sin pretensiones de ejercer oficio moraliza­
dor sino en acatamiento del mandato legal contenido en el art. 431 del C.P., 
expresado en una fórmula conscientemente abierta y comprensiva que, por el 
relativismo esencial de la materia, permite ponderar las circunstancias de cada 
caso dentro del marco ético y cultural vigente sometido a constante mudanza, 
y más en coyunturas históricas, como Ja presente, de muy activo dinamismo 



JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 

social. 

CDO.: Que un larvado propósito de dar mayor intimidad al texto y atraer 
la confianza u curiosidad del lector inspira la presentación del libro como ini­
ciación de "un diálogo entre compañeros", haciendo de los escolares a que va 
dirigido -jóvenes entre los diez y los dieciséis años- protagonistas de una.S 
ideas y preocupaciones comunes, abierto a todas las colaboraciones aunque sin 
renunciar a ser guía para la acción", propósito este último que se reafirma en 
el cuerpo de la obra cuando, abandonando lo que pretendía ser liberal y tole­
rante actitud, pone en aviso a los jóvenes contra los que pueden oponerse o 
discutir sus aseveraciones y sugerencias, enfrentándoles desde las primeras lí­
neas con los adultos, "tigres de papel y una mezcla de confonnismo, amargura 
y desencanto" que descargan sobre ellos su frustración y agresividad, invitán­
doles "a echar a la basura" la moral y los valores que los mayores han tratado 
y tratan de inculcarles, debiendo buscar, en reflexión colectiva, ·su propia esca­
la de valores, y, con referencia más específica a padres y profesores, estimula 
una indiscriminada actitud de recelos, de oposición y denuncia sistemáticas, 
ridiculizando su imagen de una parte y de otra realzando todo aquello que 
puede erosionar su prestigio, ejemplo y autoidad, con un desenfadado alegato 
hacia ese "si tema de terribles nombres"; profesor, examen, notas, evaluaciones 
... ; se propician, como experiencias necesarias, las adquiridas en la ilegalidad, y 
en esta línea de contestación a todas las pautas sociales, familiares y educati­
vas invita a la huelga como medio para imponer el criterio de la mayoría con 
abstracción de sus fines, en el entorno de una rebeldía escolar que es parte de 
la "revolución necesaria" a la que se unirán todos los demás sectores sociales; 
en el capítulo dedicado a la sexualidad, luego de orillar expresamente el amor 
y los sentimientos, descalifica de entrada a quienes pueden hablar de las rela­
ciones sexuales entre adolescentes como "horriblemente peligrosas", y les in­
vita a buscar en esta materia sus propias experiencias, entre ellas la masturba­
ción con el apoyo argumentativo de que "tus padres y profesores también lo 
hacen", incitando a la libre unión sexual con información previa y minuciosa 
sobre el uso de medios anticonceptivos que deben recabar en los centros de 
planificación familiar, organizaciones feministas o asiciaciones democráticas, 
instruyéndoles, como remedio último y sin escatimar datos ilustrativos, sobre 
la práctica del aborto; se encuentran también en la pornografía una inofensiva 
fuente de ideas "para hacer el amor", y en la hora de formular principios para 
ese nuevo orden social rechaza que la familia haya de basarse necesariamente 
en el matrimonio de un hombre y una mujer, sustituyéndola por uniones de 
grupo, grandes familias, comunidades; y, finalmente, previene o advierte sobre 
el riesgo de perder la libertad inherente al uso y a buso de la droga, "la libertad 
de decidir por ti mismo -añade- la cantidad de droga que vas a tomar, lo cual 
no tiene nada que ver con la moral". 

CDO.: Que el libro enjuiciado -en una valoración que no pretende ser ex­
haustiva- prescinde y desdeña la misión educadora de los padres y la que os­
tentan los profesores por delegación suya, que nuestras normas legales -inclui­
das las de mayor rango- les encomiendan (art. 27 de la Constitución Españo­
la), art. 154.2.2º del C. Civ., y art. 5° de la Ley General de Educación, dejan­
do la formación de los hijos y escolares a merced de sus propias experiencias 
en la línea de un permisivismo integral, despojándoles de toda escala de valores 
morales, salvo la que ellos puedan darse, con incitación hacia la indolencia y la 
picaresca escolar, a la suspicacia constante y a la evasión, y cuando se abomina 
del individualismo es para ser sustituido por un gregarismo estéril y no por la 
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corresponsabilidad que, partiendo de aquél, siempre debe exigir una precisión 
de los medios y fines que merecen adhesión decidida, y si bien expone otros 
juicios muy valiosos para una pedagogía actual de aspiraciones progresistas 
-pues hay observaciones positivas en la crítica que se hace al sistema educati· 
vo vigente- quedan aquéllos oscurecidos por el tono de la obra que desconoce 
en general las exigencias éticas de la comunidad y los valores espirituales y cul­
turales, que inspiran el orden social, dejando todo en entredicho y sometido a 
contestación sin ofrecer a cambio un nuevo modelo de sociedad familiar y de 
comunidad educativa que, con la salvedad de las colectividades ácratas y liber­
tarias, han de reconocer una imprescindible tabla de principios rectores y unas 
situaciones personales de rango o preeminencia que velen por su observancia, y 
así se proscribe el diálogo y la constructiva interrelación entre padres y educa­
dores de una parte y los hljos y educandos de otra, cuando esta colaboración 
integradora es el asiento de la convivencia familiar y de una fecunda labor edu­
cativa que se enderece a la formación humana del adolescente, haciendo de la 
queja, del conflicto, de la indisciplina y del permanente antagonismo entre 
ellos una situación beneficiosa y deseable; y en este contexto u orden de ideas 
se 1 promueve una sexualidad libre e invertebrada al privarla de toda regla mo­
ral, sin advertir que lo sexual es sólo parte, aunque importante, de unas relacio­
nes interpersonales, que no pueden prescindir de exigencias éticas, rechazando 
en esta materia los normales canales de información que deben partir de la res­
ponsable y conjunta acción de la familia y de la escuela sustituyéndoles "en 
exclusiva" por centros de planificación y organizaciones feministas, y se reba­
sa, además, lo meramente informativo para impulsar a los menores, influyen­
do agresivamente en su conciencia, a unas prematuras y episódicas relaciones, 
que son expresión de una sexualidad desordenada e irresponsable; se ignora la 
institución matrimonial y se sugieren modelos familiares que suponen una in­
volución o regresión a formas de promiscuidad totalmente superadas sin repre­
sentación, a no ser minoritaria, en la sociedad actual; se hallan valores positivos 
en la pornografía, y al referirse al aborto se incluyen juicios de valor que inci· 
den en espacios fronterizos a la apología; y aunque en materia de drogas se 
quiere hacer y se hace una disuasoria y plausible exposición de sus efectos, se 
desconecta este tema, que tan profundamente afecta a la personalidad del in­
dividuo y a la comunidad en que está inserto, de toda norma moral. 

CDO.: Que el libro va dirigido a niños y jóvenes en la fase crucial de su de­
sarrollo físico y moral, abiertos a toda su gestión que condescienda con sus im­
pulsos anárquicos y sexuales, sin criterios formados ni capacidad para dar res­
puesta a las cuestiones que les plantea ni de discutir las soluciones, y desprovis­
to de opiniones y ofertas diferentes que, en el ambiente libre y pluralista que 
debe promover una sociedad democrática, les permita establecer y confrontar 
juicios, máxime en un período de su vida en que normalmente se sienten con­
fusos, inestables y con acuciante motivación sexual, contribuyendo a su de­
sarme moral y a rodearles de una enrarecida atmósfera de desconfianza cuando 
no de repulsa hacia toda opinión contraria y en particular hacia las de aquellas 
personas -padres y educadores- que han sido hasta entonces fuente y canal 
de sus informaciones, consejos, y ejemplos, todo ello envuelto en un léxico 
que llega en ocasiones a ser procaz e indecoroso; e imbricado en este contexto 
o tono general del libro, como una parte del mismo y -desde luego- la que 
tiene específlca relevancia penal, se trata el tema de la sexualidad con un índi­
ce de Títulos y epígrafes suficientemente expresivo provocando una grave inge­
rencia en el pudor (bien individual) y en las buenas costumbres (bien colecti­
vo), con proyección social (grave escándalo o trascedencia) al herir los senti­
mientos de morigeración y recato en la medida -hic et nunc- que son poseí-
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dos por el cuerpo social, y al estar dirigido a menores con directa influencia en 
su pudor y recta formación sexual se alzaprima -como dice la S. de esta Sala 
de 9 mayo 1977- el bien jurídico personal atrayendo la tipificación calificada 
del párr. 2º del art. 431 del Código, sin que sea posible más benigna considera­
ción penal porque los temas tratados en el libro sobre sexualidad, la forma en 
que lo han sido, y encuadrados en el marco general de una obra con pretensio­
nes formativas en los términos anteriormente expuestos, inciden decisivamente 
en la personalidad individual y entorno social de sus destinatarios, con efectivo 
escándalo y grave trascedencia respecto al pudor y las buenas costumbres co­
múnmente aceptadas. 

CDO.: Que el Tribunal "a quo" al pronunciarse sobre la trascedencia del li­
bro encausado en la moral sexual colectiva se ha inclinado a la más liviana tipi­
ficación dentro de las categorías penales del escándalo público, porque no ad­
vierte un reproche social unánime -tiene gran número de detractores y de de­
fensores- y por entender que su "difusión desordenada" se había debido a 
elementos coyunturales como fueron el debate parlamentario de una ley en 
materia educativa, circunstancias extrañas -según su parecer- a la intención 
o dolo del acusado, pero ni una ni otra razón tienen esa influencia sobre la en­
tidad delictiva de los hechos, ya que por encima de la disparidad de opiniones 
que esta Sala conoce y respeta ha de situarse el criterio objetivo y equilibrado 
del órgano jurisdiccional que debe estar atento al bien general velando por las 
buenas costumbres y el "standard" moral medio, máxime cuando están en 
juego los valores morales de la infancia y de la juventud, sin que la opinión fa­
vorable de algunos sectores, por hoy minoritarios, pueda influir en la intensi­
dad del dolo del promotor de la edición que no ignoraba, por ser hecho noto­
rio recogido en el relato de la sentencia, que el libro se había publicado bajo 
censura o rectificación en algunos países, en otros se había prohibido, e inclu­
so en uno había sido objeto de condena penal, aludiendo en las líneas de pre­
sentación al impacto de su publicación y a la viva e indignada reacción social; 
y los sedicentes factores coyunturales que coadyuvaron a su difusión tampoco 
inciden en aquel elemento intencional porque el escándalo y grave trascenden­
cia no es el resultado sino característica del hecho ofensivo, e indudablemente, 
con abstracción de su efectiva difusión pero con potencia difusora concurrían 
en el libro, por los temas relativos a la moralidad sexual y el tratamiento que 
en él recibían y por la edad de los lectores a que iba dirigido, una inmanente 
trascendencia y posibilidad de escándalo; y estas razones impiden aceptar la 
postura de la parte recurrida en la vista del recurso que, sin perjuicio de hacer 
alguna referencia a la libertad de expresión y al libro encausado señalando el 
número de páginas dedicadas a la sexualidad en contraste con las destinadas a 
otros temas, se ha limitado principalmente a defender la calificación penal de 
la sentencia recurrida. 

CDO.: Que pese a esta postura polémica se ha propugnado también en el 
acto de la vista la impunidad del editor acusado con el argumento de ser cono­
cidos los autores, pero al art. 15 del C.P. en los delitos cometidos por medio de 
la imprenta u otro instrumento publicitario impone la responsabilidad penal 
de los editores cuando los autores reales "no estuvieren domiciliados en Espa­
ña" Y no existen medios para su enjuiciamiento por los Tribunales españoles, 
como contrariamente insinúa la parte recurrida, porque los Tratados de Extra­
dición en particular y en general el Convenio Europeo de Extradición ratifica­
do por España el 21 abril del año en curso no cobijan delitos de esta entidad, 
sin que sea dable apreciar una responsabilidad objetividada en pugna con el 
principio de culpabilidad que debe inspirar un derecho penal progresivo, cuan-
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do el acusado en su calidad de director de la empresa editora conocía el conte­
nido del libro y la resonancia y reacción motivada por su publicación, segÚn se 
desprende de la página dedicada a su presentación al lector. 

CDO.: Que la libertad de expresión ha sido realmente el argumento esgri­
mido en todo el curso del debate judicial para sostener la exculpación, aunque, 
en la vista del recurso se haya desplazado el centro de gravedad de la defensa 
desde el libro a la sentencia dictada en la instancia aceptando paladinamente su 
pronunciamiento condenatorio, pero la calificación delictiva que prevalece en 
la sentencia de casación exige un tratamiento completo de los puntos debati­
dos, y en relación a la libertad de expresión el art. 20 de la Constitución Espa­
ñola y solemnes declaraciones de índole supranacional la configuran no como 
un derecho absoluto, sino con limitaciones expresadas en el inciso 4, referidas 
a la protección de la juventud y de la infancia, y el art. 1 O de la misma y su­
prema norma, al aludir a las libertades constitucionalmente reconocidas, se re­
mite como criterio interpretativo a la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, norma programática que sujeta el ejercicio de todas las libertades a 
las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en 
una sociedad democrática; también los Pactos Internacionales de Derechos Ci­
viles y Políticos y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aprobados y 
ratificados por España el 13 abril 1977, tras de proclamar la libertad de expre­
sión como inherente al derecho de toda persona -art. 19 del primer Pacto­
somete su ejercicio a deberes y responsabilidades especiales, y, en particular, a 
las restricciones necesarias para la protección del orden y de la moral públicos, 
concediendo al niño una protección incondicionada frente a la familia, la so­
ciedad y el Estado -art. 24- atribuyendo a la familia, la responsabilidad del 
cuidado y educación de los hijos (art. 10 del Segundo Pacto), educación 
-añade el art. 13- que se orientará hacia el pleno desarrollo de la personalidad 
humana y del sentido de su dignidad, fortaleciendo el respeto por los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, capacitándoles para participar efecti­
vamente en una sociedad libre que propicie la comprensión, la tolerancia y la 
amistad; y si todos estos valores, como la moral y el orden público, la protec­
ción de la familia en general y de los adolescentes en particular, el desarrollo 
ordenado de su personalidad en todos los aspectos incluídas -por supuesto­
las relaciones sexuales, el respeto hacia los derechos y libertades humanas, y el 
fomento de las virtudes sociales de comprensión y tolerancia, forman parte, 
por vía directa e indirecta, de la normativa constitucional, es llano que ella 
debe estar presente y condicionar el ejercicio de la libertad de expresión, nor­
mativa que ha desconocido evidentemente el libro en cuestión con trascenden­
cia penal al atentar contra la moral sexual colectiva que a los Tribunales com­
pete dar protección y en esta dirección se inserta, como autorizado preceden­
te, la S. de 7 noviembre 1976 del Tribunal Europeo de los Derechos del Hom­
bre de Estrasburgo, al denegar el recurso de amparo frente a la sentencia con­
denatoria de los Tribunales ingleses estimando que el "libro Rojo del Cole" 
dañaba las relaciones entre maestros y alumnos, minaba influencias -como 
las de los padres- capaces de inculcar a los jóvenes moderación y sentido de 
responsabilidad de establecer un juicio equilibrado sobre algunos de los conse­
jos que les dispensaba en tono perentorio, y en orden a las relaciones sexuales 
no se distinguía por una invitación hacia la moderación sino por la tendencia 
a la depravación; en conclusión, no podría prosperar el intento de exculpar el 
libro en nombre de la libertad de expresión como pretenden las alegaciones de 
la parte recurrida ya que ha rebasado con creces los límites o restricciones im­
puestas constitucionalmente a su ejercicio al ser destinatarios los adolescentes, 
y, consecuentemente, procede la estimación del único motivo del recurso in-
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terpuesto por el Ministerio Fiscal que cita.como infringido el art. 431 del Tex­
to penal, dictándose a continuación segunda sentencia que acoja en la instancia 
la calificación delictiva de acuerdo con las previsiones del art. 902 de la L.E. 
Crim. 

(R.J.A., 1982, no 4697, pág. 2977) 
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EXTRANJEROS. DERECHO A TRABAJAR POR CUENTA 

P Ro P IA .- D. de 27 de julio de 1968 sobre Régimen de Empleo, 
Trabajo, y Establecimiento de extranjeros. en Espafia. D. de 2 de ju­
nio de 1978 sobre concesión de permiso de trabajo y autorización de 
residencia en Espafia de los extranjeros. Tratado de Reconocimiento, 
Paz y Amistad entre España y la República Argentina de 21 de sep­
tiembre de 1863. Ley de Relaciones Laborales de la Comunidad Ibe­
roamericana-Filipina. Tratados Internacionales. Cláusula de la Na­
ción más favorecida. 

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso­
Adm. ): SENTENCIA DE 16 DE SEPTEMBRE DE 1982. Ponente: D. 
Fernando Roldán Martínez. 

El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por el Abogado del 
Estado contra sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au­
diencia Territorial de Las Palmas de 3 diciembre 1980, que estimando el recur­
so contencioso-administrativo interpuesto por doña Nélida E.R., anuló la reso­
lución de la Delegación de Trabajo de Las Palmas de 13marzo1980, que ha­
bía denegado solicitud de trabajo por cuenta propia a dicha recurrente. 

Considerandos de la sentencia apelada: 

1° Que el recurso tiene como objeto el examen de la legalidad del acto ad­
ministrativo integrado por las resoluciones expresa y presunta, que se relacio­
nan en los Resultandos, del Delegado de Trabajo de Las Palmas, por las que se 
deniega la solicitud de permiso de trabajo por cuenta propia, oportunamente 
deducida por el recurrente, doña Nélida E.R. de nacionalidad argentina, con 
base en el informe desfavorable de la Comisión Provincial de Gobierno, en el 
que se refleja un incremento del paro en el trabajo y no crease riqueza en la 
provincia; dado que frente a dicho acto administrativo la recurrente, ha dedu­
cido pretensión anulatoria por entender que no se ajusta a Derecho, añadiendo 
otras pretensiones individualizadas que constituyen el fundamento o son con­
secuencia de la petición principal, en los términos que se dejan copiados del 
suplico de la demanda, en el Resultando correspondiente. 

2° Que la pretensión fundamental, por la que se reclama el derecho a tra­
bajar en España, en ejercicio de actividad por cuenta propia, a favor de la súb­
dita argentina recurrente, se sustanta en la demanda con base a una extensa 
enumeración normativa que, en lo esencial se reduce a este doble fundamen-
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tal: 1º El D. 1870 de 27 julio 1968 sobre Régimen de Empleo, Trabajo y Es­
tablecimiento de extranjeros en Espafia, en su art. 1 o aparta del régimen gene­
ral de extranjería, a las situaciones basadas en Tratados· o Convenios suscritos 
por Espafia en cuanto conservan su vigencia, y encontrándose vigente y no de­
nunciado por las partes, el Tratado de Reconocimiento, Paz y Amistad celebra­
do entre Espafia y la República Argentina el 21 septiembre 1863, ratificado 
en 20 junio 1864 y publicado en la "Gaceta de Madrid" núm. 25, en cuyo art. 
8° se dispone que "Los súbditos de S.M. Católica en la República Argentina y 
los ciudadanos de la República en Espafia, podrán ejercer libremente sus ofi­
cios y profesiión todo con arreglo a las Leyes del País en los mismos términos 
... que los que usen o usaren los de la nación más favorecida", y habida cuenta 
de que la nación más favorecida es la República Federal Alemana, cuyo trata­
do de establecimiento con Espafia, de 23 abril 1970, ratificado por Instrumen­
to de 22 febrero 1972 y 27 septiembre 1973 establece en su art. 9.1 que: 
"Los nacionales de una de las Partes podrán ejercer actividades económicas y 
profesionales en el territorio de la Parte en las mismas condiciones que sus na­
cionales", deduce el recurrente, que, con arreglo a esta normativa, por supues­
to incorporada a Derecho interno español, y respetada y amparada por la 
Constitución de 27 diciembre 1978, debe traducirse en un reconocimiento 
efectivo y concreto de su pretensión singular; y 2° La L. de 30 diciembre 
1969, núm. 118/69 sobre Relaciones Laborales de la Comunidad Iberoameri­
cana, Filipina y otros, así como la O. del Mº de Trabajo de 15 enero 1970 
O. 26) sancionan "que lo súbditos iberoamericanos ... que actualmente trabajen 
en el territorio nacional o pretendan trabajar en él, por cuenta propia o ajena, 
quedan exentos de la obligación de proveerse del permiso de trabajo que, con 
carácter general y para todos los extranjeros que realizan una actividad laboral 
en Espafia, preceptúa el art. 4º, del D. 1870/1968, de 27 julio", normativa és­
ta que avala igualmente las pretensiones laborales que se enjuician en este con­
creto recurso. 

30 Que, en efecto, tratándose de realizar trabajo por cuenta propia, una in­
terpretación armónica de la normativa que se deja citada en los Tratados de las 
República Argentina y de Alemania Federal y la conteflida en la Ley de 1969, 
de relaciones laborales de la comunidad Iberoamericana, y O. del Mº Trabajo 
que la desarrolla, de 1970, amparan decisiva y llanamente la pretensión enjui­
ciada, en aplicación estricta del principio de jerarquía normativa (art. 9.3 de la 
Constitución Española de 27 diciembre 1978), dado que, aparte del rango su­
perior de la Ley, la citada O.M. está investida de la calidad reglamentaria en 
virtud de la específica habilitación contenida en la disp. Adic. del Texto legal 
de 30 diciembre 1969, al establecer que: "Se faculta al Ministro de Trabajo 
para dictar las disposiciones que sean necesarias para el desarrollo y ejecución 
de esta Ley ... ", con lo que no cabe invocar en este caso la jerarquía normativa 
interna del art. 23 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del 
Estado, de 26 julio 1957 para deducir que el D. 1874 de 2 junio 1978, a lasa­
zón vigente en el momento de deducirse la pretensión ante la Administración y 
de producirse las resoluciones combatidas, haya venido a derogar la precitada 
Orden, expresa ni tácitamente, pues ni contiene tablas de vigencias, ni disposi­
ción derogatoria, a diferencia de la extensa lista de derogaciones del D. 1870 
de 27 julio 1968, donde figura como Decreto derogado, uno de 16 abril 1948, 
sobre equiparación, a efectos laborales, de los trabajadores argentinos a los es­
pafioles, por lo que siendo posteriores en el tiempo de L. de 30 diciembre 
1969 y la Orden de desarrollo de 15 enero 1970, y dada la claridad incontes-
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table de su expresión gramatical, se está en el caso de dictar un pronuncia­
miento estimatorio del recurso en lo que concierne a la pretensión meramente 
anulatoria de las resoluciones administrativas (expresa y presunta) impugnadas, 
en cuanto no se ajustaron al Derecho declarado en los textos legal y reglamen­
tario que se acaban de citar. 

4º Que no pueden, sin embargo, hacerse los pronunciamientos individuales 
que se piden en los aps. B y C del suplico de la demanda, el primero, porque 
supone hacer una declaración general que, siendo el fundamento de la preten­
sión específica ejercitada, desborda la misión de la actividad jurisdiccional que 
ha de constreñirse a la resolución del caso concreto; y el segundo, porque, 
tampoco es tarea de la jurisdicción dictar a la Administración las pautas que 
debe seguir para la ejecución del fallo, antes de que ésta tome las medidas que 
estime oportuno a dicho fin. 

Considerandos del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que los fundamentos consignados por la Sala de lo 
contencioso-administrativo de Las Palmas en los Considerandos de la sentencia 
apelada, no se desvirtúan, por las alegaciones del Abogado del Estado apelante, 
que basa exclusivamente su pretensión revocatoria en que la resolución impug­
nada de 13 marzo 1980 de la Delegación Provincial de Trabajo de Las Palmas 
denegatoria de la petición de Permiso de Trabajo por cuenta propia y perma­
nencia en la Isla de Gran Canaria para dedicarse al periodismo "FREELAN­
ZE", es una resolución conforme al R.D. de 2 junio 1978 sobre concesión de 
Permiso de Trabajo y autorización de residencia en España de los extranjeros, 
al amparo del cual se formuló la solicitud, por entrar dentro de las facultades 
discrecionales de la Administración otorgar o denegar dicho permiso a la vista 
de los informes preceptivos que deben ser aportados al expediente por lo que 
siendo desfavorables el de la Comisión Provincial de Gobierno de Las Palmas y 
el de la Delegación Regional de Comercio, la denegación acordada que fue 
objeto de impugnación se ajusta a la norma, argumentación que no puede ser 
aceptada por esta Sala por ser hechos bien acreditados que la peticionaria y 
recurrente doña Nélida E.R. es de nacionalidad argentina, el D. de 27 julio 
1968 excluye del régimen general que establece sobre autorizaciones de traba­
jo a extranjeros en España a las situaciones basadas en Tratados o Convenios 
Internacionales suscritos por España, y, a su vez, el art. 96 de la Constitución 
española dispone que los Tratados Internacionales válidamente celebrados al 
ser publicados en España, formarían parte del ordenamiento interno, mientras 
conserven su vigencia con arreglo a las normas previstas en los propios Trata­
dos o de acuerdo con Ja normas generales del Derecho Internacional, por lo 
que al no estar denunciado el Tratado de Reconocimiento, Paz y Amistad ce­
lebrado entre España y la Argentina de 1863 que dispone que los súbditos de 
una y otra nación puedan ejercer libremente un oficio o profesión en los mis­
mos términos de la cláusula de Nación más favorecida y habida cuenta que el 
Tratado de España con la República Federal de Alemania de 1970, establece 
que los nacionales de una de las partes podrán ejercer actividades económicas y 
profesionales en el Territorio de la Parte en las mismas condiciones que los na­
cionales, y, asimismo la L. de 30 diciembre 1969 sobre Relaciones Laborales 
de la Comunidad Iberoamericana-Filipina autorizan a los súbditos iberoameri­
canos que trabajen o pretendan trabajar en territorio nacional, por cuenta pro­
pia o ajena, quedan exentos de proveerse del permiso de trabajo que con carác­
ter general, se exige a todos Jos extranjeros, es claro que toda esta normativa 
como también las Ordenes que en virtud de específica habilitación fuera dicta­
da para el desarrollo y ejecución de lo acordado establecen una equiparación a 
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efectos laborales entre españoles y argentinos que debe ser respetada puesto 
que no quebrantan la jerarquía normativa del posterior D. de 2 junio 1978 que 
ni expresa ni tácitamente derogó toda esa anterior normativa por lo que proce­
de desestimar el recurso de apelación interpuesto y confirmar, en todas sus 
partes, la sentencia apelada; sin que existan circunstancias especiales para hacer 
una especial imposición de las costas en esta segunda instancia, 

(R.J.A., 1982, no 4872, pág. 3156) 
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PROPIA.- D. de 27 dejulio de 1978 sobre Régimen de Empleo.Tra­
bajo y Establecimiento de extranjeros en Espafia. D. de 2 de junio de 
1978 sobre concesión de permiso de trabajo y autorización de resi­
dencia en España para extranjeros. Tratado de Reconocimiento, de 
Paz y Amistad entre Espafia y la República Argentina de 21 de sep­
tiembre de 1863. Ley de Relaciones Laborales con la Comunidad 
Iberoamericana-Filipina. Tratados internacionales. Cláusula de Na­
ción más favorecida. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

CIA DE 17 DE SEPTIEMBRE DE 1982. Ponente: D. José Garralda 
Valcárcel. 

388 

El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por el Abogado del 
Estado contra sentencia de la Sala de lo contencioso-administrativo de Las Pal­
mas de 26 noviembre 1980, que estimando el recurso contencioso interpuesto 
por don Américo R.D.C., anuló resolución de la Delegación de Trabajo de Las 
Palmas de 13 marzo 1980, que había denegado solicitud de trabajo por cuenta 
propia. 

Considerandos de la sentencia apelada: 

CONSIDERANDO: Que el recurso tiene por objeto el examen de la legali­
dad del acto administrativo integrado por las resoluciones expresa y presunta, 
que se relacionan en los Resultados, del Delegado de Trabajo de Las Palmas, 
por las que se deniega la solicitud de permiso de trabajo por cuenta propia, 
oportunamente deducida por el recurrente, don Américo Roberto D.C., de na­
cionalidad argentina, con base en el informe desfavorable de la Comisión Pro­
vincial de Gobierno, en el que se refleja un incremento del paro en el trabajo 
y no crease riqueza en la provincia, dado que frente a dicho acto administra­
tivo el recurrente, ha deducido pretensión anulatoria por entender que no se 
ajusta a Derecho, añadiendo otras pretensiones individualizadas que constitu­
yen el fundamento o son consecuencia de la petición principal, en los términos 
que se dejan copiados del suplico de su demanda, en el Resultando correspon­
diente. 
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CDO.: Que la pretensión fundamental por la que se reclama el derecho a 
trabajar en España, en ejercicio de actividad por cuenta propia, a favor del súb­
dito argentino recurrente, se sustenta en la demanda con base a una extensa 
enumeración normativa que, en lo esencial se reduce a este doble fundamental: 
1 o El decreto 1870 de 27 julio 1968, sobre Régimen de Empleo, Trabajo y Es­
tablecimiento de extranjeros en España, en su artículo 1 o aparta del régimen 
general de extranjería, a las situaciones basadas en Tratados o Convenios sus­
critos por España en cuanto conserven su vigencia y encontrándose vigente y 
no denunciado por las partes, el Tratado de Reconocimiento, Paz y Amistad 
celebrado entre España y la República Argentina el 21septiembre1863, ratifi­
cado en 20 junio 1864 y publicado en la "Gaceta de Madrid" núm. 25, en cu­
yo art. 8° se dispone que "Los súbditos de S.M. Católica en la República Ar­
gentina y los ciudadanos de la República en España, podrán ejercer libremente 
sus oficios y profesiones ... todo con arreglo a las Leyes del País en los mismos 
términos ... que los que usen o usaren los de la nación más favorecida", y habi­
da cuenta de que la nación más favorecida es la República Federal Alemana, 
cuyo Tratado de establecimiento con España, de 23 abril 1970, ratificado por 
Instrumento de 22 febrero 1972 y 27 septiembre 1973, establece en su art. 9. 
1, que: "Los nacionales de una de las Partes podrán ejercer actividades econó­
micas y profesionales en el territorio de la Parte en las mismas condiciones que 
sus nacionales", deduce el recurrente, que, con arreglo a esta normativa, por 
supuesto incorporada al Derecho interno español, y respetada y amparada por 
la Constitución de 27 diciembre 1978, debe traducirse en un reconocimiento 
efectivo y concreto de su pretensión singular; y 2º La Ley de 30 diciembre 
1969, núm. 118/69, sobre Relaciones Laborales de la Comunidad Iberoameri­
cana, Filipina y otros, así como la Orden del Ministeri<i de Trabajo de 15 enero 
1970 (B.O. 26), sancionan "que los súbditos iberoamericanos ... que actual­
mente trabajen en territorio nacional o pretendan trabajar en él, por cuenta 
propia o ajena, quedan exentos de la obligación de proveerse del permiso de 
trabajo que, con carácter general y para todos los extranjeros que realizan una 
actividad laboral en España, preceptúa el art. 4º del D. 1870/1968, de 27 ju­
lio", normativa ésta que avala igualmente las pretensiones laborales que se en­
juician en este concreto recurso. 

CDO.: Que, en efecto, tratándose de realizar trabajo por cuenta propia, 
una interpretación armónica de la normativa que se deja citada en Jos trata­
dos de las Repúblicas Argentina y de Alemania Federal y la contenida en la 
Ley de 1969, de relaciones laborales de la Comunidad Iberoamericana y O. del 
Mº de Trabajo que la desarrolla, de 1970, amparan decisiva y llanamente la 
pretensión enjuiciada, en aplicación estricta del principio de jerarquía normati­
va (art. 9.3 de la Constitución española de 27 diciembre 1978), dado que, 
aparte el rango superior de la Ley, la citada O. Ministerial está investida de la 
calidad reglamentaria en virtud de la específica habilitación contenida en la 
Disposición Adicional del Texto legal de 30 diciembre 1969, al establecer que: 
"Se faculta al Mº de Trabajo para dictar las disposiciones que sean necesa­
rias para el desarrollo y ejecución de esta Ley .. .'', con lo que no cabe invocar 
en este caso la jerarquía normativa interna del art. 23 de la Ley de Régimen 
Jurídico de la Administración del Estado, de 26 julio 1957, para deducir que 
el D. 1874 de 2 junio 1978, a la sazón vigente en el momento de deducirse la 
pretensión ante la Administración y de producirse las resoluciones combatidas, 
haya venido a derogar la precitada Orden, expresa ni tácitamente, pues ni con­
tiene tabla de vigencias, ni Disposición derogatoria, a diferencia de la extensa 
lista de derogaciones del D. 1870 de 27 julio 1968, donde figura como Decreto 
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derogado, uno de 16 abril 1948 sobre equiparación, a efectos laborales, de los 
trabajadores argentinos a los españoles, por lo que siendo posteriores en el 
tiempo la Ley de 30 diciembre 1969, y la Orden de desarrollo de 15 enero 
1970, y dada la claridad incontestable de su expresión gramatical, se está en el 
caso de dictar un pronunciamiento estimatorio del recurso en lo que concier­
ne a la pretensión meramente anulatoria de las resoluciones administrativas 
(expresa y presunta) impugnadas, en cuanto que no se ajustaron al Derecho de­
clarado en los textos legal y reglamentario que se acaban de citar. 

CDO.: Que no pueden, sin embargo, hacerse los pronunciamientos indivi­
duales que se piden en los aps. B), C) y D) de suplico de la demanda, el prime­
ro, porque supone hacer una declaración general que, siendo el fundamento de 
la pretensión específica ejercitada, desborda la misión de la actividad jurisdic­
cional que ha de constreñirse a la resolución del caso concreto; y los demás, 
porque, tampoco es tarea de la jurisdicción dictar a la Administración las 
pautas que debe seguir para la ejecución del fallo, antes de que ésta tome las 
medidas que estime oportuno a dicho fin. 

1 CDO.: Que no hay méritos para un especial pronunciamiento sobre costas 
procesales. 

Considerandos del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que al haber sido acatada la sentencia por la parte que 
interpuso el recurso contencioso-administrativo, pese al pronunciamiento ad­
verso contenido en aquélla respecto a las tres últimas peticiones de la deman­
da, queda circunscrito el ámbito objetivo del presente recurso de apelación, in­
terpuesto por el defensor de la Administración y única parte personada en este 
grado jurisdiccional, al sólo punto controvertido como es la adecuación o no 
a derecho del acto administrativo impugnado, que a su vez constituye el objeto 
principal del litigio. 

CDO.: Que resulta de lo actuado ser un hecho incontrovertible que los 
súbditos de la República Argentina han disfrutado y disfrutan de un régimen 
singular en orden a la posibilidad de trabajar en España, fundado tanto por el 
régimen de reciprocidad establecido al efecto en Convenios Internacionales, 
como por las disposiciones legales de carácter interno dictadas por nuestro país 
en razón a viejos vfuculos históricos existentes con las naciones Iberoamerica­
nas y alguna otra sobre esa duplicidad de sistema más favorable que resulta de 
lo expuesto, funda la sentencia apelada su argumentación conducente a la es­
timación del recurso en su petición fundamental, que la parte apelante viene a 
combatir con base en que la Ley 118/1969 de 30 diciembre y la O. de 15 ene­
ro 1970 dictada para su desarrollo y aplicación en virtud de la autorización 
concedida al efecto por aquélla, sólo eximía a los trabajadores Iberoamerica­
nos de la obligación de proveerse del permiso de trabajo que exigía el D. 1870/ 
1968 de 27 julio, pero al establecer la exigencia de ese requisito con carácter 
general el D. 1874/1978 de 2 junio, debe entenderse prevalente éste, por ser 
norma del mismo rango legislativo que el anterior y posterior en el tiempo, 
mas esta tesis no es válida IÚ eficaz al fin pretendido, pues aparte de prescindir 
de toda la fundamentación de la sentencia apoyada en los Convenios Interna­
cionales que cita, la comparación dentro de la escala de la jerarquía normativa 
del citado D. 1874/1978, no debe hacerse con el D. 1870/1968, sino con la 
Ley 118/1969 que es la que proclamó el principio de igualdad laboral de los 
Iberoamericanos con los nacionales y de esa comparación, resulta claro el ran­
go preferente de la Ley sobre el Decreto y por consiguiente la imposibilidad 
de que éste alterara el régimen igualitario establecida por aquélla, pero es que 
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además el repetido D. 1874/1978 no derogó ni expresa ni tácitamente el De­
creto 1870/196 8, pues lejos de establecer nada al respecto, ni de resultar in­
compatible con su contenido al ser propiamente sus normas de carácter proce­
sal o de trámite, se hace en su art. 2º remisión concreta al D. 1870/1968, lo 
cual es argumento expresivo de su subsistencia pese a la promulgación del si­
guiente, que como se apuntaba se ha limitado a imponer la solicitud conjunta 
de permiso de trabajo y permiso de permanencia o autorización de residencia 
para dilucidar primero la procedencia o no de ésta por el Gobierno Civil de la 
Provincia y en el primer caso pasar el expediente al Delegado Provincial del Mi­
nisterio de Trabajo para acordar sobre el permiso de trabajo. 

(R.J.A., 1982, nº 4875, pág. 3158) 
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p Ro p IED AD IN D u STR IA L. MAR CA S.- Similitud. Estatuto de 
la Propiedad Industrial. Acuerdo de Madrid de 14 de abril de 1891. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm. ): s ENTE N -

CIA DE 18 DE SEPTIEMBRE DE 1982. Ponente: D. José L. Ruiz 
Sánchez. 

El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por "S.M., S.A.", con­
tra sentencia de la Sala 2ª de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Territorial de Madrid de 21 abril 1980, desestimatoria del recurso contencioso­
administrativo interpuesto contra resoluciones del Registro de la Propiedad 
Industrial de 16 julio 1976 y 20 octubre 1977, que concedieron la inscripción 
de la Marca "Sankt Michael". 

Considerandos de la sentencia apelada: 

CONSIDERANDO: Que la resolución recurrida dictada por el Registro de 
la Propiedad Industrial que se impugna afirma la convivencia de las marcas en­
frentadas, es decir, la concedida "Sankt Michael", núm. 402.207 para distin­
guir agua de melisa y "San Miguel" núms. 23.873, 350.097 y 356.668, para 
distinguir cervezas, vinos y abonos, prescindiendo de la núm. 501.795 al haber 
sido denegada, en base a que la semejanza existente entre ambas marcas no 
puede producir error o confusión en el mercado al actuar en sectores distintos, 
contra cuyo criterio se alza la recurrente manteniendo que aquella resolución 
que concedió la marca Sankt Michael, infringe el ordenamiento jurídico repre­
sentado por el texto del art. 124 del vigente Estatuto de la Propiedad Indus­
trial (R. 1930, 759 y N. Dice. 25009). 

CDO.: Que la semejanza entre las marcas enfrentadas de tipo fonético no 
es suficiente para cerrar el paso al registro de la marca concedida, porque el 
art. 124 citado exige que aquélla pueda inducir a error o confusión en el mer­
cado Y al protegerse por las enfrentadas productos diferentes se elimina la du­
da o mixtificación que tanto en beneficio del productor como del público con­
smnidor la Ley trata de evitar prolúbiendo el acceso al Registro de un distinti­
vo que por sus características en relación con los ya registrados ofrezca efecti­
va posibilidad de producción del indeaseable efecto señalado y aunque la plan-
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ta denominada Melisa (Melissa oficinalis) pueda servír para aromatización de 
bebidas derivadas de alcoholes naturales, no es la planta, !Ú tan siquiera su 
esencia, la protegida por la marca combatida, sino agua aromatizada, producto 
al margen de las cervezas o vinos, y ello con independencia de que la marca 
oponente es un distintivo asimismo gráfico cuyo dibujo aleja aun más la citada 
posibilidad de confusión, no estimando por ello esta Sala que la resolución re­
currida sea contraria al repetido ordenamiento jurídico al resolver la conviven­
cia registra! de las denominaciones enfrentadas. 

CDO.: Que esta estimación de la Sala se ajusta a la doctrina legal que ema­
na de reiteradas sentencias de nuestro Tribunal Supremo, de las que es reciente 
muestra y compendio la dictada con fecha 5 octubre 1978 por la Sala 3ª de di­
cho Alto Tribunal, en la que afirmando una gran semejanza entre las marcas 
enfrentadas que se indica "raya en la identidad" se establece que no basta la 
concurrencia de ese factor, sino que es preciso pueda inducír a error o confu­
sión al público consumidor por lo que la incompatibilidad exige dos requisitos: 
Uno la expresada semejanza y otro el riesgo de confundibilidad, siendo doctri­
na jurisprudencia! bien reiterada que para este segundo aspecto del problema 
ha de tenerse en cuenta los productos que respectivamente amparan, debiendo 
ser así entendida la prohibición del núm. 1 del art. 124, ya que debe partirse 
del concepto de marca que da el art. 118 como medio de distinguír los pro­
ductos de otros similares, y solamente entre tales productos similares, afirma 
el fallo, cabe la hipótesis de equivocaciones o dudas y no cuando son diferen­
tes, siendo doctrina legal que para que se produzca la denegación no es sufi­
ciente la semejanza entre las marcas, ru aun cuando como la sentencia estima 
sea prácticamente identidad, si los productos son distintos, lo que conduce a la 
desestimación del recurso. 

Considerandos del Tribunal Supremo; 

CONSIDERANDO; Que al impugnar en apelación la sentencia dictada por 
la Sala 2ª de lo Contencioso-admirustrativo de la Audiencia Territorial de esta 
capital, se exponen, reiterando los argumentos esgrimidos con anterioridad, 
bajo un prisma de subjetivación, con la finalidad de alcanzar la consecuencia 
de incompatibilización con el rechazo de la constatación registra! respecto de 
marca internacional que pretende su plena efectividad en país -España-, que 
tiene suscritos los acuerdos de la Unión, pero para llegar a una conclusión ade­
cuada, hemos de tener presente que en las marcas enfrentadas "San Miguel" y 
"Sankt Michael" exite sólo una apariencia de semejanza, pues examinadas 
comparativamente tanto en su faceta gráfica, como fonética, de acuerdo con lo 
preverudo en el art. 124-1 del Estatuto de la Propiedad Industrial de conformi­
dad con el idioma español, la conclusión que se establece es de una expresiva 
desemejanza, si bien se valora una cierta intencionalidad en su uso, pero un 
efecto que no puede rechazarse o al menos desconocerse, es que tanto el titu­
lar de la marca nacional oponente como el de la marca internacional, cuyo re­
conocimiento y efectividad se pretende pertenecen a la Unión, con las conse­
cuencias deducidas y deducibles de la legislación incorporada a los respectivos 
países -en este caso España y Alemarua- como derivación de los acuerdos 
suscritos y ratificados, con las limitaciones que comporta -art. 134 del Estatu­
to de la Propiedad Industrial en relación con el Acuerdo de Madrid de 14 abril 
1891, revisado en Washington en 1911, en La Haya en 1925, en Niza en 15 ju­
mo 1957, ratificado en 10 octubre 1958, en sus arts. 30 y 5º- de modo que 
especificada la denominación y el producto o servicio que reivindica, estos son 
los elementos que han de servir para valorar la posibilidad o no de convivencia 
pacífica. 
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CDO.: Que ya se ha señalado la diferencia en los conjuntos empleados co­
mo denominaciones identificadoras de las marcas enfrentadas, que no permite 
establecer más que una aparente o remota semejanza; circunstancia que unida 
a la mercadería concreta y específica que tiende a proteger la marca neófita 
-agua de Melisa- incluida en la clase 5ª del Nomenclator, limita de una ma­
nera extraordinaria los riesgos de confundibilidad, porque no sólo como deri­
vación de los usos que en el aspecto corriente y común de la colectividad se 
asigna al agua de Melisa, sino su inclusión en la clase 5ª del Nomenclator, hace 
que su comercialización sigan unos cauces muy diferenciados de los productos 
que protegen las marcas oponentes que redunda en la conclusión apuntada y 
que se destaca con acierto en la sentencia objeto de apelación, al poner de re­
lieve cómo los riesgos de confundibilidad no son susceptibles de producirse, 
pues se asocian a productos, a efectos y esyablecimientos diferentes, y estas 
circunstancias son las que permiten la convivencia de las marcas en parangón, 
por lo que procede la confirmación de la sentencia apelada con desestimación 
del recurso interpuesto. 

(R.J.A., 1982, nº 4880, pág. 3162) 

34 

IGUALDAD ANTE LA LEY.- Constitución española. Declara­
ción Universal de los Derechos Humanos. Convenio de Roma para la 
protección de los Derechos del Hombre. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

CIA DE 21 DE SEPTIEMBRE DE 1982. Ponente: D. Jaime Rodrí­
guez Hermida. 

El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por don Juan Anto­
nio P.M contra el Auto de la Sala ¡a de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Territorial de Madrid de 27 mayo J 982, que declaró la inadmisibili­
dad del recurso contencioso-administrativo interpuesto, al amparo de la Ley 
62/1978, de 26 diciembre, sobre designación de Profesor Ayudante de la Fa­
cultad de Derecho. 

Considerandos de la sentencia apelada: 

CONSIDERANDO: Que el art. 53-2 de la vigente Constitución, establece 
que "cualquier ciudadano podrá récabar la tutela de las libertades· y derechos 
reconocidos en el art. 14 y la sección 1 del Capítulo II ante los Tribunales or­
dinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y suma­
riedad"; y si bien es cierto que este precepto constitucional no ha sido todavía 
hoy, objeto de desarrollo y no se ha regulado el procedimiento previsto en el 
mismo, no lo es menos , que en el momento actual es de aplicación, el previs­
to en la Ley de Protección Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales de la 
Persona de 26 diciembre 1978 que, aunque de fecha posterior a la aprobación 
por las Cortes y ratificación por el pueblo de la vigente Constitución, su redac­
ción fue paralela a la misma y su origen hay que buscarlo en los Pactos de la 
Moncloa y concretamente en el acuerdo sobre el programa de actuación jurí-
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dica y pública, aprobado el 27 de octubre 1977, procedimiento especial es­
te, que si bien en el momento de la promulgación de la Ley 62/78, era de 
aplicación a los derechos fundamentales y libertades públicas en dicha Ley pre­
vistos, luego ampliada a otros derechos y libertades por el R.D. de 20 febrero 
1979 y posteriormente por la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional de 3 
octubre 1979 que en el núm. 2 de la disp. transit. 2ª, establece que: "en tanto 
no sean desarrolladas las previsiones del art. 53 .2, de la Constitución para con­
figurar el procedimiento judicial de protección de los Derechos y Libertades 
fundamentales, se entenderá que la vía judcial previa a la interposición del re­
curso de amparo será la contencioso-administrativa ordinaria o la configurada 
en la Sección 2ª de la Ley 62/1978, de 26 diciembre, sobre protección juris­
diccional de los derechos fundamrntales, a cuyos efectos el ámbito de la mis­
ma se entiende extendido a todos los derechos y libertades a que se refiere el 
expresado artículo 53, 2 de la Constitución". 

CDO.: Que el art. 14 de la Constitución, que como ya se ha dicho, está ex­
presamente mencionado por el art. 53,2 de la misma, establece que: "los espa­
ñoles son iguales ante la Ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna 
por razón de nacimiento, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social". Y tal precepto, según lo dispuesto en el 
núm. 2 del artículo 1 O de la propia Constitución, ha deser interpretado de con­
formidad con la Declaración Universal de los DerechosHumanos y los Trata­
dos y Acuerdos internacionales sobre la materia, ratificados por España, entre 
los que se encuentran el Convenio para la protección de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales, adoptado en Roma el 4 noviembre 1950 que 
en su art. 14 dice que: "el goce de los derechos y libertades reconocidos en el 
presente convenio han de ser asegurados sin distinción alguna, especialmente 
por razones de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, 
origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, naci­
miento o cualquier otra situción" y el Pacto Internacional de los Derechos Ci­
viles y Políticos hecho en Nueva York el 19 diciembre 1966, cuyo art. 26 se­
ñala que: "todas las personas son iguales ante la Ley y tienen derecho sin dis­
criminación a igual protección de la Ley. A este respecto la Ley prohibirá to­
da discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efecti­
va contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, re­
ligión, opiniones políticas de cualquier índole, origen nacional o social, posi­
ción económica, nacimiento o cualquier otra condición social''. 

CDO.: Que del conjunto de los preceptos que se acaban de transcribir, se 
deduce claramente que el derecho fundamental que se consigna en el art. 14 de 
la Constitución es el que tienen todos los españoles de no ser discriminados 
por razón de las condiciones o circunstancias personales o sociales que en el 
mismo se enumeran, que evidentemente no constituyen numerns c/ausus, sino 
que se completan con los señalados en el Acuerdo de Roma y Pacto de Nueva 
York antes transcritos; por lo que, evidentemente, la garantía contencioso­
administrativa prevista en la Ley 62-1978, sólo tiene aplicación a las discrimi­
naciones que puedan sufrir los españoles por razón de las condiciones o cir­
cunstancias a las que se acaba de hacer mención, originadas por disposiciones, 
actos jurídicos o simples vías de hecho de los Poderes Públicos del Estado, las 
Comunidades Autónomas y demás entes públicos de carácter corporativo o 
institucional, así como de sus agentes o funcionarios. 

CDO.: Que por el recurrente, en los presentes autos, no se ha alegado ni 
en vía administrativa, ni en sede jurisdiccional, que en la actuación del Ente 
Institucional, Universidad Complutense de Madrid, a través de su Rector, se 
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haya proucido una discriminación, en la resolución de su petición de nombra­
miento de Profesor Ayudante, por razón de alguna de las condiciones o cir­
cunstancias personales o sociales enumeradas en el art. 14 de la Constitución y 
preceptos del Convenio de Roma y Pacto de Nueva York, sino que lo único 
que se ha alegado por el mismo es un derecho a ser nombrado con preferencia 
a otras personas con menor puntuación media académica, con lo cual resulta 
obvio que el cauce procesal adecuado para el examen de su pretensión no pue­
de ser el previsto en la Ley 62/78, debiendo de acuerdo con la normatividad 
inmanente de este tipo especial de proceso, que postula su aplicación exclusi­
va a las pretensiones basadas, aunque sea a prima facie, en los derechos funda­
mentales y libertades públicas previstos en el art. 53.2 de la Constitución, de­
clararse la inadmisibilidad del presente recurso. 

Considerando del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que, a la vista de los pronunciamientos vertidos en el 
Auto apelado, es indudable el acierto y ponderación con que se juzgó el pro­
blema y que conllevan a su confümación, máxime si es indudable que el ape­
lante, ni en vía administrativa, ni en vía jurisdiccional ha alegado ninguna su­
puesta discriminación por razón o condiciones de circunstancias personales o 
sociales enmarcados en el art. 14 de la Constitución y preceptos del Convenio 
de Roma y Pacto de Nueva York, puesto que, lo único por él sustentado es el 
no haber sido nombrado con preferencia a otras personas con menor puntua­
ción media académica, -alegación que ni siquiera prueba-, pretensión que 
acampa fuera de este proceso especial al ser de la competencia de la Jurisdic­
ción Contencioso-Administrativa, no debiendo olvidarse que, en el mejor de 
los supuestos, dicha parte apelante no agotó la vía ordinaria, adviniendo direc­
tamente a este proceso especial, intentando crear una nueva vía o proceso es­
pecial, sin que exista materia que viabilice tal proceso extraoprdinario, pues se 
trata de una pretensión a ventilarse en un proceso ordinario y de tipo personal, 
circunstancias que nos impulsan a confirmar íntegramente el Auto apelado. 

(R.J.A., 1982, nO 4883, pág. 3165) 

35 

PROPIEDAD INDUSTRIAL. MARCAS.- Certificado de origen. 
Reciprocidad con EE.UU. de América. 

Tri~unal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): SEN TEN -

CIA DE 22 DE SEPTIEMBRE DE 1982. Ponente: D. Diego Espín 
Cánovas. 

El T.S. desestima la apelación interpuesta por "L.L., S.A." contra senten­
cia de la Sala 2ª de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Territorial 
de Madrid de 21enero1981, desestimatoria del recurso contencioso-adminis­
trativo inte1puesto contra resolución del Registro de la Propiedad Industrial de 
25 enero 1977, que concedió la marca "RESDEX''. 

CONSIDERANDO: Que la recurrente impugna la concesión de Ja marca 
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"RESDEX" por similitud con la prioritaria "REFLEX" de que es titular, 
invocando también la infracción del art. 144 núm. 6º del Estatuto de la 
Propiedad Industrial, al no exigir a la entidad concesionaria de la marca, 
de nacionalidad norteamericana, el certificado de origen, infracción pro­
cedimental que debe ser examinada previamente, ya que en su caso po­
dría impedir el examen de la cuestión de fondo planteada. 

CDO.: Que la alegada infracción procedimental debe ser rechazada por 
las razones que ya declaró esta Sala en sus SS. de 25 abril 1977 y 21 enero 
1981 que pueden sintetizarse en que la O. de 23 julio 1954 al disponer del 
certificado de origen a los súbditos norteamericanos se inspiró en el princi­
pio de igualdad por ser dispensado también dicho certificado a los españo­
les en los Estados Unidos de América, haciéndose aplicación del principio 
en reciprocidad que contempla el propio Estatuto en su art. 133, para un 
supuesto similar, así como otras leyes especiales como la de la Propiedad 
Intelectual en su art. 50 y la de Arrendamientos Urbanos en su art. 70, sin que 
por otra parte las afirmaciones de la recurrente en relación con la inobservan­
cia' del principio de igualdad por la referida O.M. hayan sido confirmadas por 
prueba que la desvirtúe todo lo que excluye la infracción del Estatuto de la 
Propiedad Industrial en cuanto a este extremo se refiere. 

CDO.: Que la alegación reiterada e insistente por la recurrente de su cri­
terio subjetivo sobre la exitencia de similitud gráfica y fonética entre las mar­
cas enfrentadas no puede desvirtuar las razones tenidas ya en cuenta en la 
Sentencia apelada, debiendo añadirse en esta instancia que la mera coinciden­
cia de sílabas, vocales o letras iniciales o finales no significa automáticamente 
la incompatibilidad registra! que según el art. 124 núm. 1 o del referido Estatu­
to se produce cuando por virtud de la semejanza pueda inducirse a error o con­
fusión en el mercado y p0r aplicación de esta doctrina ha declarado esta Sala, 
en supuestos similares al presente, la compatibilidad de distintivos de marcas, 
no obstante la existencia de oposición fundada en alguna similitud, al estimar­
se la inexistencia de motivos razonables para temer una confusión de los pro­
ductos en el mercado como entre otros, en las SS. de 30 abril 1980 (META­
BIOT compatible con BETABION), 21 mayo 1980 (PAGLISOL compatible 
con PAGLIO y con PAGLIN), 15 noviembre 1980 (PRIMOCILlNA compa­
tible con BROCILINA), 12 junio 1981 (CUSISPRAY compatible con CUTIS­
PRA Y), 8 octubre 1981 (RIF AMAX compatible con RIF AMASTENE), 1 7 
febrero 1982 (ORGEMA compatible con OMEGA), declaraciones de compati­
bilidad que han tenido en cuenta las circunstancias concurrentes en cada su­
puesto litigioso, sin que por tanto tales declaraciones puedan estimarse con­
tradictorias con otras resoluciones que a la vista de circunstancias diferentes 
han resuelto el caso concreto declarando la incompatibilidad de las marcas en­
frentadas. 

(R.J.A., 1982, n° 4887, pág. 3168) 

36 

PROPIEDAD INDUSTRIAL. MODELO DE UTILIDAD.- Falta 
de legitimación de sociedad extranjera para solicitar la nulidad de 
una inscripción. Convenios Internacionales de París (20 marzo 1883 ), 
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Londres (2 junio 1934) y La Haya (6 noviembre 1925). Ley de la 
Propiedad Industrial. 

Audiencia Territorial de Valladolid:SENTENCIA DE 22 DE SEP­

TIEMBRE DE 1981. 

CONSIDERANDO: Que, de conformidad al dictamen evacuado por la 
Abogacía del Estado, según lo establecido en el Estatuto de la Propiedad In­
dustrial de 26 de julio de 1929, en su artículo 270, número 9, esta Sala entien­
de que, en efecto, la sociedad actora, de nacionalidad portuguesa, carece de ac­
ción para solicitar la nulidad de una inscripción del modelo de utilidad número 
.. ., concedido a la "teja perfeccionada o romana", no estando por ende legiti­
mada en este proceso, al no ostentar la cualidad de fabricante o comerciante 
de modelo igual o parecido en España, condición inexcusable conforme se es­
tablece de forma no expresa, pero tácitamente deducible, en mencionado Esta­
tuto (artículo 4 o, párrafo 1°, y artículo 168, párrafo 1 º), por lo que no dero­
ga los artículos 102 y 104 de la Ley de Propiedad Industrial de 16 de mayo de 
1902, en virtud de lo dispuesto en la transitoria 6ª de aquel precepto, no te­
niendo titularidad de protección que se otorga en los artículos 7, 10 al 13 y 
1 71 de tal referido Estatuto, sobre todo teniendo en cuenta que no está pro­
bado, ni siquiera alegado, por la parte actora, que tenga la salvaguardia que 
se concedía en los convenios internacionales de París (20 de marzo de 1883 ). 
Londres (2 de junio de 1934) y La Haya (6 de noviembre de 1925) a los que 
se adhirió España el 20 de diciembre de 1955, por todo lo cual se debe deses­
timar la demanda, absolviendo al demandado de los pedimentos que se reali­
zan en el escrito anterior, sin tener que entrar en el fondo litigioso. 

(R G.D., diciembre 1982, pág. 1898) 

37 

EXTRANJEROS. DENEGACION DE SOLICITUD DE TRABA­

JO,- Convenio entre España y la República Argentina de 21 de sep­
tiembre de 1863. Tratados internacionales. Cláusula de la Nación más 
favorecida. D. de 27 de julio de 1968 sobre empleo, régimen de tra­
bajo y establecimiento en España. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

CIA DE 30 DE SEPTIEMBRE DE 1982. Ponente: D. José Pérez Fer­
nández. 

El T. S. desestima el recurso de apelación interpuesto por el Abogado del 
Estado contra sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au­
diencia Territorial de Las Palmas de 26 noviembre 1980, que estimando el re­
curso contencioso-administrativo interpuesto por dofia Eva B.B. , anuló la re­
solución de la Delegación de Trabajo de Las Palmas de 2 junio 1980, denega-
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toria de solicitud de permiso de trabajo. 

CONSIDERANDO: Que fundamentada Ja sentencia apelada en el vigor y 
virtualidad jurídica que es necesario otorgar a las normas dimanantes de los 
compromisos internacionales, llámense Tratados, Convenios, Protocolos o de 
otro modo, necesario será insistir para proclamar que el longevo Convenio sus­
crito entre España y la República Argentina en 21 septiembre 1863, ratificado 
el 20 junio 1864 y publicado en la Gaceta de Madrid núm. 25 dispone en su 
art. 8 que "Los súbditos de S. M. Católica en la República Argentina y los ciu­
dadanos de la República en España, podrán ejercer líbremente sus oficios y 
profesiones, poseer, comprar y vender por mayor y menor toda especie de bie­
nes y propiedades muebles e inmuebles, extraer del país sus valores íntegra­
mente, disponer de ellos en vida o por muerte y suceder en Jos mismos por tes­
tamento o abintestado, todo con arreglo a las leyes del país, en los mismos 
términos y bajo iguales condiciones y adeudos que usan o usaren los de la na­
ción más favorecida"; la que deberá ser considerada la República Federal Ale­
mana en cuyo tratado con España de 23 abril 1970 ratificado por Instrumento 
de 122 febrero 1972 y 27 septiembre 1973 publicado en el B.O. del Estado el 
29 noviembre 1972, establece en su art. 9.1 que "los nacionales de una de las 
Partes podrán ejercer actividades económicas y profesionales de cualquier 
clase, en el territorio de la Parte en las mismas condiciones que sus naciona­
les", constituyendo ambas normas convencionales un ensamblaje jurídico que 
se hace necesario incorporar a nuestro ordenamiento jurídico positivo, tanto 
por la propia naturaleza de las normas de que se trata hnrrrnente aceptadas, 
como por el reconocimiento que de ellas se hace en nuestras leyes fundamenta­
les, y es así, que el art. 1.5 del Título Preliminar del C. Civ. disponga: "Las 
normas jurídicas contenidas en los Tratados Internacionales no serán de aplica­
ción directa en España en tanto no hayan pasado a formar parte del ordena­
miento interno, mediante su publicación en el Boletín Oficial del Estado" lo 
que contrario sensu significa que con la publicación adquirieron la plenitud 
de efectos en el ordenamiento interno; el art. 96 de la Constitución, al dispo­
ner en su núm. 1 que "Los Tratados internacionales, válidamente celebrados, 
una vez publicado oficialmente en España formarán parte del Ordenamiento 
interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendi­
das en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas 
generales del derecho internacional" y en el núm. 2 que "para la denuncia de 
los tratados y convenios internacionales se arbitrara el mismo procedimiento 
previsto para su aplicación por el art. 94"; criterios de asunción de la normati­
va internacional por el Derecho positivo interno, que se puso en evidencia en la 
Carta de San Francisco -art. 2- al declarar que "los compromisos internacio­
nales tienen primacía en caso de conflicto o contradicción con las fuentes de 
derecho interno que pudieren diferir de lo estipulado" y en el art. 27 en 
relación con el 46 de Ja Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados 
que establece que "un estado no podrá invocar las disposiciones de su derecho 
interno corno justificación del incumplimiento de un tratado, a no ser que se 
haya producido una violación manifiesta de una norma fundamental de su 
derecho interno"; normativa que asimismo queda salvaguardada en el art. 1° 
del D. de 27 julio 1968, merecedor de cita ulterior al disponer que "El empleo, 
régimen de trabajo y establecimiento en España de los trabajadores extranjeros 
se regulará por las normas contenidas en el presente Decreto. No afectarán 
estas normas a las situaciones basadas en acuerdos contenidos en tratados o 
convenios suscritos por España en tan to conservan su vigencia". 

CDO.: Que ha de calificarse de desconcertante y contradictorio el reflejo 
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que los princ1p1os internacionales expuestos han tenido en nuestro ordena­
miento positivo, de donde se pasa del expreso reconocimiento de peculiares 
derechos en favor de determinados y concretos países, a la indiscriminación 
más absoluta, para negar a "todos" los extranjeros la facultad de trabajar en 
España sin la previa obtención del Permiso de Trabajo y llevándonos este plan­
teamiento a la obligada mención de Ja legislación interna positiva y a la correc­
ta interpretación que del problema hace la sentencia de este Tribunal de 27 fe­
brero 1970 al detenerse al enjuiciar normativa concreta "que se haya ceñido a 
aquellos compromisos, en cuyo caso será válida o se haya apartado de ellos, 
añadiendo disposiciones que sin estar amparadas por el previo nexo interna­
cional contrarían normas internas españolas de superior rango o preferente 
aplicación en cuyo supuesto será nula conforme se formula por la parte acto­
ra" y es claro que, el D. de 27 julio 1968 al disponer en el art. 4 que "para 
que un extranjero pueda trabajar en España habrá de obtener previamente la 
correspondiente autorización que se expida en forma de Permiso de Trabajo; 
la derogación expresa que de dicho precepto hace la Orden del Mº de Traba­
jo de 15 enero 1970 al declarar "que los trabajadores hispanoamericanos, por­
tugueses, brasileños, andorranos y filipinos que actualmente trabajen en terri­
torio nacional o pretendan trabajar en él, por cuenta propia o ajena, quedan 
exentos de la obligación de proveerse del Permiso de Trabajo, que con carácter 
general y para todos los extranjeros que realizan una actividad laboral en Espa­
ña, preceptúa el art. 4 del D. de 27 julio 1968" y por fin el D. de 2 junio 1978 
en el que se fundamenta la Resolución administrativa que anula la sentencia 
apelada en cuanto preceptúa en su art. 1 que "los extranjeros que pretendan 
realizar en España una actividad lucrativa por cuenta propia o ajena deberán 
solicitar simultáneamente ante el Gobierno Civil de la provincia el Permiso de 
Trabajo y el correspondiente permiso de permanencia o autorización de resi­
dencia", todo ello evidencia unos criterios rigurosamente vacilantes que si pu­
dieran ser tolerados en el tiempo en cuanto se producen como derogación ex­
presa de una norma anterior por una nueva regulación sobre la misma materia, 
lo que se advierte tanto en la legislación rigurosamente negativa para todos los 
extranjeros como la parcialmente positiva para los que se singularizan y men­
cionan, es un divorcio o falta de entendimiento para con los compromisos in­
ternacionales que acarrean y conllevan en el supuesto que nos ocupa que los 
súbditos argentinos cual la recurrente no precisan por imperativo de la norma 
convencional con su país, la obtención del Permiso de Trabajo. 

(R.J.A., 1982, n° 4917, pág. 3192) 
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COMPRAVENTA POR EXTRANJERO DE FINCA EN BALEA­

R Es. Ley de 12 de mayo de 1960, adquisición por extranjeros de 
inmuebles en zonas estratégicas del territorio nacional. 

Tribunal Supremo (Sala lª, de lo Civil}: SENTENCIA DE 30 DE 

SEPTIEMBRE DE 1982. Ponente: D. JoséBeltrándeHerediayCas­
taño. 
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Don Odd N.B. y doña Nan U.B. fonnularon ante el Juzgado de 1ª Instan­
cia de Inca demanda de juicio declarativo de menor cuantía, contra don An­
drés V. Ll. y Pollensa y Polígonos, S.A., sobre reclamación de cantidad 

El Juez de 1ª Instancia dictó sentencia, por la que, desestimando la excep­
ción de litis pendencia formulada por el demandado, desestimó la demanda, 
absolviendo a los demandados don Andrés V. Ll. y a la Entidad "Pollensa Po­
lígonos, S.A.'; sin expresa imposición de costas. Apelada la sentencia la Au· 
diencia estimando la apelación, con revocación de la sentencia apelada, y es­
timando en su petición principal la demanda, declaró que está bien hecha la 
consignación efectuada por los actores en el Juzgado de 1ª Instancia de Inca, 
por no ser superior en la fecha de la consignación lo debido por los demandan­
tes a los demandados, segÚn los términos del contrato de 15 julio 1968 a la 
cantidad de 486.636 ptas. que fae consignada; declara en consecuencia cance­
lada la obligación de pago de los actores a los demandados, condenando a es­
tos a pasar por estas declaraciones, sin expresa imposición de costas en ninguna 
de las instancias. 

Don Andrés V.Ll. interpuso recurso de casación por infracción de ley. 
El T. S. declaró no haber lugar al recurso interpuesto. 

CONSIDERANDO: Que el origen de las actuaciones de las que trae causa 
el presente recurso, es un contrato, constante en documento privado de 15 ju­
lio 1968, por el que el actual recurrente vende a los hoy recurridos súbditos 
noruegos, la parcela núm. 23 de la urbanización "Cielo de Bon Aire", en el 
término municipal de Alcudia (Mallorca), con una extensión superficial 
aproximada de 1500 m2, por el precio de 750.000 ptas. (Estipulación 1 ª) al 
que habría que añadirse el importe de la obra de construcción de un "chalet" 
que llevaría a cabo la entidad "Pollensa Poiígonos, S.A.", con un total, por 
ambos conceptos, de 1.698.318 ptas., a pagar en la forma determinada en la 
Estipulación 8ª, es decir, 332.500 que se declaran recibidas con anterioridad, 
otras 332.500, al momento de la firma del contrato, otras 400.000 antes del 
31 octubre 1969 y el resto de 633.318 ptas., mediante la entrega de 5.000 
ptas. mensuales, añadiéndose que a partir de la entrega del chalet, cuyas obras 
terminaron en el mes de julio de 1969, las cantidades pendientes devengarían 
un interés del 6 por ciento anual (Estipulación 11 ª) y que una vez satisfecha la 
totalidad del precio estipulado, el vendedor venía obligado a otorgar la corres­
pondiente escritura pública de la transmisión efectuada, en favor de los com­
pradores que podrían, si les interesaba, proceder a la declaración de obra nue­
va del inmueble (Estipulación 14); a la terminación de la obra, surgieron dis­
crepancias entre las partes, respecto del precio realmente debido, al alegar el . 
vendedor una serie de gastos extraordinarios que le hizo valorar a fines de 
1976 la suma de lo debido en 679.667 ptas., mientras que los compradores 
en mayo 1977 estimaron que lo único que eran en deber, suponían la cantidad 
de 486.636 ptas., procedimiento, ante la negativa a su aceptación por el ven­
dedor, a un expediente de consignación de dicha cifra, al que se opuso la con­
traparte, que solicitó se declarase contencioso el asunto, lo que fue estimado 
por el Juzgado de 1 a Instancia de Inca con Auto de 26 octubre 1977, dándose 
lugar con ello a la iniciación del juicio de menor cuantía por los compradores, 
con la demanda de 14 septiembre 1978, pidiendo que se declarase que lo debi­
do era aquella cantidad que antes habían consignado, lo cual aunque no fue 
acogido por el Juzgado de 1 a Instancia que declaró de oficio que el contrato 
celebrado era nulo de pleno derecho, de acuerdo con la L. de 12 mayo 1960 
fue por el contrario, acogido íntegramente por la Sentencia que ahora es obje­
to de recurso. 

CDO.: Que el Único motivo formulado, con amparo en el núm. 1 del art. 
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1692 de la L.E. Civ., se denuncia interpretación errónea de los párrs. 1° y 30 
del art. 1 o de la L. de 12 mayo 1960 que es la aplicable en atención a la fecha 
del contrato relativa a la adquisición por extranjeros de inmuebles en zonas es­
tratégicas del territorio nacional, que incluye a las Islas Baleares, donde estaba 
ubicada, como se ha dicho, la finca que fue objeto del contrato discutido, ale­
gándose en consonancia con lo proclamado "ex oficio" por la Sentencia de pri­
mer grado, que, de acuerdo con el precepto que se dice infringido, el contrato 
es nulo de pleno derecho, añadiéndose que, además es inexistente, lo cual no 
se corresponde con la normativa legal pues el contrato, como tal, existe en 
cuanto que reúne los requisitos del art.1261 del C. Civ., en relación con la li­
bertad de forma de los arts. 1278 y 1258 del mismo, y la exigencia de inscrip­
ción en el Registro de la Propiedad impuesta por la Ley de 1960 comporta en 
caso de incumplimiento una nulidad radical del art. 6º.3, también del Código 
por contravenir un precepto de ley imperativa, si concurren los presupuestos 
que la misma contempla -extraños a la esencia del contrato pero nunca una 
inexistencia como se pretende siendo incluso dudosa la sanción de nulidad ab­
soluta, pues nada impide que la inobservancia pueda ser subsanada con la pos­
terior inscripción, a los fines especiales de la ley de referencia; con la particula­
ridad, además, de que el contrato debatido -que es la ley entre las partes con­
tratantes en virtud de lo dispuesto en el art. 1091 del Código- en la Estipula­
ción 14 antes transcrita, establece la obligación de otorgamiento de la escri­
tura pública a cargo del vendedor cuando se haya satisfecho la totalidad del 
precio estipulado, momento al que habría de posponerse el problema de la 
inscripción y sus consecuencias, habida cuenta el tipo de documentos que tie­
nen acceso al Registro de la Propiedad, a los efectos de la publicidad y consi­
guiente conocimiento general, que es lo que la ley persigue. 

CDO.: Que, por otra parte, tampoco puede decirse que concurran los su­
puestos requeridos por la ley de 1960 para su efectiva publicación, pues en el 
Preámbulo de la misma se le pone en relación con las normas anteriores con­
tenidas en la L. de 23 .octubre 1935y los DD. de 28 febrero 1936 y 21 marzo 
1958, diciéndose que de lo en ellas dispuesto es obligado complemento la obli­
gatoriedad de la inscripción en el Registro de la Propiedad de los inmuebles 
pertenecientes a extranjeros para que las autoridades puedan ejercer el control 
de los actos de dominio previstos en la legislación especial; y en el art. 1 o, al 
establecer dicha obligación, se refiere a "los actos y contratos por los que se 
constituya, reconozcan, modifiquen o extingan en favor de extranjeros, el do­
minio u otros derechos reales sobre inmuebles sitos en las zonas señaladas por 
la Ley de 23 octubre 1935". La cual en su art. 2° exige la previa autorización 
del Mº de Defensa (antes de la Guerra) como único requisito para la "adquisi­
ción por entidades o individuos de naturalidad extranjera de ... fincas y terre­
nos enclavados en las zonas que a continuación se detallan (entre las que se in­
cluye la de Baleares), siempre que dichas propiedades estén situadas fuera de 
poblado y no incluídas en sus ensanches o zonas urbanizadas ... ", excepción 
que se mantiene en los DD. de 1936 y 1958 y que forzosamente tiene que con­
siderarse mantenida por la L. de 1960 que se remite a aquellas zonas, tanto las 
comprendidas, como las excluídas, porque como se dijo, no hace sino comple­
mentar lo antes exigido, careciendo de sentido reducir los efectos de la excep­
ción a la autorización ministerial, que era lo Único que entonces se requería, 
que ahora se complementa con la publicidad registra!; por lo que la normativa 
referida no puede ser aplicable al supuesto·contemplado pues es visto que lo 
que se adquiere con el contrato de 1968 es una parcela de terreno, para cons­
truir un "chalet" dentro de una urbanización (la de "Cielo de Bon Aire" del 
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término municipal de Alcudia) que está, de suyo excluida de las exigencias 
generales al respecto. 

(R.J.A., 1982, nº 4928, pág. 3202) 
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INCOMPETENCIA DE LA JURISDICCION LABORAL ESPA· 

ÑOLA.- Servicios prestados en el extranjero. Art. 10.6. del Código 
Civil. 

Tribunal Supremo (Sala 6ª, de lo Social): s ENTE N c IA DE 2 7 

DE SEPTIEMBRE DE 1982. Ponente: Juan Muñoz Campos. 
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El T.S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por lean Daniel S. contra la sentencia de la Mag. Trab., dictada en autos segui­
dos a instancia del recurrente contra Miguel B., S.A., en reclamación de canti­
dad. 

CONSIDERANDO: Que al haber declarado la sentencia recurrida la in­
competencia del orden laboral de la jurisdicción para conocer de las pretensio­
nes deducidas por la parte actora, recurrente, la Sala, examinando la prueba 
practicada ha de resolver sobre esta cuestión, preferente por su naturaleza, an­
tes de entrar en el estudio de los motivos de casación que contiene el recurso 
formalizado -SS. de 16 enero, 9 marzo, 10 abril y 22 septiembre 1982-. 

CDO.: Que los documentos aportados y de prueba practicada en el juicio 
acreditan el acierto del Magistrado de Trabajo al concr,etar, como hechos pro­
bados, que el actor prestó servicios, a una sociedad alemana, consumando sus 
actividades en Suiza y en la República Federal Alemana, sociedad aquélla que 
es la obligada a pagarle la cantidad que estima se le debe según el propio actor 
reconoce y cuya deuda queda fijada en moneda extranjera. 

CDO.: Que, en cuanto el art. 10.6 del C. Civ., dispone que "a las obligacio­
nes derivadas del contrato de trabajo, en defecto de sometimiento expreso de 
las partes les será de aplicación la Ley del lugar donde se presten los servicios'', 
al no existir, en el presente proceso, ese sometimiento expreso, debe declarar­
se que la jurisdicción del orden laboral española no es la competente para co­
nocer de la reclamación deducida por el actor contra una empresa espñola, a la 
que no prestó esos trabajos llevados a cabo en otras naciones y cuyo saldo por 
finiquito ha de pagarse en francos suizos según acuerdo entre el actor y la em­
presa deudora; en consecuencia y sin necesidad de entrar en el estudio de los 
motivos formalizados por el actor recurrente, procede declarar ajustada a De­
recho la sentencia recurrida, acorde, además, con lo que dispone el art. 2 de la 
L. Pro. Laboral. 

(R.J.A., 1982, nº 5283, pág. 3338) 
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CONTRATOS, TESTAMENTOS Y ACTOS OTORGADOS EN 

EN EL EXTRANJERO. "Locusregitactum". Arts.2.1.,1216y 1218 
del Código Civil. Prueba del Derecho extranjero. Compilación del 
Derecho Civil Especial de Baleares. 

Tribunal Supremo (Sala 1ª, de lo Civil}: SENTENCIA DE 4 DE 

OCTUBRE DE 1982. Ponente: D. Antonio Femández Rodríguez. 

Doña María P.M. dedujo ante el Juzgado de lª Instancia de Inca juicio de­
clarativo de mayor cuantía, contra doña Catalina Q.M. y contra don Jaime 
M., sobre detenninadas declaraciones. 

El Juez de lª Instancia dictó sentencia, por la que desestimando íntegra­
mente la demanda absolvió a los demandados, sin expresa imposición de cos­
tas. Apelada la sentencia la Audiencia la confim1ó, sin expresa imposición de 
costas en ambas instancias. 

Se interpuso recurso de casación por infracción de ley. 
El T.S. declaró no haber fugar al recurso interpuesto. 

CONSIDERANDO: Que procede desestimar el primero de los motivos en 
que se apoya el recurso de casación de que se trata, fundamentado, al amparo 
del núm. 1º del art. 1692 de la L.E. Civ., en violación del principio "locus re­
git actum", consagrado por el núm. 1° del art. 2º del C. Civ., y aplicación in­
debida del núm. 2º del art. 156 del Regl. del Notariado, en cuanto que, en cri­
terio de la recurrente, es consecuencia de que si bien la sentencia recurrida ha­
ce referencia a la omisión de la expresión del año de la escritura pública for­
malizada ante el Notario de Eta ples, Pas de Calais (Francia), por don Pedro Q. 
M., sin embargo la resolución no concreta cuál es la dispoción legal del aludi­
do país vecino que exige dicho requisito, porque aun reconociendo que la ínti­
ma relación que mantiene el indicado principio de derecho con la mencionada 
norma reglamentaria, en contra de Jo apreciado por la dirección técnica de di­
cha recurrente en el acto de la vista del presente recurso; posibilita su plantea­
miento unitario en un solo motivo, si es cierto que el indicado núm. 1 o del re­
ferido art. 2º del C. Civ., determina que "la forma y solemnidades de los con­
tratos y testamentos y demás actos jurídicos se regirán por la ley del país en 
que se otorguen", tampoco cabe desconocer que el núm. 2 del mismo precep­
to legal previene que "si la ley reguladora del contenido de los actos y contra­
tos exigiere para su validez una determinada forma o solemnidad, será siempre 
aplicada, incluso en caso de otorgarse aquéllos en el extranjero, que es precisa­
mente el supuesto contemplado en el juicio de que este recurso dimana, y 
concretamente en la resolución recurrida, desde el momento que el aspecto de 
la expresión del año de la escritura pública en cuestión determina una esencial 
solemnidad requerida en España por la Ley, a que alude el art. 1216 del C. Civ. 
e implícitamente demanda el art. 1218 del mismo ordenamiento jurídico, en 
cuanto afectando a la posesión y propiedad de bienes inmuebles, y singular­
mente a un vínculo jurídico que produce su donación, se rige por la ley espa­
ñola, al ser el lugar en donde los bienes objeto de controversia se hallan y re­
girse por la ley nacional del donante, que se manifiesta ser la española en la es-
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critura correspondiente, conforme a la normativa contenida en los núms. 1 y 7 
del art. 10 del C. Civ., con lo que la Sala sentenciadora de instancia ni ha viola­
do el indicado núm. 1 o del art. 2° del C. Civ., sino que lo aplicó con acierto, ni 
ha efectuado la aplicación indebida del núm. 2º del art. 156 del Regl. Notarial, 
que impone la preceptiva y obligada expresión del año del otorgamiento en 
toda escritura pública para conducir a su eficacia; siendo intrascendente al 
respecto la referencia que se hace como base fundamentadora de motivo que 
se examina a qué se contrae la sentencia recurrida "cual es la disposición legal 
del aludido país vecino -refiérese a Francia- que exige también el mismo re­
quisito" - se alude a la expresión del año del otorgamiento en la escritura tan 
citada-, ya que tal aspecto, en el ámbito probatorio, no corresponde precisar­
lo al órgano jurisdiccional, sino acreditarlo ante él la parte que pretenda esta­
blecer su derecho según la normativa de determinado derecho extranjero -en 
este caso el francés-, dado que, según tiene declarado este Tribunal en S. 26 
mayo 1887, 9 julio 1895, 19 noviembre 1904, 30 enero 1930 y 1 febrero 
1934 la cuestión relativa al derecho extranjero, y concretamente a su vigencia, 
es cuestión de hecho, y como tal precisa acreditación por la parte que lo ale­
gue, siempre que ambas partes no estén conformes con la vigencia y contenido 
de la norma extranjera aplicable, y prueba de tal naturaleza referida a la exi­
gencia de consignación en la escritura del año de su otorgamiento niega la sen­
tencia recurrida que se haya producido. 

CDO.: Que los mismos fundamentos consignados en el precedente también 
conducen a la solución desestinatoria del motivo segundo, construido al am­
paro del núm. 1 o del art. 1692 de la L. E. Civ., con base en pretendida viola­
ción del principio general "da mihi facturo, ego dabo tibi ius", consagrado en 
la doctrina jurisprudencia! que se cita, puesto que si la observancia de los re­
quisitos de la referida escritura pública han de venir acomodados a las exigen­
cias del ordenamiento jurídico español, claro es que resulta intrascendente la 
prueba de lo que al respecto venga exigido en la legislación francesa, 

CDO.: Que a igual solución desestimatoria es de llegar en orden al motivo 
tercero, formulado, con amparo en el núm. 70 del art. 1692 de la L.E. Civ., 
por entender la recurrente que en la sentencia objeto de recurso se produce 
violación del art. 1218, en sus dos párrafos del C. Civ., que confiere eficacia 
probatoria "erga omnes" respecto del motivo de su otorgamiento, así como 
contra los contratantes y sus causahabientes, en cuanto al contenido declarado 
por los primeros, pues si bien el invocado art. 1218 previene que los documen­
tos públicos hacen prueba, aún contra tercero, del hecho que motiva su 
otorgamiento y de la fecha de este, haciendo también prueba contra los 
contratantes y sus consahabientes, en cuanto a las declaraciones que hubiesen 
hecho los primeros, es sobre la indeclinable base de que se esté en presencia de 
un documento que tenga eficacia conforme al ordenamiento jurídico español, 
lo que no consta suceda en el presente caso, según viene razonado en el 
primero de los Considerandos de esta resolución, examinando el primero de los 
motivos ejercitados como soporte del recurso de casación de que se trata. 

CDO.: Que tampoco puede servir de base para llegar a la solución de casar 
la sentencia recurrida, el motivo cuarto, que se plantea por el cauce del núm. 
7º, del art. 1692 de la L.E. Civ., por pretendido error de hecho que la recu­
rrente trata de deducir de la existencia en autos de documentos, cuya existen­
cia no fue reconocida por la Sala sentenciadora de instancia, consistentes en 
certificación extendida por el Notario francés encargado al tiempo de su expo­
sición del protocolo de Etaples acreditativa de figurar en el mismo correspon­
diente al año 1935 la escritura a que se refieren los tres .motivos precedente-
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mente examinados (documento del folio 174), recibo, legalizado, librado el 4 
octubre 1935, acreditando que el otorgante de la meritada escritura, señor Q., 
abonó 41 francos a cuenta del importe de la misma (documento del folio 
1840), y certificación, también legalizada suscrita por tres notarios franceses, 
asegurando que la tan aludida escritura es totalmente válida y eficaz en Fran­
cia, motivando que la viuda del señor Q. sea en dicha nación la única heredera 
del mismo (documento del folio 181), porque si tales documentos pueden 
efectivamente conducir al reconocimiento de que la tan repetida escritura pú­
blica, a que el debate jurídico planteado se contrae, fue otorgada el 4 octubre 
1935, conforme la demandante recurrente alega, ello no quiere decir que en 
España pueda producir los efectos que se postulan en la súplica del efecto ini­
cial de demanda, desde el momento que las expresadas afirmaciones de validez 
y eficacia en Francia de la relacionada escritura y su alcance sucesorio en ella 
son inoperantes en España, desde el momento que, a tenor de lo normado en 
los núms. 1 y 8 del art. 90 del C. Civ. y núm. 7º del art. 10 del mismo Cuerpo 
Legal, la ley personal, en este caso la española que la propia demandante recu­
rrente dice que corresponde por su nacionalidad al causante don Pedro Q.M., 
es la que rige su sucesión por causa de muerte, cualesquiera que sean la natura­
leza de los bienes y el país en que se encuentran, al igual que sucede con res­
pecto a las donaciones que, en todo caso, se regirán por la ley mencionada del 
donante: 

CDO.: Que tampoco cabe acoger el motivo quinto, también amparado en 
el núm. 70 del art. 1692 de la L.E. Civ., por ser del parecer la recurrente que 
en la sentencia de instancia se produce violación de los arts. 1218 y concor­
dante 1216, del C. Civ., toda vez que la Sala sentenciadora de instancia en ma­
nera alguna niega el carácter de documentos públicos a los que vienen relacio­
nados en el precedente considerando, sino que simplemente no los ha tenido 
en cuenta, por indudablemente apreciar, certeramente, que lo en ellos consig­
nado no destruye la realidad reconocida en la mencionada resolución recurrida 
de que la escritura pública tan citada, referida en el primero de los Consode­
randos de esta Resolución, carece de eficacia en España a los fines y efectos 
pretendidos por la demandante. 

CDO.: Que la inconsistencia del motivo sexto, que, con amparo en el núm. 
1 o del art. 1692 de la L.E. Civ., se trata de fundamentar en violación del art. 
6° de la Compilación de Derechp Civil Especial de Baleares, aprobada por L. 
19 abril 1961 que establece la posibilidad de que la herencia se diera por con­
trato sucesorio, mediante las donaciones universales en todos los bienes pre­
sentes y futuros, y núms. 2 y 5 del art. 14 del C. Civ., afectantes a la vecindad 
civil común y foral, aparte de tratarse dicho art. 6º de un precepto legal de vi­
gencia con posterioridad al año 1935 en que se dice que la recurrente otorgada 
la escritura de donación con efecto ''mortis causa", surge con simplemente te­
ner en cuenta que el motivo ahora examinado parte del supuesto de no consi­
derar a don Pedro Q.M. el carácter aforado balear (Mallorquín), bien por "ius 
sanguinis", o a consecuencia de haber adquirido tal regionalidad civil por per­
manencia suficiente, ya por lugar de nacimiento, situaciones que la sentencia 
recurrida no reconoce probadas, como nítida y claramente revela la simple lec­
tura del quinto considerando de la resolución impugnada, sin destruir este 
aserto negativo la entidad recurrente por la vía o cauce del error de hecho que 
autoriza el núm. 70 del art. 1692 de la L.E. Civ., que es el único procedente 
para desvirtuar esa apreciación negativa; y más en cuanto que, aún en el su· 
puesto de entender acreditado el nacimiento de don Pedro Q.M. en Campanet 
(Mallorca), la circunstancia de alegar por la recurrente, como fundamento de 

405 



406 

JOSE ANTONIO CORRIENTE CORDOBA 

sus pretensiones, derechos provinientes de un heredamiento universal, confi­
gurado mediante donación que se alega producido el 4 octubre 1935, o sea, 
con antelación a su reconociminto en la vigente Compilación de Derecho Ci­
vil Especial de Baleares aprobada por L. 19abril1961, en todo caso se habría 
precisado que la mencionada recurrente hubiese acreditado, cual no ha efec­
tuado, que la práctica de tal institución sucesoria existiese en la referida época 
que se aduce como de otorgamiento, de la tan aludida escritura de donación, 
como se deduce del contenido de la sentencia de este Tribunal de 14 noviem­
bre 1887, que sí reconoce la posibilidad de la constitución de tal heredamiento 
en las Islas Baleares en ápoca anterior a la Compilación aludida que los regula, 
es sobre la base de que, antes de reconocerse compiladamente, se acreditase su 
práctica en el pueblo a que afectase formalmente, puesto que sólo así podría 
entrar en juego la presencia ordenadora que sanciona el núm. 2 del art. 13 del 
C. Civ., en su actual redacción por L. 17 marzo 1973 y D. 31mayo1974, esen 
esecialmente coincidente con el párr. 2° del art. 12 del mismo Cuerpo legal 
sustantivo vigente al tiempo del expresado heredamiento universal configurado 
mediante donación, toda vez que siendo la costumbre una cuestión de hecho 
paia poder apreciar su existencia, en tanto no venga reconocida por la ley la 
institución a que afecte, se precisa que se alegue y pruebe por la parte que sos­
tenga un derecho, con relación de sus circunstancias, alcance y demás preciso 
para deducir las consecuencias pretendidas, segÚn tiene declarado esta Sala en 
SS., entre otras, de 25 junio 1920, 5 diciembre 1925, 26 febrero 1926, 14 ene­
ro 1928, 23 diciembre 1943, 24 marzo 1947, 8 febrero 1951 y 21 febrero 
1957, lo que tanto quiere decir que en supuesto ahora contemplado se habría 
precisado que la tan aludida demandante recurrente hubiese alegado y proba­
do, cual no consta que haya efectuado, que en el 4 octubre 1935, en que alega 
haberse producido a medio de donación heredamiento universal por don Pedro 
Q.M. en favor de su esposa doña Marie Anne l., de quien la demandante recu­
rrente doña María P.M. pretende derivar el derecho que reclama a medio de lo 
instado en la súplica del escrito inicial de demanda, existía en Campanet (Ma­
llorca) la costumbre de vigencia consuetudinaria, esto es, la existencia de situa­
ciones fácticas constantes dimanantes de actos uniformes a través de un perío­
do de tiempo suficiente para calificar su permanencia, con convicción de que 
la observancia reiterada de una determinada norma en esos actos obedece a 
una razón de Derecho ("opinio iuris"), o sea, con alcance de racionalidad jurí­
dica, y no que pudiera provenir de meros usos, que solamente pueden ser ge­
neradores de eficacia jurídica cuando por vía de ley son consolidados al res­
pecto, y que con relación al supuesto en cuestión únicamente es susceptible 
de generar tal eficacia jurídica el precitado heredamiento universal mediante 
donación a partir de la vigencia de la Compilación del Derecho Civil Especial 
de Baleares aprobada por L. 19 abril 1961, que la reconoce y regula, pero no 
con relación a situaciones anteriores basadas simplemente en una costumbre 
que para ser reconocida como existente en 4 octubre 1935 habría de ser acre­
ditada y probada, lo que no consta hubiese sido llevado a cabo, en virtud de la 
ortodoxa aplicación del principio jurídico de que los derechos tan sólo son sus­
ceptibles de reconocimiento cuando se revela su existencia legal, bien a modo 
de costumbre admisible o de ley proclamada. 

CDO.: Que en modo alguno procede estimar que la sentencia recurrida 
produce violación del art. 1214 del C. Civ., en que se sustenta el motivo sép­
timo, con base en el núm. 7º del tan citado art. 1692 de la L.E.Civ., porque lo 
que establece dicha resolución recurrida no es que la escritura tan mencionada 
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otorgada en Francia sea inválida, sino únicamente que carece de eficacia en 
España. 

(R.J.A., 1982, nº 5537, pág. 3613) 
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EJECUCION DE SENTENCIAS EXTRANJERAS. DIVORCIO.­

Denegación de "exequatur" a sentencia de divorcio extranjera res­
pecto de consortes de nacionalidad y domicilio españoles. Compe­
tencia judicial internacional en materia de divorcio. Fraude de ley es­
pañola. 

Tribunal Supremo (Sala lª, de lo Civil). AUTO DE 5 DE OCTU­

BRE DE 1982. 

Mediante escrito presentado por don Norberto B.S., para ejecutar en Espa­
ña la sentencia dictada por el Juzgado de 1ª instancia del Distrito Judicial de 
San Cristóbal (República Dominicana(, en autos seguidos por Mª Esperanza 
E., sobre divorcio, emitido dictamen por el Mº Fiscal, el Magistrado Ponente 
declaró no ha lugar al reconocimiento y ejecución en España de la sentencia 
de divorcio, por la causa de "Mutuo consentimiento" pronunciada con fecha 
7 agosto 1981 por la "Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de 
1ª Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal" (República Dominicana) 
en proceso seguido respecto de los cónyuges don Norberto B.S. y doña Espe­
ranza N.E., ambos de nacionalidad española y domiciliados en España. 

CONSIDERANDO: Que a pesar de la inexistencia en la nueva normativa 
del Código Civil de un precepto rotundo sobre la competencia judicial interna­
cional en materia de divorcio y la imposibilidad de su modificación por acuer­
do de los cónyuges, tema que algÚn autorizado sector de la doctrina científica, 
utilizando argumentos fundados en las enseñanzas del derecho comparado, 
trata en el sentido de otorgar eficacia a la disolución del vínculo decretada 
por un Tribunal extranjero respecto de esposos españoles, salvo las excepcio­
nes de orden público interno y fraude de Ley, esta Sala en auto de 14 julio úl­
timo ha denegado el exequatur pretendido para sentencia de divorcio pronun­
ciada con arreglo a la Lex loci en cuanto a consortes de la nacionalidad españo­
la Y que había contraído matrimonio en España, criterio que conviene reiterar 
por las siguientes razones: 1 ª) La sumisión de los españoles a un Tribunal ex­
tranjero que aplica su propia Ley para disolver el matrimonio, si ya en princi­
pio no aparece acomadada a la jurisdicción exclusiva de los Tribunales patrios 
en cuestiones de derecho de familia, tradicionalmente afirmada con base en los 
derogados arts. 9, 11 -párr. 3º-, y 12 del C. Civ. y el espíritu que informa el 
art. 51 de la Ley Procesal, máxime si no es aplicada la legislación personal de 
los cónyuges, resultará desacorde con las reflas de conflicto contenidas en los 
actuales arts. 9 -párr. 1 º-, 12 párr. 1° y 107, puestos en relación con la dis­
posición adicional 1 a, núm. 1 o, de la Ley de 7 julio 1981, que atribuye la com­
petencia a los órganos jurisdiccionales españoles para conocer de las demandas 
sobre separación, divorcio y nulidad del matrimonio cuando ambos cónyuges 

407 



JOSE ANTONIO CORRIENTE CORDOBA 

tengan la nacionalidad española. 2ª) Es improcedente acceder a la ejecu­
ción de una sentencia de divorcio entre españoles pronunciada en el exranjero 
con arreglo a la /ex fori, ya que pugnaría con el estatuto personal y la atribu­
ción de competencia a los Tribunales de España por dicha disposición adicio­
nal, no alterable mediante convenio de los interesados, máxime cuando tal 
pacto ni siquiera se autoriza en el orden, mucho menos importante, de la com­
petencia territorial, según preceptúa la disposición adicional 3ª, último párra­
fo, 3ª). Aplicables de oficio por los Tribunales españoles las reglas de conflicto 
establecidas en el propio ordenamiento, según dispone el art. 12 núm. 6 del C. 
Civ., habrá de prestarse atención a los frecuentes fraudes posibles sobre lama­
teria, como la doctrina advierte, incluso recogiendo anécdotas que han pasado 
a los medios de comunicación social. 

CDO.; Que en el caso presente la improcedencia de acceder al exequatur 
pretendido así como al oportuno juego de las excepciones de fraude de ley y 
de orden público interno (arts. 954-2º, y 600 núm. 1 o de la L.E. Civ., y 12 
núm. 3 del Código sustantivo), se patentizan con resaltar que el solicitante don 
Norberto B.S., y su esposa doña María Esperanza N.E., ambos de profesión li­
beral, tienen la nacionalidad española, contrajeron matrimonio en Madrid, el 
30 diciembre 1971 y de esta capital es vecino el 1°, con domicilio en la calle 
de Puerto Rico núm. 5, según se hace constar en el apoderamiento ad litem, 
siéndolo su mujer de la población de Colmenar Viejo, en la provincia central, 
y por lo que a la sentencia extranjera de divorcio concierne aparece dictada 
por la "Cámara Civil, Comercial de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Cristóbal" en la República de Santo Domingo, 
fundándose en la única causa del "mutuo consentimiento"; particularidades 
que están evidenciando la conducta fraudulenta seguida para sustraerse a las 
cautelosas precisiones del art. 86 del C. Civ. e impedir las determinaciones que 
debería adoptar el Juez con arreglo a los arts. 90 y siguientes, de la mayor sig­
nificación cuando -como aquí acontece- existen hijos sometidos a la patria 
potestad, alcanzando con él censurable proceder de la disolución del matrimo­
nio por simple mutuo disenso al amparo de la legislación del foro, con menos­
cabo del ordenamiento que tendría que regir la situacic$n de los esposos, todo 
lo cual no es de extrañar que en definitiva provocara la oposición de la mujer 
al exequatur en tanto no sea solventado lo referente al régimen económico del 
consorcio. 

CDO.: Que por lo expuesto debe ser denegado el reconocimiento y la eje­
cución postulados, con lo demás del caso. 

(R.J.A., 1982, nº 5539, pág. 3616) 
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DIV o RCIO y SEPARA CIO N .- Ley aplicable. Art. 107 del Códi­
go Civil. Orden público y disolubilidad del matrimonio. Prueba de ley 
extranjera. 

Audiencia Territorial de Oviedo: s ENTE N c I A DE 2 o DE oc -
TUBRE DE 1982. 
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CONSIDERANDO: Que partiendo de la aplicación al supuesto de autos 
del artículo 107 del Código Civil, que remite corno ley aplicable a la separa­
ción y al divorcio a la ley nacional de los cónyuges y teniendo en cuenta que la 
que corresponde a los aquí litigantes es la ley nacional chilena, segÚn se razona 
con acierto en la recurrida por falta del requisito formal de acreditamiento de 
su domiciliación en España, necesario en los supuestos de doble nacionalidad, 
es evidente que hay que desestimar la demanda: a) Porque si bien la doctrina 
jurisprudencia! que se cita en el tercero de los considerandos de la recurrida sea 
rigurosa para la prueba de la ley extranjera, hay que tener en cuenta que con la 
reforma del título preliminar del Código Civil en 1974 el último párrafo del ar­
tículo 12 vigente es más amplio y progresivo permitiendo la prueba por cual­
quiera de los medios admitidos en la ley española, o sea que i11troducen un cri­
terio más abierto y sin olvidar en el presente caso, que cuando se trata de pre­
ceptos corno el artículo 102 del Código Civil chileno y el 19 de la Ley de Ma­
trimonio Civil, que son claros y contundentes en un sentido determinado y no 
admiten interpretaciones diversas ni duda alguna en cuanto a su contenido y 
alcance, carece de aplicación la exigencia del dictamen u opinión de los juris­
consultos, que sólo cabe recabar para dar certeza interpretativa a preceptos 
que hay que valorar en un conjunto orgánico normativo, pero no cuando la 
posible ambigüedad o distinta interpretación no es posible; b) Porque si ello es 
así, no cabe acudir tampoco a principios de orden público, de una parte por­
que si bien conforme al artículo 32, 2º de la Constitución no puede decirse 
que el divorcio es anticonstitucional, tampoco puede afirmarse que el princi­
pio de disolubilidad matrimonial haya ocupado su lugar, pues simplemente lo 
que ha ocurrido con la Ley de Divorcio es que ésta, como simple ley de carác­
ter meramente permisivo ha facultado para pedir la disolución cuando lo insta 
alguno de los cónyuges por causas previstas como de divorcio, lo cual no su­
pone que sea contrario al orden público el que los cónyuges que lo deseen lo 
mantengan indivisible; y, por otra parte, tampoco es posible sustituir, aunque 
sea eventualmente, la ley extranjera aplicable por la ley española cuando aqué­
lla no admita la disolución del matrimonio por divorcio, pues precisamente el 
Congreso de Diputados, primero y el Senado más tarde, rechazaron una en­
mienda del grupo parlamentario comunista que proponía esa solución, sin ol­
vidar que el artículo 107 de alcance local se expresa imperativamente : "se re­
girán por la ley nacional común de los cónyuges en el momento de la presen­
tación de la demanda", y c) Porque no cabe una anticipación de la concesión 
del divorcio por el hecho de que su admisión dependa sólo de que uno de los 
cónyuges se domicilie formalmente en España, pues si tal domiciliación no se 
ha practicado, ni intentado, y ello es fundamento en la sentencia recurrida de a 
la necesaria aplicación de la ley nacional chilena, y no de la española, salvo el 
supuesto rechazado del principio del orden público, es evidente que falta un 
requisito del ejercicio de la acción de divorcio, o sea una condición jurídica o 
condictio iuris, que no cabe suplir acudiendo a principios de economía proce­
sal totalmente inaplicables, 

(R. G.D., enero-febrero 1983, pág. 112) 
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DERECHO LABORAL INTERNACIONAL. Contrato de trabajo 
de espafioles en España para prestar servicios a empresa espafíola en 
el extranjero. Leyes aplicables. Relación entre el art. 10. b) del Códi­
go Civil y el art. 1.4. del Estatuto de los Trabajadores. Derecho de 
huelga. 

Tribunal Supremo (Sala 6ª, de lo Social): s ENTE N c IA DE 2 6 

DE OCTUBRE DE 1982. Ponente: D. José M. Alvarez de Miranda. 
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El T.S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por Luis María Z. Y. y otros contra la sentencia de la Mag. Trab. que desestimó 
la demanda promovida por los recurrentes contra Mannesmann Industria 
Ibérica, S.A., sobre despido. 

CONSIDERANDO: Que contra Ja sentencia de la Mag. Trab. interpusieron 
los actores recurso de casación articulando al efecto Jos siete motivos ampara­
dos procesalrnente en el núm. 5 del art. 167 de Ja L. Pro. Lab. los tres primeros 
y en el núm. 1 de dicho precepto los restantes; Jos dos primeros motivos acu­
san error de hecho en la apreciación de la prueba, pretendiendo el primero 
que se adicione el primer hecho probado, en base a los folios 41 al 212, seña­
lando que Jos actores fueron contratados en España, lo que es cierto pero irre­
levante, como Jo es también el que se incorporara un nuevo hecho probado, re­
saltando que Jos contratos suscritos por seis meses Jo fueron con sumisión a la 
legislación Laboral Española incluido lo referente al régimen disciplinario, res­
pecto al que regirá lo señalado en Ja vigente legislación laboral española en su 
actividad siderometalúrgica y reglamentaciones que rijan las relaciones labora­
les en la obra Sasol III en Secunda Trasvaal, República, de Sudáfrica, cuya adi­
ción resulta asimismo ineficaz pues la legislación Española la aplicada por el 
Magistrado para decidir el problema planteado, sin que Ja incorporación pos­
tulada trascendiera el fallo por lo que han de desestimarse ambos motivos -S. 
30 mayo 1981, entre otras-, cual entiende también el Mº Fiscal en su infor­
me. 

CDO.: Que asimismo ha de desestimarse el tercer motivo que aduce error 
de derecho en la apreciación de Ja prueba, que pretende apoyar citando como 
infringido el art. 1245 del C. Civ., en relación con el 649 párr. 2º cuyos pre­
ceptos no establecen criterio valorativo alguno; por otra parte el Juzgador pon­
derando la prueba practicada cual le otorga y exige el art. 89.2 de la L. Pro. 
Lab., sentó con la plenitud de facultad y responsabilidad que le otorga tal pre­
cepto, los hechos probados estableciendo que Jos actores ocuparon las oficinas 
de la empresa, y aparte que como señala el Mº Fiscal, tal dato no trasciende al 
fallo, es claro que obtuvo tal conclusión, no sólo del informe de la Embajada, 
sino del conjunto de la prueba practicada sin que sea factible aducir que pueda 
sustituirse su criterio, por el subjetivo y propio del recurrente, por Jo que el 
motivo segÚn estima asimismo el Mº Fiscal debe desestimarse. 

CDO.: Que en el cuarto motivo se aduce por el recurrente interpretación 
errónea del art. 1, ap. 4 del Estatuto de los Trabajadores en relación con el art. 
4.e), del mismo y art. 28,2 de la Constitución; ciertamente el derecho básico 
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de huelga existe y viene reconocido en la Constitución, como un derecho sub­
jetivo fundamentalmente comprendido en la Sección 2ª del Capítulo 2º de su 
Título 1°, con la trascedencia y garantías que ello entraña, y, así lo señala, la 
sentencia del Tribunal Constitucional de 8 abril 1981, mas esto será siempre y 
cuando, sea aplicable el Derecho Español a la relación de que se trata, en el 
supuesto contemplado, si bien el art. 1.4 del Estatuto -que deroga parcial­
mente el 10.b), del C. Civ.- estima aplicable la legislación laboral española, al 
trabajo de operarios contratados en España al servicio de empresas españolas 
en el extranjero, cual es el caso de autos, en el que la empresa española concer­
tó con la "Fluor South Africa", la relación de trabajo en Sudáfrica para lo que 
contrató trabajadores españoles, el precepto citado, establece que la aplicación 
del derecho español será "sin perjuicio de las normas de orden público aplica­
bles en el lugar de trabajo" y estando sobradamente acreditado que en Sudá­
frica está prohibida la huelga, es claro que tal derecho fundamental no se reco­
noce a dicho país, y, de ahí, que al declararse en huelga y con ocupación de 
oficinas, las autoridades sudafricanas actuaran y expulsaran a los trabajadores; 
en el caso de autos, no se discute si la huelga declarada por los trabajadores 
justificó un despido pues -pese a que pudiera haberlo producido- incluso sin 
existir prohibición en el derecho sudafricano por aplicación del derecho espa­
ñol al darse participación activa y ocupación del lugar de trabajo postulado en 
el art. 7.1 del R.D. -ley 4 marzo 1977- que no ha sido declarado inconstitu­
cional -SS. de la Sala de 9 febrero y 11 marzo 1980 entre otras- tal despido 
no existió, sino qu(.; simplemente al no avenirse la empresa a los aumentos pe­
didos por los trabajadores, que entendió no justificados, advirtiéndoles que la 
disciplina laboral se regía por las leyes del país, éstos no obstante cesaron en 
el trabajo y siguieron en tal actitud, pese a la buena disposición de la empresa 
para que reanudaran su taream y a los intentos de impedir la actuación de la 
policía, por parte del Director de la Construcción Sasol y del Proyecto Fluor 
y, después de ser desalojados pese a las gestiones de reincorporación realizadas 
por el mediador de la Embajada de España; los trabajadores no aceptaron vol­
ver al trabajo y al cesar en el mismo, sin estar amparados por el derecho de 
huelga en Sudáfrica y no reintegrarse, pese a los reiterados intentos hechos, es 
claro que como acertadamente señala el Juzgador, su conducta entraña dimi­
sión voluntaria que extingue lo contratos a tenor del art. 4 9 del Esta tu to, que 
no fue indebidamente aplicado, como se postula en el recurso cuando en reali­
dad se hizo con acierto, dados los antecedentes fácticos recogidos en los he­
chos probados, que evidencian, la voluntad de los trabajadores de no reinte­
grarse al trabajo rescindiendo así unilateral y voluntariamente la relación 1abo­
ral con la empresa. 

CDO.: Que al no existir despido por parte de la empresa, no se infringió 
por violación al no ser aplicado el art. 55 núm. 9.1. y 3 del Estatuto de los Tra­
bajadores el que establece las formalidades precisas para despido disciplinario y 
sus consecuencias, por lo que decae el motivo sexto, así como el séptimo for­
mulado subsidiariamente, para el supuesto de desestimarse los anteriores en el 
que denuncia el recurrente la infracción por violación, de los núms. 1 y 1 O del 
art. 51 del Estatuto, al partir de la afirmación de la sentencia de que pese a los 
esfuerzos de la empresa para que fueran admitidos los actores vetó su admisión 
la empresa sudafricana, cliente de la española; según la tesis del recurso se tra­
taría de un supuesto de fuerza mayor, en que debió constatarse por la autori­
dad competente tal hecho con las consiguientes consecuencias al no haberse se­
guido el procedimiento previsto al respecto; motivo que debe ser desestimado 
ya que se estima que el supuesto de autos no es el de una relación laboral que 
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se extingue por fuerza mayor, sino que extinguida la misma por voluntad uni­
lateral del trabajador se impide su nueva contratación en la empresa por "fac­
turo principis", caso que cae fuera del supuesto o hipótesis del art. 51 del Es­
tatuto; por lo expuesto y en concordancia con el informe del Mº Fiscal debe 
desestimarse el recurso. 

(R.J.A., 1982, n° 6251, pág. 4014) 
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EX TRAN JER o s. TITULO s PROFE SION ALE s. Convenio de 
Cooperación Cultural entre España y Argentina de 23 de marzo de 
1971. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): s ENTE N -

CIA DE 27 DE OCTUBRE DE 1982. Ponente: D. Jaime Rodríguez 
Hermida. 
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El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por el Abogado del 
Estado contra sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au­
diencia Nacional (Sección 2ª), de 19 enero 1981, que estimando el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por don Mario M., anuló la resolución 
del M0 Educación y Ciencia de 25 abril 1978, que había denegado la convali­
dación del título argentino de Odontólogo, y en su lugar, declaró que dicho se­
ñor tiene derecho a obtener la convalidación solicitada. 

CONSIDERANDO: Que, al reiterarse en esta vía de apelación todos y cada 
uno de los supuestos vertidos ante la Sala "a quo" por la representación del 
Estado, procede se confirme la sentencia apelada, habida cuenta que, todos y 
cada uno de ellos fueron bien examinados y enjuiciados por la sentencia enjui­
ciada, por cuanto, y por lo que respecta a la supuesta causa de inadmisibilidad 
de este proceso, so pretexto de ser de trámite los actos y resoluciones recurri­
das, este Alto Tribunal tiene que considerarlos de tal naturaleza, si bien con la 
categoría de resolutorios del problema que nos ocupa, ya que como dice Ja 
Sentencia en cuestión, el acto impugnado resolvía por vía indirecta la cuestión 
que los recurrentes habían planteado al Ministerio, implicando tal resolución 
un obstáculo insalvable a sus propósitos, de ahí que al resolver prácticamente 
lo por él pedido, esta comunicación debe calificarse de acto de trámite, pero 
resolutorio del problema planteado y, en tal medida, dicho acto debe y puede 
ser impugnado ante esta jurisdicción y, a mayor abundamiento, basta ver el 
contenido literal de las comunicaciones controvertidas para constatarse que, 
aunque expllícitamente no niegan la convalidación postulada, su contexto y 
contenido equivale a su más absoluta denegación, si tenemos en cuenta que al 
peticionarse la convalidación del título de Odontólogo expedido en Argentina 
y manifestarse en las resoluciones recurridas que en "España el título de Odon­
tólogo dejó de expedirse al crearse la Especialidad de Estomatología para la 
cual es condición indispensable estar en posesión previamente del título de Li­
cenciado en Medicina y Cirujía'', es indudable que al recurrente se le niegue to-
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da posibilidad de convalidación y, en tal supuesto, las comunicaciones o notifi­
caciones en tal sentido no pueden merecer el de simples actos de trámite, sino 
actos de tal naturaleza con un pleno valor, el de ser resolutorios al mismo tiem­
po de las pretensiones articuladas por el recurrente, por lo que debe desesti­
marse esta causa de inadmisibilidad, tal como ya lo hiciera en su día la senten­
cia apelada. 

CDO.: Que, por lo que respecta a la cuestión de fondo que esta apelación 
plantea, este Alto Tribunal tiene que reiterar la doctrina de la Sentencia apela­
da, toda vez que, la pretensión o pretensiones del recurrente está respaldada 
por el Convenio de Cooperación Cultural firmado entre España y Argentina el 
día 23 marzo 1971, y ratificado el 17 noviembre 1972 y, en tal sentido, dicho 
tratado forma parte de nuestro Ordenamiento Jurídico, tratado, con respecto 
al cual, se establece el reconocimiento mutuo de los títulos académicos de to­
do orden y grado, tal como los otorga el otro país oficialmente, y por ende, lo 
que se hace es extender a cada territorio nacional la validez de los títulos aca­
démicos del otro país firmante del acuerdo y, además, ello se hace sin ninguna 
clase de condicionamientos, requisitos o limitaciones, pues, si se hubiera que­
rido que los títulos expedidos por una Nación, para que valieran en la otra 
contratante, deberían ajustarse, en cuanto a su obtención, a los requisitos y 
misma temática de sus homónimos en la otra, así se hubiera expresado gráfica­
mente, no debiendo olvidarse que el aludido Convenio impone esta exigencia, 
ello implicaría el dejar un vacío de contenido a la citada estipulación, que tie­
ne fuerza de ley en España a través del mecanismo de la ratificación antes alu­
dida y, a mayor abundamiento, tampoco se puede olvidar el Reglamento de 
Odontólogos, y Estomatólogos de España de 13 noviembre 1950, con arreglo 
al cual además de acoger en su seno a los Odontólogos, concretamente, en su 
art. 39, prescribe que pertenecerán obligatoriamente a él todos los Estomatólo­
gos y Odontólogos españoles, o habilitados para ejercer la Estomatología y 
Odontología en territorio nacional, con lo que se razona que se está interpre­
tando el título de Odontología y la habilitación para ejercer tal profesión en 
territorio patrio, criterio que ya sostuvo esta Sala en su S. de 30 junio 1982. 

(R.J.A., 1982, n° 5812, pág. 3821) 
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EXTRANJEROS. Permisos de trabajo. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

CIA DE 2 DE NOVIEMBRE DE 1982. Ponente: D. José Pérez Fer­
nández. 

El T. S. desestima la apelación interpuesta por el A bogado del Estado con­
tra la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Territorial de Las Palmas de 4 febrero 1981, que estimando el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por doña María Lourdes R., anuló la resolu­
ción de la Delegación de Trabajo de Las Palmas de 5 agosto 1980, y declaró el 
derecho de la recurrente a que se le conceda el penniso de trabajo, 
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CONSIDERANDO: Que anulada la Resolución de la Delegación Provincial 
de Trabajo de Las Pahnas de Gran Canaria por la que se deniega a doña María 
Lourdes R. súbdita de nacionalidad portuguesa el Permiso de Trabajo por esti­
mar la sentencia apelada contraria a derecho para confirmarla; son declaracio­
nes con tenidas en la S. 6 julio 1982 de pertinente aplicación al supuesto que se 
contempla las siguientes: a) en la Ley 118/1969, de 30 diciembre se pretendió 
el reconocimiento especial y pormenorizado de la igualdad de derechos de los 
trabajadores, entre otros portugueses, residentes en nuestro país y la equipara­
ción a los nacionales, llegándose a decir en su preámbulo que "a la vista de la 
muy excepcional significación del tema, parece aconsejable dictar una dispo­
sición de la máxima jerarquía que con la solemnidad que su propio rango le 
confiere, efectúe con carácter general una expresa proclamación a todos los 
efectos de aquellos trabajadores con los trabajadores españoles" "de esta suer­
te el Estado español de modo unilateral, superando el procedimiento de acuer­
do pactado o de la reciprocidad convenida, se adelanta con la presente Ley, al 
establecimiento de esa justa y avanzada equiparación"; b) como expresión de 
esta equiparación y cumpliendo lo mandado en la Disp. Adic. de la citada Ley 
118/69 que faculta al Ministro de Trabajo para dictar las disposiciones necesa­
rias para su desarrollo y ejecución, se publicn la O. ministerial de 15 enero 
1970, eximiendo entre otros a los súbditos portugueses que "trabajen en te­
rritorio español o pretendan trabajar en él por cuenta propia o ajena", "de 
la obligación de proveerse del permiso de trabajo que, con carácter general y 
para todos los extranjeros que realizan una actividad laboral en España, pre­
ceptúa el art. 4 del Decreto 1870/68, de 27 julio; c) que a la vista de ello no 
ofrece duda que el Real Decreto 1874/78, de 2 junio vigente a la fecha de la 
petición respecto a la concesión y renovación de permiso de trabajo a los 
extranjeros no era de aplicación al supuesto examinado, al tratarse de un ex­
tranjero portugués, que queda fuera de dicha regulación general ya que existe 
una específica contenida en la Ley y Orden citada; d) sin que el art. 35 de la 
Constitución aconseje una interpretación restrictiva de esta materia. 

CDO.: Que no procede hacer expresa condena en costas por no concurrir 
las circunstancias mencionadas en el art. 131 de la Ley Jurisdiccional. 

(R.J.A., 1982, nº 6944, pág. 4545) 
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EXTRANJEROS. Penniso de trabajo. Ley de 30 de diciembre de 
1969 respecto de trabajadores iberoamericanos. Decretos 1870/ 1968 
de 27 de julio y 1874/1978. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.); SENTEN­

CIA DE 2 DE NOVIEMBRE DE 1982. Ponente: D. Julio Fernández 
Santamaría. 
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El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por el Abogado del 
Estado contra sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au-
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diencia Territorial de Las Palmas de 6 febrero 1981, estimatoria del recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por doña Verónica B.S. contra resolu­
ción de la Delegación de Trabajo de Las Palmas de 29 abril 1980. 

CONSIDERANDO: Que el Abogado del Estado impugna la sentencia ape­
lada en base~l siguiente argumento: La L. 30 diciembre 1969 establece que los 
trabajadores iberoamericanos quedan exentos de la obligación de proveerse del 
permiso de trabajo que exigía el D. 27 julio 1968 y, por tanto, si con posterio­
ridad a dicho Decreto, surge otra norma del mismo rango -D. 2junio 1978-
que vuelve a exigir para todos los trabajadores extranjeros la obtención del 
permiso de trabajo, es indudable que ha de hablarse de normas del mismo ran­
go y considerar vigente a la posterior. 

CDO.: Que esas razones del Abogado del Estado no tienen fuerza jurídica 
paa desvirtuar los acertados fundamentos de la sentencia apelada, que asumi­
mos; pero, además, esta Sala en S. de 6 julio 1982 ha sentado sobre cuestión 
debatida lo siguiente: a) en la Ley 118/1969, de 30 diciembre, se pretendió el 
reconoclmiento especial y pormenorizado de la igualdad de derechos de los 
trabajadores hispanoamericanos, entre otros, residentes en nuestro país, y la 
equiparación a los nacionales, llegándose a decir en su preámbulo que "a la vis­
ta de la muy excepcional significación del tema, parece aconsejable dictar una 
disposición de la máxima jerarquía que, con la somenidad que su propio rango 
le confiere, efectúe con carácter general una expresa proclamación de la equi­
paración a todos los efectos de aquellos trabajadores con los trabajadores es­
pañoles", "de esta suerte el Estado español, de modo unilateral, superando el 
procedlmiento de acuerdo pactado o de la reciprocidad convenida, se adelanta 
con la presente Ley al establecimiento de esa justa y avanzada equiparación"; 
b) con expresión de esta equiparación y cumpliendo lo mandado en la disposi­
ción adicional de la citada Ley 118/69, que faculta al Mº de Trabajo para dic­
tar las disposiciones necesarias para su desarrollo y ejecución, se publica la O. 
ministerial de 15 enero 1970, eximiendo, entre otros, a Jos súbditos hispano­
americanos que "trabajen en territorio español o pretendan trabajar en él, por 
cuenta propia o ajena", "de la obligación de proveerse del permiso de trabajo 
que, con carácter general y para todos los extranjeros que realizan una activi­
dad laboral en España, preceptúa el art. 40 del Decreto 1870/68 de 27 ju­
lio ... "; e) a la vista de ello no ofrece duda que el Real Decreto 1874/78 de 2 
junio, vigente a la fecha de Ja petición respecto a la concesión y renovación de 
permiso de trabajo a los extranjeros no era aplicable al supuesto examinado, al 
tratarse de un extranjero hispanoamericano, que queda fuera de dicha Regula­
ción general, ya que existe una específica contenida en la Ley y Orden citada; 
Y no puede estimarse derogada esta Orden de 15 enero 1970, que desarrolla y 
ejecuta la Ley 118/69, por el Decreto 1874/78, en donde no figura ninguna 
disposición que la deje expresamente sin efecto, como ocurrió con el D. 27 
julio 1968 en relación con el D. 16 abril 1948 -que en su art. 1 o equiparaba a 
efectos laborales los trabajadores de nacionalidad argentina a los españoles-; 
d) sin que el art. 35 de la Constitución aconseje, cual pretende el Abogado del 
Estado, una interpretación restrictiva en esta materia. 

(R.J.A., 1982, nº 6945, pág. 4546) 
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EXTRANJEROS. PERMISO DE TRABAJO. D. de 27 julio de 
1968 sobre Régimen de Empleo, Trabajo y Establecimiento de Ex­
tranjeros en España. D. de 2 de junio de 1978 sobre concesión de 
permiso de trabajo y residencia en España. Tratado de Reconoci­
miento, Paz y Amistad entre España y Argentina de 21 de septiembre 
de 1863. Ley de Relaciones Laborales de la Comunidad Iberoameri­
cana y Filipina de 30 de diciembre de 1969. Cláusula de la Nación 
más favorecida. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

CIA DE 3 DE NOVIEMBRE DE 1982. Ponente: D. José Garralda 
Valcárcel. 
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El T.S. desestima la epa/ación interpuesta por el Abogado del Estado con­
tra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Eudiencia 
Territorial de Las Palmas de 1 O diciembre 1980, que estimando el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por don Armando César Z.N. anuló la 
resolución del Delegado de Trabajo de Las Palmas de 24 abril 1980, que había 
denegado solicitud de permiso de trabajo. 

Considerandos de la Sentencia apelada: 

1º Que el primer problema a resolver, por su carácter previo y preclusivo 
de los temas de fondo litigioso, se refiere a la causa de inadmisibilidad opuesta 
por el Abogado del Estado con base en el art. 82, "e" de la Ley Reguladora de 
esta Jurisdicción de 27 diciembre 1956, dado que advirtió la falta del precep­
tivo recurso previo de reposición, que, como es sabido viene configurado en la 
Sección en la Sección 1ª, del Cap. 1 o, Título IV, de dicha Ley (arts. 52 y 53), 
con la denominación de diligencia preliminar, siendo así un requisito procesal 
previo a la vía jurisdiccional y trámite preceptivo que hay que interponer con­
tra las resoluciones que ponen fin a la vía administrativa enunciadas en el art. 
36 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración Civil del Estado de 
26 julio 1957 entre las que se encuentran las de su numeral 5, esto es, la reso­
lución de cualquier autoridad, cuando así lo establezca una disposición legal o 
reglamentaria, que en nuestro caso lo es, el art. 40 del Real Decreto 1874 de 2 
junio 1978, pero habida cuenta de que la Administración incurrió en el defec­
to de notificar al interesado la procedencia de acudir directamente a este recur­
so jurisdiccional, y denunciada esta omisión por el Abogado del Estado, se 
hacía operativo y procedente en trámite de subsanación marcado por el art. 
129 ,3 de la citada Ley Jurisdiccional, interpretado a la Luz del principio de 
que el administrado no debe sufrir las consecuencias de los errores imputables 
a la Administración, así como en el de economía procesal; con lo que habién­
dose subsanado oportunamente el defecto, no puede acogerse la excepción 
procesal denunciada. 

2 o Que en el tema de fondo se cuestiona la legalidad del acto administrati­
vo integrado por las resoluciones del Delegado Provincial de Trabajo, expresa 
(de 24 abril 1980) y presunta (desestimatoria de la reposición) por las que se 
deniega la solicitud de permiso de Trabajo por cuenta ajena, elevada por la Em-
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presa "Clínica de Nuestra Señora de la Paloma, S.A.", en favor de don Ar­
mando César Z.N., de nacionalidad argentina, con base en el informe de la Co­
misión Provincial de Gobierno en el que se consigna que la actividad no gene­
ra riqueza y se encuentra saturada, en la Provincia de Las Palmas, dado que, 
frente al acto denegatorio, el recurrente don Armando César Z.N., ha deduci­
do pretensión anulatoria por entender que es contrario a Derecho, así como 
otras pretensiones jurídicas individualizadas que constituyen el fundamento o 
son consecuencia de la pretensión principal,en los términos que se dejan co­
piados del suplico de la demanda. 

3 o Que el problema litigioso debe enjuiciarse partiendo de la situación de 
hecho de que se trata de un extranjero, súbdito de nacionalidad argentina, que 
pretende iniciar el ejercicio de una actividad remunerada y por cuenta ajena, 
en territorio español, pretensión que sustenta en una extensa enumeración 
normativa, que puede reconducirse y concretarse a este doble fundamento ar­
gumental: lº) El Decreto 1870 de 27 julio 1968 sobre Régimen de Empleo, 
Trabajo y Establecimiento de extranjeros en España, en su art. 1°, aparta del 
régimen general de extranjeros, a las situaciones basadas en Tratados o Conve­
nios suscritos por España en cuanto conserven su vigencia, y encontrándose vi­
gente y no denunciado por las Partes, el Tratado de Reconocimiento, Paz y 
Amistad celbrado entre España y la República Argentina el 21 septiembre 
1863, ratificado en 20 junio 1864 y publicado en la "Gaceta de Madrid" núm. 
25 en cuyo art. 8º se dispone que "Los súbditos de S.M. Católica en la Repú­
blica Argentina y los ciudadanos de la República en España, podrán ejercer li­
bremente sus oficios y profesiones ... todo con arreglo a las Leyes del País en 
los mismos Términos ... que los que usen o usaren los de la nación más favoreci­
da'', y habida cuenta de que la nación más favorecida es la República Federal 
de Alemania, cuyo tratado de establecimiento con España, de 23 abril 1970, 
ratificado por Instrumento de 22 febrero 1972, y publicado en los BB. OO. 
de 29 noviembre 1972 y 27 septiembre 1973, establece en su art. 9.1, que: 
"Los nacionales de una de las Partes podrán ejercer actividades económicas y 
profesionales en el territorio de la Parte, en las mismas condiciones que sus 
nacionales", deduce la recurrente, que, con arreglo a esta normativa, por 
supuesto incorporada al Derecho interno español, y representada y amparada 
por su Constitución de 27 diciembre 1978, debe traducirse en un reconoci­
miento efectivo y concreto de su pretensión singular; y 2º) La Ley 30 diciem­
bre 1969, núm. 118/69, sobre Relaciones Laborales de la Comunidad Ibero­
americana-Filipina y otros, así como la Orden del Ministerio de Trabajo de 15 
enero 1970 -B.O. 26- sanciona que "los súbditos iberoamericanos ... que 
actualmente trabajan en Territorio nacional o pretenden trabajar en él por 
cuenta propia o ajena, quedan exentos de la obligación de proveerse del 
permiso de Trabajo que, con carácter general y para todos los extranjeros que 
realizan una actividad laboral en España, preceptúa el art. 40 del D. 1870/ 
1968, de 27 julio", normativa esta que avala igualmente las pretensiones 
laborales del recurrente que se enjuician en este concreto recurso. 

4° Que el 1 o de los argumentos expuestos, cláusula de nación más favoreci­
da del Tratado con Argentina, y tratamiento de los alemanes de la República 
Federal estampado en el art. 9.1. del Tratado de establecimiento de 1970, no 
sirve para amparar la concreta pretensión de la recurrente, puesto que el art. 
10.1, de este Último tratado, añade "No obtante lo dispuesto en el art. 9, párr. 
1, de la iniciación y ejercicio de una actividad remunerada y por cuenta ajena 
por los nacionales de una de las Partes en Territorio de la otra, se regulará con 
arreglo a las disposiciones legales, y administrativas sobre empleados y trabaja­
dores de esta última Parte ... ", con algunas salvedades que figuran a continua-
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ción y que no hacen a nuestro caso, y como quiera que lo que cabalmente pos­
tula la recurrente es la iniciación de una actividad laboral remunerada y por 
cuenta ajena, es claro que tal pretensión no puede incardinarse en esta norma· 
tiva. 

5º Que sin embargo, el 2º de los argumentos, Ley de 1969, de relaciones 
laborales de la Comunidad Iberoamericana, y Orden del Ministerio de Trabajo 
que la desarrolla, de 1970, amparan decisiva y llanamente la pretensión enjui­
ciada, en aplicación estricta del princicpio de jerarquía normativa (art. 9.3 de 
la Constitución española de 27 de diciembre 1978), dado que aparte el rango 
superior de la citada Orden ministerial está investida de la calidad reglamenta­
ria en virtud de la específica habilitación contenida en la Disp. Adic. del Texto 
Legal de 30 diciembre 1969, al establecer que: "Se faculta al Ministro de Tra· 
bajo para dictar las disposiciones que sean necesarias para el desarrollo y ejecu· 
ción de esta Ley ... ", con lo que no cabe invocar en este caso la jerarquía nor­
mativa interna del art. 23 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración 
del Estado, de 26 julio 1957, para deducir que el D. 1874 de 2 junio 1978, a la 
sazón vigente en el momento de deducirse la pretensión ante la Administración 
y de producirse las resoluciones combatidas, haya venido a derogar la precitada 
Orden, expresa ni tácitamente, pues ni contiene tabla de vigencias, ni Disposi· 
ción derogatoria, a diferencia de la extensa lista de derogaciones del D. 1870 
de 27 julio 1968, donde figura como Decreto derogado, uno de 16 abril 1948 
sobre equiparación, a efectos laborales, de los trabajadores argentinos a los 
españoles, por lo que siendo posteriores en el tiempo la Ley de 30 diciembre 
1969 y la Orden de desarrollo de 15 enero 1970, y dada la claridad incontes­
table de su expresión ·gramatical, se está en el caso de dictar un pronun­
ciamiento estimatorio del recurso en lo que concierne a la pretensión mera­
mente anulatoria de las resoluciones administrativas (expresa y presunta) im· 
pugnadas, en cuanto que no se ajustan al Derecho declarado en los textos legal 
y reglamentario que se acaban de citar. 

6º Que no pueden, sin embargo, hacerse los pronunciamientos individuales 
que se piden en los aps. B) y C) del suplico de la demanda, el 1°, porque supo­
ne hacer una declaración general que, siendo el fundamento de la pretensión 
específica ejercitada, desborda la misión de la actividad jurisdiccional que ha 
de constreñirse a la resolución del caso concreto; y la 2ª, porque, tampoco es 
tarea de la jurisdicción dictar a la Administración las pautas que debe seguir 
para la ejecución del fallo, antes de que ésta tome las medidas que estime opor­
tuno a dicho fin; y sin que tampoco sea dado atender la pretensión suscitada 
"in voce'', en el acto de la vista por la defensa del recurrente, para que el Tri­
bunal se pronuncie obre los efectos académicos de la titulación universitaria de 
dicho recurrente (Psicología), convalidado por el Departamento de fülucación 
y Cincia Española porque como advierte la Sala 4ª del T. S. en su S. de 23 l'c­
brero 1980 , tal pretensión va más allá de los límites con11gurados del objeto 
del proceso, dado que éste, por su carácter revisor, no puede salirse del cauce 
marcado por el acuerdo recurrido, y por lo tanto se ha de circunscribir a 
determinar la legalidad o ilegalidad del mismo, sin posibilidad de invocar 
a una Administración extraña a la autora de aquel acto. 

Considerandos del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que al haber sido acatada la sentencia por la parte que 
interpuso el recurso contencioso-administrativo, pese al pronunciamiento ad­
verso contenido en aquélla respecto de las dos Últimas peticiones de la deman­
da, queda circunscrito al ámbito objetivo del presente recurso de apelación in­
terpuesto por el defensor de la Administración y única parte personada en este 
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grado jurisdiccional, al solo punto de la adecuación o no a derecho del acto ad­
ministrativo impugnado, que a su vez constituye el objeto principal del litigio. 

CDO: Que resulta de lo actuado ser un hecho incontrovertible que el recu­
rrente ostenta la nacionalidad argentina y que Jos súbditos de este país y algu­
nos otros vinculados al nuestro por viejos vínculos históricos, disfrutan de un 
régimen singular en orden a la posibilidad de trabajar en España, fundado esen­
cialmente en disposiciones legales de carácter interno promulgadas en nuestra 
patria, tales como la Ley 118/1969 de 30 diciembre y la Orden de 15 enero 
1970 dictadas para su desarrollo y sobre el istema más favorable que resulta de 
las mismas, funda la sentencia apelada su argumentación conducente a la esti­
mación del recurso en su petición fundamental, que la parte apelante viene a 
combatir aferrándose al régimen legal de trabajo de extranjeros que pudiéra­
mos llamar común, frente al excepcional indicado aplicable a los súbditos ar­
gentinos, entre otros, conforme a las normas especiales citadas, invocando al 
efecto el D. 1874/1978 de 2 junio a la sazón vigente, mas esta postura no es 
válida ni eficaz al fin pretendido, pues aparte de que el principio de jerarquía 
normativa consagrado en el art. 9 de la Constitución, en el 1 y 2 del C. Civ., y, 
en el 23 y 28 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración impide por 
completo pensar que ese D. 1874/1978 pudiera haber derogado la Ley 118/ 
1969 citada, su propio contenido pone de manifiesto su exclusivo carácter ad­
jetivo, limitándose a imponer la presentación conjunta del permiso de trabajo 
y permiso de permanencia o autorización de residencia, para dilucidar, 1 o la 
procedencia o no de ésta por el Gobierno Civil y en el primer caso pasar al ex­
pediente al Delegado Provincial del Ministerio de Trabajo para acordar sobre el 
permiso de este orden, pero todo ello naturalmente para los extranjeros some­
tidos al régimen común y no para los beneficiados por el régimen privilegiado 
de equiparación a los españoles, establecido para los iberoamericanos por la 
Ley y Orden señaladas 

(R.J.A., 1982, n° 6958, pág. 4556) 
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EXTRANJEROS. PERMISO DE TRABAJO. Decreto de 27 de 
julio de 1968 sobre Régimen de Empleo, Trabajo y establecimiento 
de Extranjeros en España. Tratado de Reconocimiento, Paz y Amis­
tad entre España y la República Argentina de 21 de septiembre de 
1863. Ley de 30 de diciembre de 1969 de Relaciones Laborales de la 
Comunidad Iberoamericana y Filipina. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): s ENTE N -

CIA DE 5 DE NOVIEMBRE DE 1982. Ponente: D. Fernando Rol­
dán Martínez. 

El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por el Abogado del 
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Estado contra sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Territorial de Las Palmas de 26 noviembre 1980, que estimando el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Gerardo R. G., anuló 
la resolución del Delegado de Trabajo de Las Palmas de 18 marzo 1980. 

Considerandos de la sentencia apelada: 

1° Que el recurso tiene por objeto el examen de la legalidad del acto ad­
ministrativo integrado por las resoluciones expresa y presunta, que se relacion­
nan en los Resultandos, del Delegado de Trabajo de Las Palmas, por las que se 
deniega la solicitud de permiso de trabajo por cuenta propia, oportunamente 
deducida por el recurrente don Gerardo Raúl G., de nacionalidad argentina, 
con base en el informe desfavorable de la Comisión Provincial de Gobierno, en 
el que se refleja un incremento del paro en el trabajo y no crease riqueza en la 
provincia; dado que frente a dicho acto administrativo el recurrente, ha dedu­
cido pretensión anulatoria por entender que no se ajusta a Derecho, añadiendo 
otras pretensiones individualizadas que constituyen el fundamento o son con­
secuencia de la petición principal, en los términos que se dejan copiados del 
súplico de su demanda, en el Resultando correspondiente. 

2° Que la pretensión fundamental, por la que se reclama el derecho a tra­
bajar en España, en ejercicio de actividad por cuenta propia, a favor del súbdi­
to argentino recurrente, se sustenta en la demanda con base a una extensa -
enumeración normativa que, en lo esencial se reduce a este doble fundamento: 
1 º) El D. 1870 de 27 julio 1968, sobre Régimen de Empleo, Trabajo y Esta­
blecimiento de extranjeros en España, en su art. 1 o aparta del régimen general 
de extranjería, a las situaciones basadas en Tratados o Convenios suscritos por 
España en cuanto conserven su vigencia, y encontrándose vigente y no denun­
ciado por las Partes, el Tratado de Reconocimiento, Paz y Amistad celebrado 
entre España y la República Argentina el 21 septiembre 1863, ratificado en 20 
junio 1864 y publicado en la "Gaceta de Madrid" núm. 25, en cuyo art. 8° se 
dispone que "Los súbditos de S.M. Católica en la República Argentina y los 
ciudadanos de la República en España, podrán ejercer libremente sus oficios y 
profesiones ... todo con arreglo a las Leyes del País en los mismos términos ... 
que los que usen o usaren los de la nación más favorecida", y habida cuenta de 
que la nación más favorecida es la República Federal de Alemania, cuyo Trata­
do de establecimiento con España, de 23 abril 1970, ratificado por Instrumen­
to de 22 febrero 1972 y 27 septiembre 1973, establece en su art. 9.1, que: 
"Los nacionales de una de las Partes podrán ejercer actividades económicas y 
profesionales en el territorio de la Parte en las mismas condiciones que sus na­
cionales'', deduce el recurrente, que, con arreglo a esta normativa, por supues­
to incorporada al Derecho interno español, y respetada y amparada por la 
Constitución de 27 diciembre 1978, debe traducirse en un reconocimiento 
electivo y concreto de su pretensión singular; y 2º) La Ley de 30 diciembre 
1969, núm. 118/69, sobre Relaciones Laborales de la Comunidad Iberoameri­
cana Filipina y otros, así como la Orden del Ministerio de Trabajo de 15 enero 
1970 (B.O. 26), sancionan que los súbditos iberoamericanos ... que actualmen­
te trabajan en territorio nacional o pretendan trabajar en él, por cuenta propia 
o ajena, quedan exentos de la obligación de proveerse del permiso de trabajo 
que, con carácter general y para todos los extranjeros que realizan una activi­
dad laboral en España, preceptúa el art. 4°, del D. 1870/1968, de 27 julio", 
normativa ésta que avala igualmente las pretensiones laborales que se enjuician 
en este concreto recurso. 
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3 o Que, en efecto, tratándose de realizar trabajo por cuenta propia, una in­
terpretación armónica de la normativa que se deja citada en los Tratados de las 
Repúblicas Argentina y Alemania Federal y la contenida en la L. de 1969, de 
relaciones laborales de la Comunidad Iberoamericana, y Orden del Ministerio 
de Trabajo que la desarrolla, de 1970, amparan decisiva y llanamente la preten­
sión enjuiciada, en aplicación estricta del principio de jerarquía normativa (art. 
9.3 de la Constitución española de 27 diciembre 1978), dado que, aparte el 
rango superior de la Ley, la citada Orden ministerial está investida de la cali­
dad reglamentaria en virtud de la específica habilitación contenida en la Dis­
posición Adicional del Texto legal de 30 diciembre 1969, al establecer que: 
"Se faculta al Ministerio de Trabajo para dictar las disposiciones que sean ne­
cesarias para el desarrollo y ejecución de esta Ley ... ", con lo que no cabe invo­
car en este caso la jerarquía normativa interna del art. 23 de la Ley de Régi­
men Jurídico de la Administración del Estado, de 26 julio 1957, para deducir 
que el D. 1874 de 2 junio 1978, a la sazón vigente en el momento de deducirse 
la pretensión ante la Administración y de producirse las resoluciones combati­
das, haya venido a derogar la precitada Orden, expresa ni tácitamente, pues ni 
contiene tabla de vigencias, ni Disposición derogatoria, a diferencia de la ex­
tensa lista de derogaciones del D. 1870 de 27 julio 1968, donde figura como 
Decreto derogado, uno de 16 abril 1948, sobre equiparación, a efectos labora­
les, de los trabajadores argentinos a Jos españoles, por lo que siendo posteriores 
en el tiempo la L. de 30 diciembre 1969 y la Orden de desarrollo de 15 enero 
1970, y dada la claridad incontestable de su expresión gramatical, se está en el 
caso de dictar un pronunciamiento estimatorio del recurso en lo que concierne 
a la pretensión meramente anulatoria de las resoluciones adminitrativas (expre­
sa y presunta) impugnadas, en cuanto que no se ajustaron al Derecho declara­
do en los textos legal y reglamentario que se acaban de citar. 

40 Que no pueden, sin embargo, hacerse los pronunciamientos individuales 
que se piden en los aps. B), C) y D) de suplico de la demanda, el primero, por­
que supone hacer una declaración general que, siendo el fundamento de la 
pretensión específica ejercitada, desborda la misión de la actividad jurisdiccio­
nal que ha de constreñirse a la resolución del caso concreto; y los demás, por­
que, tampoco es tarea de la jurisdicción dictar a la Administración las pautas 
que debe seguir para la ejecución del fallo, antes de que ésta tome las medidas 
que estime opor.tuno a dicho fin. 

5° Que no hay méritos para un especial pronunciamiento sobre costas pro­
cesales. 

Considerandos del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que apreciados correctamente los hechos y aplicada 
debidamente la normativa que se cita en los fundamentos de la sentencia apela­
da, procede confirmarla, por sus propios fundamentos, en todas sus partes, 
pues, como ya tiene declarado esta Sala en anteriores sentencias la L. 118/69 y 
Orden Ministerial de 15 enero 1970, aparte de los Tratados y Convenios Inter­
nacionales suscritos por España con la República Argentina y en vigencia re­
suelven el problema de la legalización del trabajo y residencia permanente en 
nuestra Patria de los trabajadores argentinos permitiéndoles ejercer libremente 
sus oficios y profesiones en los mismos términos y condiciones de los concedi­
dos a los de la Nación más favorecida, por consiguiente, en las mismas condi­
ciones que sus nacionales por lo que, en mérito de toda esta normativa, están 
exentos de proveerse del permiso de trabajo. 

(R.J.A., 1982, n° 6969, pág. 4566) 
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REPRESENTACION DE LOS TRABAJADORES EN LA CON­

FERENCIA DE LA O.I.T. Discriminación. Arts. 28.1. y 14 de la 
Constitución española. Constitución de la O.I.T. 

Tribunal Constitucional (Sala Jª): SENTENCIA DE 10 DE NO­

v IEM B RE DE 198 2. Recurso de amparo 50/1982. 
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don Manuel 
García Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel Latorre Segura, don Manuel 
Díez de Velasco Vallejo, doña Gloria Begué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer 
Morant y don Angel Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado, en 
nombre del Rey, la siguiente 

1 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo número 50/1982, promovido por Intersindical Na­
cional Galega (ING), representada por la Procuradora de los Tribunales doña 
María Cristina Huertas Vega, y bajo la dirección del Letrado don Guillermo 
Vázquez Alvarez, contra la denegación, por silencio administrativo, de que la 
recurrente fuera consultada en Ja designación de trabajadores para la reunión 
de la Conferencia Internacional del Trabajo, y en el que han comparecido el 
Abogado del Estado y el Fiscal General del Estado, siendo ponente el Magis­
trado don Angel Latorre ~egura, quien expresa el parecer de la Sala. 

L ANTECEDENTES 

1. Mediante escrito de 20 de mayo de 1981, la recurrente, lntersindical Na­
cional Galega (ING), solicitó de la Secretaría de Estado de Empleo y Relacio­
nes Laborales ser consultada en el procedimiento de designación de trabajado­
res para la 6P reunión en la Conferencia Internacional del Trabajo (OIT) y 
que se procediese a la designación de un representante de dicha central sindi· 
cal. 

2. Contra la denegación de lo solicitado, por silencio administrativo, la re­
currente interpuso recurso contencioso-administrativo ante la Audiencia Na­
cional el 27 de junio de 1981, al amparo de la Ley 62/1978, de 26 de diciem­
bre, de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales de la persona. 
La Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo desestimó la 
pretensión de la central sindical recurrente en sentencia de 6 de octubre de 
1981, impugnada ante la Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Supremo, que desestimó el recurso en su sentencia de 19 de enero de 
1982. 

3. Por medio de demanda presentada el 17 de febrero de 1982, la ING for­
muló recurso de amparo contra la denegación, por silencio administrativo, de 
la petición antes referenciada, por entender que tal denegación viola la libertad 
sindical de la recurrente, recogida en el artículo 28.1 de la Constitución Espa-
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ñola y en diversas normas internacionales de aplicación al caso, en cuanto des­
conoce uno de los principales supuestos de la libertad mencionada, cual es el 
principio de la igualdad sindical. Dicho principio ha sido infringido, según la 
central sindical recurrente, porque, aun teniendo el carácter de sindicato más 
representativo, de acuerdo con los resultados de las elecciones sindicales cele­
bradas en 1980 y en aplicación de la disposición adicional 6ª del Estatuto de 
los Trabajadores, no fue admitida para la designación antes aludida como lo 
fueron otras centrales sindicales y, en concreto, ELA-STV, que tiene como la 
recurrente una implantación a una Comunidad Autónoma, y porque la desig­
nación ya dicha no incluye ningún representante de la misma ING. 

4. Por providencia de 10 de marzo de 1982, la Sección Primera de la Sala 
Primera del Tribunal Constitucional acordó admitir a trámite la demanda y re­
querir atentamente de la Secretaría de Estado de Empleo y Relaciones Labora­
les del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la remisión de las actuaciones 
originales o testimonio de ellas, relativas a la denegación por silencio adminis­
trativo de la petición antes reseñada; de la Audiencia Nacional, la de las relati­
vas al recurso en el que se dictó la sentencia de 6 de octubre de 1981, y de la 
Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, la de la 
las relativas al recurso en que recayó sentencia de 19 de enero de 1982, con 
emplazamiento de quienes tomaron parte en los mencionados procedimientos, 
para que pudieran comparecer en el proceso constitucional en el plazo de diez 
días. 

5. Remitidas las actuaciones, realizados los emplazamientos y personado el 
Abogado del Estado, por providencia de 1 de mayo de 1982, se dio vista de las 
actuaciones al Ministerio Fiscal, al Abogado del Estado y a la Procuradora del 
recurrente para que formularan alegaciones en un plazo común de veinte días. 

6. Por escrito de 7 de junio de 1982, el Ministerio Fiscal solicitó de la Sala 
la denegación del amparo, por considerar que el concepto de "organizaciones 
sindicales más representativas" que se utiliza en el artículo 3.5 de la Constitu­
ción de la Organización Internacional del Trabajo no coincide necesariamente 
con el que se contiene en la disposición adicional 6ª del Estatuto de los Traba­
jadores, que se refiere a la representatividad ante la Administración Pública u 
otras Entidades u Organismos de carácter nacional, por lo que la pretensión de 
la central sindical actora no puede ampararse en que, de acuerdo con esa nor­
ma, ante tales organismos puedan estar representados los sindicatos de Comu­
nidad Autónoma que cuenten. en ésta con un mínimo del 15 por 100 de los 
miembros de Jos comités de empresa o delegados del personal. En cuanto a la 
desigualdad del trato entre la central recurrente y ELA-STV, estima el Minis­
terio Fiscal que está justificada por la prepotencia de esta última en su territo­
rio. 

7. Por escrito de 17 de junio de 1982, el Abogado del Estado interesó la de­
destimación del recurso de amparo, por considerar que no ha habido infrac­
ción alguna del principio de igualdad del artículo 14 por la inclusión de ELA­
STV y la exclusión de la central sindical recurrente, ya que aquélla es la central 
sindical más representativa en el País Vasco, mientras que esta última ocupa el 
tercer lugar en Ga!icia; por lo que, si bien tiene derecho a la representación na­
cional a que se refiere la disposición adicional 6ª del Estatuto de los Trabaja­
res, al superar el porcentaje allí fijado, no tiene el carácter de "más representa­
tiva" a los efectos de su representación en un organismo internacional. Entien­
de además el Abogado del Estado que el artículo 28.1 no consagra más que la 
libertad sindical -positiva y negativa-, pero deja fuera de su ámbito de protec­
ción todas las incidencias que afecten al plano dinámico u operativo, a la acti-
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vidad de los sindicatos, de modo que dicho precepto no puede resultar lesiona­
do por un eventual trato discriminatorio. 

8. Mediante escrito del 18 de junio de 1982, la representación de la parte 
actora da por reproducidas las alegaciones de su inicial escrito. 

9. Por providencia de la Sala de 27 de octubre de 1982, se señala para de­
liberación y votación el 3 de noviembre de 1982, en el que se deliberó y votó. 

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

l. La cuestión que se trata de dilucidar es la de si en el proceso de designa­
ción de los representantes de los trabajadores para la 67ª reunión de la Confe­
rencia Internacional del Trabajo por la Secretaría de Estado de Empleo y Rela­
ciones Laborales ha habido un trato discriminatorio para Intersindical Nacio­
nal Galega (ING), al quedar ésta excluida de las consultas y, en definitiva, de la 
representación, a pesar de tener el carácter de sindicato más representativo, de 
acuerdo con el criterio que fija la disposición adicional 6ª del Estatuto de los 
Trabajadores. 

De existir tal trato discriminatorio, nos hallaríamos ante un atentado al ar­
tículo 28.1 de la Constitución y al artículo 14, preceptos que deben ser exa­
minados conjuntamente, como lo hizo el Tribunal Europeo de Derechos Hu­
manos en sus sentencias de 27 de octubre de 1975 y de 6 de febrero de 1976, 
y lo ha hecho recientemente este mismo Tribunal en la suya de 22 de julio de 
1982. 

2. Según la Central Sindical recurrente, la infracción se ha producido por­
que la ING goza de la cualidad de sindicato más representativo en los términos 
de la disposición adicional 6ª del Estatuto de los Trabajadores, por ser un sin­
dicato implantado en una Comunidad Autónoma donde obtuvo más del 15 
por 100 de los votos en las elecciones sindicales de 1980, lo que le da derecho 
al mismo trato que reúnen las centrales de implantación nacional, UGT o CC. 
OO., y más en concreto, al mismo de que ha sido objeto otra central, cual es la 
ELA-STV, que tiene, como la recurrente, implantación sólo en una comunidad 
Autónoma, por lo que ni siquiera este extremo sería Justificación suficiente 
para la exclusión de la solicitante del amparo. 

3. La existencia de un sistema de pluralismo sindical, que tiene su origen en 
la libertad sindical del artículo 28 y responde en su concreta configuración a 
un proceso electoral de tipo proporcional, trae consigo la existencia de una 
multiplicidad de centrales sindicales y plantea el problema de determinar a 
cuáles de éstas ha de corresponder la representación de los intereses de los tra­
bajadores, que sería notablemente mermada en su eficacia si se atribuyese por 
igual a todos los sindicatos existentes. Para hacer frente a este problema, el or­
denamiento jurídico utiliza el criterio de la mayor representatividad para reco­
nocer a las centrales que la ostenten el derecho a defender los derechos de los 
trabajadores en la negociación colectiva o ante los organismos de la Adminis­
tración. 

Ese mismo criterio es el que utilizó el artículo 3, apartado 5, de la Consti­
tución de la Organización Internacional del Trabajo, según la cual, para la 
Conferencia los citados miembros se obligan a "designar" a los delegados y 
Consejeros Técnicos no gubernamentales, de "acuerdo con las organizaciones 
profesionales más representativas de empleadores o de trabajadores, según el 
caso, siempre que tales organizaciones existan en el país de que se trate". No 
se dan, sin embargo, reglas de valor general para determinar qué ha de enten-
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derse por organizaciones representativas ni se establece qué porcentaje o re­
presentatividad debe exigirse como mínimo para determinarlas o en qué ámbi­
to territorial ha de medirse. Los criterios para decidir cuáles son a estos efectos 
las centrales más significativas deben ser establecidas por cada Estado. Ello no 
quiere decir, sin embargo, que cualquier criterio sea Iícito, porque, como ocu­
rre siempre que está en juego el principio de igualdad, "el criterio tiene que ser 
de carácter objetivo o fundarse en elementos que no ofrezcan posibilidad de 
parcialidad o abuso" (informe 36, caso número 190, párrafo 195 del Comité 
de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT). 

Tal objetividad ha de medirse en relación con el objetivo de la designación 
de representantes, o, en concreto, con el ámbito territorial del ente o de la 
Administración ante la que ha de darse la representación, extremo éste que 
obliga a declarar infundada la tesis de la central recurrente, según la cual el cri­
terio de la disposición adicional 6ª del Estatuto de los Trabajadores sería apli­
cable en el ambito internacional. Por el contrario, hay que tener en cuenta que 
dicha disposición adicional se refiere en forma expresa a la representación "an­
te la Administración Pública u otras Entidades u Organismos de carácter na­
cional", y aquí nos hallamos ante un Organismo de carácter internacional, 
cual es la OIT. 

El que en el presente caso no se haya aplicado a la central recurrente, el cri­
terio de la citada norma, que sí se le ha aplicado, según ella misma reconoce, 
en las hipótesis contempladas por el precepto, no significa que se le haya dis­
pensado un trato desfavorable, carente de justificación. 

4. No es, por tanto, dicha norma la que ha de servirnos como criterio para 
enjuiciar la acción de la Administración en el presente caso, sino que ésta ha de 
ser contemplada a partir de la naturaleza internacional del organismo ante el 
que ha de darse la representación aquí debatida. 

La Administración Pública, tras las consultas que ha considerado oportu­
nas, ha designado representantes de las dos centrales que ha estimado más re­
presentativas en el ámbito nacional y ha designado también a un representante 
del sindicato ELA-STV y no, en cambio, del sindicato gallego hoy recurrente. 
El problema planteado se reduce, por tanto, a decidir si esta última distinción 
supone una discriminación entre ambas centrales, dado que tanto la una como 
la otra obtuvieron más del 15 por 100 de votos en las elecciones sindicales de 
la Comunidad Autónoma respectiva. Hay que advertir a este respecto que no 
es función del Tribunal Constitucional examinar la oportunidad del criterio 
adoptado, ni su mayor o menor adecuación al fin perseguido, ni decir si es el 
mejor de los posibles que puedan aplicarse. La función del Tribunal Constitu­
cional es solamente resolver si en este caso concreto la decisión de la Adminis­
tración puede calificarse de arbitraria y discriminatoria, por no estar fundada 
en unos hechos que expliquen la distinción establecida entre ambas centrales. 
De los antecedentes resulta que el sindicato vasco (ELA-STV) obtuvo el primer 
puesto en las elecciones sindicales de su Comunidad Autónoma, mientras que 
la central gallega (ING) recurrente consiguió el tercero en la suya, lo que cons­
tituye un elemento diferencial entre ambas que permite calificar la decisión 
gubernamental como no arbitraria o discriminatoria y conduce, en consecuen­
cia, a la desestimación del recurso, por no haberse producido infracción del ar­
tículo 14 de la Constitución. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la autori-
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dad que le confiere la Constitución de la Nación Española, 

Ha decidido: 

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por la Intersindical Nacional 
Galega. 

Publíquese esta sentencia en el "Boletín Oficial del Estado". 

Madrid, diez de noviembre de mil novecientos ochenta y dos.- Manuel 
García-Pelayo y Alonso.- Angel Latorre Segura.- Manuel Diez de Velasco Va­
llejo.- Gloria Begué Cantón.- Rafael Gómez-Ferrer Morant.- Angel Escudero 
del Corral.- Firmados y rubricados. 

(B,J.C., 1982, diciembre, pág. 1023) 

50 

M A T R IM o N IO. Matrimonio canónico. Sentencias de nulidad de 
matrimonio canónico y decisiones pontificias sobre matrimonio rato 
y no consumado. Acuerdo de 3 de enero de 1979 entre el Estado Es­
pañol y la Santa Sede. 

Tribunal Constitucional (Sala 2ª ): SENTENCIA DE 12 DE NO­

VIEMBRE DE 1982. Recurso de amparo 131/1982. 
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La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don Jeróni­
mo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco Rubio Llorente, don Luis 
Díez Picazo y Ponce de León, don Francisco Tomás y Valiente, don Plácido 
Fernández Viagas y don Antonio Truyol Serra, Magistrados, ha pronunciado, 
en nombre del Rey, la siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo número 131/1982, promovido por doña Catalina 
María Zorrilla Villarreal, representada por el Procurador don Justo Alberto 
Requejo y Pérez Soto, contra auto de 12 de marzo de 1982 dictado por el Juz­
gado de Primera Instancia número 23 de Madrid denegatorio de ejecución a 
efectos civiles de sentencia canónica de nulidad matrimonial. Habiendo compa­
recido el Ministerio Fiscal y siendo ponente el Magistrado don Plácido Fernán­
dez Viagas, quien expresa el parecer de la Sala, 

l. ANTECEDENTES 

lo Don Justo Alberto Requejo y Pérez Soto, Procurador de los Tribunales, 
en nombre y representación de doña Catalina Zorrilla Villarreal, que acreditó 
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con copia de la escritura de poder que acompañaba, compareció ante este Tri­
bunal mediante escrito de 6 de abril del presente año e interpuso recurso de 
amparo constitucional, fundado, según dijo, en violación de los artículos 14, 
16.3 y 24 de la Constitución, cometida por auto de 12 de marzo de 1982 
dictado por el Juzgado de Primera Instancia número 23 de Madrid, cuya copia 
acompañó y que denegaba la ejecución a efectos civiles de la sentencia de nuli­
dad de matrimonio dictada por el Venerable Tribunal Eclesiástico de la Dióce­
sis de Madrid-Alcalá el 13 de mayo de 1980. El recurso se basaba en los si­
guientes HECHOS: 

El recurrente interpuso demanda de nulidad matrimorual ante el Tribunal 
del Arzobispado de Madrid-Alcalá el 8 de febrero de 1978, demanda que fue 
admitida y contestada en la indicada fecha. Dicho Tribunal era el único com­
petente para tramitar causa de nulidad entre personas casadas canórucamente, 
de acuerdo con lo establecido en el Concordato de 28 de agosto de 1953; la 
sentencia a la que nos referimos, por tanto, fue dictada por el Tribunal al que 
daba validez el Estado español; la competencia de los Tribunales eclesiásticos 
en esta materia era exclusiva, como lo reconoce el Acuerdo entre la Santa Sede 
Y el Estado español en Orden de 3 de enero de 1979, cuya disposición transito­
ria segunda ordena que las causas pendientes sigan tramitándose ante ellos y 
que las sentencias tendrán efectos civiles; esta disposición transitoria ha sido 
violada por el Juzgado de Primera Instancia número 23 cuando se le deniegan 
sus efectos civiles; el intento del Juzgado civil de aplicar un derecho positivo 
implica la indefensión de la recurrente, la discriminación por causa de religión 
y el incumplimiento de un acuerdo internacional suscrito por el Estado espa­
ñol, pues se trata de una sentencia dictada por un Tribunal español competen­
te, lo que implica la inaplicabilidad del artículo 80 del Código Civil y 954 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil; en cuanto a los fundamentos de derecho, des­
pués de alegar lo conveniente respecto a jurisdicción y competencia, capacidad 
y legitimación, postulación y fondo, ratificaba que se trata de un supuesto del 
artículo 44 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, habiendo cumpli­
do los requisitos exigidos respecto a agotamiento de los recursos y a que la vio­
lación del derecho es imputable de modo inmediato y directo a una omisión de 
un Órgano judicial y, en lo posible, debe estimarse cumplido el requisito de in­
vocación formal del derecho vulnerado, por lo que se terminaba con la súplica 
de que, previos los trámites legales, se dictara en su día sentencia conceciendo 
el amparo solicitado con declaración de nulidad del auto recurrido y el resta­
blecimiento de los derechos vulnerados. 

2° Con fecha 12 de mayo siguiente la Sección Tercera de este Tribunal 
acordó admitir a trámite la demanda y dirigir comurucación al Juzgado de Pri­
mera Instancia número 23 de Madrid, a fin de que remitiera certificación de 
las actuaciones correspondientes, emplazando a quienes hubieran sido parte en 
los autos ante este Tribunal Constitucional. 

3° Por providencia de 23 de jumo la Sección acusó recibo al aludido Juz­
gado de las actuaciones a que se ha hecho mención y acordó dar vista por pla­
zo común de veinte días al Procurador de la parte recurrente y al Ministerio 
Fiscal, a fin de que presentaran las alegaciones que estimaran convenientes. 

4° En cumplimiento del anterior proveído, el Fiscal formuló escrito de ale­
gaciones en que, después de aceptar la relación de hechos sustancialmente ex­
puestos en escrito de demanda, en su fundamentación jurídica, después de re­
chazar la necesidad de acudir, previamente al recurso de amparo, al "procedi­
miento correspondiente" a que se refiere el artículo 44.1 de la LOTC, por no 
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ser éste un requisito de procedibilidad y entrar en el fondo sometido a análisis, 
respecto al cual la resolución recurrida puede dar base a que las resoluciones 
dictadas por el Tribunal eclesiástico sobre nulidad de matrimonio o las deci­
siones sobre matrimonio rato y no consumado no tienen eficacia legal de or­
den civil cuando el procedimiento se tramita en rebeldía del demandado; el 
Fiscal rechaza este planteamiento que obliga a los interesados, cuando concu­
rra el supuesto, a resignarse a permanecer inactivos o iniciar un proceso civil de 
declaración de nulidad de matrimonio canónico, de acuerdo con la disposición 
que contiene la Ley 30/1981, de 7 de junio, con el grave problema de con­
ciencia en el ejercicio de libertad religiosa que puede representar para muchos 
interesados; el neutralismo confesional constituye un principio básico de la 
Constitución Española, compatible con las relaciones de cooperación con la 
Iglesia Católica y las demás confesiones; este principio cooperativo se patentiza 
con el Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede de 3 de enero de 1979 
y en el cual se reconoce la eficacia civil de las resoluciones eclesiásticas si se de­
claran ajustadas al Derecho del Estado y se dispone que las causas pendientes 
se!fUir~n tramitándose ante los Tribunales eclesiásticos, garantizando también 
sus efectos civiles; ésta es la situación en que se encontraba, en el momento de 
ratificarse el acuerdo, el proceso iniciado por la demandante; la etapa final de 
la evolución legislativa en esta materia se refleja en la Ley 30/1981, en la que 
hay que destacar el artículo 80, que declara la eficacia de las sentencias de los 
Tribunales eclesiásticos, si se declaran ajustados al Derecho del Estado por el 
juez civil competente, según la Ley de Enjuiciamiento Civil y la disposición 
adicional segunda de la Ley, que establece que, presentada la demanda, el juez 
dará audiencia al otro cónyuge y al Fiscal y si, habiéndose formulado oposi­
ción, aprecia que la resolución es auténtica y ajustada al Derecho del Estado, 
acordará su eficacia en el orden civil y su ejecución con arreglo a las disposicio­
nes del Código Civil; parece que la resolución positiva del juez está supeditada 
a que no exista oposición, pero del número 3 de la misma deduce que esa reso­
lución positiva puede producirse a pesar de la oposición; por otra parte, es de 
reconocer que el artículo 954 de la Ley de Enjuiciamiento Civil tiene una fácil 
interpretación, pues alude a que la eficacia interna de iás ejecutorias se regula 
por lo dispuesto en los artículos 951, 952 y 953 de la misma Ley y sólo en el 
caso de no estar en alguno de estos supuestos, la ejecutoria tendrá fuerza en 
España cuando no haya sido dictada en rebeldía; pues bien, interesa destacar 
que el artículo 951 determina que las sentencias firmes pronunciadas en paÍ· 
ses extranjeros tendrán en España la fuerza determinada en el tratado respecti­
vo, así en el Acuerdo dictado en 1979 entre España y la Santa Sede; por tanto, 
la eficacia civil de las sentencias de nulidad de matrimonio canónico acordadas 
por los Tribunales Eclesiásticos tienen como fuente reguladora las disposicio­
nes de la Ley de 1981 y el Acuerdo tantas veces citado, debiendo prevalecer en 
caso de discrepancia las normas de este último; aun aplicadas directamente, las 
disposiciones de la Ley de 1981 con referencia al artículo 954 no permiten la 
constatación de los condicionamientos que enumera dicho artículo y, como 
consecuencia, de la causa obstativa segunda (si la sentencia hubiera sido dicta­
da en rebeldía), y ello por existir una norma con el rango de tratado que regu­
la esta materia; por todo lo expuesto, el Ministerio Fiscal solicitaba sentencia 
otorgando el amparo. 

5° La representación de la recurrente, dentro del plazo concedido, presen­
tó también su escrito de alegaciones, en el que hizo resaltar que la sentencia 
cuya ejecución fue denegada por el Juzgado de Primera Instancia número 23 
de Madrid fue dictado por un Tribunal reconocido por el Estado español, reu­
niendo todos los requisitos reconocidos para su validez según la normativa vi-
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gente al iniciarse el proceso, e incluso tras la fecha de la sentencia; que dene­
gar su ejecución supone la indefensión del ciudadano al que se priva de la tu­
tela jurídica que asume el Estado; el caso está tratado en la disposición tran­
sitoria segunda del Acuerdo entre la Santa Sede y el Estado español de 1972, 
que supone una prórroga de los Tribunales eclesiásticos; que las sentencias 
dictadas por estos Tribunales tienen el mismo valor que las de los Tribunales 
españoles, por lo que no puede aplicarse el artículo 954 de la Ley de Enjui­
ciamiento Civil; dicho artículo, junto con el 80 del Código Civil, se refieren 
a causas de nulidad y matrimonio rato y no consumado cuya interposición 
sea posterior a la entrada en vigor del Acuerdo mencionado; por todo lo cual 
ratificó la solicitud de amparo. 

6º La Sala, en su reunión del día 29 deseptiembre de 1982, acordó unir a 
las actuaciones los escritos presentados haciendo entrega de las copias a las par­
tes personadas; señalando para la deliberación y votación el siguiente día 13 de 
octubre y nombrando ponente al Magistrado de la Sala señor Fernández Via­
gas; en la fecha indicada se inició la deliberación, sin que se ultimara en ese 
continuándose en los siguientes, no habiéndose podido pronunciar la senten­
cia en el plazo que establece el artículo 52.3 de la LOTC por las ocupaciones 
que esos días han pesado sobre el Pleno del Tribunal y la propia Sala senten­
ciadora. 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1. Que antes de entrar en el caso controvertido en estos autos hemos de tra­
tar el tema que sugiere el Fiscal de la comprobación de haberse agotado la vía 
judicial previa. En efecto, el artículo 44.1.a) de la LOTC autoriza el recurso de 
amparo, siempre que se hayan agotado todos los recursos utilizables dentro de 
la vía judicial. La doctrina de este Tribunal expresa al respecto el criterio de 
que sólo podrá conocer del fondo de la cuestión planteada cuando el recurren­
te haya agotado las vías procesales de que dispone, sin obtener la debida pro­
tección de los derechos que invoca. Y ya que la Ley 30/1981, de 7 de julio, 
que regula, el procedimiento especial para las demandas en solicitud de la efi­
cacia civil de las resoluciones de los Tribunales eclesiásticos, determina que 
contra el auto resolutorio que, en sentido denegatorio, dicte el juez no se dará 
recurso alguno, pero añade que "quedará a salvo del derecho de las partes y del 
Fiscal para formular su pretensión en el procedimiento correspondiente" (dis­
posición adicional segunda, punto 3); cabe preguntarse si el óbice de procedibi­
lidad que ello supone, respecto al recurso de amparo, cuando el recurrente ha 
hecho uso de esta facultad, hace inexcusable la terminación del proceso corres­
pondiente con carácter previo a la interposición del amparo. La Sala estima 
que esta interpretación sería en.absoluto improcedente, como lo pone de ma­
nifiesto la simple comparación de la literalidad de los preceptos que acaban de 
ser citados. En efecto, mientras el artículo 44 .1.1) de la LOTC exige el agota­
miento de todos los "recursos''. la Ley 30/1981 alude a "procedimiento co­
rrespondiente", términos que no son en absoluto intercambiables. El reconoci­
miento de un procedimiento más para reclamar el derecho nada tiene que ver, 
en sentido técnico, con el agotamiento de la vía de recursos a que se refiere la 
LOTC; aquél constituye un derecho que puede o no ejercitar la parte y que, de 
hacerlo, abre un nuevo cauce judicial que debe ser agotado antes de residenciar 
en sede constitucional el tema; pero que puede ser renunciado porque a nadie 
se le puede obligar al seguimiento de un nuevo proceso para remediar, en su ca­
so, una violación de un derecho fundamental ocurrido en procedimiento dis­
tinto y agotado. 

429 



430 

JOSE ANTONIO CORRIENTE CORDOBA 

2. En cuanto al reconocimiento legal de eficacia en el orden civil de las re­
soluciones dictadas por los Tribunales eclesiásticos sobre nulidad de matrimo­
nio canónico y decisiones pontificias sobre matrimonio rato y no consumado, 
se sustenta, de una parte, en el carácter aconfesional del Estado -artículo 16.3 
de la Constitución Española- y, de otra, en el párrafo siguiente del propio tex­
to legal que obliga a los poderes públicos a tener en cuenta las creencias religio­
sas de la sociedad española y mantener las consiguientes relaciones de coopera­
ción. Pues bien, es este principio cooperativo el que se expresa en el Acuerdo 
entre el Estado español y la Santa Sede de 3 de enero d3 1979, en el que se re­
noce a la Iglesia Católica, entre otras, las actividades de jurisdicción; y así, el 
artículo VI.2 del mismo autoriza a los contrayentes a acudir a los Tribunales 
eclesiásticos solicitando declaración de nulidad o decisión pontificia sobre ma­
trimonio rato y no consumado, otorgando a dichas decisiones eclesiásticas la 
eficacia civil si se declaran ajustadas al Derecho del Estado en resolución del 
Tribunal civil competente; la disposición transitoria segunda instaura un régi­
men transitorio para las causas pendientes, que se seguirán tramitando ante los 
Tribunales eclesiásticos, y sus sentencias tendrán efectos civiles a tenor de lo 
di~puesto en el artículo XXIV del Concordato de 1953. 

El citado artículo XXIV del Concordato obligaría a comunicar la sentencia, 
una vez firme y efectiva, al Tribunal civil competente, el cual decretaría lo ne­
cesario para su ejecución a efectos civiles. 

Finalmente, la Ley 30/1981, de 7 de julio, contiene la nueva redacción del 
artículo 80 del Código Civil, que dispone que las resoluciones de los Tribunales 
eclesiásticos, sobre nulidad de matrimonio canónico o matrimonio rato y no 
consumado tendrán eficacia en el orden civil, a solicitud de cualquiera de las 
partes, si se declaran ajustadas al Derecho del Estado en resolución dictada por 
el juez civil competente, de acuerdo a las condiciones a.que se refiere el artícu­
lo 954 de la Ley de Enjui~iamiento Civil, y la disposición adicional segunda, 2, 
de la misma Ley ordena que, presentada la demanda por cualquiera de las par­
tes, el juez dará audiencia por plazo de nueve días al otro cónyuge y al Fiscal; 
y si, no habiéndose formulado oposición, aprecia que la resolución es auténti­
ca y ajustada al Derecho del Estado, acordará la eficacia en el orden civil de la 
resolución eclesiástica, procediéndose a su ejecución con arreglo a las disposi­
ciones del Código Civil. 

3. El proceso eclesiástico iniciado por la demandante, la denegación de cu­
yos efectos civiles por el Juzgado correspondiente es el motivo del presente re­
curso de amparo, se inició por demanda de fecha anterior al Acuerdo con la 
Santa Sede, mientras que la sentencia en dicho proceso recayó en 1980, por 
tanto, vigente ya el Acuerdo, así como la Constitución. No podemos descono­
cer que la valoración de estos hechos pertenece a la esfera de competencia 
del órgano judicial al que se atribuye la violación del derecho fundamental, pe­
ro ello no es Óbice para que el Tribunal Constitucional pueda y deba tenerlos 
en cuenta en cuanto inciden en el mantenimiento y respeto del disfrute de los 
derechos fundamentales. En efecto, la Ley aplicable en el presente caso por 
mandato del Derecho transitorio a que acabamos de aludir es la anterior al 
Acuerdo entre el Estado y la Santa Sede. Cierto que no vamos a resolver aquí 
un problema de legalidad, y somos conscientes de que, así como la aplicación 
del Derecho intertemporal procedente no elimina sistemáticamente la posibi­
lidad de inconstitucionalidad, porque en el curso del proceso correspondien­
te, regido por la ley adecuada, se cometa una violación de un derecho o liber­
tad susceptible de amparo, así tampoco la mera inaplicabilidad de derecho co­
rrespondiente engendra por sí sola violación constitucional. 
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A este respecto hemos de reconocer que, si bien no aparecen indicios de 
violación del artículo 16.3 de la Constitución Española, pues la cooperación 
del Estado con la Iglesia Católica no implica automatismo en el reconocimien­
to de las resoluciones dictadas por los Tribunales eclesiásticos ni se ve de qué 
modo la negativa al reconocimiento de efectos civiles daña el principio de 
igualdad del artículo 14 de la propia Constitución, ya que, antes al contrario, 
el fundamento de la resolución contra la que se ejercita el amparo es el de so­
metimiento de todos los Tribunales españoles al Derecho del Estado, el precep­
to que puede verse afectado es el del artículo 24, en cuanto garantiza a todas 
las personas el derecho a obtener tutela efectiva de los Jueces y Tribunales en 
el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, lo que implica el reconoci­
miento de los efectos de las resoluciones de los Tribunales predeterminados 
por la Ley por todos los órganos del Estado. Si el reconocimiento a los católi­
cos de someter sus relaciones matrimoniales a los Tribunales eclesiásticos apa­
rece reconocido en la legislación aplicable y si, por otra parte, la obligación de 
reconocer los efectos civiles de las correspondientes resoluciones aparece tam­
bién declarada, la negativa a proceder de esta suerte por parte de un órgano del 
Estado, cuando se dan las circunstancias exigida~ por dicha legislación, debe 
ser remediada, aparte del problema de la constitucionalidad mima.de la norma 
de donde resulten aquellos derechos o, dicho de otro modo, la constitucionali­
dad del Acuerdo entre España y la Santa Sede a que nos venimos refiriendo. 

4. Esta Sala, en sentencia dictada en autos 65/1980, de fecha 26 de enero 
de 1981, publicada en el "Boletín Oficial del Estado", de 24 de febrero, ha 
hecho alusión a que el problema de la transitoriedad ha de ser interpretado "en 
nuestro tiempo marginando soluciones fáciles apoyadas en la efectividad de la 
disposición derogatoria de la Constitución y evitando, sin daño para el sistema 
y, desde luego, para la armonía institucional que dice el artículo 16.3 de aqué­
lla, vacíos normativos, a la espera de las nuevas regulaciones en la materia. 
Ciertamente, aquellos preceptos, en un conjunto normativo que obedece a una 
redacción que tiene en el Concordato de 1953 si directa inspiración, tienen en 
la base la confesionalidad del Estado y una concepción de la jurisdicción como 
uno de los poderes del Estado que no padecían por el ejercicio por los Tribu­
nales eclesiásticos de funciones que, en cuanto se proyectan en el orden jurídi­
co civil, podrían entenderse propios de la jurisdicción estatal". Como expresa 
dicha sentencia, los principios son, ahora, los de aconfesionalidad y exclusivi­
dad jurisdiccional a los que responde el Acuerdo con la Santa Sede, pero el 
tránsito debe hacerse con exquisito cuidado de evitar los vacíos a que se ha 
aludido, siempre que no padezcan las libertades públicas y los derechos funda­
mentales. 

5. Hemos de reconocer que el tema acotado de la constitucionalidad o in­
constitucionalidad del Acuerdo del Estado español y la Santa Sede de 3 de 
enero de 1979 no presenta en este caso rasgos coincidentes con Jos que afron­
tamos en aquella otra ocasión en la sentencia de la Sala a que acabamos de re­
ferirnos y en la que expresamente se decía que "todo se ha desarrollado desde 
la entrada en vigor de la Constitución Española y antes de la vigencia del 
Acuerdo con la Santa Sede ... ", por lo que, "no fundamentándose (la resolu­
ción recurrida) en el Acuerdo con la Santa Sede, no puede entrar en juego el 
artículo 55.2 de la LOTC"; pero en el caso de autos ya .1emos visto cómo en la 
resolución que se recurre se produce vigente dicho Acuerdo y decide un caso 
iniciado antes de su entrada en vigor, por lo que, en principio, es de aplicación 
el mismo, al menos en cuanto define el derecho transitorio aplicable. 

No podemos menos de constatar que este Acuerdo del Estado español y la 
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Santa Sede tiene rango de tratado internacional y, por tanto, como aprecia el 
Fiscal, se inserta en la clasificación del artículo 94 de la Constitución Españo­
la, sin que respecto a él se hayan, institucionalmente, denunciado estipulacio­
nes contrarias a la propia Constitución ni procedido conforme al artículo 95 
de la misma, y, una vez aplicado oficialmente el tratado, forma parte del orde­
namiento interno, Este Tribunal no debe, sin haber sido previamente requerido 
por los órganos constitucionales previstos, entrar en el examen de la supuesta 
contradicción cuando ningún órgano judicial ha planteado cuestión constitu­
cional, ni la han suscitado las partes. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la autori­
dad que le confiere la Constitución de la Nación Española, 

Ha decidido: 

Otorgar el amparo solicitado y, con anulación del auto dictado en 12 de 
marzo de 1982 por el Juzgado de Primera Instancia número 23 de Madrid, que 
declaró no haber lugar a la eficacia en el orden civil de la sentencia canónica 
dictada por el Tribunal eclesiástico número 1 de Madrid-Alcalá, respecto alma­
trimonio contraído entre doña Catalina María Zorrilla y don Prudencia Rafael 
Ladín, devuélvase los autos al referido Juzgado a fin de que proceda a la ejecu­
ción de la sentencia según el Derecho del Estado que resulte aplicable al caso y 
teniendo en cuenta el momento en que se inició el proceso ante el Tribunal 
eclesiástico, anterior al Acuerdo jurídico con la Santa Sede y a la Constitución. 

Publíquese esta sentencia en el "Boletín Oficial del Estado". 

Madrid, doce de noviembre de mil novecientos ochenta y dos.- Jerónimo 
Arozamena Sierra.- Francisco Rubio Llorente.- Luis Díez Picaza y Ponce de 
León.- Francisco Tomás y Valiente.- Plácido Fernández Viagas.- Antonio 
Truyol Serra.- Firmados y rubricados. 

Voto particular que formula el Magistrado don Luis Díez Picazo y Ponce 
de León a la sentencia de 12 de noviembre de 1982 en el recurso de amparo 
número 131/82. 

En el auto del Juzgado de Primera Instancia número 23 de Madrid de 12 de 
mayo de 1982, contra el cual se interpuso el recurso de amparo que ahora se 
resuelve, el juez decretó no haber lugar a acordar la eficacia en el orden civil 
de una sentencia de nulidad matrimonial dictada por el Tribunal eclesiástico 
número 1 del Arzobispado de Madrid-Alcalá de fecha 13 de mayo de 1980, re­
caída en un proceso canónico que debió iniciarse en el año 1978. 

Las alegaciones sobre las que la recurrente fundamentó su demanda de am­
paro constitucional fueron que la mencionada decisión del Juzgado violaba el 
artículo 14 de la Consticuión, porque entrañaba una discriminación por razón 
de religión; el artículo 16.3 de nuestro primer texto normativo, que establece 
las relaciones de cooperación del Estado con la Iglesia Católica, y el artículo 
24, por no haber otorgado la tutela judicial efectiva. 

Parece claro que el juez no viola el sistema de relación entre la Iglesia y el 
Estado que resulta de la Constitución ni, por ende, el artículo 16.3, pues no 
niega de plano la posible eficacia en el orden jurídico del Estado de las resolu-
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dones de los Tribunales eclesiásticos. Se limita a negarla en el caso concreto y 
lo hace por entender que no lo permiten el artículo 80 del ce y el 954 de la 
LEC. Siendo esto así, es claro que no coloca a doña Catalina Zorrilla Villarreal 
en ninguna situación de discriminación por razón de religión y que el proble­
ma que en nuestra sentencia puede cuestionarse es el relativo al artículo 24 de 
la Constitución. La jurisprudencia de nuestro Tribunal acerca del artículo 24 
de la Constitución ha señalado en multitud de ocasiones que el referido pre­
cepto constitucional da derecho al ciudadano a obtener de los Tribunales de 
Justicia una resolución fundada, pero en modo alguno una resolución que sea 
acorde con las pretensiones por él sostenidas. Por supuesto la resolución ha de 
haber sido dictada en un proceso en el que se hayan observado las necesarias 
garantías procesales. 

No existe dificultad especial para entender que el artículo 24, al hablar de 
una tutela efectiva, otorga el derecho a que las sentencias dictadas sean cumpli­
das y, por consiguiente, que constituye violación del artículo 24 de la Consti­
tución la total omisión del cumplimiento de una sentencia judicial firme y es 
posible identificar ejecución de una sentencia en términos generales con dota­
ción de eficacia en el orden civil a los fallos de los Tribunales canónicos. Sin 
embargo, no hay que olvidar que para proceder a la ejecución de una sentencia 
puede ser preciso cumplir una serie de requisitos estatuidos por el Derecho po­
sitivo. La homologación del cumplimiento de tales requisitos y la interpreta­
ción de las normas que los establecen es una cuestión de legalidad ordinaria y 
una función jurisdiccional estricta, en la cual este Tribunal no puede ni debe 
entrar, porque no es función suya, en la preservación del artículo 24, valorar 
la secuencia del proceso interpretativo y de aplicación del derecho que hayan 
realizado los jueces "a quo". Si esas operaciones han sido erróneas, se produ­
cirá una infracción de la legalidad ordinaria, que tendrá sus medios de subsana­
ción en los procesos y recursos ordinarios, pero que en modo alguno es una 
violación de la Constitución. 

Colocados en este plano, debemos señalar que un juez que aplica el artícu­
lo 80 del CC y el 954 de la LEC para decidir si una sentencia es o no es ejecu­
table, no está violando la Constitución, sino únicamente realizando una inter­
pretación del Derecho interno que puede ser más o menos correcta. Claramen­
te ésta es la situación de una aplicación retroactiva del artículo 80 del CC; 
puede ser incorrecto como aplicación de la legalidad ordinaria, pero no es una 
violación de la Constitución. Lo anterior es todavía más claro si se observa que 
el problema del auto del juez número 23 de Madrid fue un problema de Dere­
cho transitorio de los acuerdos jurídicos establecidos entre el Estado español 
y la Iglesia Católica, de manera que se ha dado vigencia inmediata a una nor­
ma que por sí sola no la tenía respecto de los procesos anteriores. Las opera­
ciones de aplicación del derecho y de selección de la norma aplicable que el 
juez puede haber realizado constituyen infracciones de la legalidad ordinaria 
en todo caso, pero creemos que no son por sí solas violaciones de la Constitu­
ción. Podrán serlo cuando conduzcan a una vulneración de un derecho funda­
mental de contenido sustantivo (v. gr. la libertad de expresión del pensamien­
to), porque entonces la suprema defensa de tales derechos que nos está enco­
mendada nos obliga a aplicar o rectificar, en su caso, la legalidad ordinaria, pe­
ro no hay vulneración del derecho al proceso y a las garantías procesales del 
artículo 24 de la Constitución por el hecho de que un juez seleccione mal la 
norma aplicable o la interprete mal. 

Por todo lo expuesto entiendo que el recurso de amparo ha debido ser de-
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sestimado. 

Madrid, doce de noviembre de mil novecientos ochenta y dos.- Luis Díez 
Picazo.- Rubricado.- Me adhiero al voto particular de mi colega don Luis 
Díez Picazo.- Madrid, fecha "ut supra".- Francisco Rubio Llorente.- Rubri­
cado. 

(B.J.C., 1982, noviembre, pág. 1026) 
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EXTRANJEROS. PERMISO DE TRABAJO. Denegación. D. de 
27 de julio de 1968 y D. de 2 de junio de 1978. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm. ): s ENTE N -

CIA DE 16 DE NOVIEMBRE DE 1982.Ponente:D.JoséPérezFer­
nández. 
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El T. S. desestima el recurso de apelación interpuesto por el Abogado del 
Estado contra Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au­
diencia Territorial de Las Palmas de 28 febrero 1981, que estimando el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por don Arjan B.L. , anuló la resolu­
ción de la Delegación Provincial de Trabajo de Las Palmas de 20 mayo 1980, y 
en su lugar, declaró la procedencia de concederle el permiso de trabajo solicita­
do. 

CONSIDERANDO: Que condicionada la pretensión de solicitud de Permi­
so de Trabajo para los extranjeros que no tengan un tratamiento singular y es­
pecífico en mérito a la legislación concordada, a que no exista algÚn español 
que manifieste el deseo de ocupar el puesto solicitado y acredite, ante el Or­
ganismo al que corresponda otorgar el permiso reunir la competencia precisa 
para su desempeño conforme preceptúa el art, 9 del D. de 27 julio 1968, apa­
rece acreditado en las actuaciones que la solicitud de la empresa recurrente pa­
ra la contratación como director comercial de KISMAN R.L. ha tenido la pu­
blicidad que demanda el precepto citado encaminada a que los trabajadores na­
cionales que pudieran y quisieran aspirar a la plaza indicada pudieran demos­
trar en la Delegación de Trabajo que reúnen la competencia precisa para de­
sempeñarlo, a cuyo fin tendrían que presentar al tiempo de solicitarlo, los títu­
los, certificados y documentos que así lo acrediten fehacientemente, y consi­
derándose que no existen trabajadores nacionales si en el plazo de un mes nin­
gÚn español ha solicitado dicha plaza, es claro que al, no haberse producido re­
querimiento alguno en tal sentido que pudiera desplazar el pretendido derecho 
a favor de un español, nada impide que se resuelva la petición en favor del tra­
bajador hindú ni que pueda estimarse la concurrencia de la causa de desestima­
ción a) del núm. 1 del art. 1 O por cuanto que si han de ser desestimadas las so­
licitudes de concesión de Permiso de Trabajo con carácter general cuando la 
petición se refiera a actividades en las que existieren a juicio de la Dirección 
General de Trabajo excedentes de mano de obra nacional sin colocar, resulta 
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incuestionable que tan lógica prevención aparece enervada y neutralizada por 
la falta de solicitud por parte española entendida en los términos referidos, y 
sin que en consecuecia, puedan tomarse en consideración las razones aducidas 
por la Delegación Provincial del Gobierno que hace suyas la Delegación Pro­
vincial de Trabajo puesto que, no es dable considerar en el supuesto que se 
contempla, el posible incremento en el paro de trabajadores cuando otros espa­
ñoles no han concurrido al llamamiento hecho para ocupar la plaza o destino 
que se pretende y que no se crea riqueza en la Provincia porque ésta es consus­
tancial con el empleo obtenido y con el desarrollo de la propia actividad o vida 
de trabajo, razones todas que obligan a compartir las consideraciones de la sen­
tencia apelada y a desestimar la sucinta referencia que la Representación del 
Estado hace al art. 4 del D. de 2 junio 1978 por cuanto que no es posible silen­
ciar el carácter procesal de la normativa invocada y que se remite para la trami­
tación del expediente en que han quedado configuradas las anteriores normas, 
al D. de 27 julio 1968 en que aparecen insertas y que lógicamente contradicen 
la pretendida discrecionalidad resolutiva que se pretende, porque, habrá de ser 
consecuencia o resultado del oportuno expediente en que puedan valorarse las 
circunstancias que pudieran determinar la medida desesyimatoria a adoptar. 

(R.J.A., 1982, nº 6997, pág. 4590). 
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PROPIEDAD IND u STR IAL. Marcas internacionales. Similitud. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

CIA DE 23 DE NOVIEMBRE DE 1982. Ponente: D. Fernando 
Roldán Martínez. 

El T.S. desestima el recurso de apelación interpuesto por "D., S.A." contra 
sentencia de la Sala 1ª de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Terri­
torial de Madrid de 26 noviembre 1980, desestimatoria del recurso contencio­
so-administrativo promovido contra resoluciones del Registro de la Propiedad 
Industria/ de 16 septiembre y 11 noviembre 1976, que concedieron la inscrip­
ción de la Marca "Rexona''. 

Considerandos de la sentencia apelada: 

CONSIDERANDO: Que son objeto de impugnación el acuerdo del Regis­
tro de la Propiedad fudustrial de 16 septiembre 1976 que accedió a la inscrip­
ción de la marca internacional núm. 410.827 consistente en la denominación 
"Rexona" escrita sobre un tubo contenedor cilíndrico, para distinguir anti­
transpirantes y desodorantes, así como el acuerdo del mismo órgano adminis­
trativo de 11 noviembre 1976 que accedió a la inscripción de la marca núm. 
410.828, consistente en la denominación "Rexona" (con gráfico) para distin­
guir jabones, cosméticos, perfumería y otros similares para el cuidado de la 
piel y el cabello, aceites esenciales y antitranspirantes, (clase 3ª), postulándose 
por el recurrente como titular de la marca nacional núm. 359.048 "Relaxona" 
que distingue productos farmacéuticos (clase 5ª) la nulidad de dichos acuer-
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dos como de los posteriores que desestimaron los recursos de reposición dedu­
cidos frente a los anteriores y se declare que procede el rechazo total de ambas 
marcas y se ponga en conocimiento del señor Ministro de Industria y Energía 
las irregularidades cometidas, consistentes, a juicio del recurrente, en que en 
una misma argumentación se desestimaron sus recursos de reposición y los del 
solicitante de dichas marcas que postulaban se ampliasen los productos a pro­
teger a los enumerados en su solicitud inicial, alegando que los acuerdos im­
pugnados infringen lo dispuesto en la regla 1 a del art. 124 del Estatuto de la 
Propiedad Industrial. 

CDO.: Que con la finalidad, tanto, de impedir que se produzca una compe­
teneia ilícita y que un tercero pueda aprovecharse indebidamente de una repu­
tación industrial o comercial, como, de evitar que los consumidores puedan 
confundir bien los productos en sí, bien el prestigio que les proporciona sus 
orígenes, el núm. 1 del art. 124 del Estayuto de la Propiedad Industrial esta­
blece que "no podrán ser admitidos al registro como marcas los distintivos que 
por su semejanza fonética o gráfica con otros ya registrados puedan inducir a 
eroror o confusión en el mercado", de lo que se deduce, que son dos los con­
ceptos jurídicos indeterminados (susceptibles por tanto de revisión jurisdiccio­
nal) que como requisitos subyacen en tal precepto, a saber, la verdadera seme­
janza ya sea fonética ya gráfica entre las denominaciones y el riesgo de confun­
dibilidad entre los productos protegidos, cuya concurrencia simultánea es ne­
cesaria para que entre en juego la prohibición contenida en la norma transcrita, 
pues de faltar los dos o uno de ellos surge la imposibilidad de su aplicación, 
por lo que la mera semejanza o identidad de las palabras que titulan las marcas 
en pugna no es suficiente para no admitir la protección de la más reciente, 
cuando los artículos a los que se pretenda aplicar sean distintos y fácilmente 
diferenciables de los designados por la que tiene prioridad de inscripción, ya 
que en tal caso la distinción de las marcas antagonistas proviene de los produc­
tos a que hace referencia, mientras que cuando los resultados del trabajo son 
similares sólo podrán nacer de sus respectivas denominaciones. 

CDO.: Que aplicando la anterior doctrina al caso de autos se impone la de­
sestimación del recurso, pues es obvio que el solicitante de la marca internacio­
nal no trata de aprovecharse de la reputación industrial o comercial de la mar­
ca "Relaxona", la cual es totalmente desconocida por el público consumidor y 
no así la internacional "Rexona" pues es un hecho notorio la intensa propa­
ganda que su titular ha realizado de la misma en los más diversos medios de co­
municación social, de tal forma que el público consumidor jamás al comprar 
un producto de los que ampara la marca "Rexona" pensará estar adquiriendo 
un producto farmacéutico amparado por la marca "Relaxona". 

CDO.: Que la pretensión de que este Tribunal ponga en conocimiento del 
titular del Departamento de Industria y Energía, lo que el recurrente conside­
ra irregularidades es pretensión totalmente ajena a las que conforme al art. 4 2 
de la Ley rectora de esta Jurisdicción puede formularse en un recurso conten­
cioso, por lo que no es procedente acceder a la misma. Y no concurriendo las 
circunstancias que conforme al art. 131 de la Ley Jurisdiccional podrían de­
terminar una expresa condena en costas. 

Considerandos del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que los fundamentos consignados por la Sala de 1ª 
Instancia en los Considerandos de la sentencia apelada no han sido desvirtua­
dos por las alegaciones de la parte apelante, puesto que, en primer lugar con-
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viene resaltar que los Acuerdos del Registro de la Propiedad Industrial de 16 
septiembre 1976 y 11 noviembre del mismo año que concedieron los depósitos 
de las Marcas Internacionales 410.827 y 410.828 consistentes en la denomina­
ción "Rexona" no los otorgan para todos los productos que dichas marcas pre­
tendían reivindicar, sino que los limitaron respectivamente el correspondiente 
al primero de tales marcas exclusivamente a los transpirantes y desodorantes, 
de las Clases ·3 y 5, pero no para los restantes productos, por estimar el Regis­
tro que para los productos antitranspirantes y desodorizantes la marca "Rexo­
na" podría convivir con la enfrentada de la titularidad de la apelante "Relaxo­
na" que distingue "Especialidades farmacéuticas" criterio que fue aceptado 
por la sentencia apelada y que debe ser confirmado por la presente por ser ma­
nifiesto que el consumidor que compra un producto antitranspirante o desodo­
rante no puede equivocarse y confundirlo con una especialidad farmacéutica 
amparada por la Marca "Relaxona", por análogas razones el Ac. de 11 noviem­
bre 1976 que otorgó el depósito de la Marca Internacional con la misma limita­
ción de los productos solicitados de la Clase 3, denegándolo para los de la Cla­
se 5, por ser doctrina legal y de jurisprudencia bien conocida que para que ha­
ya de aplicarse la prohibición del núm. 1 del art. 124 del Estatuto no basta 
cualquier semejanza fonética o gráfica, sino que se precisa que haya peligro de 
confusión o error en el mercado consumidor o perjudique o se aproveche del 
crédito adquirido por el titular, de la marca preexistente, la semejanza fonéti­
ca o gráfica es sólo un presupuesto básico, que si no existe ya no hay posibili­
dad de confusión, pues, cuando concurre semejanza en los elementos denomi­
nativos de las Marcas en pugna, como acontece en este caso, hay que distin­
guir entre parecidos denominativos e iguales productos o con parecidos de­
nominativos y diferentes productos, toda vez ue aquella norma del estatuto de 
la Propiedad Industrial exige para su aplicabilidad dos elementos o condiciones: 
A) Parecido denominativo, B) Riesgo de confundibilidad, y, en el examen 
comparativo de las marcas enfrentadas -con las limitaciones de productos­
establecida en los acuerdos de concesión, se pone de manifiesto que no existe 
el riesgo de confundibilidad, por no existir coincidencia en los productos que 
distinguen las marcas enfrentadas, exclusión de riesgo de equívocos que aún 
es mayor cuanto una de ellas es ampliamente conocida en el mercado Nacio­
nal por los consumidores, pues, la notoriedad impide que pueda generarse nin­
gún tipo de confusión, por ser evidente que los hechos notorios, no pueden 
desconocerse, y, en el presente caso no puede desconocerse que se está ante 
una marca de renombre, conocida por la casi totalidad de los habitantes adul­
·tos de nuestro territorio, lo que unido a las diferencias gráficas existentes entre 
las Marcas aquí enfrentadas y a la limitación de productos para los que fueron 
concedidas las dos citadas Marcas Internacionales, procede confirmar la senten­
cia apelada; sin que en contra pueda valorarse, como pretende la apelante, el 
hecho de que el Examinador del Registro haya opuesto reparo a la protección 
en España de las Marcas Internacionales cuyo depósito fue solicitado, por esti­
mar semejanza con la núm. 359.048 "Relaxona", pues, ello no es más que una 
obligación a cumplir de oficio por dicho funcionario, pero la concesión o dene­
gación de las marcas se hace previos los informes del personal correspondiente 
a la Sección Internacional de Marcas y del Jefe del Registro, finalmente, es de 
tener presente, que la validez o nulidad de los actos administrativos no depen­
de del acierto de la motivación ni de la desafortunada o inoperante cita de pre­
ceptos de la resolución, sino que sólo depende de sus formalidades esenciales 
y de su licitud y legalidad intrínseca en cuanto declaración de voluntad de la 
administración que esté acorde con el examen de los hechos y la normativa 
aplicable por lo que independiente de las más o menos desafortunadas manifes­
taciones expuestas por el Registro en los fundamentos de las resoluciones im-
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pugnadas, ello no conduce a que se tengan que estimar las pretensiones de la 
recurrente y apelante, toda vez que del análisis de los hechos y de la norma­
tiva aplicable aparece suficientemente acreditado que la concesión de las Mar­
cas Internacionales, en los términos limitados con que fueron concedidas, no 
son incompatibles con la Marca "Relaxona" de la apelante, no procediendo, 
aplicar la prohibición 1 a del art. 124 del Estatuto debiendo, en consecuencia, 
confirmar la sentencia apelada. 

(R.J.A., 1982, nº 7013, pág. 4604) 
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PROPIEDAD INDUSTRIAL. MARCAS INTERNACIONALES.­

Acuerdo de Madrid sobre Registro Internacional de 14 de abril de 
1 

1891. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm. ): s ENTE N -

CIA DE 23 DE NOVIEMBRE DE 1982. Ponente: D. José Garralda 
Valcárcel. 
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El T.S. estimando el recurso de apelación interpuesto por "B.A." revoca la 
sentencia de la Sala 2ª de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Te­
rritorial de Madrid de 24 febrero 1981, y estimando el recurso contencioso i 
interpuesto contra resolución del Registro de la Propiedad Industrial de 15 ju­
lio 1976, lo anula y ordena la inscripción de la marca VlNOFAN. 

CONSIDERANDO: Que el primer argumento empleado en la demanda pa­
ra impugnar los actos administrativos sometidos a revisión jurisdiccional, es la 
infracción de lo dispuesto en el art. 50 del Acuerdo de Madrid sobre Registro 
Internacional de Marcas de 14 abril 1891, sobre cuyo punto omitió todo pro­
nunciamiento la sentencia apelada y esto a su vez se convierte en la primera 
infracción que se achaca a dicha resolución en el recurso de apelación que nos 
ocupa, por lo cual se impone examinar el tema con carácter preferente, dado 
que su naturaleza puede hacer inútil el tratamiento de otras cuestiones y al 
efecto se ha de sentar, que se trata de la solicitud de registro en España, de 
una Marca alemana de origen (República Federal) e incorporada al Registro de 
la Oficina Internacional con fecha 8 agosto 1974 y aunque no consta en el ex­
pediente dato alguno revelador de la fecha en que se formuló la pretensión en 
nuestro país, hay elementos de juicio en el mismo para deducir con certeza 
que tuvo lugar con anterioridad el día 16 febrero 1975, en cuya fecha publi­
caba el aviso oficial para formular oposición el Boletín Español pues así re­
sulta de los escritos de oposición formulados y que tienen estampado el sello 
de entrada del Registro de la Propiedad Industrial. 

CDO.: Que el art. 50 del citado Convenio establece que las Administracio­
nes de los países cuya legislación les autorice para ello y a las cuales la Oficina 
Internacional notifique el registro de una marca, tendrán la facultad de decla­
rar que no puede concederse protección a dicha marca en su territorio, pero 
deberán ejercerla notificando su negativa, con expresión de todos los motivos 
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a la Oficina Internacional, dentro del plazo prevenido por su Ley nacional y a 
más tardar, antes del transcurso de un año, contado a partir del registro inter­
nacional de la marca y como ya se ha dicho que aquélla tuvo lugar el día 8 de 
agosto 1974 y el acuerdo denegatorio del Registro español se adoptó en 29 
septiembre 197 5, es visto que entre ambas fechas ha transcurrido ampliamente 
el plazo del año aludido y ello conlleva la pérdida del beneficio que implica la 
facultad expuesta, segÚn en mismo precepto y de consiguiente, el derecho al 
acceso de la marca internacional al Registro español, conforme al art. 1 del 
Acuerdo, orno vienen a reconocer las sentencias de esta Sala de 3 marzo 1975, 
1 O diciembre 1976 y 9 marzo 1977. 

CDO.: Que lo expuesto hace innecesario entrar en el examen de más cues­
tiones y viable el recurso de apelación y el contencioso administrativo por no 
ser conformes a derecho los actos impugnados, con la obligada revocación de 
la sentencia apelada que lo desestima y acordar los pronunciamientos propios 
del caso. 

(R.J.A., 1982, n° 7020, pág. 4610) 
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DERECHO LABORAL INTERNACIONAL. Contrato de trabajo 
de españoles en España para prestar servicios a empresa española en 
el extranjero. Leyes aplicables. Art. 1.4. del Estatuto de los Trabaja­
dores y art. 28.2 de la Constitución española. Derecho de huelga. 

Tribunal Supremo (Sala 6ª, de lo Social): SENTENCIA DE 27 

DE NOVIEMBRE DE 1982. Ponente: D. Luis SantosJiménez Asen­
jo. 

El T.S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por Francisco G.P. y otros contra la sentencia de la Mag. Trab., que desestimó 
las demandas promovidas por los recurrentes contra Mannesman Industria Ibé­
rica, S.A., sobre despido. 

CONSIDERANDO: Que el primer motivo de casación se articula alampa­
ro del núm. 5 del art. 167 de la L. Pro. Lab., por error de hecho en la aprecia­
ción de la prueba documental, interesando se complete el hecho probado se­
gundo de la sentencia recurrida en el sentido: "los actores fueron contratados 
en España por la empresa demandada" y por lo que se refiere al demandante 
Juan José G.P., "que una vez finalizado este contrato por cumplimiento de la 
duración del mismo, o por alguna de las causas previstas en 7 ,4, 7.5, 9.2 y 9.3, 
el trabajador se reintegrará al puesto que tenía en España, en plenitud de de­
rechos y obligaciones que le puedan afectar por la legislación vigente"; motivo 
que, conforme razona el informe del Mº Fiscal, no puede prosperar porque esa 
adición que se postula de que los actores fueron contratados en España, está 
implícitamente contenida en el relato fáctico al detallar las incidencias habidas 
en el centro de trabajo, sito en la República de Sudáfrica, como son todas 
aquellas referentes al retorno de los trabajadores a ,España, y así resulta tam-
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bien de los contratos de trabajo suscritos por los trabajadores al haberlo sido en 
Madrid para trabajar en la citada República, y en cuanto a la adición que se so­
licita referente al trabajador José G.P., no se debe olvidar que en su deman­
da se limita a solicitar que se declare la nulidad del despido y se eondene a la 
empresa a readmitirlo y a abonarle los salarios de tramitación, referida esa 
nulidad al despido que dice fue efectuado el día 22 abril, sin solicitar su rein­
tegro al puesto de trabajo que tenía en España, de lo que resulta que tal adi­
ción era inoperante e intrascedente para cambiar el signo del fallo que se pro­
nunció y, por ello, conforme tiene dicho con reiteración la doctrina de la Sa­
la, no debía figurar en la declaración de hechos probados. 

CDO.: Que con el mismo amparo procesal del anterior se articula el segun­
do motivo, con la finalidad de que añada un nuevo hecho probado, que debe­
ría ir cronológicamente situado entre el segundo y el tercero del siguiente te­
nor: "empresa y trabajadores suscribieron los contratos de trabajo por seis me­
ses y con expresa sumisión a la legislación laboral española y en concreto al Es­
tatuto de los Trabajadores, incluido lo referente al régimen disciplinario, res­
pecto al que se pactó que regiría lo señalado en la vigente legislación española 
en su actividad siderometa!Úrgica y reglamentaciones que rijan las relaciones 
laborales en la obra de Sasol III en segunda "Transvaal", República de Sudá­
frica", adición que debe ser desestimada pues desde el momento que los con­
tratos fueron celebrados en Madrid para prestar sus servicios en la República 
de Sudáfrica, es consecuencia obligada, que les era de aplicación la normativa 
vigente en España, por aplicación del art. 1.4 del Estatuto de los Trabajadores 
estableciendo que "la legislación laboral española será de aplicación al trabajo 
que presten los trabajadores contratados en España al servicio de empresas es­
pañolas en el extranjero", y por ello era innecesario que figurara en la declara­
ción de hechos probados aquellos extremos que se postulan, por tratarse de 
normas jurídicas y no de facto, que los Tribunales tienen la obligación de co­
nocer y aplicar sin necesidad de que se reflejen o constaten en el relato histó­
rico de la sentencia. 

CDO.: Que el tercer motivo también formalizado al ·amparo del núm. 5 del 
art. 167 lo es por error de derecho en la apreciación de la prueba, alegando que 
el Magistrado de Trabajo ha desconocido lo preceptuado en el art. 1245 del C. 
Civ., en relación con el párr. 20 del art. 649 de la L.E. Civ., al conceder valor 
probatorio a la denominada "relación de hechos" efectuada por el Consejero 
de la Embajada en Sudáfrica, que figura unida a los autos en los folios 11 O al 
116, y conforme a ella el ordinal 70 del resultando de hechos probados decla­
ra que los recurrentes "ocuparon las oficinas", lo que es incierto, pues se limi­
taron a ejercer su derecho de huelga y dejar de prestar servicios a la empresa, 
por lo que al dar el valor que se ha dado a ese poco objetivo informe, se origine 
una gravísima indefensión a los demandantes, teniendo en cuenta que las afir­
maciones contenidas en aquella "relación de hechos", fueron hechas por ter­
ceras personas al Consejero de la Embajada, con lo que se privó a los recurren­
tes hacer repreguntas a los supuestos testigos, con lo que se desvirtúa la prueba 
testifical y con ello se incurre en error de derecho en la valoración de la prue­
ba citada, por lo que las afirmaciones que en los hechos probados constan res­
pecto a la ocupación de las oficinas por los trabajadores o respecto a la no exis­
tencia de despidos deben ser suprimidas y valoradas en sus justos términos; 
motivo que no puede ser acogido favorablemente, pues el error de derecho pa­
ra su viabilidad exige la cita expresa del precepto legal valorativo de determi­
nado medio de prueba que haya sido desconocido o despreciado por el Juzga­
dor de instancia, y los arts. 1245 del C. Civ. y el 649 de la L.E. Civ. se refieren 
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el primero a que podrán ser testigos todas las personas de uno y otro sexo que 
no fueren inhábiles por incapacidad natural o disposición de Ja Ley, y el se­
gundo al derecho a ser repreguntado el testigo, una vez que haya contestado a 
las formuladas en el interrogatorio de preguntas, pero no establece una valora­
ción privilegiada de dicho medio probatorio; que tampoco se indica respecto 
de la prueba testifical, pues el art. 659 de Ja L.E. Civ. dispone que los Jueces y 
Tribunales apreciarán Ja fuerza probatoria de las declaraciones de los testigos 
conforme a las reglas de Ja sana crítica, y el art. 1248 del C. Civ. que Ja fuerza 
probatoria de las declaraciones de Jos testigos será apreciada por Jos Tribunales 
conforme a Jo establecido en Ja L.E. Civ. 

CDO.: Que con base en el núm. 1 o del art. 167 del Texto Procesal Laboral 
se formaliza el cuarto motivo en el que se denuncia infracción por interpreta­
ción errónea del art. 1 ap, 4 del Estatuto de los Trabajadores, en relación con 
el art. 4.e) del mismo texto legal y con el art. 28.2 de la Constitución Españo­
motivo que, como razona el informe del Mº Fiscal, no puede prosperar porque 
es cierto que la huelga es un derecho reconocido a Jos trabajadores españoles 
tanto en el art. 28 de la Constitución, como en el art. 4,c) del Estatuto de los 
Trabajadores, así como también que la legislación española es aplicable a los 
trabajadores españoles en tareas de empresas nacionales en el extranjero (art. 
1.4. del Estatuto), pero este precepto tiene como Júnite las normas de orden 
público aplicables en el Jugar de trabajo, y si como se razona en el segundo 
considerando de Ja sentencia y se manifestó reiteradamente a Jos trabajadores 
en el documento confeccionado por la Embajada Española, que en la Repúbli­
ca de Sudáfrica el derecho de huelga está prohibido, y si segÚn se dice en el or­
dinal 7° de Ja declaración fáctica de Ja sentencia recurrida, Jos trabajadores, an­
te Ja respuesta de la empresa de que no existía razón alguna que justificara Jos 
aumentos salariales pedidos, se negaron a trabajar, declarándose en huelga y 
ocupando las oficinas, por Jo que las fuerzas de seguridad de la República de 
Sudáfrica procedieron al desalojo de los mismos, tanto de Ja obra, como del 
campamento donde se alojaban, es evidente que la sentencia no incidió en las 
infracciones denunciadas sino que las aplicó rectamente, ya que la huelga es­
taba prohibida en el país donde los demandantes prestaban sus servicios, cual­
quiera que fuera su carácter o matiz, pero tampoco en la legislación española 
ese derecho de huelga es ilimitado, pues el art. 6 del R.D. -Ley 4 marzo 1977, 
establece los requisitos que han de seguirse para la declaración de la huelga y el 
art. 11 la considera ilegal, cuando se produzca contraviniendo lo dispuesto en 
el presente Real Decreto Ley, y en Ja declarada por Jos hoy recurrentes se 
omitieron todos aquellos requisitos legales exigibles, de ahí que incluso con­
forme a la legislación española, de ilegal había de declararse. 

CDO.: Que el quinto motivo articulado con amparo en el núm. 1 o del tan 
citado art. 167, denuncia aplicación indebida del art. 49,4 del Estatuto de los 
Trabajadores, y como dice el informe fiscal tampoco puede prosperar porque 
segÚn el hecho probado 70 tanto el Director de Construcciones como el de 
Proyectos, trataron de resolver el problema sobre la base de que Jos trabajado­
res volvieran a trabajar y en evitación de la actuación de Ja policía, en el octa­
vo, que la empresa tenía permitido Ja vuelta al País, y en otro caso serían obli­
gados a abandonarlo con la responsabilidad de haber resuelto el contrato de 
trabajo unilateralmente, en el noveno, que la empresa ofreció la reincorpora­
ción al trabajo sin tomar ningÚn género de represalias, y en el décimo, el repre­
sentante de la Embajada de España aconsejó a los actores la reintegración al 
trabajo Y no lo aceptan, siendo claro, como acertadamente razona el Magistra­
do de Trabajo, que tal conducta equivale a una dimisión voluntaria, que consti-
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tu ye la causa de extinción de la relación laboral del art. 4 9 ,4 del Estatuto de 
los Trabajadores, consecuente al abandonar voluntariamente los trabajadores la 
prdstación de sus servicios. 

CDO.: Que el sexto motivo articulado con amparo en el núm. 1 del art. 
167 del Texto Procesal Laboral, denuncia violación de los núms. 1 y 3 del art. 
55 del Estatuto de los Trabajadores, debe correr la mima suerte adversa de los 
anteriores, pues no habiendo sido despedidos los demandantes, es llano que no 
es de aplicación el precepto que se cita como infringido, y a que a los despidos 
disciplinarios se refiere. 

CDO.: Que el séptimo motivo articulado al amparo del núm. 1 del art. 167 
de la L. Pro. Lab, denuncia infracción por violación de los núms. 1 y 10 del 
art. 51 del Estatuto de los Trabajadores, motivo que debe ser desestimado 
porque el contrato de trabajo de los demandantes no fue resuelto por fuerza 
mayor, como se pretende en el motivo, sino, como se expuso precedentemen­
te, por dimisión de los trabajadores y por consecuencia de ello no es aplicable 
el núm. 10 del citado art. 51 por referirse a la extinción del contrato autoriza­
do, la indemnización en él señalada. 

CDO.: Que la desestimación de todos los motivos articulados acarrea la to­
tal del recurso, de acuerdo con el parecer del Mº Fiscal. 

(R.J.A., 1982, nº 6899, pág. 4502) 
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EXTRANJEROS. PERMISO DE TRABAJO.- Hispanoamerica­
nos. D. de 27 de julio de 1968 sobre Régimen de Empleo, Trabajo y 
Establecimiento de extranjeros en Espafía. Tratado de Reconocimien­
to, Paz y Amistad entre Espafía y Argentina de Ú de septiembre de 
1863. Ley de 30 de diciembre de 1969 sobre Relaciones Laborales de 
la Comunidad Iberoamericana y Filipina. D. de 2 de junio de 1978 y 
3 de mayo de 1980. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): SEN -

TENCIA DE 2 DE DICIEMBRE DE 1982. Ponente: D. José L. Ruiz 
Sánchez. 
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La Sala de Las Palmas dictó sentencia en 4 marzo 1981, estimando el recur­
so interpuesto por don Carlos Eduardo F.A., de nacionalidad argentina contra 
acuerdo de la Delegación de Trabajo de dicha Capital que le denegó la solicitud 
de trabajo en la actividad propia de reparación de televisores para ejercer en 
aquella ciudad. El fallo de dicha Sala declara la nulidad de la resolución impug­
nada. 

Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T.S., acep­
tando lo considerandos de la sentencia apelada, lo desestima. 

Considerandos de la sentencia apelada: 
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CONSIDERANDO: Que el recurso tiene por objeto el examen de la legali­
dad del acto administrativo integrado por las resoluciones expresa y presun­
ta, que se relacionan en los Resultandos, del Delegado de Trabajo de Las Pal­
mas, por las que se deniega la solicitud de permiso de trabajo por cuenta pro­
pia, oportunamente deducida por el recurrente don Carlos Eduardo F.A. de 
nacionalidad argentina, con base en que la actividad para la que se pide el per­
miso -reparación de televisores y aparatos electrónicos- se halla muy saturada 
en la localidad; dado que frente a dicho acto administrativo el recurrente, ha 
deducido pretensión anulatoria, por entender que no se ajusta a Derecho, aña­
diendo otras pretensiones individualizadas que constituyen el fundamento o 
son consecuencia de la petición principal, en los términos que se dejan copia­
dos del suplico de su demanda, en el Resultando correspondiente. 

CDO.: Que la pretensión fundamental, por la que se reclama el derecho a 
trabajar en España, en ejercicio de actividad por cuenta propia, a favor del 
súbdito argentino recurrente, se sustenta en la demanda con base a una exten­
sa enumeración normativa que, en lo esencial se reduce a esta doble fundamen­
tal: 1 º) El decreto 1870 de 27 julio 1968, sobre Régimen de Empleo, Trabajo 
Y Establecimiento de extranjeros en España, en su art. 1 o aparta del régimen 
general de extranjería, a las situaciones basadas en Tratados o Convenios sus­
critos por España en cuanto conservan su vigencia, y encontrándose vigente y 
no denunciado por las partes, el Tratado de Reconocimiento, Paz y Amistad 
celebrado entre España y la República Argentina el 21septiembre1863, ratifi­
cado en 20 junio 1864 y publicado en la "Gaceta de Madrid" núm. 25, en cu­
yo art. 8° se dispone que "Los súbditos de S.M. Católica en la República Ar­
gentina y los ciudadanos de la República en España, podrán ejercer li,bremente 
sus oficios y profesiones ... todo con arreglo a las Leyes del País en los mismos 
términos ... que los que usen o usaren los de la nación más favorecida", y 2ª) 
La Ley de 30 diciembre 1969, núm, 118/69, sobre Relaciones Laborales de la 
Comunidad Iberoamericana, Filipinas y otros, a lo que hay que añadir, la Or­
den del Ministerio de Trabajo de 15 enero 1970 (B.O. 26), que sanciona que 
los súbditos iberoamericanos ... que actualmente trabajan en territorio nacio­
nal o pretenda trabajar en él, por cuenta propia o ajena quedan exentos de la 
obligación de proveerse del permiso de trabajo que, con carácter general y para 
todos los extranjeros que realizan una actividad laboral en España, preceptúa 
el art. 4 del D. 1870/1968, de 27 julio, normativa esta que avala igualmente las 
pretensiones laborales que se enjuician en este concreto recurso. 

CDO.: Que esta Sala ha declarado en anterior sentencia que tratándose de 
realizar trabajo por cuenta propia, la interpretación de las normas que se dejan 
citadas y del Tratado con la República Argentina, así como las contenidas en 
la Ley de 1969, de relaciones laborales de la Comunidad Iberoamericana y 
Orden del Ministerio de Trabajo que la desarrolla, de 1970, amparan la preten­
sión enjuiciada, en aplicación del principio de jerarquía normativa recogidoen 
el art. 9-3° de la Constitución Española, dado que, aparte el rango superior de 
la Ley, la citada Orden Ministerial está dictada en desarrollo y ejecución de 
aquélla, conforme lo establecía su Disposición Adicional, al facultar al Minis­
terio de Trabajo para dictar las disposiciones necesarias tendentes a dicha fina­
lidad, sin que pueda decirse que el D. 1031/80 de 3 mayo, haya venido a dero­
gar la precitada Orden, ni expresa ni tácitamente; lo primero, por no tener ta­
bla de vigencias, y porque su disposición derogatoria no hace alusión a la mis­
ma, y lo segundo, porque sus normas no están en contradicción con lo dis­
puesto en aquélla, al limitarse regular el procedimiento de concesión y prórro­
ga de los permisos de Trabajo y autorización de residencia a extranjeros, sin 
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que se contengan en ellos los criterios a seguir para la concesión o denegación, 
materia que seguirá regulándose, por tanto, por la normativa anterior, que es la 
ya mencionada para los trabajadores de la Comunidad Iberoamericana, y dado 
la claridad incontestable de su expresión gramatical, se está en el caso de dictar 
un pronunciamiento estimatorio del recurso, al no ajustarse a Derecho la reso­
lución recurrida. 

Considerandos del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que al impugnarse la sentencia dictada por la Sala de la 
Jurisdicción de la Audiencia Territorial de Las Palmas, que revocó el acuerdo 
de la Delegación Provincial de Trabajo, desestimatorio de la solicitud de traba­
jo, por cuenta propia, como técnico de radio y televisión, de un súbdito argen­
tino, al estimarse que tal profesión está saturada en la localidad y perjudica al 
sector, el Abogado del Estado apelante, expone como argumentos que debe 
propiciar su revocación: 1 º) Las facultades discrecionales que se desprenden 
de lo establecido en el Decreto de 2 junio 1978 en unión al informe desfavora­
ble de la Comisión Provincial de Gobierno, y 2º) Se mantiene criterio contra­
rid a la prevalencia de las normas, que se reflejan en la sentencia apelada, como 
determinantes del régimen "más beneficioso" para los súbditos hispano-ame­
ricanos que se encuentran en España, en orden a las solicitudes de Trabajo. 

CDO.: Que no sólo como derivación del ordenamiento vigente -Ley 119/ 
1969 de 30 diciembre, D. 1870/1968 de 27 julio, ratificado por el R.D. 1031/ 
1980 de 3 mayo; Orden del Ministerio de Trabajo de 15 enero 1970- los Tra­
tados internacionales -Tratado de reconocimiento, paz y amistad entre Espa­
ña y la Argentina celebrado en 21 septiembre 1863, ratificado en 20 junio 
1864 y el Convenio de Cooperación social de 1 O noviembre 1965, ratificado 
en 14 julio 1966- cuya valoración en el doble aspecto de sus respectivas vi­
gencias por un lado y, por otro, la prioridad y efectividad en conexión con el 
art. 9,3 de la Constitución, sob objeto de minucioso y ponderado análisis por 
la sentencia apelada de acuerdo con la más pura ortodoxia jurídica, coinciden­
te con la orientación doctrinal establecida por esta Sala, en numerosas senten­
cias, recientemente las de 6 y 13 julio 1982, que conducen a la consecuencia 
de la confirmación de la sentencia apelada, con desestimación de la apelación 
interpuesta. 

(RJ.A., 1982, nº 7765, pág. 5170) 

56 

DERECHOS FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PUBLICAS. 

Libertad de expresión. Su interpretación: Tratados internacionales y 
Declaración Universal de los Derechos del Hombre de 1948. 

Tribunal Supremo (Sala 5ª, de lo Contencioso-Adm.): SENTEN­

CIA DE 9 DE DICIEMBRE DE 1982. Ponente: D. TeodoroFemán­
dez Díaz. 
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La Sala de Sevilla dictó S. en 15 junio 1982, estimando el recurso inter­
puesto por la Confederación de Empresarios de Andalucía contra Acuerdo 
de la Junta Electoral Provincial de Sevilla de 12 mayo 1982 que denegó a di­
cha Confederación la posibilidad de realizar una campaña de orientación de 
voto en las elecciones andaluzas. El fallo de dicha Sala, anula el acuerdo im­
pugnado en cuanto desconoció el derecho jUndamental, constitucionalmente 
reconocido, de libertad de expresión e información aun en tiempo de campaña 
electoral. 

Interpuestos recursos de apelación por el Abogado del Estado y el Partido 
Comunista de Andalucía, el T.S. estima en parte el recurso deducido por el re­
presentante de la Administración y desestima totalmente el deducido por el 
mencionado Partido, confirmando la sentencia apelada, cuyos considerandos 
a continuación transcribimos, con excepción de la declaración de expresa im­
posición de costas a la Junta Electoral Provincial de Sevilla, que de acuerdo 
con el último considerando de la sentencia, se declara no ha lugar a su imposi­
ción. 

De los considerandos de la sentencia de la Audiencia Territorial 
de Sevilla interesan especialmente los siguientes: 

CDO.: Que en cuanto a la cuestión de fondo o sustantiva que plantea el 
proceso y que pueda formularse diciendo que lo que procede es examinar si el 
acuerdo de la Junta Provincial de Sevilla de 12 mayo pasado acordó "comuni­
car a la Confederación de Empresarios de Andalucía (CEA) que debe abstener­
se de realizar toda clase de propaganda electoral, la que queda circunscrita a 
los partidos políticos y demás entidades a que se refiere el art. 37 del R.D.-Ley 
20/1977, de 18 marzo vigente en las presentes elecciones al Parlamento de 
Andalucía" viola o conculca el derecho fundamental de la recurrente a la liber­
tad de expresión debe ser resuelta afirmativamenre con la obligada consecuen­
cia de anular el acuerdo recurrido. 

CDO.: Que el art. 1 o de la Constitución Española, que encabeza el título 1 
de la misma afirma en su ap. I, que "la dignidad de la persona, los derechos in­
violables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto 
a la Ley y a los derechos de los demás son fundamentos del orden político y 
de la paz social" y añade en el ap. 2 que "las normas relativas a los derechos 
fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán 
de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tra­
tados y Acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificado por Es­
paña". Del texto que se acaba de transcribir se desprenden dos evidentes con­
secuencias: a) los derechos que se enumeran en el cap. 2, sección 1 a del Tit. I 
son, junto con el respeto a la Ley y a los derechos de los demás, el fundamen­
to del Orden Político y de la Paz Social, y b) su interpretación debe hacerse de 
acuerdo con la DEclaración Universal de los Derechos del Hombre. De entre 
esos derechos nos interesa en este momento el que recoge en el art. 20.1 a y d. 
de la Constitución, que reza así: "Se reconoce y protegen los derechos: a ex­
presar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la 
palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción y a comunicar o re­
cibir libremente información veraz por cualquier modo de difusión". Este de­
recho tal y como lo formuló la Constitución Española, es fiel reflejo del tra­
tamiento que el mismo recibe en los grandes textos Internacionales, con los 
que coincide substancialmente, así el art. 19 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos de la Asamblea General de las Naciones Unidas y del Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Po!íticos de Nueva York y el 50 del 
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Convenio para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales de 4 noviembre 1950. 

Consideraciones del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que para que exista campaña electoral, lo cual ha cons­
tituído fundamento de hecho del acto según lo previsto en el art. 3 7 ,1 del R. 
D.-Ley 20/1977 deben darse todos los requisitos que a tenor del mismo la defi­
nen conforme a la doctrina sentada por este Tribunal Sala 4ª en su S. de 14 ju­
lio 1982, es decir, no sólo que se haya producido un conjunto de actividades 
lícitas ... en orden a la captación de sufragios sino que dichas actividades se ha­
yan organizado o desarrollado por los sujetos que el precepto menciona y en 
ese preciso sentido no puede otorgar aquella denominación legal fundándose 
exclusivamente en un concepto indeterminado de campaña electoral cuando la 
Ley por el contrario formula una definición por sus elementos constitutivos; la 
conclusión sólo puede ser la de la improcedencia de otorgar aquella califica­
ción a las mismas actividades cuando sean organizadas por otras personas, y, 
menos aún, si en ellas la captación de sufragios no se produjese de modo ine­
qu¡Ívoco y en favor de una opción partidista en bloque, asertos que se corrobo­
ran en la misma normativa por el art. 43 cuando señala que la realización de 
los actos y operaciones de propaganda regulados en el presente capítulo no ex­
cluyen la de cualesquiera otras actividades lícitas del mismo o distinto género, 
que se estime oportuno llevar a cabo de acuerdo con las disposiciones vigentes, 
porque aquí precisamente se permiten sin perjuicio de las del art. 3 7. La citada 
definición legal de la campaña electoral sirve para determinar que solamente 
aquellas que reúnan todos sus requisitos puedan acceder a un ordenamiento es­
pecial, el del Tít. V. de aquella normativa, en el cual y por virtud de las singu­
lares facilidades en el uso de los medios públicos de todo tipo se crean unas es­
peciales relaciones de sujeción, pero limitando el acceso a este ordenamiento 
secciona! a aquellas campañas que respondan a la definición legal, sin extender­
lo a aquéllas a las que pudiere aplicarse el art. 43, conclusión que empero no 
habilita para prohibirlas porque lo que precisamente este último precepto 
permite es la actuación de otras personas o Instituciones legítimas por medio 
de actos lícitos. Tal interpretación es la que se ajusta a los preceptos constitu­
cionales, porque por un lado el art. 6 señala los partidos po!Íticos como instru­
mento fundamental {pero no único) para la participación poiítica y por otra 
parte el derecho a expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y 
opiniones y a comunicar y difundir libremente información veraz reconocido 
en el art. 20 no podían ser excluidos ni limitados y menos en relación con or­
ganizaciones sociales a quienes el art. 70 de la propia Constitución otorga res­
ponsabilidades públicas en defensa y promoción de los intereses económicos y 
sociales, pues aquellos derechos sólo por Ley (y precisamente Ley Orgánica) 
que en todo caso respetase su contenido esencial (art. 53-1) podrían ser regula­
dos o limitados y es obvio que el R.D.-Ley 20/1977 y es Ley Orgánica ni pos­
terior a la Constitución, ni tiene intención expresa de regular tales derechos, 
por lo cual sus preceptos deberán respetarlos. 

CDO.: Que en el punto segundo del suplico de la demanda formulada por 
la Confederación de Empresarios de Andalucía C.E.A. pide que se declare que 
está facultada para ejercitar en todo momento e incluso durante el desarrollo 
de cualquier proceso electoral, los derechos contenidos en los aps. a) y d) núm. 
1 del art. 20 de la Constitución, sin otras limitaciones qt;e las establecidas en el 
ap. 40 del mismo artículo, pretensión esta que no procede estimar íntegramen­
te por la propia naturaleza de la Jurisdicción que no puede más que revisar ac-
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actos administrativos concretos: El de la Junta Electoral Provincial referido a 
la campaña para el Parlamento Andaluz, no pudiendo hacerse declaraciones de 
fitturo con carácter general. Por lo que procede su desestimación. · 

(R.J.A., 1982, n° 7542, pág. 5072) 
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EX TR AN JER o s. PERMISO DE TRABAJO.- Hispanoamerica­
nos. Ley de 30 de diciembre de 1969 sobre Relaciones Laborales de 
la Comunidad Iberoamericana y Filipina. D. de 27 de julio de 1968 y 
2 de junio de 1978. 

Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm.): s ENTE N -

CIA DE 22 DE DICIEMBRE DE 1982. Ponente: D. Fernando Rol­
dán Martínez. 

La Sala de Las Palmas dictó sentencia en 4 febrero 1981 estimando el re­
curso interpuesto por don Balbino M.K. contra resolución de la Delegación 
Provincial de Trabajo de aquella ciudad de 18 marzo J 980, que le denegó el 
penniso de trabajo solicitado por el actor, de nacionalidad nicaragüense. El 
fallo de dicha Sala declara el derecho al recurrente a que se le conceda el per­
miso solicitado. 

Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T.S., con­
jinnando la sentencia apelada cuyos considerandos que acepta a continuación 
se transcriben, lo desestima. 

Considerandos de la sentencia apelada: 

1 ° Que en el presente recurso se examina la legalidad del acto admhústra­
tivo integrado por la resolución del Delegado de Trabajo de Las Palmas, ex­
presa (de 18 marzo 1980), y presunta (desestimatoria de la reposición), por 
la que se deniega a don Balbino M.K.D.B. de nacionalidad nicaragüense, la 
solicitud de permiso de trabajo por cuenta propia (músico) con base en el in­
forme desfavorable de la Comisión Provincial de Gobierno en el que se con­
signa que la actividad de artista no genera riqueza en la Provincia de Las Pal­
mas. 

2° Que como ya tiene dicho esta Sala en número apreciable de sentencias 
análogas, la Ley de 30 diciembre 1969, sobre Relaciones laborales de trabaja­
dores de la Comunidad Iberoamericana Filipina y otros, y la Orden Ministerial 
que la desarrolla, de 15 enero 1970, en virtud de la especÍfica habilitación con­
tenida en la Disposición Adicional del texto legal, amparan decisiva y llana­
mente la pretensión del recurrente, en cuanto que el Texto reglamentario san­
ciona que "los súbditos iberoamericanos ... que actualmente trabajan en territo­
rio nacional o preyendan trabajar en él, por cuenta propia o ajena, quedan 
exentos de la obligación de proveerse del permiso de trabajo que, con carácter 
general Y para todos los extranjeros que realizan una actividad laboral en Espa­
ña, preceptúa el art, 40 del D. 1870/1968, de 27 julio, y como quiera que la 
precitada Orden Ministerial no puede entenderse derogada tácitamente por el 
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D. 1874 de 2 junio 1978, a la sazón vigente en el momento de producirse el 
acto administrativo enjuiciado, en razón de la específica habilitación que el 
Texto legal de 1969 atribuye directamente al M0 de Trabajo para su desarrollo 
y ejecución, se está en el caso de pronunciar un fallo anulatorio del acto admi­
nistrativo impugado, por cuanto, al denegar al recurrente la licencia solicitada, 
no se ajustó a Derecho, sin que sea posible atender a las demás pretensiones 
suscitadas en la demanda, por no derivarse las mismas de la resolución que se 
anula, lo que iría contra el principio de congruencia. 

30 Que no hay méritos para un especial pronunciamiento relativo a costas 
procesales. 

Considerandos del Tribunal Supremo: 

CONSIDERANDO: Que interpretados y aplicados acertadamente por la Sa­
la de instancia en la sentencia objeto de este recurso de apelación los preceptos 
atinentes al caso de autos, referente al súbdito nicaragüense Balbino M.K.B.B., 
residente en España con domicilio en Las Palmas de Gran Canaria desde 1977 
a quien se le denegó por el Delegado de Trabajo la renovación de Permiso de 
trabajo y autorización de residencia para trabajar por cuenta propia en su pro­
fesión de artista, procede confirmar la sentencia apelada por sus propios funda­
mentos, toda vez que los términos del debate son los mismos planteados en la 
primera instancia, por lo que de conformidad a la doctrina jurisprudencial ya 
establecida sobre la vigencia de la Ley de 30 diciembre 1969 y Orden Ministe­
rial de 15 enero 1970, en orden a la no necesidad de los hispano-americanos 
para trabajar en España por cu en ta propia o ajena de tener que proveerse del 
Permiso de Trabajo, que con carácter general el D. de 2 junio 1978, impone a 
los demás extranjeros. 

(R.J.A., nº 8075, pág. 5474) 
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